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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, febrero 12 de 1986. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá, en sesión extra- 
ordinaria, el próximo lunes 17, a la hora 18, para infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discrepancias surgidas entre la Junta Departamental 
de Paysandú y el Tribunal de Cuentas de la Repú- 
blica sobre el Presupuesto Municipal de Paysandú pa: 
ra el Ejercicio 1985-1989 (de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo 225 de la Constitución de la 
República, el plazo constitucional vence el 17 de fe- 
brero de 1986). 

LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


Asisten los señores senadores: Gonzalo Aguirre Rami- 
rez, José Germán Araújo, Hugo Batalla, Jorge Batlle, 
Eugenio. Capeche, José Pedro Cardoso, Pedro W. Cersósi- 
mo, Carlos W. Cigliuti, Juan Raúl Ferreira Sienra, Gui- 
llermo García Costa, Raumar Jude, Luis Alberto Lacalle 
Herrera, Enrique Martínez Moreno, Carminillo Mederos 
Da Costa, Dardo Ortiz, Eduardo Paz Aguirre, Carlos Julio 
Pereyra, Juan Martín Posadas, Luis Bernardo Pozzolo, 
Américo Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso, Luis 
A. Senatore, Juan A. Singer, Uruguay Tourné, Alfredo 
Traversoni, Juan J. Zorrilla, Alberto Zumarán, Juan C. Fa 
Robaina y los señores representantes: Numa Aguirre Cor- 
te, Nelson R. Alonso, Guillermo Alvarez, Juan Justo Ama- 
ro, Abayubá Amen Pisani, Ernesto Amorín Larrañaga, 
Jorge Andrade Ambrosoni, César B. Arbiza, Nelson Arre- 
dondo, Roberto Asiaín, Héctor Barón, Javier Barrios An- 
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2a, Honorio Barrios Tassano, Juan A. Bentancur, Carlos 
Bertacehi, Edgard Bonilla, Federico Bouza, Alberto Brau- 
se, César Brum, 'fabaré Caputi, Carios A. Cassina, Wa- 
shington Cataidi, Raúl Cazaban Goucalves, José Cercaiaro 
San Juan, Juan Pedro Ciganda, Eber Da Rosa Viñoles. 
Julio E. Daverede, Yamandú Fau, Francisco A. Forteza, 
Rubens Francolino, Carlos M. Fresia, Ruben E. Frey Gil, 
Juan 3. Fuentes, Carlos Garat, Alem Garcia, Washington 
García Rijo, Oscar Gestido, Héctor Goñi Castelao, Ramón 
Guadalupe, Alberto Guerrero, Arturo Guerrero, Luis A. 
Hierro López, Marino Hhrazoqui, Walter Isi, Luis Ituño, 
Eduardo Jaurena, Raúl Lago, Daniel Lamas, Ariel Lausa- 
rot, Oscar Lenzi, Héctor Lescano, Ricardo Lombardo, Os- 
car López Balestra, Jorge Machiñena, Oscar Magurno, Ju- 
lio Maimó Quintela, Miguel Manzi, Antonio Marchesano, 
Luis José Martínez, Eden Melo Santa Marina, Pablo Mi- 
llor, León Morelli, Carles E. Negro, Juan A. Oxacelhay, 
Ramón Paradiso, Ope Pasquet Iribarne, Alma G. Paralla- 
da, Ramón Pereira Paben, Juan Pintos Pereira, Lucas Pi- 
ttaluga, Elías Porras, Baltasar Prieto, Alfonso Reguiterena 
Vogt, Edison Rijo, Gilberto Ríos, Ricardo Rocha Imaz. 
Carlos Rodríguez Labruna, Yamandú Rodríguez, Raúl Ro- 
sales Moyano, Hebert Rossi Pasina, Yamandú Sica Blanco. 
Jorge Silveira Zavala, Carlos Norberto Soto, Guillermo 
Stirling, Héctor Martín Sturla, Andrés Toriani, Víctor Vai- 
llant, Gustavo Varela, Tabaré Viera Alfredo Zaffaroni 
Ortiz, Edison H. Zunini 

Faltan con licencia los señores representantes: Mario 
Cantón, Cayetano Capeche, Victor Cortazzo y Hugo Gra- 
huccl. 

Faltan con aviso los señores senadores: Manuel Flo- 


res Silva y Francisco Mario Ubillos y los sefiores represen- 
tantes: Luis A. Heber, Carlos Pita y Hécter L. Ríos. 


Faltan sin aviso los señores representantes: Jorge 
Conde, José Díaz, Nelsen Lorenzo, Walter Santoro y Oros- 
mán Martínez 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 18 y 31) 
—Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, febrero 17 de 1986. 


La Suprema Corte de Justicia remitió, con fecha 29 
de enero próximo pasado, el Mensaje relacionado con dis- 
crepancias a los vetos interpuestos por el Poder Ejecu- 
tivo al Presupuesto Nacional. 


—Oportunamente fue entregado a la Comisión de 
Presupuesto integrada con la de Hacienda de la Asam- 
blea General. 


La misma Corporación pone en conocimiento que el 


Dr. Armando Tommassino ha sido designado para ejercer 
su Presidencia durante el año en curso. 


—Téngase presente. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo pone 
en conocimiento que ha asumido la Presidencia del or- 
ganismo el doctor José Julio Folle. 


— Téngase presente.” 


4) DISCREPANCIAS SURGIDAS ENTRE LA 
JUNTA DEPARTAMENTAL DE PAYSANDU 
Y EL TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA RE- 
PUBLICA SOBRE EL PRESUPUESTO MU- 
NICIPAL DE PAYSANDU PARA EL EJER- 
CICIO 1985 - 1989 


—Se entra al orden del día con la consideración del 
único asunto que en él figura: “Discrepancias surgidas 
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entre la Junta Departamental de Paysandú y el Tribu- 


. nal de Cuentas de la República sobre el Presupuesto Mu- 


nicipal de Paysandú para el Ejercicio 1985-1989”. 


(Antecedentes: ) 
“Rep. N9 11 


COMISION ESPECIAL PARA LA CONSIDERACION 
DE LAS OBSERVACIONES INTERPUESTAS POR 
EL TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA REPUBLICA 
AL PRESUPUESTO MUNICIPAL DE PAYSANDU 


INFORME 


Señor Presidente 
de la Asamblea General: 


Vuestra Comisión Especial designada para estudiar 
las observaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas 
al Presupuesto del Gobierno Departamental de Paysan- 
dú y no aceptadas por su Junta Departamental, eleva a 
consideración de la Asamblea General el informe que le 
fuera cometido. 


Según consta en el Distribuido N* 1 de 1986, co- 
rrespondiente a la Carpeta N* 18 de 1985 de la Asam- 
blea General, (fotocopias numeradas A N?% 52031 a 52033 
vuelta, correspondientes a la Carpeta 125760 del Tribu- 
nal de Cuentas, que obran al final de dicho Distribuido), 
el Tribunal de Cuentas formuló nueve observaciones al 
Presupuesto Departamental de Paysandú y ordenó tener 
presente otras cinco recomendaciones a las que no cali- 
ficó formalmente como observaciones pero que valen sus- 
tancialmente como tales, en opinión de vuestra Comisión. 


Las observaciones están contenidas en los Conside- 
randos Nos. 3, 4, 7, 8, 9, 10, 12, 14 y 15 de la parte 
expositiva y los “Téngase presente” se explicitan en los 
Considerandos Nos. 5 6, 11, 13 y 17, a que refieren, res- 
pectivamente, los numerales 19 y 22 de la parte dispo- 
sitiva del dictamen del Tribunal de Cuentas. 


Estudiados exhaustivamente dichos considerandos, 
vuesta Comisión ACONSEJA: 


19) Aceptar la observación a que refiere el Con- 
siderando 3%, Se estima que la inobservancia de las Or- 
denanzas del Tribunal de Cuentas a que éste alude, le ha 
impedido al mismo cumplir su obligación constitucional 
de verificar las estimaciones de los diferentes recursos a 
fin de saber si hubo error en el cálculo de los mismos 
(Art. 225 inc. 2% de la Constitución). En consecuencia, 
los recursos deberán ordenarse y clasificarse en la forma 
en que lo fueron en el proyecto de Presupuesto remitido 
por el Ejecutivo Comunal (Véanse el Resultando 7% del 
dictamen del Tribunal de Cuentas y las fojas 26 a 31 del 
Distribuido N* 1) (Unanimidad). 


22) Aceptar la observación contenida en el Consi- 
derando 4% (Unanimidad). Se estima que es claro el fun- 
damento de esta observación, a tenor de lo que consta 
en los Resultandos 9%, 10 y 11 del dictamen del Tribunal 
de Cuentas, así como que el Art. 225 inc. 19 de la Carta 
impide de modo terminante a los Gobiernos Departamen- 
tales sancionar presupuestos que signifiquen déficit, 


39) Levantar la observación a que refiere el Con- 
siderando 7%, en lo atinente a los veintiocho artículos 
citados en el Resultando 15, que serán mantenidos en 
el Presupuesto (Unanimidad). Se considera que no es 
clara la distinción que hace el Tribunal de Cuentas en- 
tre normas “de ordenamiento administrativo-financiero” 
y normas de ejecución presupuestal; y que, por consi- 
guiente, las referidas disposiciones pueden ser calificadas 
de normas de ejecución presupuestal, no violatorias de! 
Art. 216 de la Carta. La gran mayoría de estas normas, 
además, reproducen textos idénticos del Presupuesto De- 
partamental de Paysandú de 1972 y, en todo caso, con- 
figuran reglas de sana administración. 


49%) Levantar, asimismo, el resto de la observación 
contenida en el Considerando 7%, en lo concerniente al 
Resultando 16. El pronunciamiento es unánime en cuanto 
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al Art. 45, por estimarse que la reproducción de una nor- 
ma constitucional (Art. 62 inc. 19%), no puede dar mérito 
a una observación. El dictamen de vuestra Comisión, por 
el contrario, se adoptó por mayoría con relación a las 
demás disposiciones citadas en el Resultando N? 16. Res- 
pecto de los Arts. 47 y 49, por no ser normas de carác- 
ter estatutario y referir a materia salarial o afín a ésta. 
Y respecto de los Arts. 44, 46, 48, 49, 51, 52 y 53, porque 
la tradicional e invariable práctica legislativa es la de 
incluir este tipo de normas en los Presupuestos y leyes 
de Rendición de Cuentas, así como por una decisiva razón 
de mérito: la necesidad de garantir los derechos de los 
funcionarios municipales de Paysandú, atento a la ex- 
periencia de los años recientes. 


5%) Aceptar la observación relativa al Consideran- 
do 8%, en lo atinente a los Arts. 57 y 59 (ver Resultando 
N9 17), por unanimidad y por las razones que dan mé- 
rito a su inclusión en el Considerando 9% y en el Resul- 
tando 18; esto es, falta de iniciativa del Intendente Mu- 
nicipal (Arts. 86 y 222 de la Constitución). 


6%) Levantar la misma observación, en lo relativo 
a los demás artículos citados en el Resultando 17 (Ma- 
yoría). Se estima que la prohibición de aumentar egre- 
sos, que surge del Art. 225 inciso 1% de al Constitución, 
debe ser interpretada de un modo lato, en el contexto 
de esa norma y con exclusiva referencia a la imposibili- 
dad de aprobar proyectos que signifiquen déficit. En tan- 
to el aumento de ciertos egresos se compense con la dis- 
minución de otros egresos y no genere déficit, no hay 
razón para mantener la observación a estos artículos. 


79) Levantar la observación a que refiere el Con- 
siderando 9%, en lo atinente a los Arts. 55 y 61 (ver 
Resultado 18) (Mayoría). Se estima que el art. 55 no 
significa de por sí una erogación, por cuanto ésta recién 
se hará efectiva a través de una futura iniciativa del 
Intendente y, además, debidamente financiada. En cuan- 
to al Art. 61, trátase de una norma Necesaria para ga- 
rantizar derechos de los funcionarios menoscabados por 
una práctica abusiva en materia de traslados. 


82) Aceptar la misma observación en lo concer- 
niente a los Arts. 57 y 59, por las razones expuestas 
“Supra” numeral 5% (Unanimidad). 


99) Aceptar, asimismo, esta observación, en lo re- 
lativo a los Arts. 60, 63, 65 y 66 (ver Resultando 18) 
(Mayoría). Falta la iniciativa del Ejecutivo Comunal. 
requerido por el Art. 86 de la Carta. 


10) Aceptar la observación contenida en el Consi- 
derando 10 (Resultandos Nos. 20 y 22), en lo atinente 
a los Arts. 74 y 79 “in fine”, oque amplían exoneraciones 
sin la iniciativa del Intendente, pero sólo en la medida 
en que dichas normas van más allá de los textos pro- 
yectados por el Ejecutivo Comunal en las mismas ma- 
terias, Arts. 79 y 12) (Unanimidad). 


11) Levantar la misma observación en lo concer- 
niente a los Arts. 72 y 73 (ver Resultando 20) (Mayo- 
ría) “Mutatis mutandis”, vale, a su respecto, lo expre- 
sado “supra” num. 6% Además, si bien es cierto que se 
modifican alícuotas de ciertos tributos —rebajándolas— 
se estima que las determinadas en el proyecto del Inten- 
dente de Paysandú eran abusivas y aún confiscatorias, 
especialmente la tasa del impuesto a los terrenos bal- 
díos, que llegaba a un exageradísimo 10%. 


12) Aceptar la observación a que refiere el Con: 
siderando 12, relativa a los Arts. 74 y 79, por las razo- 
nes expuestas “supra” num. 10 (Unanimidad). 


13) Aceptar la observación contenida en el Consi- 
derando 14, en el entendido de que ella consiste en re- 
querir la agregación del Presupuesto de la Junta Depar- 
tamental sobre el que recayó la resolución del Tribunal 
de Cuentas, ya que el que se agregó posteriormente di- 
fiere de aquél en ciertas cifras (Unanimidad). 


14) Aceptar la observación a que refiere el Consi- 
derando 15, por las razones que constan en el mismo y 
que deberán ser tenidas en cuenta en ocasión de aten- 
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caerse la obligación existente con el Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay (Unanimidad). 


15) Aprobar las recomendaciones que, por vía de 
"Téngase presente”, formula el Tribunal de Cuentas en 
los Considerandos 5%, 6%, 11 y 17, por los claros funda- 
mentos emergentes de los mismos (Unanimidad, salvo en 
cuanto a la recomendación del Considerando 6%, que se 
aprobó por mayoría). 


16) Rechazar la recomendación que, por vía de 
“Téngase presente”, realiza el Tribunal de Cuentas en 
el Considerando 13. Se estima que la doble imposición 
prohibida por el Art. 298 de la Constitución es la que 
surge de superponer impuestos nacionales y departa- 
mentales. No alude a impuestos que se apliquen en dis- 
tintos departamentos. 


_ Se precisa que tanto la unanimidad como la mayo: 
ría a que se alude en todas las resoluciones adoptadas 
por la Comisión, es siempre de miembros presentes. 


Es cuanto tiene que informar vuestra Comisión. 
Sala de la Comisión, el 6 de febrero de 1986. 


GOnzalo Aguirre Ramírez, Miembro Informante, Amé. 
rico Ricaldcni, Miembro Informante (con salvedades), 
A. Francisco Rodríguez Camusso, Miembro Informan- 
te (con salvedades), Julio Daverede, Miembro Infor- 
mante (con salvedades), Pedro W. Cersósimo (con 
salvedades), Héctor Barón, Carlos Bertacchi (con sal- 
vedades), Federico Bouza (con salvedades), Elías A. 
Porras Larralde (con salvedades). 


—-En discusión. 
Tiene la palabra el señor legislador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Entendía que antes de ha- 
cer uso de la palabra, los señores miembros informantes 
—<que son cuatro— iban a exponer las características 
fundamentales del trabajo de la Comisión y de las con- 
clusiones a que ésta ha arribado. 


Tengo aquí una carpeta, pero adelanto, para tranqui- 
lidad de la Asamblea General, que no voy a decir un 
discurso largo, que insuma mucho tiempo. No obstan- 
te... 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 

(Murmullos) 

SEÑOR PRESIDENTE. — Perdón, señor legislador 


Cersósimo, pero hay una falta de audibilidad total; es 
imposible escuchar su intervención. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Concedo la interrupción 
que me solicitaba el señor legislador Aguirre. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Yo también consideraba, como 
el señor legislador Cersósimo, que antes de entrar a una 
exposición de fondo, relativa a las posiciones particulares 
adoptadas por los partidos y sus representantes en el seno 
de la Comisión correspondería dar un informe breve ex- 
plicando la naturaleza del trabajo de la Comisión. Eso es 
lo que me proponía hacer en mi calidad de Presidente de 
la misma y también de miembro informante. 


Si el señor legislador Cersósimo no tiene inconvenien- 
te, le solicitaría que me permita hacer ese pequeño infor- 
me de carácter general. 


SEÑOR CERSOSIMO. — No tengo inconveniente, e 
inclusive me parece que en este caso es de elemental re- 
cibo que sea así. Además, lo hago con mucho gusto, se- 
ñor legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Le agradezco, señor legislador. 
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SEÑOR PRESIDENTE. -— Es correcto, pero la Mesa 
quiere dejar constancia de que el orden de los señores 
legisladores inscriptos era otro y que, reglamentariamen- 
te, los miembros informantes no tienen preferencia. 


Tiene la palabra el señor legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Lo que quería manifestar es 
que, como está en conocimiento de todos los integrantes 
de la Asamblea General, el informe de la Comisión se 
presentó por escrito y obra en poder de todos los señores 
legisladores, de modo tal que no me voy a extender en 
consideraciones sobre los aspectos particulares de ese in- 
forme, referente a criterios adoptados por la Comisión 
respecto a las observaciones interpuestas por el Tribunal 
de Cuentas. 


Sin embargo, ante todo debo precisar que en lo que 
respecta a los artículos 74 y 79 del proyecto de presu- 
puesto aprobado por la Junta Departamental de Paysan- 
dú que fueron observados por el Tribunal de Cuentas, se 
ha deslizado un error en el informe de la Comisión, pues- 
to que allí se dice que se acepta la observación por una- 
nimidad. No es así. Los señores legisladores Rodríguez 
Camusso y Bertacchi, del Frente Amplio, no estuvieron 
contestes en ese temperamento y, por lo tanto, la obser- 
vación se aprobó por mayoría y no por unanimidad. Me 
hago un deber manifestarlo así. 


En otro orden de cosas, quiero expresar que la Co- 
misión trabajó intensamente y celebró siete sesiones: una 
primera, de carácter preparatorio, para determinar el ré- 
gimen de trabajo y designar la Mesa de la Comisión, y 
luego sesionó los días 20 y 27 de enero y los días 3, 4, 
5 y 6 de febrero. 


El día 20 de enero, la Comisión recibió a los ediles 
que por dieciséis votos en treinta y uno adoptaron crite- 
rio contrario al proyecto de presupuesto presentado por 
el señor Intendente Municipal de Paysandú y, en conse- 
cuencia, determinaron la aprobación de un presupuesto 
distinto, que es el que fue remitido a consideración del 
Tribunal de Cuentas y recibió las observaciones de este 
organismo. 


El día 27 de enero se recibió a los ediles de la mi- 
noría políticamente solidarizada con el señor Intendente, 
quienes también expusieron sus puntos de vista sobre el 
problema suscitado. 


Finalmente, el día 3 de febrero la Comisión recibió 
al señor Presidente del Tribunal de Cuentas, contador Al- 
fredo Rega Vázquez, con el equipo de asesores contables 
y jurídicos de dicho organismo. 


Quiero señalar, porque creo que es de estricta justi- 
cia, en mi calidad de Presidente de la Comisión, que to- 
dos los miembros de la misma ——como no podía ser de 
otra manera — trabajaron con sentido de responsabilidad 
y con espíritu constructivo. La prueba de ello es que, 
no obstante las posiciones políticas divergentes que po- 
dían presumirse, se adoptaron muchas resoluciones por 
unanimidad, tanto aceptando algunas observaciones como 
rechazando otras; es decir que prevaleció un criterio de 
serenidad y de objetividad en el análisis de las observa- 
ciones, sin atarse a posiciones políticas predeterminadas. 


Es obvio también —y no hay por qué ocultarlo— 
que en algunos casos y respecto a algunas observaciones 
se suscitaron discrepancias, pero éstas sobrevinieron a 
raíz de diferencias de criterio sobre los poderes de la 
Asamblea General para resolver, de acuerdo con el ar- 
tículo 225 de la Constitución, las discrepancias surgidas 
entre la Junta Departamental de Paysandú y el Tribunal 
de Cuentas. 


Hubo, al respecto, dos criterios. Según uno de ellos, 
que no tengo el honor de compartir, en este caso, al re- 
solver esas discrepancias, la Asamblea General actúa co- 
mo un verdadero juez y resuelve sólo por razones de 
legalidad o juridicidad. Este criterio, naturalmente, será 
expuesto por quienes lo sostuvieron y hacemos gracia a 
la Asamblea General de explicarlo por nuestra parte. 
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Otros miembros de la Comisión —Jegisladores del 
Partido Nacional y del Frente Amplio— entendimos que 
en este caso la Asamblea General puede actuar no sólo 
por razones de juridicidad, sino por razones de mérito, 
esto es, en virtud de factores políticos de oportunidad o 
conveniencia. Voy a fundar brevemente este criterio para 
terminar este informe preliminar. 


Entendimos que la Asamblea General en este caso 
puede actuar no sólo por razones de juridicidad sino tam- 
bién de mérito, y que no se le puede atribuir el carácter 
de un juez acerca de las discrepancias entre la Junta De- 
partamental y el Tribunal de Cuentas, por las siguientes 
razones: en primer lugar, porque la Asamblea General 
no es en este caso un órgano de alzada jurisdiccional del 
Tribunal de Cuentas, y ello porque éste no es órgano 
jurisdiccional sino administrativo, que ejerce un control 
de legalidad; y, en segundo término, porque la Asamblea 
General en ningún caso ejerce función jurisdiccional ya 
que, como decía el profesor Alberto Ramón Real, la fun- 
ción jurisdiccional es privativa del Poder Judicial, salvo 
excepción constitucional expresa, y esta excepción cons- 
titucional no está claramente establecida en el artículo 
225 de la Constitución. 


En último lugar —y esto me parece decisivo para 
resolver el problema— la Asamblea General no puede 
ser juez en éste ni en ningún caso, ni por el número 
elevado de sus miembros, ni por su integración —se tra- 
ta de un cuerpo político-— ni por la forma de elección y 
el régimen de incompatibilidad de sus miembros. 


En otras palabras, éstos carecen de la idoneidad e 
independencia imprescindibles para ejercer funciones ju- 
risdiccionales, sin que signifique ningún menoscabo es: 
tampar este juicio ni para el órgano ni para sus inte- 
grantes. 


Nada más. 
Es cuanto quería informar a la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — En relación con lo que 
acaba de manifestar el señor legislador Aguirre, tenemos 
que decir que es efectivamente así, como él lo ha ex- 
puesto a la Asamblea. 


Sostuvimos los conceptos que han sido accionados en 
algunas circunstancias -——muy pocas— en que se han 
planteado asuntos similares o análogos a éste, en cuanto 
a que la Asamblea General sólo tiene que resolver las 
discrepancias y que actúa como árbitro en este caso, pe- 
ro no exclusivamente por razones de legitimidad o de 
legalidad estricta, sino que, en situaciones muy especia- 
les, lo puede hacer con límites muy precisos referidos a 
la conceptualización de lo que en ese momento puede 
estar en juego, ya sea razones de mérito, oportunidad o 
conveniencia. 


En la necesidad de aunar criterios, porque lo expu- 
simos así en la sesión que celebró la Comisión en pre- 
sencia de los ediles que conformaron —como manifestaba 
el señor legislador Aguirre, para evitar un término que 
no le es grato al señor legislador Rodríguez Camusso: 
“mayoría circunstancial”, y por eso no lo empleo— la 
mayoría que rechazó las observaciones del Tribunal de 
Cuentas, dijimos, en aquella sesión, de 20 de enero de 
1986 —y tuvimos el honor de que ese criterio fuera 
compartido por el representante de la Unión Cívica, se- 
ñor legislador Daverede, entre otros— que la Comisión y 
naturalmente, la Asamblea General, sólo tienen que pro- 
nunciarse en la especie, en relación con las discrepancias. 
Afirmo que esto es absolutamente claro. La Asamblea 
General no puede entrar en otras consideraciones y en 
otros aspectos que no sean aquellos referidos exclusiva- 
mente a las discrepancias que han existido entre el Tri- 
bunal de Cuentas, que observa, y la Junta Departamen- 
tal que rechaza las observaciones, motivo por el cual 
todo el asunto viene a conocimiento de este Cuerpo. 


En consecuencia, es sólo sobre ese punto que la 
Asamblea General tiene que pronunciarse. Lo tiene que 
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hacer por razones de legitimidad en aquellos casos en 
que hay violaciones de los preceptos constitucionales o 
legales, que concretan claras desviaciones de las potesta- 
des que tiene la Junta Departamental en materia tribu- 
taria, de exoneración de impuestos, en lo que dice rela- 
ción con el aumento de los gastos y los egresos en forma 
general, etcétera, o sea en todo aquello que exceda las 
atribuciones de ese Cuerpo; por ejemplo y además de 
lo expuesto, en la medida en que estén incorporados al 
presupuesto preceptos que, en su vigencia, excedan la 
del mandato del gobierno de que se trata y los que no se 
refieren a la interpretación o ejecución de las disposi- 
ciones o de las normas de la naturaleza de las que están 
ahora a estudio de la Asamblea General. 


Esa ha sido nuestra opinión; es lo que sostuvimos en 
aquella circunstancia y lo que vamos a mantener en es- 
ta Asamblea General, porque, en la necesidad de aunar 
criterios —como dijimos en aquel momento y lo repeti- 
mos ahora— para ejercer la competencia que a este óÓr- 
gano le confiere el artículo 225 de la Constitución de la 
República, hay que distinguir hipótesis diferentes. 


En primer lugar, cuando las discrepancias están re- 
feridas a la existencia de violación de disposiciones 
constitucionales o legales, entendemos aue corresponde 
estrictamente un pronunciamiento de juridicidad o de 
legalidad, sin perjuicio —lo dijimos entonces y lo reite- 
ramos ahora— de que para dicho pronunciamiento haya 
que recurrir, eventualmente, a Ciertas consideraciones 
político-institucionales a los fines de la interpretación ju- 
rídica de los textos. 


(Murmullos) 


—Creo que con la atención que los señores legisla- 
dores están prestando, sin duda los voy a convencer, aún 
a aquellos que no están convencidos de las razones que 
tenemos. El señor Presidente que en este momento rea- 
liza su “rentrée”, sabrá a qué me refiero, ahora que 
viene descansado de esta labor a raíz de su viaje tan 
exitoso por el exterior. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Interpreto las palabras del 
señor legislador como un reclamo cariñoso de que lo am- 
pare en el uso de la palabra. El señor legislador tiene 
todo el derecho de hacerlo y yo el deber de formularlo. 


Ruego a los señores legisladores quieran hacer silen- 
cio para que el señor legislador Cersósimo pueda culmi- 
nar su exposición. 


SEÑOR CERSOSIMO. — No es un reclamo, señor 
Presidente, sino que hago aletear, nada más, una espe- 
ranza de que ello sea así. 


Por lo tanto, digo que eso es lo que enseñan los 
textos, los catedráticos y todos aquellos aue de una u 
otra forma han establecido el método para interpretar en 
el derecho administrativo este tipo de disposiciones. 


La situación de que estábamos hablando, a mi en- 
tender, se dará en el caso de que, por ejemplo, el Tribu- 
nal de Cuentas formule observaciones por violación de 
las disposiciones constitucionales cuando éstas sean rela- 

tivas a un proyecto de presupuesto cuya aprobación 
signifique déficit porque como expresamos en aquella 
oportunidad, incuestionablemente, es un pronunciamiento 
de juridicidad el que debe hacer la Asamblea General, 
si se violó la Constitución y las leyes —por ser deficita- 
rio el presupuesto— sin perjuicio de aue puedan apli- 
carse, en algunos supuestos criterios políticos de natura- 
leza económico-financiera y administrativa, vinculados a! 
funcionamienío de dichos gobiernos departamentales y 
de la vida social y económica de estas unidades políticas 
de la nación, en este caso del departamento correspon- 
diente a que se refiere el presupuesto cuyas observacio- 
nes tenemos en examen. 


Por eso, hemos aceptado, por razones de mérito, 
oportunidad y conveniencia, desde este punto de vista, el 
levantamiento de algunas de esas observaciones y, en 
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cambio, no hemos aceptado que se levanten otras, que 
son de estricta juridicidad, de legitimidad, en nuestro 
concepto, porque, en esencia, se refieren a violaciones 
constitucionales clarísimas y al arrogamiento por parte 
del órgano legislativo del Gobierno Departamental de 
Paysandú, de potestades y facultades que de ninguna ma- 
nera le corresponde accionar. 


En segunao lugar, en aquella oportunidad dijimos — y 
pretendemos, de alguna forma, reiterarlo ahora— que 
cuando las discrepancias no se suscitan exclusivamente 
sobre aspectos formales o normativos, sino que, eventual- 
mente van más allá de la mera consideración de la lega- 
lidad o de la constitucionalidad, y las impugnaciones y 
Observaciones que se hacen implican o suponen un aná- 
lisis que desborda el tema vinculado simplemente a la 
violación del orden jurídico —como ocurre, por ejemplo 
cuando ellas se refieren a errores en el cálculo de los 
recursos— Obviamente pueden ser comprensivas de un 
espacio que abarca desde un mero pronunciamiento arit- 
mético sobre dicho cálculo, hasta diversas opiniones sobre 
la aplicación de criterios vinculados a materias econó- 
micas y financieras ajenas a las normas legales o pre- 
supuestales. 


Este es el esquema, o estos son, para emplear un 
término en boga, los parámetros dentro de los cuales 
hemos expuesto nuestra posición —de manera reiterada 
y consecuente y, según lo entendemos, sin desvios con- 
ceptuales— en el seno de la Comisión Especial. Algunas 
de las disposiciones, que indicaremos someramente, no 
son de carácter presupuestal y, por lo tanto, es natural 
que no deberían incluirse en el presupuesto. No interesa 
que esas desviaciones se hayan concretado en muchas 
leyes presupuestales, y esto se lo expresaba en su mo-- 
mento al señor Presidente de la Comisión, el señor legis- 
lador Aguirre. Nosotros hemos manifestado que hay dis- 
posiciones que exceden las prescripciones establecidas en 
el texto constitucional cuando establece que no se in- 
corporarán al Presupuesto disposiciones que no se refie- 
ran a su ejecución o interpretación, o que excedan el 
mandato del Gobierno. 


El señor Presidente de la Comisión decía, y con ver- 
dad, que es de estilo que este tipo de disposiciones -——se- 
gún lo estamos comprobando en el proyecto del Presu- 
puesto Nacional— se incorporen no sólo a este Presu- 
puesto sino también a las Rendiciones de Cuentas y a 
otros presupuestos anteriores, actuales y futuros. Pero 
este no es un argumento, un precedente, ni un ejemplo; 
en todo caso, es un mal ejemplo. 


Por otra parte, en este caso, la Asamblea General, 
es decir, el Poder Legislativo, no actúa como tal, en la 
función de legislar, sino como árbitro y órgano supremo 
llamado a dirimir —como lo indica la propia Constitu- 
ción de la República— una diferencia o una discrepan- 
cia entre el Tribunal de Cuentas que observa y la Junta 
Departamental de Paysandú que rechaza esas observa- 
ciones. En consecuencia, ese tipo de disposciones no puede 
entrar en el mecanismo presupuestal, y no es valedera 
la argumentación que establece que estos ejemplos han 
existido, existen y existirán en lo sucesivo. Expreso esto 
porque la Asamblea General actúa como pudo haberlo . 
hecho otro organismo, por ejemplo la Suprema Corte de 
Justicia, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo o 
la Corte Electoral en cuanto a tribunales de alzada. Pe- 
ro la Constitución eligió a la Asamblea General y no lo 
hizo —a pesar de lo que se diga— por una razón ex- 
clusivamente política, sino en cuanto órgano supremo de 
la soberanía nacional, que es distinto al concepto político 
que subyace en esa decisión de los constituyentes que 
establecieron la norma. 


Por lo tanto, si hay disposiciones de este tipo, tienen 
que ser aceptadas las observaciones y debe ser rechazada 
la incorporación en las normas presupuestales. Entende- 
mos, además, que aprobar conceptos O prescripciones de 
esta naturaleza viola la autonomía de los gobiernos de- 
partamentales. A nosotros nos llega el Presupuesto para 
dirimir las discrepancias en cuanto a observaciones de 
orden presupuestal, pero en la medida en que estemos 
incursionando, por ejemplo, en terreno del Estatuto del 
Funcionario procederemos a invadir esferas que compe- 
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ten a los gobiernos departamentales y que están clara- 
mente establecidas en la Constitución de la República, 
que establece que corresponde a los mencionados gobier- 
nos departamentales formular, estructurar, aprobar y 
promulgar el estatuto para sus funcionarios. Entonces, 
dejamos de cumplir esta disposición, con el agravante, 
además, de que el ejecutivo comunal tiene enervado el 
derecho de observar, ya el Presupuesto que por esta vía 
vaya en devolución al gobierno departamental, no puede 
ser observado, a tenor de lo que establece el inciso cuar- 
to del artículo 281 de la Constitución de la República. 
Por lo tanto, el Intendente Municipal de Paysandú, en 
este caso, tiene que aceptar esas normas, que, de otra 
manera, quizá no hubiera aceptado, ya que así se lo im- 
pone el propio texto constitucional. 


De manera, pues, señor Presidente, que nosotros es- 
tamos arriesgando un criterio, un concepto y una posi- 
ción que quizá va más allá de lo que el constituyente 
quiso que se resolviera a través de estos poderes que ha 
otorgado a la Asamblea General. Por eso nosotros hici- 
mos en aquel momento la disección, desde nuestro punto 
de vista, de cada una de estas disposiciones, desde el ar- 
tículo 44 al 53 ——si mal no recuerdo— que son las que 
dicen relación con el Estatuto del Funcionario y, en cam- 
bio, aceptamos la disposición del artículo 45, porgue aun- 
que no estuviera incluida, igual regiría, ya que la Cons- 
titución de la República dispone que hasta tanto se 
apruebe por los gobiernos departamentales el Estatuto 
para sus funcionarios regirán para ellos, lo que las le- 
yes establezcan para los funcionarios públicos. El decre- 
to-ley de 13 de febrero de 1943, invocado en esa norma 
presupuestal, es el que rige las relaciones para los fun- 
cionarios públicos en el orden nacional y, por lo tanto, 
es de absoluto recibo establecerlo para el caso de que se 
acepte el criterio, que prevaleció en la Comisión, en el 
sentido de que esas disposiciones estatutarias son válidas 
aun cuando nosotros entendemos que deben ser rechaza- 
das del texto del Presupuesto por no formar parte especí- 
fica de las prescripciones presupuestales en cuanto supo- 
nen la transgresión de expresas normas constitucionales. 
Este concepto lo expresamos, sobre todo, porque hemos 
sido permanentes defensores de la autonomía de los Mu- 
nicipios —ya que hemos actuado en casi toda nuestra 
vida en el interior del país— y pensamos que estas dis- 
posiciones lesionan la autonomía de los gobiernos depar- 
tamentales. 


Además, digo, señor Presidente, que a la circunstan- 
cia de que las proyectadas disposiciones, viciadas por ser 
materia propia del Estatuto del Funcionario, por lo que 
en nuestra opinión, deben ser rechazadas, se agrega el 
hecho Como recién expresaba de que, el órgano ejecutivo 
comunal agota su facultad de colegislador. Es necesario 
precisar que esta consecuencia tan grave únicamente se 
puede dar —como efectivamente sucede— en el orden 
departamental y no en el nacional. En el orden nacio- 
nal, en ninguna circunstancia al Poder Ejecutivo se le 
priva del derecho de observar el Proyecto de Presupues- 
to, pese a que el tema ha sido controvertido a la luz 
de todas estas instancias que el Parlamento ha vivido y 
seguirá viviendo a partir del día de mañana y aun 
cuando la Suprema Corte de Justicia y nuestro distin- 
guido amigo el doctor Valdés Costa —con toda la auto- 
ridad que les reconocemos— sostienen lo contrario. 


Hemos rechazado, por razones de legitimidad y de 
legalidad, las disposiciones del presupuesto aprobado por 
la Junta Departamental de Paysandú y hemos aceptado 
en consecuencia las observaciones del Tribunal de Cuen- 
tas, aparte de las que dicen relación con materias extra- 
ñas al Presupuesto en cuanto al Estatuto del Funciona- 
rio, porque refieren a situaciones excepcionales, ya que 
no hay ningún estatuto del funcionario que conozcamos 
en el país que contenga alguna de las normas como las 
que consagran los artículos 44, 46, 47, 48, 49, 51, 52 y 
53 del proyecto de presupuesto, especialmente los dos úl- 
timos. 


De esta manera, se concede un poder discrecional al 
orden sindical; y aclaramos que no estamos haciendo una 
crítica, sino comprobando una realidad. No entramos a 
determinar si estas fórmulas son buenas o malas en su 
esencia, pero criticamos y rechazamos todo lo que ellas 
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suponen de invasión de competencias, porque entende- 
mos que ello no corresponde. En efecto, para cumplir o 
no con las obligaciones de su trabajo, se les ubica fuera 
de la órbita del poder controlador de la Administración, 
formando, inclusive, entidades que están colocadas entre 
la potestad de decisión del jerarca y los funcionarios, 
enervando de ésta las facultades que expresamente le 
confiere la Constitución de la República, que son irre- 
nunciables, que no pueden ser menoscabadas y, menos 
aún, debilitadas totalmente, como ocurre en este caso. 
En definitiva, se crea un privilegio. 


El artículo 58 de la Constitución, gue prohibe reali- 
zar proselitismo de cualquier especie y naturaleza en los 
lugares y horas de trabajo, queda también absolutamen- 
te desconocido con las disposiciones consagradas en el 
artículo 51 del proyecto presupuestal que dice relación 
con el Estatuto del Funcionario. Además al establecer el 
artículo 52 de aquél, que simplemente se le debe dar 
noticia al Intendente de la licencia gremial, si un día 
todos los funcionarios de la Intendencia Municipal de 
Paysandú abandonan sus tareas y se dirigen a cumplir 
un determinado acto de carácter gremial o sindical, el 
Intendente no podrá oponerse y si se entera, será simple- 
mente a través de una comunicación o sea, como dicen 
los jueces “como pide, con noticia” o por la prensa, en 
su caso. 


Todo eso nos conduce a que no podamos aceptar, por 
razones de mérito, normas de esta naturaleza y, por el 
contrario, tenemos que rechazar su incorporación, aco- 
giendo las observaciones del Tribunal. Porque, como dice 
este alto Cuerpo, las referidas disposiciones, exceden las 
competencias constitucionales en ese aspecto y, además, 
en nuestro concepto, exorbitan las potestades atribuidas 
a este tipo de órganos como las Juntas Departamentales 
y, por tanto, no pueden estar contenidas en el Estatuto 
del Funcionario. 


Por otra parte, hay artículos —-y voy comprimiendo 
mi exposición, porque si soy demasiado lato, que el se- 
ñor Presidente y la Asamblea me lo demanden— viola- 
torios del poder de iniciativa reservado por la Constitu- 
ción de la República al órgano ejecutivo, al Intendente. 
Es lo que dice el Tribunal en el Considerando 9%, cuando 
se remite al Resultando 18 de su propio acuerdo, y esto 
no puede soslayarse de ninguna manera. Tenemos el ca- 
so —y está presente el señor legislador Oxacelhay, Re- 
presentante por San José, mi viejo y distinguido amigo-— 
del recurso presentado contra el presupuesto promulgado 
por el señor Intendente, por más del tercio de los ediles 
de la Junta Departamental de San José, precisamente 
por violación de normas de esta naturaleza: creación de 
cargos, aumento de egresos "y determinación de exonera- 
ciones, sin iniciativas. Dicho recurso de inconstitucionali- 
dad está a conocimiento de la Cámara de Representantes 
y fue presentado, reitero, por más de un tercio de los 
ediles de la mencionada Junta, con la firma de todos los 
ediles del Partido Colorado y del Frente Amplio. En este 
caso, con los señores ediles del Frente Amplio hay una 
verdadera concordancia, precisamente poraue en Casos 
análogos a los de la presente especie, se ha violado la 
Constitución de la República. Aquellos ediles que en San 
José han entendido esto —no hago críticas a nadie, por- 
que no es mi costumbre ni estoy habilitado para ello; 
por otra parte, no es el motivo de esta reunión ni de esta 
posición que tenemos— rechazan esas disposiciones por 
juzgar que, en tales casos violan la Constitución. Los re- 
presentantes del Partido Colorado hemos permanecido en 
la aceptación de estas observaciones del Tribunal, porque 
en esta emergencia, nuestros amigos del Frente Amplio 
no nos han acompañado. No criticamos su posición; sim- 
plemente señalamos una y otra de las situaciones que 
se dan en un caso determinado. Tenemos fotocopias de 
este recurso de inconstitucionalidad que, por otra parte, 
han de conocer los legisladores que integran la Cámara 
de Representantes. 


En este aspecto hay muchas disposiciones violadas, 
establecidas a nivel de la Junta Departamental, sin con- 
tar con la iniciativa de la Intendencia Municipal. Enten- 
demos que no hay razones de mérito que puedan esgri- 
mirse para rechazar las observaciones del Tribunal de 
Cuentas. Hay una disposición, la del artículo 225 de la 
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Constitución, que terminantemente :eñala que no podrán 
disminuirse los recursos ni aumentarse los gastos, de 
cualquier naturaleza, por parte de la Junta Departamen- 
tal. Los señores legisladores saben tan bien o mejor que 
yo que, a tenor de lo dispuesto por ese artículo 225 de 
todos los presupuestos del país, el único que no tolera dé- 
ficit es el municipal. Por eso estoy de acuerdo con el 
dictamen o informe del doctor Valdés Costa en esta par- 
te -—naturalmente que no en el resto— en la que señala 
que el presupuesto municipal es el único que no puede 
ser deficitario. Sin embargo, la Junta Departamental de 
Paysandú ha hecho todo lo contrario: ha aumentado los 
gastos e incrementado los egresos, ha disminuido los tri- 
butos; decretado exoneraciones tributarias sin iniciativa 
del Ejecutivo Comunal, como es preceptivo que así sea 
por lo que ha usado facultades que no le son propias. 


En síntesis, no ha hecho lo que debió hacer y ha 
Nevado a cabo lo que no debía haber realizado. 


En consecuencia, bajo ningún concepto podemos de- 
jar de apoyar en este aspecto las observaciones del Tri- 
bunal de Cuentas -——veo que el señor senador Cigliuti 
hace un gesto afirmativo— porque no valen razones le 
mérito, de conveniencia o de bien común. No vale que la 
sociedad quiera o no este tipo de situaciones, porque la 
Constitución es clara y lógica, como no puede ser de 
otra manera. ¡Cómo puede dejar la Junta Departamen- 
tal, cómo puede dejar el Poder Legislativo sin sus re- 
cursos a la Intendencia o al Poder Ejecutivo, para que 
cumplan las funciones que les están asignadas insoslaya- 
ble e indeclinablemente! Esto es lo que se ha hecho; y 
por ello el Partido Colorado ha votado en contra de to- 
das estas disposiciones. En cambio, sí hemos aceptado 
—aquí sí por razones de mérito, de oportunidad y de 
conveniencia— todas aquellas que dicen relación con el 
ordenamiento financiero y administrativo del Gobierno 
Departamental de Paysandú y fundamentalmente de su 
rama ejecutiva. 


Lo hemos hecho porque en este caso existen razones 
de buena administración, que aunque exceden las potes- 
tades que le están asignadas estrictamente por la Consti- 
tución, no obstante entran a jugar aquellas consideracio- 
nes que nosotros formulábamos, con relación al método 
que se debe aplicar para interpretar la norma. Lo hemos 
hecho en este caso porque entendemos que todo esto 
atiende al bien social de una comunidad determinada, 
como lo es, sin duda, la del departamento de Paysandú, 
en esta circunstancia. 


Estas veintiocho disposiciones que tienen relación con 
esta norma, las hemos aceptado por razones de mérito, 
porque ahí hay elementos configurativos de un mejor 
sistema de contralor —en nuestro concepto— ya sea en 
el aspecto financiero como en el administrativo. En con- 
secuencia, hemos rechazado la observación con que téc- 
nica, ajustada, estricta y constitucionalmente —utilizan- 
do con corrección sus poderes— el Tribunal de Cuentas 
ejerció sus atribuciones en aquella circunstancia. Pensa- 
mos, además, que hay artículos violatorios del poder de 
iniciativa que le está reservado al Intendente. Se trata 
de normas que significan mayores gastos que los pro- 
puestos por la Intendencia, y que reducen los recursos. 
En todos estos casos, el Partido Colorado ha votado en 
contra, y en algunos otros —como ya lo he expresado— 
lo ha hecho por el levantamiento de las observaciones, 
en la medida en que esas disposiciones tienen ese otro 
carácter que dice relación con aspectos que pueden me- 
jorar el sistema financiero y administrativo del Gobierno 
Departamental de Paysandú. 


Estas son nuestras razones, expuestas con toda la bre- 
vedad y el poder de síntesis —veo que mi apreciado ami- 
go, el señor legislador Aguirre se sonríe— con que he 
podido hacerlo, en homenaje a todos los estimados com- 
pañeros de la Asamblea General. Además, con esto deseo 
demostrar ——Hhablo en nombre del sector político que in- 
tegro-—— cuál ha sido nuestra posición en este asunto, de 
manera indeclinable. Aspiro a aclarar la razón por la 
que hemos acompañado la mayor parte de las observa- 
ciones. No deseamos entrar a juzgar si es mala o buena 
la solución; si tiene razón una u otra parte, porque ése 
no es el motivo de nuestro pronunciamiento ni el de la 
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Asamblea General. No interesa ahora discutir si cuando 
se ha afirmado que se ha violado tal o cual disposición, 
constitucional o legal es o no factible su juzgamiento 
con un criterio más amplio de oportunidad o convenien- 
cia Cuando se quiera. Aquella y no ésta ha sido la opi- 
nión que hemos expuesto en la Comisión en forma in- 
declinable, y en ningún caso podemos ser imputados de 
dualidad de criterio. Hemos mantenido la misma con- 
ducta unívoca y permanente en este aspecto. Es esa po- 
sición la que ponemos a consideración de la Asamblea 
General, y por esa razón votaremos este informe con las 
respectivas salvedades. 


Debemos manifestar que en cada uno de los casos 
formularemos las reservas correspondientes y votaremos 
a favor o en contra de esas observaciones en la medida 
en que ellas atiendan o desatiendan el pensamiento que 
nosotros expusimos en la Comisión y, ahora, en este 
Cuerpo, en nombre de la Unión Colorada y Batllista. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ha llegado a la Mesa una 
moción firmada por los señores legisladores Batlle, Ro- 
dríguez Camusso, Ricaldoni y Aguirre. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Teniendo en cuenta la votación ocurrida en la Co- 
misión, mocionamos para que se efectúen las siguien- 
tes votaciones: 1) Observaciones del Tribunal de 
Cuentas aceptadas por la Comisión por unanimidad. 
2) Observaciones del Tribuna! de Cuentas rechaza- 
das por la Comisión por unanimidad. 3) Observacio- 
nes del Tribunal de Cuentas aceptadas por la Comi- 
sión por mayoría. 4) Observaciones del Tribunal de 
Cuentas rechazadas por la Comisión por mayoría.” 


SEÑOR DAVEREDE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR DAVEREDE. — Señor Presidente: después 
de haber oído al señor legislador Cersósimo, poco más 
tendría que agregar, por cuanto desde el primer momen- 
to en que la Comisión comenzó a actuar hubo una gran 
coincidencia entre las posicicnes —tanto suyas como del 
que habla— que sustentábamos frente a este problema. 


La única pequeña discrepancia que tengo con el dis- 
tinguido legislador es que él quiere ceñirse estrictamente 
al problema de las observaciones del Tribunal de Cuen- 
tas. Pienso que esto amerita hacer un poco de historia, 
porque el Presupuesto de la Intendencia de Paysandú 
que estamos considerando, no se produce solo ni por 
arte de magia, sino que tiene como consecuencia el re- 
sultado eleccionario de noviembre. Allí quedan perfecta- 
mente definidos dos campos de actuación en lo que tiene 
que ver con el Municipio de Paysandú. Por un lado exis- 
te una oposición formada por el Partido Nacional y el 
Frente Amplio, que no se avienen a buscar alguna so- 
lución con el señor Intendente Belvisi, siendo difícil juz- 
gar el espíritu con que se actuaba y, por otro lado, el 
propio Intendente, quien no buscó nunca actuar con un 
espíritu de conciliación, que era necesario para conducir 
adecuadamente los intereses de la Intendencia Municipal 
de Paysandú. 


Entonces, en ese clima que hasta podríamos calificar 
de discordia, por cuanto el Intendente no tiene respaldo 
y la Junta, con una mayoría accidental —pero mayoría 
al fin, porque adhiere algún voto del Partido Colorado—- 
desmerece el Presupuesto presentado por el señor Inten- 
dente, elaborando el suyo propio, pero apartándose, evi- 
dentemente, de lo prescripto por la Constitución en su .- 
artículo 225. 


Ese presupuesto de ochenta y un artículos —que es 
a lo que me voy a referir expresamente, puesto aue ahí 
está nuestra discrepancia fundamental— establece, entre 
otras cosas, un verdadero Estatuto del Funcionario, pre- 
tendiendo darle una base de verdadera organización sin- 
dical dentro de la Intendencia. Además, se dictan nor- 


212—A.G. 


mas para comisiones directivas gremiales, así como nor- 
mas para determinados funcionarios, lo que hace que 
puedan tomar licencia -——una enorme licencia de hasta 
cincuenta días— lo que es inaudito en nuestro país, por- 
que no existen antecedentes a este respecto. 


Lamento mucho tener que decir esto, señor Presi- 
dente, porque parecería que hay una oposición entre la 
gremial de los funcionarios y el que habla, y eso no es 
así. Hubiera deseado que estas normas se dieran por 
otros mecanismos, y no insertas en este Presupuesto, 
porque no tienen nada que ver ni hacer con el Presu- 
puesto Municipal. Por lo tanto, aquí se transgreden las 
disposiciones constitucionales de los artículos 86, 133, 222 
y siguientes. Pero sobre todas las cosas, se transgrede el 
artículo 58 de la Constitución, al cual se refería muy 
bien el señor legislador Cersósimo, que señala claramente 
—-y me permito leerlo— algo que parece haber sido ig- 
norado, tanto por los ediles de la mayoría de la Junta 
Departamental de Paysandú, como por la también ma- 
yoría de los miembros de la Comisión cuyo informe es- 
tamos considerando. Dicho artículo dice lo siguiente: 
“Los funcionarios están al servicio de la Nación y no 
de una fracción política. En los lugares y las horas de 
trabajo queda prohibida toda actividad ajena a la fun- 
ción, reputándose ilícita la dirigida a fines de proselitis- 
mo de cualquier especie. No podrán constituirse agrupa- 
ciones con fines proselitistas utilizándose las denomina- 
ciones de reparticiones públicas o invocándose el vínculo 
que la función determine entre sus integrantes”. 


Creemos que la norma constitucional es bien clara 
cuando dispone prohibiciones, pero, además, quiere ase- 
gurar la dignidad de la función pública que se halla 
grandemente menoscabada por esta serie de artículos 
—desde el 44 hasta el 53— que expresan normas relati- 
vas a un verdadero estatuto del funcionario municipal. 
Entonces, creo que el Tribunal de Cuentas ha procedido 
bien al observar esto, ya que de subsistir se convertirá 
en un instrumento al servicio de un sindicato o de una 
asociación que agrupa a los funcionarios municipales de 
Paysandú, y mucho nos tememos que, en definitiva, sea 
la semilla apta para producir conflictos con la Intenden- 
cia Municipal. 


Los funcionarios están al servicio de la función, pe- 
ro parece que en este caso la oración se vuelve por pa- 
siva: la función está al servicio de los funcionarios. 


No nos explicamos entonces cómo siendo tan claro 
el principio así consagrado en la Constitución, la mayo- 
ría de la Comisión haya levantado la observación del Tri- 
bunal de Cuentas. La Asamblea General no debería ad- 
mitir tal cosa. Se trata de preservar valores fundamen- 
tales que hacen a la esencia misma del régimen demo- 
crático republicano. Nos parece que hasta se agrede el 
estado de derecho si se levanta la observación del Tri- 
bunal de Cuentas, que ha estado —como ya dije— co- 
rrectísimo especialmente en este punto. 


Por otra parte, señor Presidente, el presupuesto elabo- 
rado por la Junta Departamental en mayoría contravie- 
ne disposiciones muy claras del orden jurídico constitu- 
cional, porque —como bien lo señalaba el señor senador 
Cersósimo— está desfinanciado y agrega una cantidad de 
elementos que nada tienen que ver con un presupuesto 
departamental. En este sentido y haciendo nuestras las 
manifestaciones del señor senador Cersósimo, expresamos 
que en estos aspectos vamos a estar en una posición 
coincidente con la suya. 


Nada más. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — El Presidente de la Comi- 
sión, el señor senador Aguirre resumió muy adecuada- 
mente lo que fue la labor de la misma. Bueno es señalar 
que, en definitiva, esta Comisión se vio abocada a la 
consideración de cuatro grandes temas vinculados con el 
apartamiento o no por parte de la Junta Departamental 


ASAMBLEA GENERAL 


17 de Febrero de 1986 


de Paysandú en mayoría de las normas que establece el 
artículo 225 de la Constitución de la República. Reitero 
que en la Comisión discutimos sobre cuatro grandes ru- 
bros, y en el acierto o en el error, a los miembros que. 
formamos parte del Partido Colorado —el señor sena- 
dor Cersósimo, el señor diputado Bouza y quien habla— 
nos ha parecido que figuraban y figuran normas que, in- 
constitucionalmente, suponen aumentos de los gastos, re- 
ducción de los recursos; disposiciones cuya vigencia ex- 
cede un mandato del Gobierno Departamental, y normas 
a las cuales les falta la correspondiente iniciativa del In- 
tendente, tal como lo dispone la Carta. Hay cuatro años 
de Gobierno Departamental en los que las cifras de- 
muestran, sin lugar a discusión, que existe déficit, en 
abierta contradicción con lo dispuesto por la Constitución 
de la República. 


No voy a entrar en el análisis del texto presupuestal 
de la Junta Departamental de Paysandú ni en las obser- 
vaciones del Tribunal de Cuentas, porque, en definitiva, 
suscribo la casi totalidad de los conceptos expuestos por 
el 2enDE senador Cersósimo y por el señor diputado Da- 
verede. 


Pero sí quiero poner el énfasis en tres puntos de 
carácter general. 


En primer lugar, tal como lo ha manifestado el se- 
ñor senador Cersósimo, entendemos que esta Asamblea 
General debe resolver las discrepancias planteadas entre 
la Junta Departamental de Paysandú y el Tribunal de 
Cuentas con arreglo a lo que dispone el Inciso II del ar- 
tículo 225 de la Constitución, sin introducir considera- 
ciones ajenas a lo que dicho Inciso establece. Por lo tan- 
to, a nuestro juicio, no puedo entrar a juzgar ni el mérito 
ni la conveniencia de una u otra de las posiciones que 
están planteadas en este momento para la resolución de 
la Asamblea General. 


Desde otro punto de vista, creo que es importante 
llamar la atención en cuanto a que la supervivencia en 
el Presupuesto Departamental de Paysandú de disposi- 
ciones que no tienen que ver estrictamente con la mate- 
ria presupuestaria, indirectamente significa sustraer al 
Intendente de Paysandú las competencias que le asigna 
el artículo 281 de la Constitución, conforme al cual el 
Intendente, salvo en la materia estrictamente presupues- 
tal, puede observar los decretos de la Junta Departa- 
mental y las observaciones solamente se levantan por los 
tres quintos de los miembros de la Junta. Reitero que la 
introducción de normas que no tengan naturaleza pre- 
supuestal significa, en forma indirecta pero muy clara, 
cercenar una competencia que a título explícito la propia 
Constitución confiere al Intendente, a través del artículo 
281, guardando un evidente parecido con lo que son las 
observaciones que puede formular el Poder Ejecutivo a 
las leyes que apruebe este Parlamento con arreglo a los 
artículos 137 y siguientes de la Carta. 


A mi entender, sin duda algunas de las disposiciones 
votadas por mayoría en la Comisión violan claramente 
artículos expresos de la Carta. No voy a entrar en el 
detalle de esas violaciones, porque quien quiera investi- 
gar el fundamento de las distintas posiciones sostenidas 
en la Comisión podrá recurrir a los correspondientes Re- 
partidos, especialmente a los Nos. 8, 9 y 10 de la Car- 
peta 18 del año 1985, en las que están registrados ade- 
cuadamente los puntos de vista de los diversos miembros 
de la Comisión respecto a la constitucionalidad o no de 
las normas presupuestales y de las observaciones del Tri- 
bunal de Cuentas. Por supuesto, en ellos está sentada la 
pan del Partido Colorado, y a teles repartidos me 
remito. 


Por último, señor Presidente, deseo llamar la aten- 
ción de los señores legisladores respecto a la moción que 
hemos presentado conjuntamente con los señores senado- 
res Aguirre y Rodríguez Camusso y el señor diputado 
Daverede, tendiente a simplificar la discusión a la que 
está abocada la Asamblea General. Nos ha parecido con- 
veniente agrupar en cuatro grandes rubros las distintas 
normas que han sido objeto de examen por parte de la 
Comisión, que son las que, a su vez, también han sido 
objeto de observaciones por parte del Tribunal de Cuentas, 
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En primer lugar, hubo observaciones que fueron 
aceptadas por la unanimidad de los miembros de la Co- 
misión. En segundo término hubo observaciones que fue- 
ron rechazadas por unanimidad. En tercer lugar hubo ob- 
servaciones aceptadas por mayoría, y en cuarto y último 
término hubo observaciones rechazadas por la mayoría de 
la Comisión. 


Me atrevo —y pediría a los demás miembros de la 
Comisión que prestaran atención a lo que voy a expre- 
sar— a hacer el listado de las observaciones que serían 
incluidas en cada una de estas cuatro votaciones. 


Dentro de las observaciones del Tribunal de Cuentas 
que la Comisión aprobó por unanimidad, figuran las con- 
tenidas en el Considerando 3% del dictamen del Tribunal 
de Cuentas, en el Considerando 4%, parte de las pertene- 
cientes al Considerando 8%, parte de las que aparecen en 
el Considerando 9%, y las de los Considerandos 12, 14, 15, 
59, 17, 11 y 6%. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR RICALDONI. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Destaco el esfuerzo que está 
haciendo el señor legislador en beneficio de la Asamblea 
para ordenar el debate a fin de que l:eve menos tiempo; 
pero advierto que existe un error, que ya puntualicé al 
hacer uso de la palabra. El error fue mío ya que esta- 
blecí que las observaciones sobre los artículos 74 y 79 “in 
fine”, que amplían exoneraciones tributarias sin la ini- 
ciativa del Intendente Municipal, se habían hecho por 
unanimidad. Ello no es así, porque el Frente Amplio ro 
votó de esa manera y, por consiguiente, esta observación 
debe ser desglosada del grupo que está identificando el 
señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Tiene razón el señor legis- 
lador Aguirre. 


(Interrupción del señor legislador Singer) 


—El señor legislador Singer me pregunta cuáles son 
esos artículos. Debo decir que son los artículos 74 y 79 
“in fine”, cuyas observaciones han sido aprobadas con 
el voto de los representantes del Partido Nacional y del 
Partido Colorado y con el voto contrario de los represen- 
tantes del Frente Amplio en la Comisión. Recuerdo que 
ese día no estaba presente, por razones de salud, el señor 
representante de la Unión Cívica. 


Este es el primer rubro. Luego tenemos un segundo 
grupo que comprende las observaciones del Tribunal de 
Cuentas que fueron rechazadas por unanimidad. Se trata 
de los artículos del presupuesto preparado y votado por la 
Junta Departamental, que paso a mencionar: 69, 79, 80, 9%, 
10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 
28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 39, 40 y 45. Reitero que estas 
Observaciones fueron rechazadas por unanimidad y lo mis- 
mo ocurrió con el Considerando 13 del dictamen del Tri- 
bunal de Cuentas. 


Luego tenemos aquellas observaciones del Tribunal de 
Cuentas que fueron aprobadas por mayoría. Son las que 
hace un momento mencionaba el señor legislador Agui- 
rre —que yo equivocadamente había identificado como 
votadas por unanimidad-— y tienen referencia, como he 
dicho hace un momento, al Considerando 10, que involu- 
cra los artítculos 74 y 79 “in fine” del proyecto apro- 
bado por la Junta Departamental de Paysandú. En el 
mismo grupo está comprendido el Considerando 6%, que 
también fue aprobado por mayoría, con los votos favora- 
hles del Partido Colorado y del Partido Nacional y en 
contra del Frente Amplio, no habiendo estado presentes 
—lo digo a título informativo— los representantes de la 
Unión Cívica, por razones de salud. 
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En cuarto lugar, tenemos aquellas normas del pro- 
yecto de presupuesto de la Junta Departamental de Pay- 
sandú respecto de las cuales las observaciones del Tribu- 
nal de Cuentas fueron rechazadas por mayoría. Ellas son 
las siguientes: artículos 44, 46, 47, 48, 49, 51, 52, 53, ar- 
tículo 42 apartados b) y c), 54, 56, 62, 55, 61, 72 y 73. 


Esos serían los cuatro grandes rubros sobre los que 
debería efectuarse la votación si se aprobara la moción 
que hemos presentado junto con otros señores legislado- 
res. De esta forma podriamos dilucidar más rápidamente 
este complicado tema que, de lo contrario, nos insumiría 
meno más tiempo del que razonablemente debemos des- 

inarle. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR SINGER. — Queremos hacer algunas breves 
consideraciones sobre este tema y, fundamentalmente, 
abordarlo desde el punto de vista político. 


Me parece importante señalar y destacar el trabajo 
responsable, serio, concienzudo que, en pleno período de 
receso, realizó la Comisión Especial cuyo informe tene- 
mos a consideración. Creo que quienes integraron esa Co- 
misión han realizado un estudio y un trabajo ilustrativo 
para la Asamblea General, que merece ser especialmente 
señalado, 


Sin embargo, digo que más allá de las consideracio- 
nes jurídicas que sin ninguna clase de dudas integran el 
meollo de la cuestión, bueno es tener en cuenta que en 
esta materia desde siempre existen dos bibliotecas y este 
es un nuevo caso en que ello se pone claramente de ma- 
nifiesto. 


He escuchado con atención las distintas intervencio- 
nes de los señores legisladores que me precedieron en el 
uso de la palabra, invocando razones de este orden: pero 
creo que ante la Asamblea General, por encima de estas 
consideraciones —o, si se quiere, más allá de ellas— está 
la Opinión de quienes entienden esto de una manera de- 
terminada. Es una opinión meritoria y válida, reconocida 
por los antecedentes y conocimientos con que se han ex- 
pedido algunos miembros de la Comisión, vero existen 
otro tipo de consideraciones que son contrarias a las pri- 
meras. Por eso, señor Presidente, pienso que más allá de 
ellas, es necesario en esta instancia entrar a hacer un 
análisis de carácter político, porque la esencia y la raíz 
de este asunto provienen de allí. 


Es evidente que este tema ha llegado a la Asamblea 
General como derivación de una actitud política, en pri- 
mer término del Intendente Municipal de Paysandú y 
luego de una mayoría que ha dado su aprobación al pre- 
supuesto y no ha levantado las observaciones aque sobre 
él dispuso el Tribunal de Cuentas de la República. 


¿Dónde está la esencia política de este asunto? En 
materia de gobierno de los departamentos y de integra- 
ción de las Juntas Departamentales, la Constitución de 
la República establece una excepción importantísima al 
principio de la representación proporcional, que se da so- 
lamente en este caso, 


La Constitución ha establecido aque el lema bajo el 
cual es electo el Intendente tiene la mayoría absoluta de 
los integrantes de la Junta Departamental. O sea, que 
la Constitución asegura a cada Intendente de cada uno 
de los diecinueve departamentos, la mayoría de los edi- 
les dentro del lema por el cual fue electo. Esto, evidente- 
mente, tiene un sentido y un alcance muy claro y, ade- 
más, representa un mandato evidente: le está indicando 
al Intendente de cada departamento —sea cual fuere el 
lema por el cual fue electo— que debe gobernar con la 
mayoría de su lema. No quiero decir con esto que tiene 
que gobernar exclusivamente con la mayoría de su lema; 
si puede ampliar el consenso y respaldo para su gestión 
más allá de su lema, pues, bienvenida esa aptitud política 
para lograrlo. Pero lo que debe hacer, en primer térmi- 
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no, ineludiblemente, es obtener dentro de su lema el res- 
paldo que la Constitución le da. Esto es lo que no ha 
ocurrido en Paysandú, esta es la raíz del problema, su raíz 
política, la que está más allá de las disquisiciones jurí- 
dicas por lo cual esta Asamblea lo está considerando en 
el día de hoy. 


En ese sentido, tenemos que ser muy claros para de- 
cir que, al considerarse este asunto, nosotros nos sentimos 
en la obligación, desde esta alta tribuna de la Asamblea 
General, de señalarle al Intendente Municipal de Paysan- 
dú que tome en cuenta ese mandato constitucional y no 
lo olvide; que lo tenga presente y lo cumpla; por tanto, 
que adopte las actitudes políticas que emergen, que flu- 
yen clara y naturalmente de esa disposición, que es la 
excepción a la representación proporcional que existe en 
todo el andamiaje electoral de la República. Y esto es 
_lo que no ha hecho el arquitecto Belvisi. 


Por el Intendente Municipal de Paysandú tengo gran 
consideración y respecto; creo que es un hombre honrado 
—+tengo absoluta convicción de e:lo—. un gobernante enor- 
memente capaz, pero estos hechos están demostrando que 
no tiene la misma capacidad para actuar en el terreno 
político, donde ha evidenciado una clara torpeza. 


El sentido en el que vamos a votar hoy en la Asam- 
blea General es, precisamente, el de señalar al Intendente 
que debe rever esa actitud política, que en primer tér- 
mino debe buscar el consenso entre los dieciséis legisla- 
dores departamentales que integran su mismo lema, por- 
que ahí está la clave política de su posición y, además, 
de su gestión de gobierno. Si puede ampliar ese respaldo 
de dieciséis ediles para lograr uno más amblio, será un 
mérito que anotaremos en su gestión. Pero, repito, lo pri- 
mero que tiene que hacer es asegurar el consenso con la 
totalidad de su partido, como lo hacen los demás inten- 
dentes, pues es su obligación ineludible. 


SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — ¿Me permite 
una interrupción, señor legislador? 


SEÑOR SINGER. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Señor Presi- 
dente: agradezco la deferencia del señor legislador Sin- 
ger, que me permite hacer algunas precisiones que consi- 
dero fundamentales para ubicarnos en un terreno que, 
yo diría, es algo distinto al de todo lo que se ha expre- 
sado en Sala, y tiene que ver con los hechos que se han 
sucedido hasta el presente en cuanto a la consideración 
del presupuesto general de la Intendencia Municipal de! 
departamento de Paysandú. 


No hemos actuado directamente en todo este proble- 
ma; lo hemos hecho en forma indirecta. Pero podemos 
asegurar que toda nuestra actuación, al tratar este pun- 
to, acorde a nuestra trayectoria, ha sido sumergirnos en 
él sin ningún matiz de orden político ni partidario. En- 
tendemos que en un asunto fundamental como es el pre- 
supuesto municipal tenemos que actuar al margen de to- 
da connotación política y, más aún, partidaria, porque 
el presupuesto es la esencia del desarrollo de un departa- 
mento. En todo momento hemos actuado con seriedad y 
responsabilidad, como corresponde; como representante de 
Paysandú hemos hecho lo indecible —y hay constancia 
y conocimiento público de ello— para acercar a todas las 
partes a fin de tratar que este presupuesto del departa- 
mento de Paysandú fuera votado por todos los integran- 
tes de la Junta Departamental. Estuvimos a punto de lo- 
grarlo; si no fue posible no se debió a culpa nuestra, sino 
a la inflexibilidad de otros y porque había gente que no 
quería dialogar. Esa es la realidad. Pero a nosotros nos 
preocupa seriamente el fondo de todo este problema, que 
tiene que ver con los habitantes, la gente, el pueblo de 
Paysandú. 


Entendemos que en el momento actual hay aue ser 
mesurado y realista. En este presupuesto votado por la 
Junta Departamental por una mayoría que podría ser 
accidental —pero que no tiene que ver con ninguna coin- 
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cidencia de orden político, ni que vaya en contra de de- 
terminada persona, y menos contra el gobernante muni- 
cipal — tenemos la seguridad de que se ha actuado con 
responsabilidad y extrema seriedad. Se ha buscado crear 
—oOo al menos preparar— un presupuesto que, sabemos, 
sí, tiene disposiciones que tal vez no sean materia pre- 
supuestal —eso es evidente—, pero es público y notorio 
que en muchos gobiernos departamentales la continuidad 
de la función de los empleados y obreros estaba siempre 
a merced de las directrices gubernamentales, y no había 
seguridad. En este presupuesto hay normas y disposicio- 
nes que no t.enen que ver con la materia presupuestal, 
que tal vez sean un poco superfluas, pero tienden a ase- 
gurar la continuidad de la función, la seguridad y liber- 
tad de desplazamiento de los funcionarios, en esta como 
en otras cosas. 


Decíamos que nos preocupa enormemente el fondo 
de todo este problema, que está recayendo sobre los con- 
tribuyentes. No solamente en Paysandú, sino en todas las 
Intendencias del interior, la contribución inmobiliaria es- 
tá alcanzando límites que la hacen imposible de pagar 
para una gran mayoría de la población. 


En el año 1985 se incrementó de un 400% a un 
500 % la contribución inmobiliaria, y frente a esto no- 
sotros pudimos decir que a raíz de esta intervención de 
la Junta se han suprimido los incrementos en las contri- 
buciones. Eso es importantísimo para todo ei departa- 
mento. Además, se ha dejado sin efecto la creación de 
Cargos, que nosotros considerábamos no sirven para Pay- 
sandú, pues lo que el departamento necesita es gente 
para trabajar, no para dirigir; necesita obreros y traba- 
jadores que rindan, trabajen y cumplan con sus horarios, 
y no cargos con sueldos importantes bara gente que esté 
nada más que para dirigir. Ese es otro punto importante. 


Además, entendemos que se deben levantar todas las 
observaciones del Tribunal de Cuentas. Aquí vemos que 
han sido aceptadas observaciones referidas a la prima 
por edad. Si existe prima por edad para determinados 
funcionarios, tiene que haberla también para todos los 
del país; si hay tareas insalubres, deben ser reconocidas, 
como lo hace la legislación; si existe un porcentaje por 
trabajos nocturnos, también debe ser general; y si algu- 
nos tienen el salario vacacional, ese beneficio debe ser 
gozado por todo:. Por eso, no creemos que aquí haya co- 
sas que no correspondan. Decimos, si, que quizás haya 
disposiciones que no sea necesario introducirlas en el pre- 
supuesto, pero frente al desconocimiento del hecho, a los 
traslados abusivos, a disposiciones que a veces tienden 
a dejar en el aire la efectividad de los trabajadores, en- 
tendemos que se puede explicar la inserción de estas dis- 
posiciones. 


Por lo demás, somos sinceros en nuestras apreciacio- 
nes: consideramos que este presupuesto elaborado por la 
Junta no es perfecto, pero teniendo en cuenta sus posi- 
bilidades, pensamos que debe ser aprobado. En ese sen- 
tido, manifestamos nuestra conformidad con todo lo ae- 
tuado por la Comisión, e iriamos más allá: votaríamos 
el levantamiento de la aceptación aque la Comisión ha 
hecho de las observaciones del Tribuna! de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Singer, 


SEÑOR MORELLI. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR SINGER. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR MORELLI. — Señor Presidente: he escucha- 
do con mucha atención las palabras del señor represen- 
tante por Paysandú. El ha dicho que éste no es un tema 
político y que ha tratado de buscar el consenso de todas 
las bancadas de ediles de la Junta de aquel departamen- 
to. Aquí veo una pequeña contradicción, y es mi inten- 
ción hacer la siguiente pregunta. ¿Por qué es distinta la 
actuación de la bancada del Partido Colorado en el caso 
del presupuesto de Paysandú que en el del Presupuesto 
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Nacional, donde vemos que no existe intención de buscar 
el consenso de todas las bancadas? En el Presupuesto Na- 
cional, la bancada del Partido Colorado —o por lo me- 
nos alguno de sus sectores— ha resuelto declarar a éste 
asunto político, obligando a todos los sectores del Partido 
Colorado a apoyar los vetos del Poder Ejecutivo. 


Aquí es donde veo una pequeña contradicción en lo 
que ha dicho el señor representante por Paysandú. Pa- 
recería que se toma una actitud en lo que se refiere a 
su departamento y otra en cuanto al Presupuesto Nacio- 
nal. Ese es el sentido de mi pregunta con respecto a lo 
que acaba de manifestar el señor legislador. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Singer. 


SEÑOR SINGER. — Tengo muchos deseos de pasar 
por alto la pequeña travesura parlamentaria del estima- 
do amigo, el señor legislador Morelli, porque no creo que 
sea propicio internarnos en un debate de la naturaleza 
del que él está proponiendo. Pienso, además, que en esta 
instancia no está en el ánimo de la Asamblea hacerlo, 
pero no ha de faltar oportunidad —y ello sin ninguna 
clase de dudas— para entrar al fondo de esta cuestión 
y hacer las consideraciones que sean del caso para sacar 
de encima la inquietud que en estos momentos ha in- 
vadido el espíritu del señor legislador. 


Termino esta intervención —que anuncié que iba a 
ser breve y que se referiría fundamentalmente a consi- 
deraciones de carácter político— diciendo que más ailá 
de las concepciones de orden jurídico —y respetando, co- 
mo es notorio que respeto, la sabiduría, la competencia 
que en esta materia tienen mis dos queridos correligio- 
narios y amigos que son los señores legisladores Ricaldoni 
y Bouza— en esta instancia mi voto toma en conside- 
ración la perenne existencia de dos bibliotecas en mate- 
ria jurídica, y está animado por concepciones de orden 
político para, a través de mi voto, expresar desde esta 
banca al señor Intendente de Paysandú que tome en 
cuenta —y no puede dejar de hacerlo— el claro mandato 
constitucional contenido en esa disposición que da la ma- 
yoría de los ediles a su lema y que, en las próximas 
instancias de rendiciones de cuentas en las que, como e€s 
de práctica, se volverá a tratar el tema presupuestal del 
departamento de Paysandú, actúe en función de ese man- 
dato constitucional. Cumpliendo normas de sana conduc- 
ta política, me permito agregar que en este caso ese man- 
dato no ha sido tomado en cuenta, y ello ha determinado 
que en esta oportunidad la Asamblea General tenga so- 
bre el tapete la consideración de este asunto. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Yo también participé. 


SEÑOR SINGER. — Brindo mis más sentidas excu- 
sas al señor legislador Cersósimo, pues en el momento 
de mencionar a los compañeros omití su participación, 
cuya competencia en materia jurídica también me com- 
plazco mucho en reconocer. Le pido disculpas, porgue fue 
una omisión no tomarlo en cuenta en el momento de 
hacer la referencia, pero él sabe muy bien que lo que 
estoy diciendo representa clara e inequívocamente mi 
sentir y mi modo de pensar en la materia. 


Además, agradezco al señor legislador la oportunidad 
que me ha dado de poner esto de manifiesto aquí, en la 
Asamblea General. 


Termino diciendo que en la instancia de la votación 
ajustaré mi voto a las consideraciones que acabo de ha- 
cer y que, por lo tanto, con realismo político, votaré el 
informe que en algunos casos por unanimidad y en otros 
por mayoría aprobó la Comisión Especial que oportuna- 
mente designó la Asamblea General. 


Era lo que quería decir. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 
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SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presi- 
dente: al considerar este tema, no nos podemos despojar 
de las condiciones muy especiales en que la Asamblea 
se dedica a él: en primer lugar, porque las observaciones 
del Tribunal de Cuentas representan varias decenas, y, 
en segundo término, porque el plazo para que la Asam- 
biea General se pronuncie vence a la hora 24 del día de 
hoy. En modo alguno está en nuestro ánimo obstaculizar 
un pronunciamiento que el constituyente cometió a la 
Asamblea General con carácter de definitivo en temas de 
esta naturaleza. 


Pero, además, tenemos que hacer notar que no se 
trata solamente de que las observaciones sean numero- 
sas, sino que, para analizar su contenido, no hay un ele- 
mento genérico que las englobe a todas. Las observacio- 
nes son de muy distinta naturaleza, pero refieren además 
a disposiciones que en muchos casos poco tienen que ver 
entre sí. 


Por lo tanto, el considerar una por una en este mo- 
mento esas observaciones del Tribunal de Cuentas y el 
determinar la posición que cada una de las organizacio- 
nes políticas adopta frente a cada una de ellas, así como 
sus fundamentos, inevitablemente llevaría a un debave 
singularmente extenso, que sería imposible desarrollar 
dentro del tiempo de que disponemos. 


Por estas razones nos vamos a remitir a apreciacio- 
nes de carácter muy general, y, eso sí, ya adelanto que 
vamos a solicitar que en el momento oportuno se ponga 
a votación una proposición para que, a la versión taqui- 
gráfica en el Diario de Sesiones de esta reunión de la 
Asamblea General, se le agreguen las versiones taquigrá- 
ficas de todas las sesiones realizadas por la Comisión res- 
pectiva, porque en ellas sí cada una de las observacio- 
nes del Tribunal de Cuentas fue considerada, cada una 
fue objeto de discusión, de análisis y de pronunciamiento 
por cada uno de los sectores allí representados. Entonces, 
en el seno de la Asamblea General, y a los efectos de la 
delimitación de las posiciones correspondientes, quedarán 
establecidos los fundamentos por los cuales, en cada uno 
de los casos, el señor legislador Bertacchi y yo dimos 
nuestro voto favorable o nuestro voto contrario a las 
observaciones fromuladas por el Tribunal de Cuentas. 


Hechas estas apreciaciones, nosotros no podemos por 
menos que hacer constar también un par de elementos 
que han gravitado decisivamente en la adopción de nues- 
tras decisiones. 


En primer lugar, digamos que compartimos el criterio 
ya adelantado por el señor legislador Aguirre Ramírez, 
en el sentido de que aquí caben no solamente interpreta- 
ciones en forma estricta y con carácter técnico, sino con 
una aplicación más lata. 


Nosotros hemos recordado en el seno de la Comisión 
—Jo reinteramos aqui— que el constituyente, cuando So- 
mete al Tribunal de Cuentas el examen de los Presupues- 
tos Municipales según las votaciones dadas por cada una 
de las Juntas, lo hace con una precisión estricta con res- 
pecto a los alcances con que el Tribunal de Cuentas pue- 
de aplicar su decisión. “Sólo puede formular observacio- 
nes —dice la Constitución— sobre errores de cálculo de 
los recursos, sobre omisión de obligaciones presupuesta- 
les, sobre violación de disposiciones constitucionales o de 
leyes aplicables”. Son cuatro conceptos absolutamente es- 
trictos. Pero el constituyente no deja terminada la ins- 
tancia en la observación del Tribunal de Cuentas, cosa 
que pudo hacer. No remite la decisión final a un orga- 
nismo a su vez también técnico, sino que la remite a un 
organismo eminentemente político, y de composición po- 
lítica, como es la Asamblea General. Por lo tanto, noso- 
tros consideramos que cabe la aplicación más amplia, se- 
gún la cual, naturalmente, en el marco del cumplimiento 
estricto de las disposiciones constitucionales, valen tam- 
bién exámenes que aprecien circunstancias y méritos 
dentro del conjunto de temas que están a nuestro estu- 
dio. Entonces no podemos prescindir de realidades de ca- 
rácter político, económico, social, peculiarísimas, que se 
registran en el departamento de Paysandú. 


: No podemos ignorar que liegan a nuestra considera- 
ción observaciones interpuestas a un proyecto de presu- 
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puesto votado por una Junta Departamental y gue ado- 
lece visiblemente de defectos. Los propios señores ediles 
que votaron este presupuesto, con hidalguía así lo reco- 
nocieron en el seno de la Comisión. Pero no podemos 
tampoco ignorar que esta es la consecuencia no buscada 
por estos ediles de una peculiar situación que arranca 
de gravísimas omisiones y de inocultables defectos in- 
cluídos en el proyecto inicial del Ejecutivo Comunal del 
Departamento de Paysandú y, además, de la falta deli- 
berada de toda posibilidad de examen y de diálogo por 
parte de ese Ejecutivo Municipal con la Junta Departa- 
mental. A punto tal es ello así, que ni siquiera en la 
propia bancada mayoritaria del departamento de Paysan- 
“dú se pudo registrar la existencia de un diálogo o de una 
búsqueda de acuerdos que posibilitara que el partido 
político que, de acuerdo con las disposiciones constitucio- 
nales tiene la mayoría, la registrara en los hechos nada 
menos que en la elaboración presupuestal. 


Tampoco podemos nosotros ignorar otras circunstan- 
cias. Por ejemplo, en lo que tiene que ver con la finan- 
ciación de este presupuesto, no surge con Claridad en 
modo alguno un elemento preciso, incontestable, al final 
de todo el examen practicado. ¿Por qué? Porque se han 
suprimido recursos, pero Se han suprimido gastos tam- 
bién importantes. Pero, además, en la modificación a los 
recursos propuestos se ha aplicado un sentido de distri- 
bución social que en la iniciativa del Ejecutivo Comunal 
no existía. 


Las modificaciones que ha aplicado la Junta [Depar- 
tamental de Paysandú tienden, en términos generales, a 
mantener la relación debida entre ingresos y egresos, pe- 
ro haciéndolo, además, con un sentido social del que ca- 
recía el proyecto del Ejecutivo Comunal, aliviando las 
contribuciones de los sectores más necesitados y deján- 
dolas como estaban, para los sectores más pudientes. 


El proyecto de Presupuesto Municipal de Paysandú 
incluye un conjunto de disposiciones que determinan mi 
nuciosamente garantías para los funcionarios. A primera 
vista, puede parecer sorpresiva, yo diría, esa singular mi- 
nuciosidad de técnica ajedrecística con que puntillosamen- 
te se enumeran todas las garantías para los funcionarios, 
pero no podemos ignorar que el Ejecutivo Comunal de 
Paysandú tiene una titularidad que reedita la que se 
produjo durante la dictadura, que existen antecedentes 
en ese departamento de reiteradas persecuciones y arbi- 
trariedades contra muchos funcionarios de todos los par- 
tidos, sin ninguna excepción, y este es un hecho que no- 
sotros, al considerar la realidad municipal de Paysandú, 
no podemos ignorar. No es lo mismo para nosotros el In- 
tendente de Paysandú que otros Intendentes, inclusive de 
su mismo partido y hasta de su misma organización po- 
lítica. No es lo mismo —no puede serlo— porque nadie 
puede borrar el haber pertenecido alguna vez a la ver- 
gonzosa dictadura que el Uruguay padeció durante más 
de una década. Entonces, naturalmente, no podemos me- 
nos que manejarnos con todos estos elementos y eso he- 
mos hecho. 

Hay observaciones del Tribunal de Cuentas, como 
muy bien lo desmenuzó en su pormenorizado trabajo el 
señor legislador Ricaldoni con acierto, aque fueron recha- 
zadas por todos porque todos entendimos que ese orga- 
nismo había padecido error, y hay observaciones que han 
sido aceptadas por todos, inclusive en el caso del Partido 
Nacional o del Frente Amplio, incluso en contradicción 
con lo que habían sostenido nuestros propios compañe- 
ros en el departamento. ¿Por qué? Porque cada uno de 
nosotros hemos tratado de aplicar cuidadosamente la vi- 
gencia del orden constitucional. Pero, por supuesto, he- 
mos tenido que actuar sobre una base de realidades que 
no nos permiten hacerlo con la puntillosidad y pureza 
con que normalmente hubiéramos podido actuar si hu- 
biera habido una iniciativa presupuestal del Ejecutivo 
Comunal más respetable que la que hubo y si hubiera 
habido dentro del departamento de Paysandú, una posi- 
bilidad de diálogo interno que hubiese permitido otro tipo 
de información y otro tipo de actuación. 


Nosotros, con el señor legislador Bertacchi, y en re- 
presentación del Frente Amplio, en cada una de las ob- 
servaciones hemos dado nuestra opinión y los fundamen- 
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tos de nuestro woto, en algunos casos respaldando lo ac- 
tuado por el Tribunal de Cuentas; en la mayoría de los 
casos, manteniendo lo actuado por la Junta Departamen- 
tal de Paysandú. 


Entendemos haber respetado la totalidad de las dis- 
posiciones constitucionales. Y en las zonas de duda, de 
penumbra, en las cuales la disposición no surgía nítida y 
precisa, hemos dado prelación a las concepciones de or- 
den económico y social que entendemos justas. 


Pensamos que con las decisiones que hemos sosteni- 
do en el seno de la Comisión y que vamos a reiterar en 
la Asamblea General defendemos la vigencia plena del 
Orden constitucional y apoyamos, en medio de todas las 
dificultades que el orden municipal de Paysandú padece, 
una solución presupuestal lo más adecuada posible a las 
pecado de la población del departamento de Pay- 
sandú. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No habiendo más señores 
legisladores inscriptos para hacer uso de la palabra, pa- 
saríamos a recoger la votación adoptando el criterio que 
fuera propuesto por los señores legisladores Ricaldoni, 
Aguirre, Batlle y Daverede, es decir, el de dividir la 
votación en cuatro, pronunciándonos v»rimero sobre las 
observaciones aceptadas por unanimidad, luego las re- 
chazadas por unanimidad y finalmente sobre las acepta- 
das y rechazadas, respectivamente, por mayoría en el 
seno de la Comisión. 


A los efectos de ordenar la votación, pediría a los 
señores miembros informantes de la Comisión que, antes 
de cada votación, nos indicaran el conjunto de disposi- 
sees sobre las que va a pronunciarse la Asamblea Ge- 
neral. 


En consecuencia, en primer término votaríamos las 
observaciones del Tribunal de Cuentas que fueron acep- 
tadas por unanimidad en la Comisión. Pediría a los se- 
ñores legisladores Ricaldoni o Aguirre que tengan a bien 
enumerar cuáles son esas observaciones, de modo que 
ello obre en conocimiento de todos los integrantes del 
Cuerpo y además quede constancia expresa. 


SEÑOR SINGER. — ¿No habría que votar el criterio? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Creo que el criterio no 
hay que votarlo, señor legislador Singer, porque el ar- 
tículo 81 del Reglamento de la Asamblea General dice 
que la votación “ze hará separadamente sobre cada ar- 
tículo o fracción en que se divida el proyecto” y que “si 
el artículo estuviera dividido en incisos, la votación re- 
caerá sobre cada uno de éstos siempre que así lo solicite 
algún miembro de la Asamblea”. Aquí hay varios miem- 
bros de la Asamblea —inclusive, los miembros informan- 
tes— que opinan que la votación debe hacerse, no por 
incisos, pero sí según determinada agrupación de incisos. 
Creo que el mismo criterio debe inspirar la solución. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite, señor Presidente? 


El señor Presidente me mencionó, seguramente como 
miembro informante y miembro de la Comisión, pero lo 
lógico es que sea el señor legislador Ricaldoni —que ha- 
bía hecho un resumen muy claro de todas las disposi- 
ciones que comprenden cada grupo sobre el que vamos 
a votar por separado— quien reitere el conjunto de dis- 
posiciones que va a ser objeto de votación en cada caso. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Yo había mencionado in- 
distintamente a los señores Ricaldoni o Aguirre para que 
nadie me tachara de parcial. 


Tiene la palabra el señor legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — De acuerdo con ese crite- 
rio, primero habría que votar aquellas observaciones del 
Tribunal de Cuentas que fueron aceptadas por unanimi- 
dad y, tal como lo sugiere el señor Presidente, las voy 
a enumerar nuevamente. 


Son el Considerando 3% del dictamen del Tribunal de 
Cuentas; el Considerando 4%; el Considerando 8%, en ¡o 
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atinente a los artículos 57 y 59; el Considerando 14; el 
Considerando 15, y los Considerandos 5%, 11 y 17. 


Esas son las observaciones del Tribunal de Cuentas 
que la Comisión por unanimidad aconseja aceptar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si se acep- 
tan las observaciones formuladas por el Tribunal de 
Cuentas que la Comisión, por unanimidad, aconseja a 
la Asamblea General que sean aprobadas. 


(Se vota:) 
—109 en 109. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En segundo lugar, se van a votar las Observaciones 
que han sido rechazadas por la unanimidad de los miem- 
bros de la Comisión respectiva. 


Solicito al señor legislador Ricaldoni quiera porme- 
norizar cuáles son esas disposiciones. 


SEÑOR RICALDONI. — Son los artículos 69, 79, 80, 
99, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 
27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 39, 40 y 45, y el Conside- 
rando 13. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar sí se re- 
chazan las observaciones formuladas por el Tribunal de 
Cuentas a todas las disposiciones que acaban de enume- 
rarse. 


(Se vota:) 
—110 en 110. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En tercer lugar pasamos a votar las observaciones 
del Tribunal de Cuentas que fueron aceptadas en Comi- 
sión por mayoría de sus integrantes. 


Ruego al señor legislador Ricaldoni que se sirva enu- 
merar las disposiciones involucradas. 


SEÑOR RICALDONI. — Son los artículos 60, 63, 65, 
66, 74 y 79 “in fine”. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Voy a solicitar el desglose de 
la votación en lo relativo al artículo 60. 


La observación al artículo 60, que figura en el Re- 
sultando 18, estaba fundamentada en la falta de inicia- 
tiva del Ejecutivo Comunal requerida por el hecho de que 
al establecerse una prima por antigiiedad se aumentaban 
los egresos sin dar cumplimiento a lo establecido por el 
artículo 86 de la Constitución de la República, al cual 
se remite, en lo relativo al presupuesto departamental, 
el artículo 222 de la Constitución. Pero resulta que el 
Tribunal de Cuentas no advirtió —o quizás no se le hizo 
llegar el antecedente— que la Intendencia Municipal de 
Paysandú, es decir, el Ejecutivo Comunal, el día 13 de 
agosto de 1985 había remitido un mensaje complementa- 
rio en cuyo artículo 32 estaba la iniciativa para el esta- 
blecimiento de la prima por antigúedad, por cuya causa 
considero que €s muy claro que la razón de orden cons- 
titucional que motivó la observación en puridad no es 
tal y, por tanto, voy a solicitar que se desglose este ar- 
tículo de la votación, por entender que no corresponde 
respecto de él la aceptación de la observación del Tribu- 
nal de Cuentas, sino que corresponde su rechazo. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Por razones simi- 
lares a las que acaba de denunciar el señor legislador 
Aguirre, considerando además que no se trata de mate- 
rias de la que expresamente la Constitución de la Repú- 
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blica cometa al Tribunal de Cuentas para formular ob- 
servaciones con respecto a los presupuestos municipales, 
y atendiendo, por último, a que firmamos el informe de 
la Comisión con reservas, algunos legisladores del Parti- 
do Nacional entendemos que no deben aceptarse, sino 
que, por el contrario, deben desestimarse las observacio- 
nes que incluye el dictamen del Tribunal de Cuentas re- 
leridas a los artículos 63 y 65 del Presupuesto Municipal 
de Paysandú. En tal sentido, mociono también para que 
se desglosen las dos disposiciones citadas del grupo de 
observaciones que ahora se va a votar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará. 


Se van a votar las observaciones del Tribunal de Cuen- 
las aceptadas por la mayoría de la Comisión desglosando 
los artículos 60, a pedido del señor legislador Aguirre y 
63 y 63, a solicitud del señcr legislador Porras Larraide. 


(Se vota:) 
—88 en 110. Afirmativa. 


Quedan por considerar los artículos 60, 63 y 65. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: muy bre- 
vemente, ya que el señor legislador Aguirre ha hecho 
referencia a un mensaje, que confieso no conozco, como 
tampoco algún compañero de sector que trabajó en di- 
cha Comisión, como el señor legislador Bouza, digo que 
la objección del Tribuna] de Cuentas acogida en la Co- 
misión obedecía —en el criterio de la mayoría— a dos 
inconstitucionalidades: una que tenía que ver con la falta 
de iniciativa del Intendente, y otra relativa a la natu- 
raleza de la norma. Es decir que puede haberse levantado 
una de las objeciones pero no las dos. Digo esto simple- 
mente a título informativo. 


Por lo tanto, en lo que a mí respecta, mantengo la 
posición que sostuve en la Comisión de apoyar las ob- 
servaciones del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa quiere hacer una 
aclaración. 


El resultado _de la votación anterior fue setenta y 
ocho en ciento diez y no ochenta y ocho en ciento diez 
como se dijo por error. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Comprendo la sorpresa de los 
integrantes de la Comisión, poraue este antecedente yo 
lo vine a conocer en el día de hoy, pero consta en el 
Ep BndO que tenemos todos los legisladores en nuestro 
poder. 


Aquí está la fotocopia correspondiente del mensaje 
del señor Intendente y en la parte final del repartido se 
dice: “Intendencia Municipal de Paysandú. Presupuesto 
Municipal Ejercicio 1985/1989. Mensaje Complementa- 
rio”. El artículo 3% dice: “Se fija a partir del 1% de 
setiembre de 1985 en N$ 25,00 (nuevos pesos veinticin- 
co) por año de antigiiedad el importe de la “Prima por 
Antigiúedad”. A tales efectos se prevé un incremento en 
la dotación del rubro “0” en N$ 675.000,00 (nuevos pe- 
sos seiscientos setenta y cinco mil) para el año 1985 y 
N$ 3:000.000,00 (nuevos pesos tres millones) para cada 
uno de los años siguientes. El Ejecutivo Comunal regla- 
mentará el presente beneficio”. 


Firman el Intendente, el Secretario General, el con- 
tador y Otro funcionario municipal cuya firma no iden- 
tifico. 


218—A.G. 


Luego vienen otros documentos anexos a la remisión 
y recepción por la Junta de este mensaje complemen- 
tario. 


Respecto a lo que ha dicho el señor legislador Rical- 
doni, es exacto que el artículo 60 fue observado por dos 
causas distintas: en el Resultando 17, por incrementar 
los egresos y en el Resultando 18 del dictamen del Tri- 
bunal de Cuentas, por incorporar normas que no figura- 
ban en el proyecto elevado por la Intendencia, es decir, 
por falta de iniciativa del Ejecutivo Comunal. 


Aclaro al señor legislador Ricaldoni y a los demás 
miembros de la Comisión que he hecho referencia a la 
falta de iniciativa, que no era tal, porque esa fue la ra- 
zón por la cual había aceptado esta observación y había 
participado del criterio de la mayoría. 


Respecto del aumento de los egresos, yo había adop- 
tado el mismo criterio que refiere a los demás artículos 
del Resultando 17, o sea que la interpretación del artícu- 
lo 225 de la Constitución no es estricta, sino lata, y, por 
tanto, como lo habíamos conversado con el señor legis- 
lador Ricaldoni en la Comisión, la disminución de unos 
egresos se compensa con el aumento de otros, o viceversa 
y en definitiva en tanto no signifique déficit, esa obser- 
vación podía levantarse, si bien el problema no es claro. 
Por ambas razones es que ahora participo del criterio de 
que esta observación puede levantarse, es decir, no ser 
aceptada por la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar, entonces, 
la aceptación de la observación formulada por el Tribu- 
nal de Cuentas al artículo 60 del proyecto de Presupues- 
to de la Junta Departamental de Paysandú). 


(Se vota:) 

—A9 en 110. Negativa. 

Se va a votar la aceptación de las observaciones 
formuladas por el Tribunal de Cuentas a los artículos 63 
y 65 del proyecto de Presupuesto de la Junta Departa- 
mental de Paysandú. 

(Se vota:) 

—-53 en 110. Negativa. 


Corresponde ahora votar las observaciones del Tri- 
bunal de Cuentas rechazadas por mayoría en la Comisión. 


Pediría al señor legislador Ricaldoni que nos indica- 
ra cuáles son esas disposiciones. 


SEÑOR RICALDONI. — Las disposiciones rechaza- 
das por mayoría en la Comisión, son las siguientes: 44, 
46, 47, 48, 49, 51, 52, 53, 4 —literales b) y c)— 54, 
56, 62, 55, 61 72 y 73. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el rechazo 
de las observaciones formuladas por el Tribunal de Cuen- 
tas a las disposiciones antes enumeradas. 

(Se vota:) 

—63 en 110. Afirmativa. 

Hay una moción del señor legislador Rodríguez Ca- 
musso en el sentido de que se incorpore al Diario de 
Sesiones de la Asamblea General la versión taquigráfica, 
de las actuaciones cumplidas por la Comisión correspon- 
diente. 

(Se vota:) 


-—103 en 108. Afirmativa. 


5) QUEDA TERMINADO EL ACTO 


Queda terminado el acto. 
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Director del Cuerpo de Taquígratfos 
de la Cámara de Representantes. 


(Versión taquigráfica de las reuniones de la Comi- 
sión Especial para la consideración de las observa: 
ciones interpuestas por el Tribunal de Cuentas de la 
República al Presupuesto Municipal de Paysandú, 
cuya incorporación al Diario de Sesiones fue resuel- 


ta en sesión de la Asamblea General del día de la 
fecha) 


“VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE 
LA COMISION DEL DIA 20 DE ENERO DE 1986 
(Sin corregir) 


Preside: señor senador Gonzalo Aguirre Ramirez. 
Secretario: señor Jorge M. Frigerio. 


Miembros: señores senadores Pedro W. Cersósimo, Améri- 
co Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso; seño- 
res representantes nacionales Héctor Barón, Carlos 
Bertacchi, Federico Bouza, Julio Daverede y Elias 
Porras Larralde. 


Asiste: señor senador Juan Adolfo Singer. 


Invitados especiales: señores ediles de la Junta Departa- 
mental de Paysandú, Donald Chalkling, Jorge Dighie- 
ro, Gustavo Estefanell, Néstor Grillo, Agustín Lombar- 
dini, Nelson Manzor y Francisco Rodríguez Nolla. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Habiendo número está 
2bierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 5 minutos) 


Si no existen observaciones que formular al Acta N? 1 
de la primera sesión de la Comisión, daríamos por apro- 
bada la misma. 


En consecuencia, se da por aprobada. 


Debemos dar cuenta que el señor Secretario me infor- 
mó días pasados, que los ediles de la Junta Departamen- 
tal de Paysandú, que rechazaron las observaciones formu- 
ladas por ei Tribunal de Cuentas, solicitaban audiencia 
para ser recibidos por la Comisión. 


Ad referéndum de lo que disponga la Comisión, la 
Mesa consideró que era de estilo acceder a esta. solicitud, 
naturalmente, partiendo de la base de que observaremos 
esta conducta con todas las partes involucradas. 


En tal sentido, el señor Secretario señala que, asi- 
mismo, los, ediles que votaron por la aceptación de la 
observación formulada por el Tribunal de Cuentas, a su 
vez, en el día de hoy también han hecho llegar una soli- 
citud de audiencia. 


En función de lo expresado, creo que se encuentran 
en antesala de la Cámara de Representantes, los ediles 
que solicitaron audiencia previamente y que son los que 
votaron rechazando las observaciones del Tribunal de 
Cuentas. 


Está a consideración de la Comisión si recibimos a 
esta delegación. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Mociono para que se la invi- 
te a pasar a Sala. 
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SEÑOR PRESIDENTE, — Se procederá en consecuen- 
cia. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — ¿Me permite, se- 
ñor Presidente? 


Naturalmente, estoy de acuerdo con el criterio ade- 
lantado por el señor Presidente, respecto a recibir a este 
sector de la Junta Departamental; también votaré favo- 
rablemente una solicitud similar, en el entendido de que 
el propósito es escuchar y, en todo caso, formular pregun- 
tas y aclaraciones, pero no debatir el tema. 


SEÑOR RICALDONI. — Deseo referirme a tres pun- 
tos. 


En primer lugar, señalo que la semana pasada vino 
a verme el Intendente de Paysandú, señor Belvisi. En- 
tiendo que también ha visitado a algunos otros miem- 
bros de esta Comisión, poniéndose a las Órdenes de la 
misma, a los efectos de concurrir, si ésta lo Considera 
del caso. 


Quiero dejar constancia de que a título personal, le 
expresé que entiendo que, en definitiva, el diferendo exis- 
tente en este momento está planteado entre la mayoría 
de la Junta Departamental y el Tribunal de Cuentas. 
Que, en lo que a mí concierne, no me parecía prioritaria 
su Concurrencia a la Comisión, pero que se lo transmi- 
tiría a ésta. El señor Intendente quedó a las órdenes. 


En segundo lugar, los ediles que votaron en contra 
del Presupuesto y los que se retiraron de Sala —porque 
buena parte de ellos, según surge del repartido, así lo hi- 
cieron— de acuerdo a lo que me informa el señor Secre- 
tario, tienen interés en ser recibidos, por lo que habría 
que proceder de la misma forma que lo hacemos con los 
que hoy comparecen. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Quiere decir que habría que 
convocarlos para una próxima sesión. 


SEÑOR RICALDONI. — Sí, señor Presidente. 


En tercer lugar, deseo estar seguro de los piazos que 
corren en esta materia. 


La información de la Secretaría del Senado indica 
que el remitido de la Junta Departamental de Paysandú 
fue entrado a la Asamblea General el 7 de enero de 1986. 
En consecuencia, tanto el plazo de 30 días asignados a 
esta Comisión por la Asamblea General —justamente, a 
sugerencia del señor senador Rodríguez Camusso— como 
los 40 días que prevé la Constitución para el pronuncia- 
miento del Cuerpo, estarían rigiendo a partir del 8 de 


enero. 


Considero importante que todos tengamos una idea 
común en cuanto al vencimiento de los plazos. 


En este sentido, el Partido Colcrado considera que no 
cumpliríamos cabalmente nuestra función si esto se ago- 
tara por el mero vencimiento del plazo. Estimamos que 
la Asamblea General debe emitir un pronunciamiento, e! 
que sea, pero que se expida, por el precedente que puede 
significar para el futuro. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Voy a empezar por el último 
punto señalado por el señor senador Ricaldoni. 


Nuestro partido entiende que la Comisión debe pro- 
nunciarse en forma expresa; pero, por otra parte, si no 
recuerdo mal, esta Comisión lo resolvió así en la sesión 
de su instalación. Y ese es el criterio que nosotros vamos 
a accionar en esta emergencia. 


Como lo manifestara el señor senador Ricaldoni, en- 
tiendo que debemos pronunciarnos porque, evidentemente, 
se trata de un asunto sumamente complejo, que afecta 
en forma muy particular a un departamento de la Repú- 
blica y hay intereses muy importantes que están en jue- 
go. Por lo tanto, la Asamblea General no cumpliría con 
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su deber —en nuestro concepto— si no expresara sus 
puntos de vista y contlusiones en la forma que consti- 
tucionalmente corresponde, o sea, prenunciándose en uno 
u otro sentido, acogiendo aquellas cbservaciones o dese- 
chándolas; pero, de todas maneras, con un pronuncia- 
miento expreso. 


En lo que respecta a las primeras manifestaciones 
«el señor senador Ricaldoni, también he sido visitado por 
el señer Intendente Belvisi y hago gracia a la Comision 
de repetir las mismas motivaciones que él ha expuesto, 
por cuanto el señor Intendente me hizo presente idéntica 
preocupación, iguales deseos y disposición de estar a la 
orden de la Comisión si su presencia era necesaria. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: dejo constancia de que hemos votado hoy favorable- 
mente la solicitud de un sector de los ediles de la Junta 
Departamental de Paysandú que desea ser escuchado. Es- 
tamos dispuestos a votar en igual sentido con respecto 
al otro sector; asimismo, procederemos con el señor In- 
iendente si desea ser recibido. 


Quiere decir que estamos dispuestos a oír a cada uno 
de los sectores vinculados con el tema, que deseen expre- 
sarse ante la Comisión. 


En segundo lugar, señalo que nuestra representación 
cn la Cumisión, que integramos juntamente con el señor 
dúipuiauo Beríacchi, ha asistido a las dos convocatorias y 
se propone concurrir permanentemente al seno de la 
misma. 


Es decir que estamos presentes aquí los cuatro par- 
tidos políticos que la componemos. En consecuencia, no 
se advierten signos de que haya alguna propensión a que 
el tema no se resuelva. 


SEÑOR DAVEREDE. — Señor Presidente: coincidente 
con lo que se acaba de manifestar, creo que existe con- 
senso en todos los aspectos señalados al principio por el 
yeñor legislador Ricaldoni. 


En primer término, queremos expresar que estamos 
ce acuerdo en que esta Comisión debe pronunciarse. 


En segundo lugar, el señor Intendente Belvisi, a tra- 
vés de personas allegadas a la Unión Cívica en Paysandú, 
me hizo conocer su inquietud en el sentido de que pu- 
Ciera ser recibido por esta Comisión, si era menester €s- 
eucharlo. Coincidentemente, le hice saber que entendía 
cue el probiema estaba circunscripto a la Junta Departa- 
mental y a las objeciones del Tribunal de Cuentas. 


En consecuencia, parecería que por el momento era 
inoperante la asistencia del señor Intendente. 


En tercer lugar, queremos señalar que estamos de 
acuerdo en que sean recibidos todos aquellos que lo soli- 
citen formalmente. Si el señor Intendente de Paysandú 
quisiera solicitar ser escuchado y lo hiciera en forma oli- 
cial, estaríamos en la misma tesitura que hemos adop- 
tado hoy para con un sertor de ediles de la Junta Depar- 
amental. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si ningún otro señor legis- 
lador desea hacer uso de la palabra, haremos pasar a 
Sala a los señores ediles que solicitaron audiencia y que 
se encuentran en antesala. 


(Entran a Sala ediles de la Junta Departamental de 
Paysandú) 


Ante todo, la Comisión agradece a los señores ediles 
miembros de la Junta Departamental de Paysandú su 
presencia. 


Por si fuera pertinente, les aclaro que la Comisión 
entiende que su comparecencia es a los efectos de expre- 
sar sus puntos de vista sobre el diferendo surgido con el 
Tribunal de Cuentas, de informar a esta Comisión y for- 
mular las aclaraciones que los señores legisladores consi- 
deren pertinentes. 
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SEÑOR DIGHIERO. — Mis compañeros me han pe- 
dido que haga uso de la palabra el primer lugar a efec- 
tos de aclarar todo lo referente a este problema del presu- 
puesto de Paysandú. 


Hemos traído copia de toda la documentación que 
pueda hacer falta para entregarla a esta Comisión por- 
Que, quizá, los legajos que ella posee no estén completos. 


En realidad, este problema del presupuesto de Pay- 
sandú comienza el 14 de agosto de 1985, día en que llegó 
en tiempo pero no en forma el Mensaje del Ejecutivo Le- 
partamental. 


Tal como después lo certificó el Tribunal de Cuentas, 
ese Presupuesto era inconstitucional por no cumplir con 
los requisitos del literal d) del artículo 214 de la Consti- 
tución de la República en todo lo que se refiere a metas, 
objetivos y unidades, de cumplimiento de los programas 
de inversiones, subsidios y transferencias. Se trataba de 
un Presupuesto cerrado y por eso lo consideramos incons- 
titucional. Eso lo fuimos haciendo saber a la Comisión 
de Presupuesto en cada una de las sesiones que se rea- 
lizaron —tengo en mi poder todas las actas— para tratar 
de llegar a una solución política, es decir, para lograr 
un Mensaje Complementario de parte del señor Intenden- 
te, quien todavía disponía de casi un mes de plazo para 
elevarlo. Lo que buscábamos era un Presupuesto que re- 
flejara lo que todos deseábamos para el departamento 
de Paysandú. 


El Presupuesto elevado también era ilegal de acuerdo 
con la documentación que posee esta Comisión y que no 
se hizo llegar al Tribunal de Cuentas, motivo por el que 
éste no lo consideró. La Junta Departamental no elevó 
al Tribunal de Cuentas algunas partes del Mensaje ori- 
YZinal. 


Consideramos que es ilegal por dos razones diferentes. 
De los veinte artículos de que constaba el Mensaje ori- 
final enviado por el señor Intendente, había diez —del 
99 al 18— que incorporaban un incremento del 50% sobre 
las tasas de que trata a partir del 1% de enero de 1986, 
En la primera sesión que realizó la Comisión de Presu- 
puesto el día 2 de setiembre, planteamos la ilegalidad que 
existía de acuerdo con el artículo 2% del Código Tribu- 
tario. 


También nos ocupamos del artículo 19 del Mensaje 
original que se refería a una tasa de contralor de com- 
bustibles inflamables o de transporte de mercaderías a 
granel. Allí se decía: “Hecho generador. Cuantía Tribu- 
taria. Base de cálculo. La Intendencia Municipal efectua- 
rá mensualmente el contralor de las condiciones de segu- 
tidad y de circulación de todo orden de los vehículos que 
transiten transportando, para su comercialización, infla- 
mables y demás productos a granel, susceptibles de ries- 
gos para las personas o bienes de terceros y para el trán- 
sito”. De acuerdo con esta redacción, una carga de remo- 
lacha, de astillas de leña, o hasta de caramelos, si se 
hiciera a Sranel, sería susceptible de esta tasa, según la 
Mama el Ejecutivo departamental. 


La disposición continúa diciendo: “Los mencionados 
vehículos deberán someterse a dicha inspección mensual 
en la fecha, forma y condiciones que la Intendencia Mu- 
nicipa; determine. Por esa inspección mensual, así como 
por el contralor de los medios preventivos de seguridad 
de incendio y estrago que ellos puedan producir, se paga- 
rá una cantidad correlativa luego de determinado su des- 
plazamiento, tomándose como índice del mismo, el valor 
de los productos transportados y calculándose el importe 
«e la tasa, a razón del 1% del precio de venta de los 
productos transportados en el mes correspondiente, de- 
biendo hallarse al día en el pago para su realización”. A 
continuación se describe el sujeto pasivo, la forma de 
liquidación y demás. 


De acuerdo con esta disposición, sólo se excluye al 
queroseno y al alcohol azul. Los señores legisladores de- 
ben tener presente que la planta de ANCAP en Paysandú 
recibe cien barcos por año, pues tiene a su cargo la dis- 
tribución en todo el norte de la República. 
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si tomamos en cuenta las cifras oficiales de ANCAP 
-—los técnicos municipales manifestaron que no las ha- 
bían consultado— y que la Intendencia calculó que va a 
“€caudar N$ 19:600.0460 durante el año que viene, llega- 
inos a la conclusión de que a los precios de hoy en 1986, 
hubiéramos obtenido N$ 65:000.000 de ingresos que equi- 
valen a 1:145.000 litros de gas-oil, lo necesario para sem- 
hrar 22.400 heciáreas de cultivos de invierno, es decir, 
úuuplicar la siembra del departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — A efectos aclaratorios, de- 
seo preguntar al señor edil si se está refiriendo al caso 
roncreto de un tributo que venía creado con el nombre 
de tasa -——no vamos a entrar a calificar si era exacto el 
término o no— en el proyecto remitido por el señor In- 
tendente Municipal de Paysandú. 


El señor edil hizo una afirmación de carácter general 
referida a los artículos 99 a 18 de este proyecto de Pre- 
supuesto, entendiendo que son todas normas de natura- 
leza tributaria y mencionó un incremento del orden del 
50% de una tasa, calificando de ilegales dichas disposi- 
ciones en relación a lo dispuesto por el artículo 2% del 
Código Tributario. 


Deseo preguntar concretamente al señor edil en que 
consiste, en su concepto, la ilegalidad de estas normas re- 
feridas al artículo 22 del Código Tributario. 


SEÑOR DIGHIERO. — Al final todos esos artículos 
dicen: “a partir del 1.186 los valores establecidos prece- 
aentemente se incrementarán hasta en un 50%”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Es decir que lo que se impu- 
La como ilegalidad es el hecho de que la alícuota de es- 
tos tributos quede indeterminada, haciendo una delega- 
ción en el señor Intendente o facultándosele a variarlas 
o incrementarlas sin el contralor de la Junta Departa- 
mental. ¿Eso es lo que se imputa como ilegalidad? 


SEÑOR DIGHIERO. — Voy a leer el alegato presen- 
rado por nuestro compañero doctor Larrañaga. 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿El señor edil puede infor- 
marme en qué página del repartido figura? 


SEÑOR DIGHIERO. — En la página 7 de los anexos. 


Dice asi: “Esta pretensión es ilegal, por violatoria del 
art. 22 del Código Tributario. La alícuota de muchos tri- 
butos no puede ser determinada en base a una autori- 
zación genérica de la Junta al Intendente, dada por anti- 
cipado, y para ser aplicada en una fecha futura. Según 
el art. 22 del Código Tributario sólo la ley puede; 2) Es- 
tablecer las bases de cálculo y las alícuotas aplicables. 
Esto no es más que la consagración del Principio de Le- 
galidad de raigambre constitucional. Si bien el parágrato 
final de este artículo autoriza cierta discrecionalidad, en 
este caso de la Intendencia y del señor Intendente, el 
Dr. y Prof. de la Facultad de Derecho y Ciencias Socia- 
jes Ramón Valdés Costa, sostiene la inaplicabilidad del 
párrafo final, por implicar una delegación legislativa in- 
constitucional en beneficio del Poder Ejecutivo”. 


Todo esto, señor Presidente, le fue hecho saber al 
señor Intendente —a la bancada de ediles que €n la Co- 
misión de Presupuesto lo representan— cuando todavía 
se estaba en tiempo y forma para hacer las modificacio- 
nes correspondientes. 


Aquí viene el “leit motív” de nuestra actuación. No- 
sotros podríamos haber dicho que este Presupuesto es 
inconstitucional, ilegal. Y lo es. Podríamos haber dicho 
que contábamos con 17 votos en 31, parar allí nuestro 
estudio y elevarlo al Tribunal de Cuentas, quien nos da- 
ría la razón indiscutiblemente —porgue a nuestro Crite- 
tio es así— y de esa manera Paysandú se vería enfren- 
lado al Presupuesto del período inmediato anterior, que 
es el de la dictadura. Pero optamos por el camino de la 
responsabilidad. “Todos los que estamos aquí presentes te- 
nemos cuatrocientas horas de trabajo. La Intendencia —a 
través de los pedidos de informes— no nos facilitó nin- 
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sún dato. Como pudimos elaboramos las modificaciones 
al Presupuesto del señor Intendente, negociándolo hasta 
el 20 o 21 de noviembre, fecha en la cual pospusimos por 
24 horas la elevación al Tribunal de Cuentas, a los efec- 
tos de lograr, fuera de tiempo, un Mensaje Complemen- 
tario, que estábamos seguros este Tribunal iba a aceptar, 
puesto que no había muchas soluciones. El 21 de noviem- 
bre, a las 5 y 30 de la tarde —uno de los ediles aquí pre- 
sente puede relatar los hechos— el señor Intendente dijo: 
“No”. En consecuencia, nosotros nos encontramos en la 
misma disyuntiva: o decimos que el Presupuesto es in- 
constitucional y Paysandú queda con el Presupuesto de 
1984, o nos endilgamos la carga de tener que realizar 
todas estas gestiones, interfiriendo las vacaciones de los 
señores legisladores. Con respecto a este punto pido dis- 
culpas, pero estamos todos en el mismo barco, ya que 
nosotros también hemos malogrado la nuestra, aunque, a 
lo mejor, las aprovechamos más. 


Estimo que técnicamente, lo que dice el Tribunal de 
Cuentas es irrefutable. Esto tiene una gran razón polí- 
tica detrás que es nuestro gran argumento. El hecho de 
ser representantes de la ciudadanía sanducera nos Obliga 
a modificar lo que para nosotros no era un Presupuesto y 
darle a ese departamento el que se merece. 


SEÑOR RICALDONI. — Deseo preguntar al señor edil 
Dighiero —a raiz de unas expresiones vertidas al final 
de su exposición— si consideraron, dentro del debate que 
se suscitó en la Junta, las observaciones del Tribunal de 
Cuentas. Creo entender de sus palabras que admitirían 
la existencia de cierto vicio de inconstitucionalidad en 
algunas de las normas aprobadas por la Junta Departa- 
mental. Si interpreto bien al señor edil, él o la mayoría 
que vota el Presupuesto en la Junta, considera que las 
eventuales inconstitucionalidades que tendrían algunas de 
las normas de este Presupuesto observado por el Tribunal, 
obedecen a razones de política, a los efectos de dotar de 
determinado tipo de Presupuesto al departamento. ¿Es 
así? ; 


SEÑOR DIGHIERO. — Es así hasta cierto punto. Lo 
es en algún sentido y no en otro. Si esto se maneja abso- 
lutamente con un criterio técnico —estoy improvisando 
por lo que me han dicho los abogados que nos han ase- 
sorado— una vez que se diga que las observaciones del 
Tribunal de Cuentas son válidas, ¿qué es lo que queda? 
Se mantienen estos tres primeros párrafos de la fotoco- 
pia aque tenemos adelante. Rige el mismo Presupuesto que 
responde al Mensate original del señor Intendente, que 
es violatoric del artículo 214; que es ilegal porque crea 
una tasa como si fuera un impuesto y establece alícuotas 
a priori en diez de los veinte artículos que contiene. No 
fue ni por soberbia ni por contumacia —y esto lo voy 2 
contestar en el terreno que corresponde— que tomamos 
esa actitud; lo hicimos porque, evidentemente, aparte de 
las normas jurídicas, que respetamos. tenemos que some- 
ternos a la instancia de la Asamblea General, que es 
Quien tiene que considerar el problema. 


SEÑOR RICALDONI. — Leyendo las observaciones 
formuladas por el Tribunal de Cuentas, coincido con la 
interpretación que hace el señor edil Dighiero respecto 
de a dónde conduce todo esto. El punto 14 de los consi- 
derandos dice que el Presupuesto Oportunamente aproba- 
do para el Legislativo Comunal por resolución de este 
Tribunal de 27 de noviembre de 1985 es el que debe in- 
corporarse al presupuesto de la Intendencia, Esto coin- 
cide con lo que el señor edil termina de expresar. 


Deseo preguntar lo siguiente: el Tribunal de Cuentas, 
a ese Presupuesto de 1985, preparado por la Intendencia, 
¿no le formuló observaciones? 


SEÑOR DIGHIERO. — En el Resultando 5% dice que 
el proyecto de Presupuesto enviado por el Ejecutivo Co- 
munal fue preparado en forma comparativa con el vigen- 
te. Y en el texto dice que el proyecto de Presupuesto 
elevado por el Intendente, que constaba de 20 artículos, 
no contenía normas para la ejecución e interpretación 
del mismo. Finalmente, en la carilla siguiente en el Con- 
siderando 2% habla de que el proyecto de Presupuesto 
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formulado por el Ejecutivo Departamental, no cumple 
con lo dispuesto por el artículo 214, inciso d) de la Cons- 
titución de la República. 


SEÑOR LOMBARDINI. — El numeral 14 hace refe- 
rencia al Presupuesto para la Junta Departamental. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Lo que dice el señor Lom- 
bardini ha sido interpretado correctamente, lo que dice 
el Considerando 14. 


Es notorio que el Gobierno Departamental aprueba 
dos presupuestos, tal como se hace en el Gobierno Na- 
cional; es decir, aprueba el Presupuesto para la Intenden- 
cia, y la Junta su propio Presupuesto. 


El presupuesto a que refiere el numeral 14, es el del 
Legislativo Comunal, aprobado por resolución del Tribu- 
nal de Cuentas, el 27 de noviembre de 1985. Ese presu- 
puesto es el que de acuerdo con las normas de la Carta, 
debe incorporarse al de la Intendencia, que también ob- 
serva el Tribunal de Cuentas en el Considerando 14, que 
refiere al Presupuesto de la Junta Departamental. 


Ahora voy a hacer dos precisiones, comenzando por 
la última, con respecto a lo que expresó el señor edil in- 
geniero Dighiero. 


Naturalmente, he leído con atención los antecedentes 
y la exposición que formuló el señor edil Dighiero en la 
Junta Departamental de Paysandú. Como dije, me voy a 
referir a la última, que es la que tiene que ver con la 
motivación política. Quisiera preguntarle al señor edil qué 
es lo que entiende por motivaciones políticas respecto de 
las que debe pronunciarse en primer término esta Comi- 
sión y después la Asamblea General. 


Es muy claro, señor Presidente, que esta Comisión y 
la Asamblea General sólo tienen que pronunciarse en re- 
lación con las discrepancias, sin entrar a la motivación 
de carácter político que pueda existir entre el Tribunal 
de Cuentas que formula las observaciones y la Junta De- 
partamental, que es la que las acepta o no. En este caso 
no las aceptó. Por eso, vino el Presupuesto a la Asamblea 
General para que ésta resuelva sobre las discrepancias, 


Sobre este tema tengo una Opinión muy personal, 
pero considero que ahora no es el momento de exponerla. 
En consecuencia —y ese es uno de los elementos que Creo 
que hay que manejar en la Comisión— en mi opinión el 
resto de las argumentaciones que se puedan hacer aquí 
en relación con otros temas que escapen a las observa- 
ciones, a las discrepancias surgidas entre el Tribunal de 
Cuentas y la Junta Departamental, no pueden ser traídas 
al seno de esta Comisión, ni por los señores ediles ni por 
nosotros. Sobre lo único que debe pronunciarse la Asam- 
blea General —y sobre esto hay jurisprudencia legisla- 
tiva, y aunque no la hubiera es muy claro de que es asi— 
es sobre las discrepancias, Toda otra argumentación oO 
todo otro elemento extraño al ámbito de esas discrepan- 
cias, escapa a la competencia de esta Comisión o de la 
Asamblea General. 


Si la Comisión entiende que para tener un panorama 
más claro, más amplio, de lo que se trae al debate hay que 
oir otras explicaciones, lo fundamental de este cambio 
de ideas —por supuesto que tenemos el agrado de escu- 
char a los señores ediles— es que debe versar exclusiva- 
mente desde el punto de vista estrictamente jurídico y 
no político. Naturalmente, quisiéramos oir las motivacio- 
nes políticas y ver sobre lo que versan las discrepancias 
del Tribunal de Cuentas que ha Observado este Presu- 
puesto y la Junta Departamental de Paysandú que ha 
rechazado estas observaciones. Considero que ese es el 
ámbito de competencia exclusivo de esta Comisión y de 
la Asamblea General. 


SEÑOR DIGHIERO. — Quisiera dejar bien en claro 
que no venimos aquí a dictarle normas a la Asamblea 
General ni mucho menos a los miembros de la Comisión. 
Simplemente, queremos exponer cuál es el problema que 
nos agobia. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — Lo digo cordialmente, 


SEÑOR DIGHIERO. — En €se tono nosotros también 
le estamos contestando, señor senador. 


Cuando nos referimos a discrepancias políticas, lo 
mencionamos con respecto a política con mayúscula. Que- 
dó bien claro que si hubiéramos tenido interés en hacer 
política con minúscula, nos hubiéramos ceñido a la in- 
constitucionalidad del Presupuesto; pero lo que sí no pre- 
vé la Constitución —y aquí sí estoy tocando de oído por- 
que no soy técnico en la materia— es su ruptura. Nin- 
guna Constitución prevé su ruptura. En el año 90, este 
problema se va a resolver muy fácil: se remite el Presu- 
puesto de 1989. Lo mismo hubiera sucedido en el año 
1972; pero aquí, si nosotros no avalamos este Presupues- 
to, ¿con cuál nos quedamos? Nos quedamos con el de 1984. 
Y todos sabemos lo que era ese Presupuesto. En realidad, 
de acuerdo al criterio de quienes nos han asesorado, aquí 
hay un vacío. Ninguna Constitución puede prever que 
vaya a ser violada y mucho menos prever cómo se hace 
el reenganche. El ordenamiento constitucional tiene pre- 
vista una continuidad, que es justo lo que ha faltado en 
este caso. Ahora, nos hemos enfrentado a un Ejecutivo 
Comunal que había firmado un presupuesto. Con la fir- 
ma del señor Intendente del año 1972 —como alguien lo 
ó6ijo en la Junta Departamental— se sacó un presupuesto 
perfectamente ordenado en donde figuraban hasta los pi- 
ques de los alambrados de la plaza. Entonces, prefirió 
hacer el mismo presupuesto que había realizado durante 
todo ese período en el que no era necesario entrar en 
esos detalles. Ese es el problema al cual se vio enfrentado 
Paysandú. 


Nosotros lo manifestamos y reiteramos que estamos 
seguros que técnicamente el dictamen del Tribunal de 
Cuentas, con cuyos miembros nos entrevistamos, es im- 
pecable. Pero aquí el problema es otro: es qué va a pasar 
con Paysandú si la Asamblea General resuelve que tiene 
razón el Tribunal de Cuentas —como la tiene— porque 
si las modificaciones que se hicieron no tienen validez, 
entonces viene un presupuesto en donde habrá que ini- 
clar otro trámite. 


SEÑOR DAVEREDE. — Señor Presidente: las pala: 
hras que pronunció anteriormente el señor senador Cer- 
sósimo hacen casi innecesarias las mías, ya que Coincido 
totalmente con su planteamiento. Me alegro, además, de 
haber escuchado la exposición del señor edil Dighiero, 
porque en lo que expresó en último término es donde está 
centrado, precisamente, el problema que tiene que tratar 
esta Comisión, o sea, las observaciones que el Tribunal de 
Cuentas ha interpuesto al Presupuesto aprobado por la 
Funta Departamental de Paysandú. 


Entonces, ya que contamos con la presencia de esta 
sienificativa delegación de ediles, deseo señalar que más 
que hablar del Presupuesto presentado por el señor In- 
tendente, a lo que tenemos que abocarnos —además de 
escuchar a esta delegación, Que ayudará a enriquecer 
nuestros conocimientos— es al análisis del Presupuesto 
aprobado por la Junta y a dichas observaciones. 


Me temo que si entramos en un terreno político po- 
dríamos caer en aspectos subjetivos que no son de la 
competencia de esta Comisión. Es por eso que me gusta- 
ría escuchar la opinión de los ediles con respecto a las 
observaciones del Tribunal de Cuentas, porque ese es el 
meollo del asunto, 


Nada más. 


SEÑOR LOMBARDINI. — Señor Presidente: este 
grupo de ediles concertantes viene al seno de esta Comi- 
sión con el imperativo de explicar su proceder; en conse- 
cuencia, nos permitiremos discrepar un poco con algunas 
opiniones vertidas en Sala, con respecto a que la función 
de esta Comisión debe ser avalar las discrepancias. No 
pretendemos marcar normas ni provocar una polémica 
que pueda resultar estéril. Simplemente, señalamos que 
wenimos con la mejor buena voluntad a ofrecer a está 
Comisión, los datos necesarios para que pueda proseguir 
con su tarea. : 
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Además, debo señalar que en nuestra actitud pesan 
razones políticas y, aún más, éticas. Movidos por nuestra 
responsabilidad como hombres públicos, nos hemos visto 
obligados, hasta por un imperativo moral, a realizar de- 
terminadas modificaciones para tratar de enriquecer un 
Presupuesto que, con sus pobres 20 artículos y fallas cons- 
titucionales, adolecía de defectos. ? 


Queríamos, de esta manera, dar las razones por nues- 
tro proceder y los señores miembros de la Comisión ava- 
larán o no, la necesidad de tenerlas en cuenta. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite? 


Como es natural, para tomar una decisión, siempre 
es necesario, como aquí se ha dicho por parte de los seño- 
res ediles Lombardini y Dighiero, tener €n Cuenta los 
aspectos politicos de la cuestión, porque, al fin y al cabo, 
todos somos hombres públicos. Entonces, quiero apoyar 
expresamente los conceptos vertidos por el señor senador 
Cersósimo y el diputado Daverede, en cuanto a que la 
Asamblea General, constitucionalmente, tiene el mandato 
de dirimir las diferencias entre la Junta Departamental 
y el Tribunal de Cuentas. Ello en modo alguno supone 
no tener en cuenta un contexto político, pero sí el ajus- 
tarlo a lo que a Cada uno de nosotros nos parezca que 
éstá más acomodado a lo que es el texto constitucional. 


Por lo tanto, deseo apoyar, muy especialmente, lo 
dicho por el señor diputado Daverede en el sentido de 
que sería de extraordinaria utilidad para la Comisión, 
que nos hicieran llegar datos o algún comentario sobre las 
observaciones u objeciones respecto de las inconstitucio- 
nalidades atribuidas por el Tribunal de Cuentas, al pro- 
yecto aprobado por la mayoría de la Junta Departamen- 
tal, y que figuran en los considerandos del informe del 
Tribunal de Cuentas. 


Creo que todos hemos analizado cuidadosamente las 
observaciones interpuestas y hemos leído atentamente el 
Presupuesto. Al respecto tengo una Opinión preliminar: 
creo que hay una serie de evidentes inconstitucionalida: 
des en el proyecto aprobado por la Junta Departamental. 
No Comparto todas las observaciones del Tribunal de 
Cuentas pero sí la gran mayoría. Pero como no Creo en 
la infalibilidad de los hombres —y menos en la mía— me 
interesaría saber por qué ustedes consideran defendibles 
las normas observadas por el Tribunal. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Ante la interrogante de ca- 
rácter genérico planteada por el señor senador Ricaldoni, 
quiero agregar una de carácter concreto, que es la si- 
guiente. En el Considerando “1% se dice que los articulos 
citados en los Resultandos 15 y 16 no constituyen materia 
presupuestal, según los artículos 214 y 216 de la Consti- 
tución. Ello significaría que, para el Tribunal de Cuentas, 
no forman parte de ninguno de los cuatro ítems o lite- 
rales, es decir, no detallan gastos corrientes, inversiones 
del Estado, escalafones, sueldos de funcionarios, recursos 
ni las normas para la ejecución y la interpretación del 
Presupuesto. Materia esta última a la cual se remite, tam- 
bién, el artículo 216 de la Constitución. 


Estas normas citadas en el Resultando 15, que es el 
más numeroso en Cuanto a la cantidad de artículos que 
cita —son más de veinte— se las califica como normas 
de ordenamiento administrativo - financiero. Mi pregunta 
se refiere, entonces, a si, al rechazarse esta Observación, 
la Junta entendió que estas normas no eran de ordena- 
miento administrativo-financiero sino de interpretación y 
ejecución presupuestal. O si, por el contrario, este pro- 
blema no se tuvo en cuenta. 


Creo que esto es importante porque se refiere, nada 
menos, que a 28 artículos del proyecto. 


SEÑOR GRILLO. — ¿Me permite? 


Señor Presidente, señores legisladores: nosotros que 
en Paysandú formamos parte de un grupo de concertá- 
ción, no venimos con un espíritu, digamos, soberbio, sino 
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de colaboración, humilde, con el deseo, en una palabra, 
de aportar ideas para solucionar este insólito problema. 
Digo insólito rial este es el único caso que se dio entre 
19 departamentos, se debió a la situación particulari- 
sima que provocó el obierao Departamental de Paysandú. 
Del estudio del proyecto elevado por el Poder Ejecutivo 
Comunal, surgió claramente que a la Junta Departamen- 
tal le era imposible ejercer las potestades de legislar y 
de fiscalización o contralor que la ley y la Constitución 
le asignan. 


Ante este planteo, no desconocemos —sería burdo ha- 
cerlo— que hay inconstitucionalidad en las modificacio- 
o la mayoría de la Junta Departamental ha rea- 
izado. 


Se trata de un Presupuesto con 59 artículos y, desde 
el punto de vista volumétrico —podríamos decir así— 
tiene una importancia enorme. Sin embargo, deseo esta- 
blecer que para su estudio recabamos información de 
prácticamente todos los proyectos de presupuesto de los 
diecinueve departamentos. Luego de ello quedamos asom- 
brados, desde el punto de vista de la calidad y cualidad, 
al comparar sus detalles, en lo que tiene que ver con la 
delimitación de objetivos, de pautas, de mégtas que conte- 
nían esos presupuestos y de los que carecía éste. 


Quería dejar constancia, también de que un porcen- 
taje importante de esos artículos observados por el Tri- 
bunal de Cuentas, fueron aprobados por la unanimidad 
de la Junta Departamental. Al decir unanimidad, esta- 
mos incluyendo también a los ediles integrantes que apo- 
yan al Ejecutivo Comunal. 


Quiere decir, entonces, que esas modificaciones intro- 
ducidas no fueron en forma antojadiza, sino que, en el 
transcurso de los diez meses de este Gobierno, habían 
sido aprobadas por unanimidad de la Junta y que, a su 
vez, habían sido elevadas al señor Intendente, dei cual 
no tuvimos respuesta. 


Otro elemento de juicio que deseamos que se valore 
es Que de esos 59 artículos, 37 —es un volumen importan- 
te— habían estado contenidos en el Presupuesto del año 
72, Presupuesto en democracia, elevado al Tribunal de 
Cuentas y aceptado por éste, es decir, que no fueron 
observados en ese momento. 


Eso consideramos que es un hecho fundamental y 
nos guiamos por él. 


No sé si ha quedado claro que de esos 59 artículos, 
nosotros introdujimos 37 que habían sido aprobados por 
la Junta Departamental de esa época, elevados al Tribu- 
nal de Cuentas del año 1972, no habiendo recibido obser- 
vaciones en ese período democrático. Sin embargo, ahora 
sí han sido observados. 


. [Nosotros somos ediles, vecinos del lugar, A veces, 
cuando se habla de la Junta, la palabra “vecinos” no sue- 
na nada lindo. Sin embargo, deseo rescatar el concepto 
de “vecinos” porque, efectivamente, lo somos. En ella 
existen trabajadores y profesionales. En mi Caso, soy un 
humilde médico pediatra del lugar y como tal la integro. 


, Yo, que no tengo un gran conocimiento jurídico, al 
ver que ese presupuesto no había sido observado por el 
Tribunal de Cuentas, sentí que era como una especie de 
precedente jurídico, que avalaba el hecho de que si in- 
corporaban esos artículos —creía oportuno hacerlo— no 
serían observados por el actual Tribunal de Cuentas. Sin 
embargo, lo fueron. 


No deseo poner en tela de juicio —que quede abso- 
lutamente claro— al Tribunal de Cuentas como institu- 
ción. Simplemente deseo poner en la Mesa de los señores 
legisladores esa discrepancia, en el sentido de que en el 
Presupuesto del 72 habían 37 artículos que no fueron ob- 
servados por inconstitucionales y en el del año 85 sí lo 
fueron. 


.. SEÑOR LOMBARDINI. — Deseo hacer una referencia 
concreta a.lo señalado respecto al Considerando 7% del 
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informe del Tribunal de Cuentas, que dice que los artícu; 
los citados en los Resultandos 15 y 16 no constituyen 
materia presupuestal, según los artículos 214 y 216 de la 
Constitución de la República. Y esto viene a complemen' 
tar la idea que manejaba el doctor Grillo, 


Repito que estos artículos fueron tomados del último 
presupuesto de la democracia. Era lo que teníamos más a 
mano y entendíamos que era una buena fuente de inspi- 
ración. A este respecto, también el señor Intendente co- 
noce mucho ese presupuesto, porque en esos momentos 
era Secretario de la Intendencia. 


Reitero que nosotros entendimos que esos 28 artícu- 
los del Resultando 15 y los 9 del Resultando 16, que en 
su inmensa mayoría habían sido tomados de ese modelo, 
en el año 1972 no habían sido observados, ni tampoco 10 
iban a ser ahora por no constituir materia presupuestal. 


SEÑOR DAVEREDE. — Quiero decir que si algo €stu- 
vo mal en el pasado, eso no significa que se lo deba man- 
tener para el futuro. S 


Con respecto a aquel Tribunal de Cuentas, no digo 
que sirvió a la dictadura, pero sí que le sirvió a la dicta- 
dura, por lo que traer a colación esta referencia no es 
rs cuando hablamos de democracia y “en democra- 
cia”. 


SEÑOR LOMBARDINI. — Queremos aclarar que nos 
encontramos sin elementos de juicio para poder determl- 
nar que el Tribunal de Cuentas de esa época, en pleno 
funcionamiento democrático, haya servido o no. 


Entendimos que aquel Presupuesto era una fuente vá- 
lida y, por lo tanto, lo tomamos como modelo para nues- 
iras modificaciones presupuestales del proyecto Original. 


Termino ampliando un poco esta referencia, expre- 
sando que de ese presupuesto del año 72 tomamos en to- 
tal 50 artículos. Los otros han sido observados, en su ma- 
yoría, por el problema de iniciativa que es materia pri- 
vativa de la Intendencia. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Desto realizar al- 
guna precisión sin entrar al fondo del tema, ni mucho 
menos, porque entendemos que no es esta la instancia en 
que Corresponde hacerlo. Sin embargo, como se han de- 
jado varias constancias, deseamos realizar alguna pun- 
tualización. 


Si bien es cierto que algo, cuando se actúa mal, pue- 
de ser corregido, a veces, a pesar de haberse actuado 
bien, ese algo puede ser desvirtuado. 


Por otra parte, cualquier referencia a las actuaciones 
cumplidas durante la dictadura, en definitiva, lo que 
harían sería volcar el peso de las acciones en favor de 
la Junta Departamental, en el caso de Paysandú, porque 
si hay algo vinculado con la dictadura, y en qué medida, 
es, precisamente, su Ejecutivo Comunal. 


Respecto a esto, queremos significar —dejando a sal- 
vo un punto de vista que en su momento examinaremos 
en qué medida será aplicado al caso concreto— que aqui 
vamcs a tener que pronunciarnos con respecto a las dis- 
crepancias. Sin embargo, deseo establecer que el artículo 
225 de la Constitución fija los procedimientos en lo que 
tiene que ver con el Presupuesto Municipal de cada de- 
partamento, vinculando lo actuado por el Ejecutivo Comu- 
nal, primero, y por la Junta Departamental, después, a 
una intervención que, naturalmente, por la propia calidad 
del organismo tiene carácter rigurosamente técnico, es 
decir, que el Tribunal de Cuentas tiene una integración 
determinada, con funciones claramente precisadas y que, 
en este caso concreto, las posee severamente limitadas. O 
sea, que el Tribunal de Cuentas únicamente puede obser- 
var sobre cuatro órdenes: error en los cálculos de recursos, 
omisión en las obligaciones presupuestales, violación de 
disposiciones constitucionales o de leyes aplicables. 


Quiere decir, entonces, que el Tribunal de Cuentas 


tiene rigurosamente recortadas sus atribuciones por la 
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Constitución, pero, además, en función de las competen- 
cias que su propio texto orgánico le acuerda. Cuando se 
producen discrepancias, y la Junta Departamental rati- 
fica lo actuado, entonces no se establece por el consti- 
tuyente que lo realizado por la misma, sea definitivo, pero 
tampoco se admite que las observaciones del Tribuna] de 
Cuentas lo sean y el tema pasa en definitiva a la Asam- 
blea General —máximo órgano de composición política 
del país— quien, de acuerdo con lo establecido por el ar- 
tículo 225, se pronunciará sobre esas diferencias. 


Es un organismo cuya propia constitución determina 
en el constituyente —a mi juicio por lo menos— el pro- 
pósito de dar una solución con contenido político —y uti- 
tizo la palabra con sentido genérico y no en el partida- 
rio— más vasto que aquellas observaciones rigurosamente 
técnicas que corresponde aplicar al Tribunal de Cuentas. 
Es decir que mientras el Tribunal de Cuentas toma un 
texto concreto, un articulado determinado y se pronun- 
cia de acuerdo a lo que su Carta Orgánica le permite y 
a lo que la Constitución le impone, la Asamblea General, 
en mi opinión, está en condiciones de efectuar un exa- 
men global de las circunstancias que rodean el asunto y 
las proyecciones que puede tener la actitud que asuma 
en uno u otro sentido. 


A título preliminar —y en atención a que otros cole- 
gas han formulado alguna puntualización a ese respecto— 
quería precisar mi pensamiento, porque aunque considero, 
naturalmente, que lo que tenemos que examinar son las 
discrepancias, pienso que la Asamblea General, por sus 
propias competencias y por el carácter de su integración, 
tiene atribuciones para considerar este tema de un modo 
más vasto que el meramente técnico con que está obli- 
gado a pronunciarse el Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR DAVEREDE. — Deseo hacer uso de la pala- 
bra, porque en cierto modo me he sentido aludido por 
las expresiones del señor senador Rodríguez Camusso. 


Cuando hago referencia al Tribunal de Cuentas an- 
tecesor del que actualmente está en funciones, lo hago 
simplemente a los efectos de señalar un caso particular. 


Quiero que quede constancia de que nada me vincula 
al señor Intendente de Paysandú —a quien desde luego 
no hubiera votado— y de que comparto las expresiones 
del señor legislador Rodríguez Camusso en cuanto a que 
dicho Intendente estuvo al servicio de la dictadura. 


En consecuencia, en modo alguno puedo ser defen- 
sor de esa posición. 


Quiero señalar —y en este punto vuelvo a coincidir 
con lo manifestado por el señor legislador preopinante— 
que se trata de un problema técnico y que, por lo tanto, 
debemos considerarlo desde ese punto de vista. 


SEÑOR RICALDONI. — Seré muy breve, teniendo en 
cuenta el acuerdo previo de la Comisión en el sentido 
de no entrar en el tema de fondo. Asiste razón al señor 
legislador Rodríguez Camusso cuando dice que insensible- 
mente algunos de nosotros hemos rozado el tema de 
fondo. 


Aunque seguramente discutiremos este asunto con 
más amplitud en sesiones posteriores, como cada sesion 
tiene su propia acta que se distribuye entre los señores 
legisladores, quiero dejar constancia de que en modo algu- 
no comparto la interpretación que se hizo de la función 
que el artículo 225 de la Constitución de la República 
confiere a la Asamblea General. De las palabras del se- 
fior legislador Rodríguez Camusso podría deducirse que 
la consideración que haga la Asamblea General debe ser 
exclusivamente de tipo político, ingresando poco menos 
que en la psicología del porqué de una determinada acti- 
tud o resolución, en este caso, de la Junta Departamental 
de Paysandú, cuando a mi entender —y lo digo sin áni- 
mo de polemizar— es muy claro que la Asamblea General, 
al dirimir las diferencias o discrepancias entre el Tribu- 
nal de Cuentas y la Junta Departamental, tiene que de- 
terminar si existe o no error en el cálculo de recursos, 
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omisión de obligaciones presupuestales, violación de las 
disposiciones constitucionales o violación de las leyes apli- 
cables, como dice el inciso 22 del artículo 225 de la Cons- 
titución. Sin ninguna duda, eso delimita, con toda pre- 
cisión, cuál será el papel de la Asamblea General si se 
reúne para opinar acerca de este conflicto creado. 


Otra cosa es el criterio que tenga cada uno respecto 
ee si existen o no esas violaciones, esas omisiones, etcé- 
era. 


No creo que la Asamblea General pudiera —si no es 
desbordando las facultades que le otorga la Constitución— 
ignorar el análisis que ordena el inciso 2% del artículo 225. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Quiero decir que, 
sin perjuicio de que en una oportunidad posterior y natu- 
ralmente en la Asamblea General realicemos el examen 
real de un tema sobre el que en este momento no hace- 
mos más que las primeras aproximaciones, no Creo, de 
ninguna manera que la función de la Asamblea General 
tenga que ver con la psicología sino solamente con he- 
chos concretos. 


Tenemos aquí un proceso político concreto, con sus 
luces y sus sombras, que ha incluido el proyecto de Pre- 
supuesto del Ejecutivo Comunal de Paysandú caracterl- 
zado de modo muy preciso a través de su articulado y 
de sus números, hecho que determina un examen de ese 
Presupuesto por parte de la Junta Departamental de Pay- 
sandú y, por otra parte, las observaciones del Tribunal de 
Cuentas. 


Es decir que son tres los puntos a considerar. En pri- 
mer lugar, el Ejecutivo Comunal de Paysandú, su proyecto 
de Presupuesto, lo que significa, lo que contiene, y si se 
ajusta O no a la ley y a la Constitución; en segundo tér- 
mino, el Presupuesto votado por la Junta Departamental 
de Paysandú, sometido también al examen de si respeta 
o no la Constitución y la ley, y de si sus números son 
correctos o no; en tercer lugar, las observaciones del Tri- 
bunal de Cuentas. 


Con estos tres elementos como antecedente la Asam- 
blea General determinará no como Tribunal de Cuentas, 
porque si asi fuera, las observaciones del Tribunal ten- 
drían efecto definitivo. 


No lo tiene; el constituyente no quiso que lo tuvieran 
y alguna razón importante, sin duda, lo ha determinado, 
y lo pasa además no a otro organismo técnico de alzada, 
sino a uno de suprema composición política, como la 
Asamblea General. 


Sin perjuicio de desarrollar después estos elementos, 
considero que el criterio fundamental para la Asamblea 
General, desde mi punto de vista, admite esta concepción 
fundada rigurosamente en hechos y circunstancias que 
tienen como centro el respeto a la Constitución y a la 
ley. 


La Asamblea General, a mi juicio, está Obligada a 
actuar de modo que en el Presupuesto-Municipal de Pay- 
sandú, si llegamos a la conclusión de que algunas viola- 
ciones son inevitables, sean las menores y las menos nu- 
merosas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de conceder la pala- 
bra, por su orden, a los señores ediles Dighiero y Chal- 
kling y aunque no corresponde cuando se está ejerciendo 
la Presidencia, como dice a veces nuestro Presidente del 
Senado, para despuntar el vicio y ante las últimas afir- 
maciones de los señores legisladores Ricaldoni y Rodrí- 
guez Camusso, quiero hacer dos o tres precisiones —pe- 
queñas precisiones— sobre lo que considero es la forma 
en que debe actuar el Tribunal de Cuentas y acerca de 
las competencias, en este caso, de la Asamblea. 


Creo, como lo señalaba el señor legislador Rodríguez 
Camusso, que se trata no sólo de órganos de composición 
distinta sino que cumplen, en esta materia, un rol di- 
verso. El Tribunal de Cuentas ejerce un contralor de lega- 
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lidad dentro del marco que le establece la Constitución 
de la República. No puede haber ningún elemento de 
carácter político que influya en la decisión del Tribunal. 


Por otra parte, como lo manifestaba también el men- 
cionado legislador, está ceñida a cuatro órdenes, materias 
o tópicos la posibilidad que tiene el Tribunal de formular 
observaciones a los Presupuestos de los Gobiernos Depar- 
tamentales. Por consiguiente, considero que la Asamblea 
General y esta Comisión, no sólo están habilitadas sino 
que deben juzgar la jurisdicidad y la pertinencia de las 
observaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas, asi 
como si estas observaciones han sido planteadas de acuer- 
do a la competencia restricta que tiene el Tribunal de 
Cuentas en esta materia y si no exorbita el marco de esa 
competencia. 


En tercer lugar, quiero decir que, en mi concepto, la 
Asamblea General, como bien ha dicho el señor legisla- 
dor Rodríguez Camusso, no está circunscripta a un mero 
contralor de legalidad, es decir, a verificar si desde el 
punto de vista jurídico el Tribunal de Cuentas tiene ra- 
zón en sus observaciones o la tiene la Junta Departa- 
mental que ha insistido en su punto de vista. 


La Asamblea General también debe analizar los as: 
pectos jurídicos que pueden incidir en su resolución, pe- 
ro asimismo, lo puede hacer por razones de carácter polí: 
tico, en la más alta acepción de la palabra que en la 
terminología jurídica se dice de mérito, oportunidad y 
conveniencia, y examinar otros aspectos de la cuestión. 


Es decir, no se trata de un órgano jurisdiccional que 
actúa como tribunal de alzada y lo único que tiene que 
hacer es aplicar la solución jurídica correcta. 


SEÑOR DIGHIERO. — Señor Presidente: entiendo 
que el tiempo se nos escapa y, en consecuencia, deseo 
hacer un pequeño resumen. Al mismo tiempo, queremos 
agradecerles a los señores legisladores el habernos reci- 
bido. 


Voy a precisar que dentro de las 59 observaciones 
realizadas por el Tribunal de Cuentas, 37 de ellas —las 
correspondientes a los literales A y B del repartido que 
obra en poder de los señores integrantes de la Comisión— 
se refieren al ordenamiento financiero y al Estatuto del 
Funcionario. 


Sabemos que no se trata de materia presupuestal. 
Sin perjuicio de ello y además de que se encuentra en 
el Presupuesto del año 1972, no debemos olvidar que en 
la Intendencia de Paysandú han habido, por lo menos, 
dos desfalcos. En ella no hay un reglamento de ordena- 
miento financiero. Durante la dictadura se adquirió una 
computadora para esta Comuna y en la Comisión de 
Presupuesto hemos podido observar que se manejan ci- 
fras extrapresupuestariamente que más tarde son intro- 
ducidas en el Presupuesto, a través de esa computadora. 
mediante un. mecanismo que nadie conoce. 


Al respecto, la Junta pretendió ejercer el mandato 
constitucional, es decir, establecer normas de ordenamien- 
to financiero que fijen que del 1% al 10 de cada mes, to- 
dos aquellos que manejen dineros municipales lo deposi- 
ten en lugares preestablecidos; que no se los lleven para 
la casa. 


La objeción que se puede realizar es que todo esto 
caducará en el año 1989. Nos encontramos en un período 
de prueba y error, desde el punto de vista administrativo 
y en función de la introducción de la computadora. La 
argumentación que se hace al respecto es que se trata 
de normas definitivas, aunque estamos seguros de que no 
van a serlo porque nos encontramos en una nueva etapa. 


Aprovecho la oportunidad para hacer referencia a un 
punto que no se ha manejado adecuadamente por parte del 
Ejecutivo Comunal cuando expresa que este Presupuesto 
está desfinanciado. Entendemos que eso no es así porque 
nos tuvimos que someter al planillado de la Intendencia. 


Discutimos con los técnicos municipales, en el mes de 
octubre, las Cifras, y hoy, teniendo en cuenta nuestras 
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previsiones, las de la Intendencia y la realidad, podemos 
decir quién tenía la razón. 


La Intendencia tenía N$ 309:220.000 de recursos de- 
partamentales para el ejercicio. Siempre pensamos que 
se nos estaba ocultando parte de esos recursos, ya que 
decíamos que, por lo menos, debían ingresar nuevos pe- 
sos 328:730.000 por concepto de fondos departamentales. 
En este momento ——este es el punto que deseamos que se 
maneje correctamente— sin perjuicio de que hay fondos 
extrapresupuestales que aún no han sido introducidos en 
la computadora, han ingresado a ella N$ 324:526.964,30. 
Quiere decir que nosotros, sin computadora, sin contado- 
res y sin haber estado dentro de la Intendencia, estamos 
más cerca de lo que está el Mensaje del propio señor In- 
tendente. 


Con respecto a estos fondos excedentarios, vemos que 
también se cae en otra inconstitucionalidad, lo que recae 
sobre el Mensaje original del señor Intendente, porque 
todos sabemos que los fondos superavitarios deben ser de- 
dicados a la amortización de deuda, que la tiene la In- 
tendencia de Paysandú y que, explícitamente, en ese 
Mensaje se dice que se está negociando con el Gobierno 
Central y que por eso no se tiene en cuenta. 


Si trasladamos las cifras superavitarias de un año al 
otro, el único que ha tenido un pequeño déficit es el de 
1988. Esto, lógicamente, es un manejo de números por- 
que nadie puede decir qué es lo que sucederá para ese 
entonces. , 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: he escu- 
chado con mucha atención las argumentaciones formu- 
ladas por el señor edil Dighiero. 


Me remito al informe del Tribunal de Cuentas del 11 
de diciembre de 1985 que en su Resultando 9% dice que 
los recursos previstos para atender las erogaciones del 
ejercicio 1985 y siguientes, fueron ajustados con arreglo 
al siguiente detalle en miles de nuevos pesos. En el año 
1985, los ingresos son de cuatrocientos tres millones ciento 
setenta y tres mil con noventa y uno —en términos ge- 
nerales— y hay un egreso de trescientos ochenta millones 
ochocientos treinta mil con dieciséis, por lo que en este 
ejercicio hay un pequeño superávit —si no he hecho mal 
la cuenta— de un 5.86 %. Este cálculo lo ha hecho el que 
habla, que no es fuerte en muchas cosas, pero funda- 
mentalmente no lo es en números. 


Luego, para el año 1986, cuatrocientos setenta y cin- 
co millones quinientos sesenta y cuatro mil con veinti- 
cuatro de ingresos y los egresos son de quinientos cua- 
renta y nueve millones ochocientos cincuenta y dos con 
noventa y nueve, con lo que hay un déficit del 13.51 %. 


De acuerdo al Tribunal, en el año 1987 hay ingresos 
por cuatrocientos cuarenta y un millones quinientos no- 
venta mil con setenta y dos y egresos por quinientos 
cuarenta y tres millones quinientos ochenta y nueve pun- 
to cincuenta y nueve, habiendo un déficit del 18.76 %. 


En el ejercicio 1988-1989 hay ingresos por cuatrocien- 
tos veinticinco millones doscientos veintiséis y egresos por 
quinientos treinta y dos doscientos sesenta y cinco punto 
treinta y uno, con lo que hay un déficit del 20.11 %. 


El señor edil dice que hay un pequeño déficit. Todos 
sabemos bien que el único Presupuesto del país que no 
puede tener déficit es el municipal, por la propia dispo- 
sición constitucional del artículo 225. Es decir, cualquier 
otro Presupuesto tolera un déficit, por ejemplo, el rela- 
cionado con los organismos del artículo 220, tema que 
fue tan discutido y sobre el que el señor senador Rical- 
doni tiene una opinión, el doctor Valdez Costa tiene otra, 
el señor senador Aguirre supongo que tendrá la suya, la 
del doctor Jiménez de Aréchaga es distinta, o sea que 
cada uno tiene la propia, pero lo único que es verdad es 
que en el Presupuesto municipal no puede haber déficit. 


Esto es porque la disposición incorporada en el año 
1934 estableció expresamente que los Presupuestos mu- 
nicipales no pueden tener déficit. 
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He observado que hay cuatro o cinco ejercicios que 
tienen déficit. ] 


. El de 1985 toleraba un pequeño superávit del 5.82 %, 
pero los demás tenian déficit. Entonces, tiene razón el Tri- 
bunal de Cuentas cuando dice que se ha gastado más de 
lo que ha ingresado. a 


Por otra parte, entiendo que no se ha cumbplido con 
determinadas ordenanzas, que no voy a citar ahora, que 
regulan la vida interna del Tribunal de Cuentas y que es; 
tablecen que debe disponerse en forma expresa cómo y 
de dónde surgen esos recursos. 


Es decir, si se gastan N$ 500:000.000 e ingresa por 
concepto de contribución, rodados, etcétera, una cantidad 
similar, me pregunto si esto es realmente así o se trata 
simplemente de cálculos optimistas. 


El Tribunal debe tener los elementos para saber si esos 
recursos no son escriturales sino reales. 
1 
No estoy haciéndoles ningún cargo, pero sí me pare- 
ce que lo que dice el Tribunal no se ajusta a lo que ha 
expuesto el señor edil. 


Es por eso que le rogaría, si fuera tan amable, que 
me diera alguna otra explicación que pueda satisfacer 
este desencuentro que existe entre lo que él manifiesta 
y lo que determina el Tribunal. 


SEÑOR RODRIGUEZ NOLLA. — Evidentemente, 
señor Presidente, el Presupuesto planteado por la Junia 
Departamental de Paysandú no puede tener un sentido 
de justicia, porque nunca se nos prestó ningún tipo de 
información; las que obtuvimos fueron recogidas yendo 
directamente a las fábricas o en la calle. 


Por ese motivo, el Partido Nacional desistió de pe- 
dirla, todo lo cual consta en actas. 


Deseo que la Comisión solicite el envio de dos actas 
en las cuales se formula una pregunta referente a si se 
hace el 20 % de descuento a todos los pagos en fábricas, 
correspondiente a la tasa bromatológica, y los dos con- 
tadores de la Intendencia y el escribano que concurrie- 
ron a la Comisión de Presupuesto, contestaron que no. 


Sin embargo, señalo que obran en mi poder recibos y 
copias de los mismos, por los cuales se comprueba que 
este 20 % se descuenta. 


Me pregunto qué papeles fueron presentados y si el 
Tribunal de Cuentas no observó esto. 


También le preguntamos si se cobraba la tasa bro: 
matológica por la leche, que tiene una entrada aproxi- 
mada a los N$ 180:000.000 mensuales, a lo que respon- 
dieron que no. ¿Tampoco vio esto el Tribunal de Cuentas? 


Entonces, debimos buscar toda la información en la 
calle, porque nunca la recibimos del Ejecutivo. ' 


SEÑOR DIGHIERO. — La observación planteada por 
e] Tribunal de Cuentas respecto a que el Presupuesto no 
se ajusta a las normas contables está referida, entre otras 
cosas, al Mensaje original del Ejecutivo Departamental. 


Lo único que nosotros hicimos fue tomar ese esque- 
leto del planillado, en el que no están previstos los arras- 
tres ni los sobreingresos que existen, 


El Tribunal de Cuentas maneja bien las cifras porque 
son los elementos de juicio con que cuenta, pero ellas no 
tienen nada que ver con la realidad sanducera. Están en 
nuestro poder los borradores de los trabajos que efectua- 
mos, que se ajustan más a la realidad que los elementos 
manejados por el Ejecutivo Departamental, a pesar de 
su estructura de computadoras que, a mi entender, no se 
aplicó con total apertura hacia la gente, sino con meca.- 
nismos que oscurecían las cifras en todos los casos. 


Nosotros hicimos fotocopias de los pedidos de informe 
que efectuamos durante el estudio del Presupuesto y de 
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la forma en que se nos contestó, a los efectos de entre- 
garlas a la Comisión. Si nos hubieran contestado con una 
poesía de Rubén Darío, por lo menos hubiéramos sola- 
zado el espíritu; pero ahí, no dice nada. 


Con respecto a los nueve artículos que se refieren al 
Estatuto del Funcionario, sabemos que pueden no ser nor: 
mas presupuestales, pero Paysandú ha sido el último de- 
partamento en restituir a los destituidos. Consideramos 
que, de alguna forma, toda esta situación tendrá que ser 
revisada en un plazo "inmediato. 


.. Estas son normas transitorias, de acuerdo a la situa- 
ción del Municipio. 


Por lo tanto, no creemos que se viole el espíritu de 
las normas constitucionales, en ambos casos, porque ellas 
no son definitivas, sino que se incorporaron con el criterio 
de que las mismas debían fenecer en corto plazo; tal vez 
antes de la finalización de nuestro mandato deberán ser 
modificadas. 


Es evidente que en los numerales c) al f) se encuen- 
tra el meollo del asunto. 


SEÑOR CHALKLING. — Es una instancia sumamen- 
te difícil para nosotros, ediles del interior, enfrentar una 
instancia legislativa como la que estamos viviendo. 


Debemos tener en cuenta que si bien es cierto que 
hay muchos legisladores con vasta experiencia, que nos 
van marcando un camino dentro del grupo de ediles y, 
sobre todo, en el Parlamento, en lo que respecta a los 
diputados, hay gente nueva que hace sus primeras armas 
en lo que se refiere a legislar. 


El grupo de la concertación de Paysandú se vio en- 
frentado a un problema de conciencia al tener que inter- 
pretar un Presupuesto que era elevado por una Intenden- 
cia, por un Ejecutivo Comunal, con vasta experiencia en 
su elaboración. Nos encontramos con que el mandato 
constitucional que teniamos no podíamos ejercerlo de nin- 
guna manera. Eso es evidente a ojos vistas. Lo reconoce 
totalmente el Tribunal de Cuentas. Como se ha dicho en 
Sala, nos vimos abocados a introducir modificaciones pre- 
supuestales o, de lo contrario, a aceptar un Presupuesto 
viciado de inconstitucionalidad. Cuando el Tribunal de 
Cuentas, un organismo netamente técnico, eleva su in- 
forme y lo remite a la Junta Departamental para su 
aprobación, nos vemos enfrentados a un criterio distinto 
al que se aplicó en 1972, por un Tribunal democrático. 


Por lo tanto, nos encontramos ante la disyuntiva de 
tener que aceptar una u otra posición. Indudablemente, 
el único recurso que nos quedaba era remitirnos a lo 
que entendimos era el Tribunal de Alzada en la situación 
planteada, previsto por la Constitución, que es la Asam- 
blea General. En ese aspecto, entiendo que el mandato 
constitucional no es eminentemente técnico, porque si en- 
tendiéramos que la legislación del país se elabora en base 
exclusivamente a técnicos, el Poder Legislativo estaría - de 
más; simplemente necesitaríamos un plantel de especia- 
listas que elaboraran las disposiciones en el ámbito de 
cada uno, ya fuera en agronomía, derecho, etcétera, y 
rodó la legislación y la faz política se dejarían de 
ado 


Es evidente que el Tribunal de Alzada en un pleito 
como el que sostenemos en Paysandú, es la Asamblea 
General. Ello se debe a que a criterio del legislador, se 
ha previsto una solución no netamente técnica, sino po- 


lítica. Quizás sea ésta una de las pocas veces en que deba 


recurrirse a la Asamblea General para tratar un tema 
como el que nos ocupa en este momento. 


Entiendo que si esta no es la primera vez, es una de 
las pocas que se ha presentado. Si se quiere, estamos 
sentando jurisprudencia frente a actos o situaciones fu- 
turas. 


No quiero abundar en datos técnicos porque ya lo 
han hecho otros señores ediles con mucha solvencia; pero 
sí deseo resaltar que el único camino que puede recorrer 
una Junta Departamental como la de Paysandú, que ha 
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trabajado con un sentido totalmente responsable y que 
ahora comprueba que sus planteos frente al Ejecutivo 
Departamental no son contemplados, lo que no le permite 
cumplir su función, es recurrir a lo que la Constitución 
de la República le” permite y le marca: recurrir al Tri- 
bunal de 'Alzada que, en este caso, es la Asamblea Ge- 
neral. Por eso, nos remitimos a los señores legisladores. 


Repito: que lo que se busca no es una solución emi- 
nentemente técnica, porque el Presupuesto Municipal es 
úna ley fundamental para el departamento que, por su- 
puesto, debe tener su apoyo técnico, pero también regir 
los destinos de acción política. 


La Junta Departamental, por ejemplo, votó planes de 
vivienda' porque entendió que políticamente debían lle- 
varse adelante y respetarse puesto que cubrían una ne- 
cesidad social; también se aprobó por unanimidad un 
plan de asistencia a los marginados y un plan alimentario 
porque contemplaban situaciones creadas. Todo eso fue 
incluido en el Presupuesto porque entendimos que se ha- 
bía elaborado por unanimidad ura disposición que refleja- 
ba el sentir de la colectividad sanducera. 


También queremos dejar constancia de que en las 11- 
timas instancias de elaboración del Presupuesto hubo una 
participación del señor Intendente con un planteo de mo- 
dificación a lo elaborado por la Junta. Me correspondió 
actuar como delegado de la concertación frente al señor 
Intendente. En esa oportunidad, el Ejecutivo Departamen- 
tal modificó 27 artículos, lo que fue aceptado en su tota- 
lidad por la concretación, pero muchos de ellos requerían 
Mensaje del señor Intendente Municipal para tener vali- 
dez constitucional. Sin embargo, a último momento, a las 
17 y 30 horas del día 20, fuimos convocados al despacho 
del señor Intendente, quien nos manifestó aque quedaban 
en la nada las propuestas que había hecho con respecto 
a los 27 artículos. Esto explica el porqué de ciertas in- 
constitucionalidades que están plasmadas en el Presu- 
puesto elaborado por la Junta Departamental de Paysan- 
dú. Quiero hacer alguna referencia, si se quiere técnica. 
avalando las cifras que ha dado el ingeniero Dighiero. 


Se ha producido un incremento en el aforo del valor 
real de la contribución inmobiliaria urbana y suburbana 
del departamento de Paysandú, lo que llevó de N$ 82.870 
a N$ 186.456,50 lo recaudado por ese concepto. Este plus 
no está considerado en el Presupuesto elaborado por la 
Junta Departamental ni en el Mensaje que remitiera el 
Ejecutivo Departamental en su oportunidad. Nosotros, los 
ediles, lo pudimos haber omitido por falta de experiencia, 
lo que nos da cierto derecho o, por lo menos, somos me- 
recedores de cierta tolerancia; pero este tipo de cosas no 
se puede admitir cuando se trata de “zorros viejos” en 
la elaboración de Presupuestos. Después entramos a las 
interpretaciones personales de por qué se omiten o no 
estos datos. 


Quiero agradecer a los miembros de esta Comisión 
el alto honor que nos han dispensado y el tiempo que 
nos han dedicado, que nos da fuerzas para seguir tra- 
bajando en el plan democrático que estamos llevando ade- 
lante con mucha fe en las instituciones. 


Con nuestros planteos no buscamos una solución fa- 
vorable a nosotros, sino una justa, que es lo que pro- 
curamos desde el primer día que asumimos la responsa- 
bilidad de ediles frente al Gobierno Departamental y a la 
ciudadanía. 


Los señores legisladores deben tener en cuenta que 
los ediles aquí presentes representan a fracciones políti- 
cas del departamento que contaron con 50.000 votos; es 
decir que tienen un respaldo político importante que está 
avalando la gestión que han cumplido hasta el día de hoy. 


" SEÑOR SINGER. — Me interesa seguir de cerca este 
tema porque es importante y, además, porque es atípico 
en el trabajo parlamentario. Llevo varios años en el Par- 
lamento y no recuerdo que se haya dado otra situación 
como ésta en que se convoca a la Asamblea General pa: 
ra resolver una discrepancia de esta naturaleza. 


He escuchado con mucha atención las diversas Opi- 
niones emitidas por los señores legisladores y los señores 
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miembros de la Junta Departamental de Paysandú so- 
bre la naturaleza de este asunto. Sobre este aspecto es 
que quiero hacer algunas consideraciones que me parecen 
importantes. 


Evidentemente, el contralor que debe ejercer el Tri- 
bunal de Cuentas sobre los Presupuestos de los gobiernos 
departamentales está incluido en armonía con otras dis- 
posiciones constitucionales, particularmente con aquella 
que le da la mayoría política al lema a que pertenece el 
intendente. Es decir que se trata de una excepción a lo 
que es la distribución proporcional de las bancas. Las 
Juntas Departamentales se componen por una mayoría 
que pertenece al lema victorioso y por una minoría que 
se reparte proporcionalmente entre los demás lemas. De 
ahí, entonces, que el contralor del Tribunal de Cuentas 
está dirigido fundamentalmente a vigilar que el Intenden- 
te y la mayoría de la Junta que pertenece al mismo 
partido, cumplan las disposiciones constitucionales y con 
todas las demás normas que tienen que ver con la ma- 
teria presupuestal. 


Lo que sucede es que en este caso se da una situa- 
ción atípica en que el Presupuesto departamental pro- 
yectado por el Ejecutivo Comunal, es aprobado de una 
manera diferente por una mayoría de la Junta que res- 
ponde a diversas fuerzas políticas. Este Presupuesto es el 
que resulta observado por el Tribunal de Cuentas. 


El hecho de ser atípico le da a este Presupuesto, en 
primer lugar, un contenido esencialmente político. Vaya- 
mos a una traducción práctica de esta cuestión y supon- 
gamos que las observaciones del Tribunal de Cuentas fue- 
ran admitidas por la mayoría de la Asamblea General. 
En ese caso el Presupuesto departamental de Paysandú 
va a quedar sin efecto porque no va a tener la arma- 
zón necesaria para poder funcionar. Lo que va a haber 
será un conjunto de disposiciones observadas aque no van 
a tener vigencia y, por lo tanto, habrá un Presupuesto 
desfasado. ¿Cuál va a ser, entonces, la obligación de la 
autoridad política del departamento? Elaborar un nuevo 
Presupuesto, porque no tendrá otra salida para darle co- 
herencia a la situación. En ese nuevo Presupuesto se verá 
reflejada la necesidad imperiosa del Intedente municipal 
de buscar el consenso mayoritario de los integrantes de 
la quata, que en este caso no ha logrado. 


Esa €es la esencia política de este asunto. Todos los 
Intendentes tienen la obligación de Contar con una ma- 
yoría en la Junta, que la Constitución se la otorga den- 
tro del lema. Sin embargo, en este caso el señor Inten- 
dente no ha logrado esa mayoría para poder aprobar un 
Presupuesto municipal. Si la hubiera logrado, quizá mu- 
chas de estas disposiciones hubieran sido aprobadas de 
manera distinta o se hubiera tenido en cuenta otro tipo 
de observaciones como, por ejemplo, las que hace el Tri- 
bunal de Cuentas. 


La preocupación que quiero dejar sentada aquí es la 
siguiente. Si la Asamblea General —sobre todo en aque- 
llas objeciones de orden constitucional, no en las otras, 
donde entramos en un camino más empedrado y con más 
obstáculos para hacer el análisis de este tema— acoge 
las objeciones del Tribunal de Cuentas, ¿qué va a pasar? 
Ese es el meollo de la cuestión. Paysandú se va a quedar 
con un Presupuesto desarticulado y de esa manera la res- 
ponsabilidad política vuelve a caer en manos del Inten- 
dente. ¿Para qué? Para que logre el consenso que la 
Constitución le impone y del cual no puede, de ninguna 
manera, apearse. El Intendente está constitucionalmente 
obligado a tener un consenso en la Junta para poder 
aprobar en armonía un Presupuesto. Para mí, esa es la 
naturaleza esencialmente política de esta cuestión que 
está planteada. 


Era la precisión que quería formular. 


SEÑOR DAVEREDE. — Con los debidos respetos al 
señor edil Chalkling, no quiero dejar pasar por alto dos 
cosas que él mencionó. No creo que las mismas tuvieran 
sentido peyorativo, pero en la referencia que hace a los 
señores legisladores que nos hemos incorporado por prime- 
ra vez en esta Legislatura, nos quita capacidad y calidad 
como para poder actuar en este caso. ' 
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Por otra parte, el señor edil hace referencias a la 
Asamblea General que, evidentemente, no corresponden. 
Hemos recibido con mucho gusto a esta delegación y la 
hemos oído ciñéndonos al tema que tiene a consideración 
esta Comisión y que se refiere a las observaciones del 
Tribunal de Cuentas al Presupuesto votado en mayoría 
por la Junta Departamental de Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Deseo manifestar con res- 
pecto a las observaciones formuladas por el señor legis- 
lador Daverede, que yo también podría haberme sentido 
aludido, así como otros compañeros de la Comisión. Creo 
que el alcance que- le atribuye el señor Daverede a las 
rior del señor edil Chalkling, no es el que él mani- 
iesta. 


SEÑOR CHALKLING. — Agradezco al señor Pre- 
sidente sus manifestaciones y conceptos. Creo que la ma- 
yoría de los miembros de la Comisión han interpretado 
en sus debidos términos mis expresiones. Con todo el res- 
peto que me merece el señor legislador Daverede debo 
decirle que un legislador nuevo puede tener menos ex- 
periencia, pero no menos capacidad; al contrario, puede 
tenerla en exceso. Esa es la gran esperanza que tenemos 
todos los uruguayos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa no tiene anotado 
ningún legislador ni edil para hacer uso de la palabra. 
En consecuencia, agradeceríamos, como corresponde, la 
presencia de los señores ediles de Paysandú en la Co- 
misión y las exposiciones muy ilustrativas que han rea- 
lizado en relación con este problema a consideración. 


SEÑOR DIGHIERO. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Así como me tocó hacer uso de la palabra al comen- 
zar la sesión, quiero ahora agradecer el tiempo que los 
señores legisladores nos han dispensado al escucharnos, a 
efectos de tratar de dar una salida a este asunto. 


Como ya lo han manifestado otros compañeros, con- 
fiamos en la buena armonía de los poderes y en el apoyo 
que los señores legisladores —ya que algunos son aboga- 
dos y, sobre todo, hombres de leyes y nosotros somos 
modestos vecinos, en mi caso embrutecidos por el traba- 
jo... 


SEÑOR PRESIDENTE. — En todo caso, ennobleci- 
dos. 


(Apoyado) 
/ 
SEÑOR DIGHIERO. — Agradezco la observación al 
señor Presidente. 


Nos vamos tranquilos a Paysandú porque sabemos 
que los señores legisladores han recogido nuestra posi- 
ción y van a escuchar la otra campana, que es más difí- 
cil, la del primer escaño de representación de las Juntas 
Departamentales. 


Agradecemos a los señores legisladores por habernos 
escuchado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Comisión pasa a Cuar- 
to intermedio por unos minutos. 


(Así se hace) 
(Se retiran de Sala los señores ediles de Paysandú) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Finalizado el cuarto inter- 
medio, se reanuda la sesión. 


La Mesa pone a consideración de la Comisión si ha- 
brá de continuar con la toma de la versión taquigráfica 
para el trabajo futuro o si exoneramos a los taquígrafos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Me parece muy bien lo que 
plantea el señor Presidente porque este es un tema muy 
delicado y no todos los años se han planteado problemas 
de esta naturaleza. En un caso como este, creo que en 
todas las sesiones de la Comisión debe tomarse versión 
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taquigráfica. Creo que es lo más conveniente para que 
quede registrada la historia de todo lo que aquí se diga, 
inclusive para el futuro, ya que la Comisión se va a expe- 
dir de manera expresa, debido a la gravedad de los temas 
que están en juego. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa quiere puntuali- 
zar que desde el punto de vista general, con respecto al 
futuro régimen de trabajo de la Comisión, comparte lo 
expresado por el señor senador Cersósimo. Indiscutible- 
mente, el tema es de gran trascendencia, compromete 
principios importantes y además tiene una obvia relevan- 
cia política. Por consiguiente, entendemos conveniente 
que todas las actuaciones de la Comisión queden registra- 
das a través de la versión taquigráfica. Lo que plantea- 
ba respecto de esta sesión es que deberíamos abocarnos 
al régimen futuro de trabajo, es decir, resolver cuándo 
convocamos a los ediles que aceptaron o votaron a favor 
de las observaciones del Tribunal de Cuentas. Como hoy 
ya hemos tenido una extensa sesión, sería conveniente 
que para la próxima sesión dispongamos de la versión ta- 
quigráfica de lo que se ha tratado hoy. Ahora, si fuere 
otro el criterio y se quisiera entrar a analizar en el día 
de hoy el tema de fondo, naturalmente que tendríamos 
que seguir contando con los servicios del Cuerpo de Ta- 
quigrafos. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Considero que 
lo primero que tendríamos que hacer ahora es el recibi- 
miento de las delegaciones o solicitudes que se formulan 
para ser oídas. Por lo pronto, ya tenemos una de la mi- 
noría de la Junta Departamental. No sé si se ha concre- 
tado una solicitud del señor Intendente. Si es así, esta- 
mos dispuestos a escucharlo, así como a todos los demás. 


Por lo tanto, considero que lo que debemos hacer 
hoy es fijar una nueva sesión para recibir a la minoria 
de la Junta Departamental. Después de haber recogido 
todos los elementos que se deseen, nos abocaremos al te- 
ma de fondo. Ahora, el problema está en que segura- 
mente en el correr de esta semana vamos a tener una 
convocatoria de la Asamblea General, presumiblemente 
el jueves o viernes. 


En consecuencia, si hubiera acuerdo, sugeriría fijar 
como día de sesión el próximo lunes para escuchar a la 
minoría de la Junta Departamental y autorizar al señor 
Presidente para que si en el curso de esta semana se 
presenta alguna otra solicitud, la conceda. Entonces, el 
próximo lunes terminaríamos indefectiblemente con ¡0 
que tiene que ver en cuanto a recoger opiniones e inme- 
diatamente después, ajustado al proceso de discusión del 
Presupuesto, abocarnos 2 estudiar este tema, que a los 
efectos de la Comisión, tiene plazo hasta el 7 de febrero. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Coincido con el 
planteamiento formulado por el señor senador Rodríguez 
Camusso. De todos modos, haría el siguiente agregado: 
en caso de que el señor Intendente o algún otro grupo 
de ediles expresaran el deseo de ser recibidos, sería con- 
veniente que la audiencia les fuera concedida para el 
mismo día lunes de manera que quede instruido todo el 
asunto y la Comisión, de ahí en adelante, pueda dedicar- 
se al estudio del tema en cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si ese es el criterio que 
prevalece en la Comisión, la próxima sesión será el lunes 
27 de enero. 


Por otra parte, la Mesa se permite sugerir, en virtud 
de que no hay certeza acerca de cuándo llegará el Men- 
saje del Poder Ejecutivo con las observaciones al Presu- 
puesto Nacional, y por lo tanto tampoco la hay en cuan- 
to al día en que se reuniría la Asamblea General, que 
la Comisión sea citada para las 15 horas. Expreso esto, 
porque si ese día hubiera convocatoria para la Asamblea 
General, tendríamos que reunirnos a hora más temprana 
a efectos de recibir a todas las delegaciones que lo soli- 
citen. 


En consecuencia, si no hay observaciones la Comisión 
se reunirá el día 27 a la hora 15. 


Se levanta la sesión. 
(Así se hace a la hora 19) 
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VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE 
LA COMISION DEL DIA 27 DE ENERO DE 1986 


(Sin corregir) 


Presiden: señores senadores Gonzalo Aguirre Ramírez y 
Pedro W. Cersósimo. 


Secretario: señor Jorge M. Frigerio. 


Miembros: señores senadores Américo Ricaldoni, A. Fran- 
cisco Rodríguez Camusso; señores representantes na- 
cionales Héctor Barón, Carlos Bertacchi, Federico 
Bouza, Julio Daverede y Elías Porras Larralde. 


Asiste: señor senador Juan Carlos Rondán. 


Invitados Especiales: señores ediles de la Junta Departa- 
mental de Paysandú Orlando Javier Comas (Presi- 
dente), José E. Dante, Gladys De León de Crouzet, 
Juan Carlos Demichelis, Carlos E. Etcheverría, Mi- 
guel A. Rippa; señores Presidente y Secretario Gene- 
ral de ADEYOM José Luis Varela y Carlos Mario 
Genta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Aguirre). — Habiendo nú- 
mero, está abierta la sesión. 


(Es la hora 15 y 30) 
Dése cuenta de algunos asuntos entrados. 
(Se da cuenta de los siguientes: >) 


“Paysandú, enero 25 de 1986. Sr. Presidente de la 
Comisión Especial Senador Gonzalo Aguirre. Presen- 
te. De acuerdo a lo conversado, cúmplenos remitir a 
Ud. la siguiente documentación: 1. Actas de la Co- 
misión de Presupuesto de la Junta Departamental Je 
Paysandú, correspondientes a las sesiones de fechas 
15.11.85 y 18.11.85. 2. Fotocopias del trámite de exo- 
neración del Impuesto de Contribución Inmobiliaria 
a las Cooperativas de Vivienda, con el mensaje en- 
viado por el Sr. Intendente a la Junta Departamen- 
tal. 3. Acta de la sesión de la Junta Departamental 
de fecha 1.8.85 (parcial). 4. Decreto de la Junta De- 
partamental aprobado el 19.12.85 relativo a la exo- 
neración referida. 5. Presupuesto municipal período 
1972-1977, concordado con el actualmente en vues- 
tra Comisión. No ha sido posible adjuntar a esta do- 
cumentación los egresos correspondientes al año 1985, 
ni la Rendición de Cuentas 1985 ni el monto de de- 
crecimiento del imbvuesto al baldío por los siguientes 
motivos: en el primer caso, porque la documentación 
existente en la Junta está incompleta; en el segundo 
caso, por no haber ingresado todavía a la Junta; y 
en el tercer caso, por no haber datos estimativos. Sa- 
ludamos a Ud. y demás integrantes de vuestra Co- 
misión muy atte. Donald Chalkling, Edil P. Colorado. 
Dr. Jorge Larrañaga, Edil P. Nacional. Agustín Lom- 
bardini, Edil Frente Amplio”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tenemos estos dos asuntos 
entrados y debemos resolver el trámite que es necesario 
darles. ADEYOM es la entidad gremial que agrupa a los 
funcionarios municipales de Paysandú. Como se ha leído 
por Secretaría, ellos solicitan una audiencia a la Comi- 
sión, a los efectos de opinar sobre el tema que está a 
estudio de ésta. 


Está a consideración de los miembros de esta Comi- 
sión el planteamiento que realizan los integrantes de esta 
entidad gremial. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — De acuerdo con 
lo concertado por la Comisión en la sesión anterior auto- 
rizando al señor Presidente para que concediera las au- 
diencias de sectores vinculados al tema que tiene a estu- 
dio la Comisión, algunos de estos funcionarios me llama: 
ron por teléfono haciéndome la consulta y les contesté 
que debían dirigirse al señor Presidente de la Comisión. 
No obstante, no tuvieron la suerte de poder comunicarse 
con él; hablaron con un'familiar pero no pudieron ubi- 
carlo personalmente. Entonces, hoy de mañana me llama- 
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ron para avisarme que esta tarde estarían en el Palacio 
Legislativo. Por lo tanto, creo que corresponde escuchar- 
los —al igual que al señor Intendente si lo solicita— y 
ya que están en la Casa podríamos ganar tiempo reci- 
biéndolos hoy. 


SEÑOR RICALDONI. — Me retiré antes de que ter- 
minara la sesión anterior y deseaba plantear algo que 
ahora voy a poner a consideración de los miembros de 
la Comisión. A nuestro juicio esto tiene que ver con la 
importancia que podría tener para completar esta espe- 
cie de etapa instructoria a que está abocada la Comisión 
con la presencia de miembros del Tribunal de Cuentas. 


En ese aspecto, he tenido algún contacto con el se- 
ñor Presidente del Tribunal de Cuentas, quien manifestó 
que tendrían interés —si la Comisión lo considera del 
caso— en venir a la próxima sesión a ofrecer sus puntos 
de vista sobre lo que, a juicio de ellos, son las observa- 
ciones al Presupuesto de la Junta Departamental de Pay- 
sandú. 


De acuerdo a lo que aquí se ha dicho, esa gestión 
debe cana'izarse a través del señor Presidente de la Co- 
misión, por lo que yo les comunicaría a los miembros del 
Tribunal de Cuentas que se contactaran con el señor se- 
nador Aguirre. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Teniendo en cuenta lo que 
se ha expresado, luego de oír a los señores ediles, invita- 
ríamos a pasar a Sala —si es que se encuentran en la 
Casa— a los señores integrantes de ADEYOM. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Recuerdo al se- 
ñor Presidente que los integrantes de ADEYOM están en 
antesala a las órdenes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, les avisaremos 
que luego de escuchar a los señores ediles, serán recibi- 
dos en el día de hoy. 


Con respecto al Tribunal de Cuentas, parece de or- 
den que si sus miembros tienen interés en comparecer 
ante esta Comisión, para exponer sus puntos de vista y 
los fundamentos frente a las observaciones que se han 
formulado al Presupuesto Departamental de Paysandú. 
es obvio que los tendremos que recibir y va de suyo que 
en la próxima sesión que realice la Comisión, los invita- 
remos a concurrir. 


En cuanto al otro asunto entrado que tiene relación 
con la documentación que remiten los señores Donald 
Chalkling, Jorge Larrañaga y Agustín Lombardini, se 
trata de un documento muy extenso, por lo que no creo 
que se pueda realizar un repartido. Si no hay objeciones 
a este criterio, el mismo quedaría en la Secretaría de 
la Comisión, a efectos de que los señores legisladores 
puedan consultarlo. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Pienso que el re- 
partido es casi insustituible porque no estamos concu- 
rriendo diariamente al Palacio Legislativo. Muchos va- 
mos y venimos del interior, aunque comprendo que hay 
actas muy extensas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Evidentemente, las actas 
son muy extensas. El señor legislador Porras Larralde ha 
planteado la posibilidad de que, igualmente, se haga un 
repartido. 


SEÑOR RICALDONI. — El otro punto que me preo- 
cupa es el que tiene relación con la semana de Carnaval. 
Antes de que venza el plazo de esta Comisión tendríamos 
como tiempo útil sólo la semana que viene. Después ya 
no habría más tiempo. Por lo tanto, creo que la Comisión 
tendría que buscar algún método de trabajo que le ase- 
gurara terminar en plazo con la tarea que le encomendó 
la Asamblea. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Estoy de acuerdo con lo 
que ha expresado el señor legislador Ricaldoni. 


Además, en una entrevista que se me realizó con 
respecto a este tema, algún cronista advirtió que estaba 
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de por medio la semana de Carnaval. Le dije que con 
Carnaval o sin él, nosotros vamos a cumplir con nuestra 
misión. Pienso que llegó el momento de decidir al res- 
pecto. Si hoy lunes, vamos a recibir a los señores ediles 
y funcionarios de la Intendencia Municipal de Paysan- 
dú, y dejamos para la semana que viene el contar con 
la presencia de los miembros del Tribunal de Cuentas, 
esta cuestión va para muy largo. 


No conozco Cuál va a ser el criterio del señor Presi- . 


dente y el de la Comisión, pero pienso que habría que re- 
ducir el lapso que existiría entre el recibimiento de una 
delegación y de la otra. Luego del Tribunal de Cuentas 
no sé si tendríamos que recibir a otra delegación, por lo 
que la instrucción —como la llama el señor legislador 
Ricaldoni— quedaría concluida. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Comparto la preo- 
cupación del señor legislador Cersósimo y sugeriría que 
se reuniera la Comisión el jueves o viernes de esta sema- 
na a fin de abreviar los plazos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Yo no tengo inconveniente 
en reunirme todos los días. En el día de mañana, a la 
hora 17, se reúne la Comisión Permanente que integro, 
donde tenemos que estar presentes. No obstante, podemos 
reunirnos el día de mañana, pasado, etcétera. Sin embar- 
go, el problema radica en que, como muy bien dice el 
señor legislador Ricaldoni, se aproximan dos días de fe- 
riados de Carnaval y hay mucha gente que no va a 
estar aquí. 


Por lo tanto, pienso que tendríamos que concluir 
nuestro trabajo y producir nuestro informe, para poder 
dar tiempo a la Asamblea General para ser citada y re- 
solver con verdadero sentido de ponderación, en cuanto 
al tiempo me refiero. 


De este modo, si los señores legisladores y el señor 
Presidente no lo creen inconveniente, los miembros del 
Tribunal de Cuentas podrían ser recibidos mañana o pa- 
sado mañana. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Tal como lo 
expresamos al comienzo de la sesión, nosotros estamos 
concurriendo permanentemente a esta Comisión, lo segui- 
remos haciendo y estaremos dispuestos a actuar para que 
ella se pronuncie en término, así como la Asamblea Ge- 
neral. 


Lo que sucede es que esta semana tendremos mucha 
actividad relacionada con el Presupuesto; seguramente va 
a haber varias sesiones muy prolongadas y nosotros, ade- 
más —no sé la situación de las demás bancadas— tene- 
mos previstas diversas reuniones a nivel de bancada. Los 
temas que se van a plantear a nivel de Presupuesto son 
lo suficientemente complejos —por el Presupuesto en sí 
y por las interpretaciones institucionales que están en 
danza— como para prever un largo debate aue va a 
motivar, no sólo nuestra presencia, sino el estudio de los 
antecedentes vinculados al mismo. 


Lo que sí cabe pensar es que el tema Presupuesto 
va a concluir esta semana, y no va a ir ——presumible- 
mente— más allá del 31 de este mes. Entonces, a partir 
del día lunes, la Comisión podrá trabajar todos los días 
si es necesario. 


Además, ¿qué es lo que nos queda? Escuchar al Tri- 
bunal de Cuentas, porque hoy ya vamos a atender a las 
dos delegaciones que tenemos en antesala. No sé si habrá 
alguna otra solicitud, puesto que el señor Intendente no 
ha pedido audiencia. Por lo tanto, la única audiencia 
pendiente que nos queda es la del Tribunal de Cuentas. 
Pienso que en una sola sesión la Comisión puede resolver 
los distintos puntos de vista, que consisten en estar de 
acuerdo o no con los fundamentos y convocar luego a la 
Asamblea. Creo que si nos abocamos en esta Comisión a 
un trabajo continuado a partir del día lunes, a media- 
dos de semana el trabajo estará finalizado. El plazo ven- 
ce el 7, por lo que luego estaremos en condiciones de 
convocar a la Asamblea General, encontrándonos, amplia- 
mente, dentro de los términos reglamentarios. 
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SEÑOR BOUZA. — Se comenta que la Asamblea se 
reuniría el miércoles por la tarde, por lo que pregunto si 
no sería posible, siempre que no choque con alguna reu- 
nión de bancada que esté prevista, convocar a la Comi: 
sión para el miércoles por la mañana a fin de escuchar al 
Tribunal de Cuentas y quedar así en condiciones, como 
dice el señor legislador Rodriguez Camusso, de terminar 
el trabajo de la Comisión a partir del lunes de la próxima 
semana. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Preferiría que nos 
reuniéramos el jueves por la tarde, a cualquier hora, en 
la medida en que ello sea conciliable con los compromi-: 
sos que puedan tener los señores legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No hay seguridad de que 
el jueves no haya sesión de la Asamblea General. Más 
bien se puede presumir que el jueves haya sesión por lo 
que sería factible que la Comisión se reúna a primera 
hora de la tarde; aunque tampoco tenemos certeza acer- 
ca de la hora en que sería convocada la Asamblea Gene- 
ral. Por lo tanto pienso que asiste razón al señor legis- 
lador Rodríguez Camusso, porque no podemos tener la 
seguridad de poder realizar una reunión de cierta exten- 
sión, como la que va a requerir la presencia del Tribunal 
de Cuentas. 


SEÑOR RICALDONI. —- Una fórmula intermedia 
podría ser que se citara para el jueves a la hora 15, a 
fin de recibir al Tribunal de Cuentas, supeditando la reu- 
nión a que la convocatoria de la Asamblea General no lo 
impida y si lo impidiera, se facultaría al señor Presidente 
para transferir la concurrencia del Tribunal de Cuentas 
para el lunes de la semana próxima. Creo que sería mu- 
cho más útil que el propio señor Presidente manejara 
ese asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
del señor legislador Ricaldoni. 


(Se vota:) 
—Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Quedaría por resolver si se procede o no al repartido 
de la documentación a que se hizo referencia anterior- 
mente. Si no hay inconvenientes, la Mesa podría analizar 
el punto con la Secretaría y ver qué posibilidades hay 
de realizar ese repartido en la forma más ágil posible, por 
ejemplo, haciendo llegar un juego a cada partido o sector. 


Si la Comisión está de acuerdo, recibiremos ahora a 
los integrantes de la Junta Departamental de Paysandú 
que ha solicitado audiencia. 


(Entran a Sala integrantes de la Junta Departamen- 
tal de Paysandú). 


En nombre de la Comisión les doy la bienvenida y 
agradezco su presencia, que nos permitirá ilustrarnos so- 
bre algunos aspectos del asunto que tenemos a estudio. 


El método de trabajo que hemos seguido en oportu- 
nidades anteriores en que concurrieron otros miembros de 
la Junta Departamental de Paysandú, colegas de ustedes, 
fue que los señores ediles realizaran una exposición apor- 
tando los fundamentos de su exposición y formulando las 
aclaraciones del caso, luego de lo cual los miembros de 
a Comisión podían formular preguntas con fines aclara- 

rios. 


Si no hay discrepancias, seguiremos ese método de 
trabajo. 


En consecuencia, ofrezco la palabra a algunos de los 
visitantes. 


SEÑOR COMAS. — En primer término, en nombre 
de los ediles aquí presentes, quiero agradecer a los seño- 
res legisladores la deferencia de habernos recibido en Sala 
a los efectos de que podamos exponer la posición que 
sostenemos respecto a las discrepancias entre las obser- 
vaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas y el 
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Presupuesto departamental de Paysandú, elevado oportu- 
namente por la Junta Departamental en mayoría. 


Ante todo y a los efectos, como decía el señor Pre- 
sidente, de aportar datos ilustrativos, deseo poner en co- 
nocimiento de la Comisión que el Presupuesto elevado 
por la Junta Departamental de Paysandú al Tribunal de 
Cuentas no contó en ningún momento con la participa.- 
ción de los ediles colorados, salvo un edil colorado disi- 
dente. 


Voy a explicar cómo se procesó ese Presupuesto ele- 
vado al Tribunal. 


Como todos ustedes conocen, el Presupuesto fue ele- 
vado en tiempo y forma por el Ejecutivo Comunal el 14 
de agosto, luego entró en la Junta Departamental y de 
inmediato fue pasado a la Comisión de Presupuesto, in- 
tegrada con la de Hacienda y Legislación. Es así que 
comienza a procesarse el Presupuesto municipal en la 
Junta Departamental, en donde están representados to- 
dos los sectores políticos; además, el gremio y todos 
aquellos que quisieron hacerse oír en la Comisión de 
Presupuesto integrada, tuvieron posibilidades de mani- 
festarse. 


Al Partido Colorado le extrañó sobremanera que en 
determinada etapa de ese estudio que se estaba realizan- 
do en la órbita municipal —y digo esto porque entiendo 
que la Constitución es muy clara cuando dice aque los 
Gobiernos Departamentales serán desempeñados por una 
Junta Departamental y un Intendente, estableciendo tam- 
bién preceptos en cuanto a dónde se organizan los Presu- 
puestos, cómo se desarrollan, cómo se hacen, etcétera— a 
los distintos sectores integrantes de la Junta Departamen- 
tal —Partido Colorado, Partido Nacional y Frente Am- 
plio—-- se apersonará una delegación de ADEYOM, que aíi- 
lia a los empleados municipales y obreros, invitándolos a 
una reunión a realizarse en la sede gremial a efectos de 
estudiar el Presupuesto Municipal que se estaba conside- 
rando en la Junta Departamental. 


¡Debemos decir que, inicialmente, el Partido Colorado 
envió dos ediles en calidad de veedores a los efectos de 
observar el procedimiento. Luego de esa primera reunión 
y rendido el informe, la bancada del Partido Colorado 
se reunió y entendió que de ninguna manera correspon- 
día que un Presupuesto Municipal fuera analizado de esa 
forma. Sí podía ser analizado o criticado en el buen en- 
tendido de lo que eso significa, pero no en cuanto a cómo 
había sido elaborado dentro de la órbita natural aue es 
la Junta Departamental. Por lo tanto, resolvió no con- 
currir más a esas reuniones las que solamente se desa- 
rrollaron con la presencia de los delegados del Partido 
Nacional y del Frente Amplio y, desde luego, de los in- 
vitantes, integrantes del gremio ADEYOM. 


El Partido Colorado se mantuvo al margen y cuan- 
do expresó a través de mi persona la opinión al gremio, 
lo hizo porque entendía que la órbita natural era la Jun- 
ta Departamental y que sus puertas, las de la bancada 
del Partido Colorado, como las de la Comisión de Presu- 
puesto, como las de la Junta en su totalidad, como es 
público y notorio, estaban abiertas a todas las inquietu- 
des de ese gremio, como de cualquier otro, pero siempre 
dentro de la órbita de la Junta Departamental, que era 
donde se estaba tratando el problema. 


Esta es la primera aclaración que deseo hacer a la 
Comisión que analiza estas discrepancias, dado que en- 
tiendo que ella interesa. 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Me permite, doctor Co- 
mas? 


El señor Presidente de la Junta Departamental ha 
venido expresando que toda la bancada del Partido Co- 
lorado resolvió no asistir más a las sesiones y que adoptó 
una posición de conjunto que más adelante determinara 
su retiro de Sala en ocasión de tratarse el Presupuesto 
en el seno de la Junta Departamental. Al decir toda la 
bancada del Partido Colorado, ¿se comprende también al 
edil Chalkling? 
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SEÑOR COMAS. — No. La excepción notoria es la 
del disidente, señor edil Chalkling. 


Como decía, nuestra preocupación radica en que si 
bien entendemos que es cierto que el Presupuesto muni- 
cipal es un arma del Gobierno Departamental y, como 
tal, constituye un arma política que posibilita la ejecu- 
ción de sus obras, debemos tener en cuenta que de nin- 
guna manera esa arma política puede dejar de lado as- 
pectos fundamentales, como son los constitucionales y le- 
gales, que priman por encima de toda otra alternativa. 


Por tanto, nosotros vemos con beneplácito la inte- 
gración de esta Comisión bicameral, y confiamos en 
ella en virtud de que está formada por expertos constitu- 
cionalistas y hombres de estudio que estamos seguros que 
saben captar perfectamente cuando se está frente a un 
problema de orden constitucional o inconstitucional. A 
nosotros nos están dando la razón las observaciones del 
Tribunal de Cuentas: de 81 artículos, 59 fueron observa- 
dos por inconstitucionales, en algunos casos con inconsti- 
tucionalidades graves, muy notorias y gruesas, flagrantes 
y no queremos pensar que si estas cosas tienen cabida, 
con el devenir del tiempo podamos caer desgraciadamen- 
te en hechos que el pasado nos recuerda muy de cerca. 


Queremos hacer notar también que se ha manifes- 
tado que el Presupuesto municipal de 1972 contenía dis- 
la mayoría accidental de la Junta Departamental de Pay- 
sandú y repetidas ahora en este Presupuesto municipal. 
Debemos recordar que el Presupuesto de 1972, no por ha- 
ber sido aprobado por un órgano democrático como lo era 
el Tribunal de Cuentas de aquel entonces, no escapará al 
criterio de los señores legisladores que posiblemente -—-y 
tal vez sin equivocarnos— en la historia del año 1972 se 
vez sin equivocarnos— en la historia del año 1972 se 
registraron tres antecedentes importantes que fueron los 
que dieron inicio a lo que todos sabemos. Uno fue el 
problema de la Junta Departamental de Montevideo. 
Otro, la debacle del Gobierno Departamental de Paysan- 
dú, sobre lo que nunca se escribió tanto en el diario prin- 
cipal de ese Departamento con respecto a los desfalcos 
y a toda la actuación de ese Gobierno Departamental en 
ese período. Y, por último, todo lo sucedido en el ámbito 
legislativo nacional. Estos son los tres episodios naciona- 
les que quiero remarcar como hechos importantes. Entien- 
do que el habernos equivocado una vez no constituye un 
antecedente jurisprudencial que avale seguir incurriendo 
en los mismos errores. Si hemos incurrido en un error, 
pues que sirva para recapacitar y corregir males del pa- 
sado, para no repetirlos en el futuro. 


Esto es, en definitiva, lo que a grandes rasgos deseaba 
expresar iniciando esta conversación. Si el señor Presi- 
dente me lo permite, cedería el uso de la palabra a los 
integrantes de la Junta que me acompañan, quienes es- 
tán más al tanto de este problema porque integran la 
Comisión de Presupuesto. Me refiero concretamente al 
doctor Demichelis y al señor Etcheverría. 


Es cuanto tengo que decir. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para continuar brindando 
información a la Comisión, tiene la palabra el doctor 
Demichelis. 


SEÑOR DEMICHELIS. — Debo decir que este pro- 
blema del Presupuesto municipal de Paysandú para no- 
sotros tiene dos aspectos fundamentales: uno, estricta- 
mente político y otro técnico por excelencia. El aspecto 
político está dado por aquella animosidad especial que 
existió en la oposición en la elaboración y en el estudio 
del Presupuesto. 


Como integrante de la Comisión de Presupuesto, debo 
decir que se brindó a la oposición toda la información 
solicitada y que todos los informes fueron contestados en 
tiempo y forma. 


Todos fueron satisfechos y, según propias palabras 
—+£€stá en la versión taquigráfica correspondiente— se 
cumplieron a entera satisfacción de los señores ediles, 
tanto del Partido Nacional como del Frente Amplio. De 
manera que la objeción fundamental que se hace al Pre- 
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supuesto elaborado por el Ejecutivo Comunal en cuanto 
a que no es —según sus palabras— lo que se llama un Pre- 
supuesto por Programas, de no contener un detalle acer- 
ca de las inversiones y demás, quedaría satisfecha, en 
último término, merced a la información amplia y por- 
menorizada que se brindó al respecto. En ese sentido, de- 
bemos decir que en el seno de la Comisión recibimos a 
los Contadores municipales y a los señores Directores. con 
quienes mantuvimos un fluido diálogo, brindando toda la 
información pertinente. 


Esto nos lleva a una primera conclusión: la de que 
—según entiendo— hubo en la oposición una crisis que 
puede llamarse de identidad; los partidos opositores, en 
un régimen democrático, perdieron su diferenciación, o 
sea, su identidad en una oposición que no podemos en- 
tender. 


Si bien el proyecto de Presupuesto elaborado por el 
Ejecutivo Comunal podía ser perfectamente mejorado, no 
era posible rechazarlo de plano, como evidentemente se 
hizo con esta sustitución del Presupuesto municipal de 
Paysandú, donde la Junta Departamental toma potesta- 
des que no le pertenecen y que constitucionalmente solo 
corresponden al Ejecutivo. 


Incuestionablemente, en toda la elaboración de ese 
proyecto de presupuesto y en su correspondiente estudio, 
nos han llamado la atención varios aspectos, desde el 
punto de vista de los hechos, que es necesario destacar. 


Dentro del seno del Partido Colorado, el edil disi- 
dente, señor Donaid Chalkiing —quien no concurrió al 
seno de la Comisión de Presupuesto y no debatió sobre 
los problemas que podían surgir— adopta, en el momen- 
to de las decisiones, la posición de no apoyar ni a su 
propio Partido ni al Gobierno Comunal, desertando de lo 
que es una línea de conducta que no queremos calificar 
pero que, evidentemente, consideramos errónea. Decimos 
esto porque quienes estuvimos presentes en todo ese lar- 
go proceso de elaboración del Presupuesto de Paysandú 
y en la discusión pertinente que suscitara, sabemos que 
dicho proyecto de Presupuesto tenía aspectos que induda- 
biemente eran susceptibles de perfección y mejora, pero 
no era posible rechazarlos, y menos sustituirlos en la for- 
ma que se hizo. La Junta Departamental, con una oca- 
sional mayoría, elabora un proyecto sustitutivo que, en 
definitiva, es el que se eleva al Tribunal de Cuentas 
—como bien dijera el señor Presidente de la Junta— y 
este organismo observa 59 de 81 disposiciones. No obs- 
tante, lo más interesante es que cuando ese proyecto de 
presupuesto vuelve del Tribunal de Cuentas, la mayoría 
ocasional de la Junta Departamental ya tiene preparada 
una declaración para pasar por encima de esas observa: 
ciones del Tribunal de Cuentas que, además, fueron rea- 
lizadas en forma unánime por todo este organismo. En- 
tonces, no comprendemos qué sucede. Si bien sabemos 
que hay algunos aspectos que pueden discutirse desde el 
punto de vista constitucional y legal, no es posible creer 
que el Tribunal de Cuentas haya cometido 59 errores y 
que las 59 objeciones sean subsanables sin ser objeto de 
discusión alguna. Esto nos lleva a pensar que se ha or- 
questado algo contra el Partido de Gobierno, que en úl- 
timo término implica orquestar algo en contra del propio 
departamento de Paysandú. único perdedor en toda esta 
instancia. Sabemos de la responsabilidad y del estudio 
que este proyecto de presupuesto recibirá de parte de 
los señores legisladores. Confiamos en que el resultado a 
que se arribe sea la aprobación de un presupuesto que 
contemple las observaciones que el órgano técnico ha 
realizado. Porque me pregunto qué objeto tiene el Tri- 
bunal de Cuentas de la República ——aval y garantía que 
tenemos en estos momentos de vida democrática para 
aprobar Presupuestos, no sólo de Intendencias, sino tam- 
bién de organismos descentralizados y otros— si las ob- 
servaciones que él realiza no van a ser tenidas en cuen- 
ta y se procede a la aprobación en bloque sin un estudio 
y examen de ellas. Pensamos en definitiva, que Paysan- 
dú tiene que tener su Presupuesto, el cual debe estar por 
encima de motivaciones políticas y de las diferencias que, 
como es justo y lógico, debe haber, porque es razonable 
pensar que en un régimen democrático, si bien han de 
haber diferencias, también es cierto que debe trabajarse 
con un sentido de orientación común, donde el departa- 
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mento y los intereses populares estén por encima de ma- 
tices o de intereses políticos. 


__ En el seno de la Comisión de Presupuesto, donde re- 
cibimos a todas aquellas personas que tenían algún apor- 
te que hacer a efectos de perfeccionarlo, hemos trabaja- 
do con sentido de responsabilidad, sin pensar que, desde 
luego, pudimos habernos equivocado en muchos aspectos 
—-<osa que admitimos— pero creemos fundamental recal- 
car que en este momento no es posible sentar un prece- 
dente como sería la aprobación de un Presupuesto que 
desconociera las observaciones del Tribunal de Cuentas. 
lo que sería, en último término, desconocer una institu- 
ción fundamental de la República, donde están centradas 
las garantías del orden jurídico y donde radica el sentido 
de organización de un país que vive en democracia. 


Nada más, señor Presidente. 


! SEÑOR ETCHEVERRIA. — ¿Me permite, señor Pre- 
sidente? 


dan SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 


. SEÑOR ETCHEVERRIA. — Deseo hacer un poco de 
historia, en función de que he tenido que presidir la Co- 
misión de Presupuesto de la Junta Departamental de 
Paysandú. En ese aspecto fijamos un ordenamiento de 
trabajo desde el primer día de actividad, haciendo una 
Comisión de puertas abiertas en donde todo el que qui- 
siera enterarse del trabajo que allí se llevaba a cabo, 
podía hacerlo, sea con voz o simplemente como oyente, 
en caso de que no tuviera la calidad de edil titular y 
fuera un edil simplemente interesado en la actividad que 
allí se desarrollaba. 


En determinado momento, fue solicitada una entre- 
vista por parte del gremio de funcionarios municipales 
que fue recibido como correspondía, escuchándose sus di- 
ferentes ponencias y brindándonos un pormenorizado es- 
tudio desde el punto de vista gremial, que oportunamen- 
te alcanzaremos a la Presidencia, a fin de que quede 
enmarcado dentro de esta Comisión que estudia las ob- 


servaciones al Presupuesto Municipal del departamento 
de Paysandú. 


Posteriormente, a efectos de tener un orden y de 
poder ir entregando las distintas solicitudes de las 'ban- 
cadas, nosotros recibimos, de parte de los distintos edi- 
les, los pedidos de informes correspondientes, cuyas fo- 
tocopias también entregaremos a los señores integrantes 
de esta Comisión a la que hoy hemos concurrido. Esto 
buscaba que se dispusiera, en la forma más pormenori- 
zada posible, de todo aquello que se ha informado poste- 
riormente a través de la presencia de los señores técnicos 
municipales que realizaron un exhaustivo estudio, así co- 
mo la apertura, rubro por rubro, de cada uno de los 
incisos de este Presupuesto Municipal de Paysandú, que 
en su momento el Ejecutivo Comunal elevara a la con- 
sideración de la Junta Departamental. 


Por otra parte, dentro de la propia Junta se nos so- 
licitó por parte de los distintos ediles, fundamentalmente 
de las bancadas que posteriormente analizan un nuevo 
Presupuesto dentro de la Junta Departamental, que este 
organismo se reuniera 24 horas antes para decidir sobre 
el destino que iba a tener el Presupuesto del departamen- 
to de Paysandú. 


Posteriormente, y luego de haberse elevado un infor- 
me por parte de la minoría integrante de la Comisión 
—<que contaba con cuatro votos afirmativos en diez— se 
vuelve a cambiar su articulado en la propia sesión de 
la Junta, sesión que va a pasar a la historia del depar- 
tamento de Paysandú. Decimos que va a pasar a la his- 
toria por las incongruencias que en ella se realizaron y 
que no están perjudicando a un partido político sino a 
un departamento y, en estos momentos, a la República 
toda, pues ello dejará sentados ciertos precedentes, que 
también pueden ser históricos y en los cuales no hubié- 
ramos querido comprometer a los señores legisladores, 
pues podíamos haber adoptado una decisión al respecto 
dentro del departamento de Paysandú. : 
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El Ejecutivo departamental envió las correspondien- 
tes respuestas a los distintos pedidos de informes y en 
la Junta Departamental se hizo la recopilación solicitada 
por cada uno de los señores legisladores. En la tarde de 
hoy vamos a entregar dicha recopilación a esta Comisión 
para que vean la cantidad de fotocopias que se tuvieron 
que efectuar para hacer los repartidos pertinentes de to- 
das las solicitudes de antecedentes, no sólo correspondien- 
tes al período de gobierno de facto, sino al de antes de 
1972. 


Como muy bien decía el señor Presidente, se habló 
de que en este Presupuesto elevado al Tribunal de Cuen- 
tas hay insertos diferentes artículos, que fueron observa- 
dos y que pertenecieron, en su momento, al presupuesto 
de 1972. Esto es cierto; pero he aquí la gran diferencia: 
una Cosa es contar con la iniciativa del Ejecutivo depar- 
tamental antes que la Junta apruebe determinados ar- 
tículos y otra cosa es no contar con dicha iniciativa, lo 
cual constituye un serio problema. Por ejemplo, en esta 
oportunidad se ha dicho que uno de los puntos funda- 
mentales es el considerando N% 2. Pero esto no viene al 
caso, porque ese considerando N?% 2 —que dice que el 
proyecto de presupuesto formulado por el Ejecutivo de- 
partamental no cumple con lo dispuso en el inciso d) del 
artículo 214 de la Constitución de la República— no es 
mencionado en absoluto en la parte resolutiva del infor- 
me del Tribunal de Cuentas. Sí dice que se deberá tener 
en cuenta el considerando N? 5, que expresa que deberán 
remitirse normas para la ejecución e interpretación del 
presupuesto, de acuerdo con lo prescrito en el inciso d) 
del artículo 214 de la Constitución de la República. Esta 
determinación señalada por el Tribunal de Cuentas de- 
bería haberse efectuado en tiempo y forma por parte 
de los propios ediles en la Junta Departamental. 


SEÑOR BERTACCHI. — Deseo que auede claro que 
en las observaciones formuladas por el Tribunal de Cuen- 
tas no puede haber ninguna referida al presupuesto ele- 
vado por el Ejecutivo Comunal pues éste no era el que 
realmente estaba a consideración, sino que solamente es 
un antecedente agregado. De no ser así, hubiera tenido 
la observación correspondiente. 


SEÑOR ETCHEVERRIA. — Entendemos lo que ex- 
presa el señor diputado, pero tenemos que significar que 
nos estamos refiriendo a la posición en contrario que 
nosotros tenemos dentro de la propia Junta Departamen- 
tal, donde la mayoría circunstancial expresa justamente 
lo que acabamos de decir. Expresamos, entonces, que pa- 
ra tener en cuenta las observaciones del Tribunal lo úni- 
co que hubiera sido necesario es que el Ejecutivo depar- 
tamental elevase posteriormente las normas para la eje- 
cución e interpretación de ese presupuesto. 


El Tribunal de Cuentas formula una única observa- 
ción al Presupuesto de la Intendencia. Cabe decir en este 
momento nos enfrentamos a una —diríamos— discrepan- 
cia, pues si en su oportunidad el Tribunal de Cuentas no 
consideró el presupue:to, e:evado por el Municipio de Pay- 
sandú, tampoco debería haber formulado una observación 
directa sobre ese Presupuesto, cosa que realiza en el con- 
siderando N? 15, que hace referencia a la atención del ser- 
vicio de la deuda mantenida con el Banco de la Repú- 
blica, etcétera. 


Dentro del proyecto elevado al Tribunal de Cuentas 
figuran determinadas posiciones, que, según se ha dicho, 
han sido votadas unánimemente por los integrantes de la 
Junta Departamental de Paysandú. En esta afirmación 
hay una cosa cierta, pero cierta a medias. Por ejemplo, 
podría aclarar que el proyecto relacionado con las exo- 
neraciones a las cooperativas de viviendas por ayuda 
mutua, de ahorro previo y a las distintas cooperativas del 
departamento de Paysandú, me pertenece desde el pri- 
mero al último artículo. Pero existe una gran diferencia, 
que es cuando lo vota la Junta Departamental de Pay- 
sandú, vota además, en su acápite, un artículo único que 
es el que lo faculta a exponer ante el Ejecutivo una po- 
sición de parte de la Junta aue no cuenta con iniciativa. 
Es así que el artículo comienza diciendo que se sugiere 
al Ejecutivo departamental que envíe ese mensaje a los 
efectos de su aprobación. La diferencia estriba, entonces, 
en lo que es constitucional y lo que es inconstitucional, 
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y allí es donde radica la oposición de los catorce ediles 
del Partido Colorado —llámese lista 1 o Batllismo Uni- 
do— que no tiene el Intendente otra relación que la co- 
participación de gobierno que le corresponde como inte- 
grante de la plana total del departamento. 


Decíamos que la gran diferencia está entre la cons- 
titucionalidad y la inconstitucionalidad. En este momento 
lo que estamos dirimiendo frente a ustedes es el proble- 
ma existente entre el Tribunal de Cuentas y la Junta De- 
partamental de Paysandú. Entendemos que ese enfrenta- 
miento es lo que ustedes deben juzgar; creemos firme- 
mente que el tema Ejecutivo departamental - Junta De- 
partamental constituye un paso ya terminado. Comien- 
za una nueva etapa que es Junta Departamental-Tribu- 
nal de Cuentas. 


El Tribunal de Cuentas —como bien decía el doctor 
Comas, Presidente de la Junta Departamental de Pay- 
sandú— aprobó por unanimidad —siete votos en siete 
presentes— las observaciones que están insertas en este 
Presupuesto. Allí, en esas normas que observa el Tribu- 
nal de Cuentas queda estrictamente explicitado que, por 
un lado, se votan aspectos relacionados con el estatuto 
del funcionario, asumiéndose en su momento la posición 
por parte de los ediles que elevan al Tribunal esas op- 
ciones de que se insertan porque no existe estatuto del 
funcionario en el departamento de Paysandú; pero cons- 
titucionalmente sabemos que mientras no exista un esta- 
tuto particular está vigente el del funcionario público y, 
por lo tanto, el departamento de Paysandú tiene un es- 
tatuto del funcionario en vigor, válido y que permite que 
cualquier funcionario esté amparado por él. 


En segundo lugar, se toman aspectos de carácter pro- 
gramático y no dispositivos, llámese esto el caso de las 
exoneraciones a las cooperativas, problemas del Plan de 
Viviendas para Marginados, Plan Alimentario Departa- 
mental, etcétera, que todos los señores legisladores segu- 
ramente conocerán y de los que van a tener, además, los 
antecedentes correspondientes. El acta donde quedó re- 
gistrada toda la discusión de esa noche tan importante 
que vivió Paysandú cuando se elevó al Tribunal de 
Cuentas de la República el Presupuesto modificativo, se 
la vamos a entregar a la Presidencia a fin de que dis- 
ponga de un antecedente más. 


SEÑOR CERSOSIMO. — No deseaba interrumpir la 
detallada exposición que viene realizado el señor edil 
Etcheverría, pero deseo hacerle una pregunta porque me 
pareció escuchar desde aquí que había manifestado que . 
los ediles que habían votado eran catorce y de acuerdo 
con disposiciones constitucionales, la Junta Departamen- 
tal tiene dieciséis ediles que corresponden a la mayoría. 
Defeccionó —llamémosle así— un edil del Partido Colo- 
rado que votó con la mayoría circunstancial que aprobó 
el Presupuesto. Pero ¿por qué fueron catorce y no quin- 
ce los ediles que votaron? ¿No será porque le gusta más 
un número que el otro? 


SEÑOR ETCHEVERRIA. — Siguiendo con este tren 
un tanto irónico debo responder al señor legislador que 
el número quince me hubiera gustado más que el cator- 
ce, porque pertenezco a él. 


Sin embargo, debe realizarse una aclaración. En to- 
do este trámite hubieron dos etapas. En una de ellas, en 
una noche se presenta un informe a la Junta Departa- 
mental que ningún edil tuvo tiempo a haber estudiado. 
Este informe que se alcanza a cada uno de los ediles 
—he aquí el quid del tema— viene con las firmas del 
señor Intendente, del Secretario de la Comuna y de los 
dos técnicos municipales. Este tema está a estudio de la 
Comisión de Asuntos Internos a fin de determinar hasta 
dónde se ha cometido una infracción al utilizarse las 
mismas fotocopias que enviara el Intendente en su men- 
saje a la Junta para presentar un nuevo proyecto; y ahí 
se corrigen todos los números correspondientes a ese Pre- 
supuesto enviado por el mencionado Intendente. Esto fi- 
gura en el acta que voy a entregar al señor Presidente. 


Existe, posteriormente, una segunda instancia donde 
se elevan los antecedentes al Tribunal de Cuentas y en 
la que esa fotocopia es nuevamente fotocopiada previo 
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pegado de un papel que tapa las firmas y el encabeza- 
miento que corresponde a la Intendencia de Paysandú. 
Quizás en el futuro, después del trámite de la Asamblea 
General, el asunto no va a terminar ahí y nuevamente 
los señores legisladores van a tener que actuar en otro 
caso muy especial y también dentro de la Constitución. 


En el otro caso aparecen dieciséis ediles votando fa- 
vorablemente la remisión a la Asamblea General y no 
aceptando las observaciones del Tribunal de Cuentas. En 
la primera instancia fueron catorce ediles contra dieci- 
siete y se utilizó —legalmente-—— un suplente que actuaba 
por licencia de una edil titular del Partido Colorado. No- 
sotros dejamos establecido en el acta de esa noche, al 
final de la exposición que nos tocó realizar en nombre 
del Partido Colorado que “el Partido Colorado, tras de- 
jar las palabras mencionadas toma la resolución de no 
hacerse copartícipe del proceso posterior que esto habrá 
de llevar en el seno de la Junta Departamental y, por lo 
tanto, abrogándose el derecho que es competencia de los 
señores ediles, a su vez, toma la iniciativa que corres- 
ponde de acuerdo con la ley y la Constitución y se re- 
tirará de Sala en forma inmediata al término de estas 
palabras”. Entonces, los catorce ediles nos retiramos y 
luego se sale a buscar a otro edil suplente con lo que en 
la primera instancia sale votado el envío al Tribunal de 
Cuentas con dieciocho ediles en Sala, porque al no estar 
presentes los titulares, la suplencia es automática e in- 
gresó un suplente que aceptó, sin conocimiento de cau- 
sa, votar conjuntamente con los otros dos ediles del Par- 
tido Colorado, el Partido Nacional y el Frente Amplio. 


Deseo significar, una vez más, que en base a los 
obrados que habremos de entregar, y teniendo en cuenta 
que nosotros creemos firmemente que hoy está rigiendo 
la legalidad, dentro de la Constitución de la República 
—en un marco que todos hemos querido y por el que 
hemos luchado— este Cuerpo, sin pretender marcarles 
normas, va a avalar lo que los catorce ediles —defenso- 
res una vez más de la Constitución de la República— 
hemos realizado en la Junta Departamental de Paysandú. 


No tengo inconvenientes en aclarar todo lo que se 
desee a los señores legisladores de esta Comisión. En este 
aspecto quedamos a las órdenes para responder cualquier 
tipo de pregunta que se nos desee formular en relación 
al Presupuesto Municipal elevado, a las discrepancias de 
fondo que tenemos con el resto de los ediles y a todo 
lo que habrá de suceder si estas observaciones del Tri- 
bunal de Cuentas no son levantadas, en detrimento no 
ya de una Junta Departamental ni de los problemas que 
podamos tener ediles con un cuerpo técnico de nuestro 
país, sino del departamento todo de Paysandú. Hay que 
tener en cuenta que con esta situación no solamente se 
cambia el destino de Gobierno de un departamento y se 
permite el funcionamiento, desde el punto de vista gre- 
mial, de un co-gobierno dentro del propio Municipio, sino 
que además va a venir aparejado del recorte de impor- 
tantísimas obras que reclama toda la ciudadanía de 
Paysandú. 


Es lo que quería manifestar, señor Presidente. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Simplemente 
quiero hacer una precisión. Nosotros estamos examinan- 
do el tema, nos estamos informando con respecto a él 
y en su oportunidad, una vez escuchados todos los secto- 
res que deseen ser oídos por la Comisión en cuanto a 
este punto, lo estudiaremos en profundidad y formare- 
mos opinión al respecto, 


En este sentido, en el día de hoy un sector de ediles 
del departamento de Paysandú está formulando una ex- 
posición; hemos escuchado a otros, como así también es- 
cucharemos al Tribunal de Cuentas y a otras delegacio- 
nes que han solicitado exponer sus puntos de vista ante 
la Comisión. 


En consecuencia, no vamos a examinar ahora el fon- 
do del tema, respecto al cual sí tenemos ya muy clara 
posición de cada uno de los sectores de la Junta De- 
partamental de Paysandú en torno al presupuesto. Sin 
embargo, hay algunas apreciaciones que van más allá del 
examen del punto y que yo, por lo menos, no deseo pa- 
sar por alto. 
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En primer lugar, no considero que se haya producido 
omo aquí se mencionó— la pérdida de identidad de 
ningún sector político —por lo menos del nuestro; por 
supuesto no puedo hablar de los demás— pero estoy se- 
guro que esta apreciación es válida para todos. Allí cada 
uno mantiene su identidad y su organización política. El 
hecho de que se haya producido una coincidencia que in- 
cluya a ediles de diversos lemas y diferentes agrupacio- 
nes, no implica en modo alguno que hayan perdido su 
identidad, sino que se ha registrado una coincidencia, con 
acierto o con error, en torno a un tema. 


SEÑORA DE LEON DE CROUZET. — El señor se- 
nador habla de una coincidencia en este momento con 
respecto al presupuesto. Nosotros le podemos decir que 
hemos vivido esa coincidencia a través de largos meses, 
ocurrida en la Junta, en que había una bancada nacio- 
rado y un Partido Colorado con un edil di- 
sidente. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Me refiero, 
precisamente, a que este tipo de coincidencias o de dis- 
crepancias no refleja en modo alguno ninguna pérdida de 
identidad, y ello ocurre con mucha frecuencia también 
en el Parlamento. En cada uno de los temas se han re- 
gistrado —y en esto no hay excepciones— pocas vota: 
ciones o planteos de asuntos con respecto a los cuales, 
dentro de un lema determinado no existe unanimidad. Y 
en otros problemas —como el actual vinculado «con el 
presupuesto de la Nación— se registran coincidencias 
entre distintas agrupaciones políticas que hacen variar 
las situaciones de mayorías y de minorías, sin que ello 
implique la pérdida de identidad absolutamente de na- 
die, ni como adherente a un lema partidario, ni como 
adherente dentro del mismo a un sector político. 


Por otra parte, quiero también expresar que escu- 
chando con todo respeto —como corresponde— la posi- 
ción de los ediles en mayoría y la de los ediles en mi- 
noría por igual, entendemos que lo que existe es una di- 
ferencia de puntos de vista, pero no pensamos que nadie 
esté conspirando contra nadie, ni procurando atentar 
contra su departamento, sino que estas posiciones dife- 
rentes son el reflejo de modos de pensar distintos con 
respecto a la organización presupuestal del Municipio del 
departamento. 


SEÑORA DE LEON DE CROUZET. — Pero esas 
maneras de pensar diferentes con respecto al Presupues- 
to, traen un desequilibrio desde el punto de vista del go- 
bierno departamental, porque sustituyen, precisamente, 
la autoridad del Intendente, quitándole competencia. 
Pienso que cuando hay una conducta sistemática de opo- 
sición ya marca una conducta dentro de la bancada. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Termino ex- 
presando que sin perjuicio de la posición que en defini- 
tiva tengamos con respecto al tema constitucional y a 
las observaciones del Tribunal de Cuentas, desde mi pun- 
to de vista, por lo menos, no podemos calificar de siste- 
mática una coincidencia ni una oposición por el hecho 
de que se produzca, y además subrayar el hecho de que 
las competencias son totalmente reguladas por el orden 
institucional. Por lo tanto, así como el Ejecutivo comu- 
nal tiene la suya, la Junta Departamental mantiene su 
opinión. Si la Junta Departamental en mayoría equivocó 
la decisión desde el punto de vista constitucional, está 
sometida a lo que dispone el Tribunal de Cuentas; si 
insiste, está sometida a lo que resuelva la Asamblea Ge- 
neral; y en ese sentido no estimo que el procedimiento 
seguido haya lesionado en modo alguno las competencias 
del Ejecutivo comunal de Paysandú. 


La Junta Departamental votó exactamente como te- 
nía derecho a hacerlo dentro del orden constitucional, con 
acierto o con error, desde un punto de vista, y eso es lo 
que estamos considerando. 


Finalmente, quiero expresar también que se ha sub- 
rayado reiteradamente el carácter circunstancial de una 
mayoría. Digo que todas las mayorías, en definitiva, son 
circunstanciales en la medida en que las mayorías y las 
minorías derivan del convencimiento moral, político y 
constitucional de cada uno de los componentes de los 
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Cuerpos, y en consecuencia, como nadie es incondicional 
'de nada ni de nadie, salvo de su conciencia, evidente- 
mente todas las mayorías son circunstanciales. 


En el caso de Paysandú se ha producido un proceso 
político al que, por otra parte, ya refirió en términos 
muy claros en una sesión anterior el señor senador Sin- 
ger. Nosotros ahora estamos considerando una consecuen- 
cia de esa situación política y simplemente queremos de- 
jar constancia de que algunas de las apreciaciones for- 
muladas, que van más allá del tema en sí, desde nuestro 
punto de vista no están ajustadas a los hechos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Quisiera contestar una alu- 
sión, porque evidentemente el señor senador Rodríguez 
Camusso me aludió, ya que fui yo quien empleó el tér- 
mino “mayoría circunstancial”. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Yo por lo me- 
nos, no lo oí. 


SEÑOR CERSOSIMO. — De todas maneras, me doy 
por aludido, porque yo lo dije efectivamente, y tengo 
necesidad de manifestarlo así. 


Coincido con el señor senador Rodríguez Camusso en 
que todas las mayorías son circunstanciales —¡en buena 
hora!— para un partido o para el otro, es decir, para 
el suyo, para el mío o para el de nuestro distinguido 
amigo el señor diputado Daverede. Pero quiero decir que 
en este caso si yo hubiera hablado de mayorías de la 
Junta Departamental, constitucionalmente me hubiera 
estado refiriendo al Partido Colorado, porque es el que 
tiene la mayoría y así lo define la Constitución. Pero si 
dije “mayoría circunstancial”, fue para señalar lo que 
estaba indicando la señora edil, de que en este Caso la 
mayoría no es la que indica el texto constitucional, sino 
que ha sido formada por quince ediles: uno del Partido 
Colorado, cuatro del Frente Amplio y once del Partido 
Nacional. Quiere decir que hubo una mayoría, digamos, 
ocasional o, como se dice en materia societaria, una ma- 
yoría accidental, sin que esto signifique ningún término 
peyorativo. Fue por esa razón que hablé de mayorías 
circunstanciales, pero si al señor senador le molesta, re- 
tiro el término. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — No me moles- 
ta; simplemente hago una precisión conceptual. Estimo 
—puedo equivocarme, porque estoy muy lejos de ser 
constitucionalista— que cuando se define una mayoría. 
lo que se establece es cómo se integra un Cuerpo, como 
en este caso, la Junta Departamental. Un lema tiene ma- 
yoría dentro del departamento; tiene tal número de edi- 
les, pero la mayoría en cuanto a la definición y pronun- 
ciamiento sobre cada uno de los temas que se examinan 
depende de la conciencia de cada uno de los componen- 
tes del Cuerpo y no del origen que determinó su elección. 


Ese, por lo menos, es mi punto de vista, respetando 
los puntos de vista distintos. Por eso digo que si en torna 
a un determinado Ejecutivo Comunal —y estoy hablando 
en términos impersonales; no me estoy refiriendo a este 
Ejecutivo Comunal ni al departamento de Paysandú— se 
produce un conjunto de opiniones que determinan, más 
allá de las distribuciones por lema, que ese ejecutivo no 
tenga para su gestión el respaldo de las mayorías, ésta 
no es una mayoría accidental, sino tan legítima, desde 
el punto de vista institucional, como cualquier otra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de volver a conce- 
der la palabra —usando de los poderes que otorga el 
ejercicio de la Presidencia— voy a hacer una manifes- 
tación coincidente con la que ha hecho el señor legisla- 
dor Rodríguez Camusso. 


Además, deseo expresar que consideramos que esta 
reunión no es para realizar un debate de carácter polí- 
tico entre los miembros de la Comisión y los señores edi- 
les que nos visitan, sino para recibir información sobre 
la tramitación del presupuesto. Lo que ocurre es que se 
han hecho algunas manifestaciones de tipo político con 
la intención comprensible de fundar la propia posición 
de los señores miembros de la Junta que hoy nos visitan. 
Esas alusiones son las que promueven las precisiones que 
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en cierto sentido comparto, porque en lo que atañe al 
Partido Nacional creo que tampoco ha perdido identidad 
por el hecho de tener una coincidencia de opiniones en 
el tema presupuestal, y en otros temas, con ediles de 
otras bancadas o agrupamientos políticos. 


Es lo que quería puntualizar, agregando que, en cuan- 
to al funcionamiento de las prescripciones constituciona- 
les, si esta mayoría de la Junta Departamental de Pay- 
sandú ha actuado en la sesión del presupuesto sin arre- 
glo a la Constitución, se pueden utilizar los mecanismos 
que señalaba el señor legislador Rodríguez Camusso. Es- 
tá el contralor de la Asamblea General en esta instancia 
y estuvo antes el contralor del Tribunal de Cuentas; y. 
aún después, cuando el presupuesto se sancione, si estos 
vicios denunciados por el Tribunal de Cuentas persis- 
tieren, está la posible apelación ante la Cámara de Re 
presentantes, establecida en el artículo 300 —para las 
normas que crean o modifican impuestos de los Gobier- 
nos Departamentales— y en el artículo 303 —por un ter- 
cio del total de los miembros de la Junta Departamental, 
es decir, once ediles— o sea que éstos que quedaron, 
circunstancialmente o no, en minoría, tienen la vía que 
les abre la Constitución si se trata de normas que no son 
impugnables ante el Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo. Y, además, está el contralor de la ciudadanía 
que juzgará en su momento las responsabilidades poli- 
ticas. Por último, si un ciudadano se considera afectado 
en su interés directo, personal y legítimo, por alguna nor- 
ma del presupuesto que considere inconstitucional, puede 
impugnarla por vía de acción o de excepción ante la 
Suprema Corte de Justicia, con arreglo al artículo 260 
de la Constitución. 


Se trata, entonces, de hacer jugar todos los mecanis- 
mos constitucionales porque, afortunadamente, nuestra 
Constitución prevé mecanismos que permiten solucionar 
estos conflictos. 


SEÑORA DE LEON DE CROUZET. — Deseo manifes- 
lar que debido a las interrupciones no pudimos agrade- 
cer el habernos recibido. Aunque sea un poco tarde, no 
queremos dejar de hacerlo. 


El espíritu que nos anima al venir aquí es el de pre- 
sentar a los señores legisladores la documentación perti- 
nente de cómo se procesó todo este tema del Presupuesto 
en Paysandú y responder a las preguntas que se tormu- 
len, a fin de aclarar el panorama de este problema que 
nos angustia. 


Paysandú es un departamento laborioso que merece 
tener su presupuesto, ley madre fundamental para su 
desarrollo y su proyección futura. Pensamos que es un 
problema eminentemente técnico, que hay una contienda 
entre la Junta Departamental y un cuerpo superior apo- 
lítico y técnico —el Tribunal de Cuentas— y que la Asam- 
blea General, de la cual emana por ley constitucional 
ese Tribunal, es la que va a tener que expedirse. 


Insistimos en que no es un tema político, sino emi- 
nentemente técnico. Confiamos en que esta Comisión, y 
luego el Plenario, busquen el equilibrio necesario en las 
posiciones para asegurar la gobernabilidad de Paysandú, 
porque de lo contrario esto va a traer un caos que no 
sabemos adonde nos va a conducir, 


Nuevamente digo que Paysandú no merece esto sino 
un presupuesto ya, el que se hubiera tenido que resolver 
en el propio departamento y cumpliéndose todas las ins- 
tancias allá. 


SEÑOR DEMICHELIS. — Señor Presidente: luego de 
escuchar sus palabras y sin ánimo alguno de polemizar, 
dado que aquí estamos para brindar los informes corres- 
pondientes, queremos hacer una aclaración. 


Cuando hablo de mayoría ocasional o circunstancial, 
entiendo que la Constitución establece que los ejecutivos 
o Gobiernos Departamentales deben tener una ejecutivl- 
dad especial, que no puede compararse con la del Go- 
bierno Nacional; por eso le asegura de antemano una 
mayoría en la Junta Departamental, aunque lógicamente, 


236—A.G. 


los ediles tienen toda la libertad de conciencia de votar 
como creen que corresponde, pero siempre dentro de de- 
terminados cánones que no se dan en el Gobierno Na- 
cional. Es decir que la Constitución claramente quiere 
—€s su espíritu y su letra— que los Gobiernos Departa- 
mentales tengan una ejecutividad especial y por ese mo- 
tivo le asegura dieciséis ediles al lema mayoritario. Por 
eso yo llamo mayoría ocasional o circunstancial al caso 
de que alguno de esos ediles vote fuera del lema y cree 
estas situaciones a las que hacemos referencia. 


SEÑOR BERTACCHI. — La verdad es que hace mu- 
cho rato que había pedido la palabra para contestar, por 
vía de interrupción, algunas expresiones de los ediles Co- 
mas y Demichelis. 


Advertía notorias discrepancias entre lo que e.los ex- 
presaban y lo que figura en la versión taquigráfica como 
iundamento de voto del edil del Partido Colorado, señor 
Chalkling, que figura en el repartido N? i y del cual me 
voy a permitir leer tres párrafos. 


En el primero dice así: “Como integrante de la Agru- 
pación 515 representando a la bancada de la 515 en esta 
Sala, como integrante del Partido Colorado y participe 
de una concertación política en la cual he participado 
con el máximo espíritu de colaboración y al enteder de 
nuestro grupo político siguiendo los lineamientos que ha 
dado el Presidente de la República en cuanto a la forma 
en que debe ser conducida la cosa pública con la aper- 
tura necesaria para la opinión de todos los grupos y que 
ha sido en este caso ignorada y eliminada, me veo en la 
necesidad de llevar adelante lo que estimo es la defensa 
del Partido Colorado”. 


En otro párrafo dice: “Hemos tenido pregonadas reu- 
niones en las cuales hemos llevado las ponencias de cada 
uno de los grupos ante el señor Intendente. Nos hemos 
reunido con el señor Presidente de esta Corporación. Nos 
consta que se nos han hecho en dos oportunidades obser- 
vaciones por parie del señor Intendente y del señor Se- 
cretario Municipal a artículos contenidos en las objecio- 
nes que presenta la concertación. Estas objeciones las 
trasmitimos y las defendimos como nos correspondía de- 
tenderlas. Muchas de ellas fueron aceptadas y claudi- 
cadas por el Partido Nacional y por el Frente Amplio. 
Se plegaron con un espíritu que yo nunca creí ni esperé 
encontrar de parte del Partido Nacional ni del Frente 
Amplio aceptando ponencias del señor Intendente. Cuan- 
do logramos un consenso y un acuerdo de parte del Par- 
tido Nacional y del Frente Amplio de la aceptación de 
las reformas y las propuestas de las cuales éramos por- 
tadores y las trasmitimos, esas propuestas fueron recha- 
zadas”. 


Y más adelante dice: “Aceptamos y aceptó el Partido 
Nacional y el Frente Amplio las posiciones y las ponen- 
cias del señor Intendente en lo que entendieron que era 
viable. No fueron en ningún momento aceptados los plan- 
teos que realizó la concertación como contraparte. Por tal 
motivo quiero expresar al señor Presidente y a los seño- 
res ediles que dentro de lo que es la Constitución y la 
ley y aquello que sea para provecho de nuestro pueblo, 
para nuestra ciudad, estamos dispuestos a acompañarlo”. 


Quería simplemente que constara en actas las dis- 
crepancias que yo notaba entre lo expresado por los edi: 
les que han hecho uso de la palabra en el transcurso de 
esta sesión de la Comisión, no solamente los señores Co- 
mas y Demichelis, sino también otros ediles preopinantes, 
y las palabras vertidas por el edil del Partido Colorado, 
señor Chalkling. 


SEÑOR ETCHEVERRIA. — Queremos significar tres 
cosas, a los efectos de que queden perfectamente estable- 
cidas en la Comisión. Se ha hablado de que el Mensaje 
enviado por el Ejecutivo en su oportunidad, contravenía 
normas insertas en el Código Tributario, más precisamen- 
te en su artículo 20. Nuestra opinión es que está perfec- 
tamente establecido por quienes realizaron el Código Tri- 
butario en su momento, a través del artículo 1%, que éste 
no rige para los Gobiernos Departamentales del país. 
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Por otra parte, vamos a solicitar al señor Presidente 
de la Junta que alcance a la Presidencia de este Cuerpo 
las actas de las reuniones de la Comisión de Presupuesto 
a las que asistieron los señores técnicos municipales, las 
sue hemos traído fotocopiadas a los efectos de que quede 
también en la Comisión perfectamente establecido todo 
el informe y la apertura de los diferentes rubros efec- 
tuada por estos técnicos con respecto al mensaje origi- 
nal. A su vez, vamos a ofrecer la versión de la propuesta 
de la minoría de la Comisión —cuatro miembros en diez— 
integrada por dos representantes del Partido Nacional y 
dos del Frente Amplio, que posteriormente es lo que se 
leva a la Junta Departamental para ser votado el envío 
al Tribunal de Cuentas, que salió por dieciocho votos en 
aieciocho. 


Además, en la parte de egresos se habla solamente 
de lo que es atinente al año 1985 y allí se especifican las 
cantidades globales de los rubros 01, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 
9 del Presupuesto Municipal, por un total de nuevos pe- 
sos 368:462.900, que es lo que llegó a la Mesa como pro- 
puesta, en forma oficial. 


A su vez, queremos significar que este es el Plan de 
Viviendas alcanzado como proyecto y que las enmenda- 
duras del texto pertenecen a las dos bancadas que ofre- 
cieron los diferentes planes como propuesta inserta den- 
tro de las modificaciones que ellos conllevaban, práctica- 
mente veinticuatro horas antes de la reunión. Lo que 
está al margen sí nos pertenece, y es lo que entendimos 
que como articulado rozaba la ilegalidad, lo que dejamos 
explícitamente asentado en nuestra alocución dentro de 
la Sala de la Junta Departamental. 


Pienso que una vez que esta documentación esté en 
poder de la Mesa, los señores legisladores podrán hacer 
el muestreo pertinente. A nuestro entender, esto confi- 
gura un hito histórico, dentro de la legislación, no sólo 
a nivel departamental, sino naciona). 


No creo que a la Cámara de Diputados, ni a la de 
Senadores, ni a ninguna otra Junta del país se pueda 
levar un proyecto tan fundamental como el de Presu- 
puesto Departamental para un quinquenio, realizado en 
la forma que nosotros presentamos a la consideración de 
esta Comisión y que solicitamos reciba el señor Presiden- 
te, doctor Gonzalo Aguirre. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: quiero ha- 
cer una breve reflexión sobre algo que se ha dicho aquí 
algunas intervenciones atrás y que me parece importante. 


A mi no me preocupa el hecho de que en una deter- 
minada votación, tanto en el Parlamento como en una 
Junta Departamental, las mayorías sean distintas de las 
que fueron antes y de las que serán después. En ese sen- 
tido —y lo digo con el afecto y el respeto que siempre 
le tengo al señor senador Cersósimo— todas las mayo- 
rías, desde el punto de vista constitucional —no sólo po- 
lítico— son accidentales. Porque el hecho de que la Cons- 
titución asigne a la mayoria de un departamento dieci- 
séis ediles, de modo alguno significa que ellos voten auto- 
máticamente como un bloque. De modo que, desde el pun- 
to de vista constitucional, creo que no hay ningún apar- 
tamiento de lo que establece la Carta cuando un edil de 
una Junta Departamental —y en definitiva es lo mismo 
en este Parlamento— se aparta de lo que la mayoría de 
su propio partido sostiene. Aquí, en este Parlamento, lo 
hemos visto más de una vez y todos hemos estado de 
acuerdo con que eso es posible. Quizá en un determinado 
momento no sea lo aconsejable para la lógica interna de 
un partido político, pero ello es así. Y digo más: creo 
que debe ser así y es bueno que lo sea, porque significa 
que cada uno tiene su independencia de criterio. Ello no 
quiere decir que yo personalmente comparta el Presu- 
puesto elaborado por la mayoría de la Junta Departamen- 
tal de Paysandú, lo que es otro tema. Lo que digo es que 
dentro de cualquier partido político, en una Junta De- 
partamental, en una Cámara o en una Asamblea General, 
siempre puede haber motivos que expliquen —e inclusive 
que justifiquen— que en un determinado caso o circuns- 
tancia, algún legislador vote contra la mayoría de su 
propio partido. Repito que está bien que sea asi. 
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A mí me parece que no se debe perder de vista en 
la tarea de esta Comisión que en definitiva nosotros 
—Que somos representantes de la Asamblea General que 
debe pronunciarse respecto de esta controversia— e€sta- 
mos analizando un diferendo planteado en esta instancia 
entre la Junta Departamental como órgano comunal y 
el Tribunal de Cuentas, como señaló la señorita edil hace 
un rato, y a quien quiero apoyar en ese sentido. 


En lo que me es personal en esta etapa, tanto como 
político, como parlamentario y como hcmbre de derecho, 
me interesa exclusivamente el fundamento o la falta de 
él que puede tener lo votado por la mayoría de la Junta 
Departamenta), así como el fundamento o su inexistencia 
en las observaciones emanadas del Tribunal de Cuentas. 
Porque es en base a un juicio respecto a una u otra po- 
sibilidad que tendré que votar en la Asamblea General 
como legislador, y ello nos va a pasar a todos. En ese 
sentido, no voy a votar en función de una consideración 
política, porque es evidente que todo siempre tiene un 
trasfondo políticc y nadie puede negar que en este caso 
es así, ya que existe una actitud fuertemente po'itizada 
—lo digo con toda franqueza—- en los dos sectores de la 
Junta Departamental. Creo que en este tema, en esta ins- 
tancia, nuestro papel es rezabar elementos de juicio para 
determinar si las observaciones planteadas por el Tribu- 
ral de Cuentas tienen o no fundamento. 


Entcnces, considero que debemos ceñirnos a recabar 
información a los efectos de poder tomar una decisión, 
pues debemos determinar cuáles son las normas que des- 
boráan o violan el texto constitucicnal y cuáles aquellas 
que, de una u otra forma, son compatibles con las com- 
petencias que la propia Constitución asigna a la Junta 
Tepartemental. ñ 


Es lo que queríamos manifestar 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de conceder la pala- 
bra al señor edil Dante, voy a abandonar la Presidencia 
por un tiempo muy breve, por lo que solicito al señor 
senador Cersósimo, Vicepresidente, que la ocupe por unos 
minutos. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Cersósimo) 


SEÑOR DANTE. — Quiero agradecer, en primer tér- 
mino, a todos los legisladores presentes por haber escu: 
chado a la bancada de ediles del Partido Colcrado de 
Paysandú. 


En segundo lugar, quiero dejar establecido que no 
vinimos con el propósito de traer un problema interno 
partidario del Partido Colorado, como es el de un edil 
disidente. Ese sería un problema que compete a ese edil 
y, por lo tanto, es de resolución interna del Partido Co- 
iorado, cosa que dirimiremos dentro del Partido y en Pay- 
sandú. 


La bancada de ediles del Partido Colorado vino con 
la esperanza de dejar en claro su pensamiento, sus pun- 
tos de vista y su conducta con respecto al Presupuesto 
Departamental. Nos vamos con la esperanza de que esta 
Comisión estudie el tema —sabemos que lo está hacien- 
do, dado que nos está escuchando— ya que está confor- 
mada por legisladores que Jucharon durante años por la 
reivindicación de la Constitución y de las instituciones 
democráticas del país. 


Es necesario que dejemos hoy de lado el partidismo 
político y que tal cual lo expresa la Constitución, sea la 
Asamb'ea General la encargada de dirimir estas diferen- 
cias suscitadas entre la Junta Departamental de Paysan- 
dú y el Tribunal de Cuentas. 


Quisimos estar presentes hoy para dar nuestro aporte 
a la dilucidación de este problema y, repito, lo único que 
vinimos a considerar es el Presupuesto Departamental de 
Paysandú. 


Quedamos a disposición de los señores legisladores, si 
es que podemos aportar algo más en este asunto. 
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SEÑOR RIPPA. — Señor Presidente: antes que nada 
debo agradecer la deferencia que ha tenido esta hono- 
rable Comisión al recibirnos y dedicarnos su invalorable 
tiempo. 


El compañero que me precedió en el uso de la pala- 
tra manifestaba que nos lbamos con esperanzas. Com- 
parto totalmente ese asertio y deseo agregar que nos va- 
Os con la conviccion, cada vez mayor, de que procedi- 
1mos a conciencia cuando no acompañamos el presupuesto 
presentado por las bancadas del Partido National, Frente 
Amplio, y el edil disidente del Partido Colorado. No lo 
hicimos, funcamentando más de una vez nuestra posi- 
ción, porque el hecho consistía en quitar competencias al 
ijecutivo Comunal, dado que constitucionalmente está 
preestablecido que la iniciativa debe ser tomada por par- 
te del Ejezutivo Comunal cuando se elabora un presu- 
puesto. Y €ste presupuesto fue estructurado por iniciativa 
de ADEYOM, con el concurso de las bancadas del Frente 
Amplio, del Partido Nacional y del edil disidente. En ese 
presupuesto se insertaron normas ajenas a la materia pre- 
supuestal, como lo son las laborales que, evidentemente, 
deben estar en el Estatuto del Funcionario y no en un 
presupuesto. Es por eso que fundamentamos —reitero—- 
en más de una oportunidad, nuestra posición. Repito que 
hoy no sólo nos vamos con la esperanza de que se haga 
justicia sobre este hecho, sino también con la convicción 
de nue estamos en lo cierto. 


Nada más, y muchas gracias. 


SEÑOR DAVEREDE. — Señor Presidente: el hecho 
de que la Unión Cívica no tenga ediles en la Junta De- 
partamental de Paysandú quizas nos ponga en la mejor 
posición para considerar, un poco desde afuera, todo este 
problema suscitado en torno al presupuesto de €sa Inten- 
tencia. 


Crec —que Me perdonen los señores ediles que han 
concurrido— que se ha hecho demasiado hincapié en el 
preblerma político, mientras que éste es un problema emi- 
nentemente técnico, y se debe encarar desde ese punto de 
vista. Tesde luego que estamos en un cuerpo «de indole 
política —no lo podemos soslayar— pere eso es algo sub- 
jetivo en relación con lo que es el gran problema: las 
observaciones interpuestas por el Tribunal de Cuentas al 
presupuesto votado en mayoría por la Junta Departamen- 
tal de Paysandú. Es ahí donde tenemos que pcner el acen- 
t9, porque de lo contrario, entraríamos en un terreno que 
nos llevaría a no tener una visión exacta de cuál es el 
problema, y éste —reitero— está centrado en las obser- 
vaciones que ha formulado el Tribunal de Cuentas de la 
República. 


Repito lo que señalaba en una sesión anterlcr: que 
me parece que no podemos continuar hablando tanto de 
lcs problemas partidarios, inclusive internos, de la propia 
Junta Departamental, porque eso desdibujaría, en gran 
medida, la visión del problema mayor, que es el presu- 
puesto votado en maycría por la Junta. 


Creo que esta Comisión debe poner su mira en ello, 
es decir, en considerar las observaciones técnicas de un 
organismo técnico del Estado que, justamente, las ha 
efectuado en función de lo que establece la Constitución, 
que ha sido violada por el presupuesto votado en mayoría 
por la Junta Departamental de Paysandú. 


Esa es la posición de la Unión Civica hasta este mo- 
mento; cuando volvamos a conversar en Comisión y dis- 
cvtir en profundidad el tema, veremos si hay otros ele- 
mentos de juicio que nos hagan cambiar de posición. 


Me parece que es interesante que los señores ediles 
de Paysandú que han comparecido ante esta Comision 
conozcan también el pensamiento de la Unión Civica. 


SEÑOR ETCHEVERRIA. — Señor Presidente: desea- 
mos aclarar los aspectos técnicos y jurídicos de este pro- 
blema, las incongruencias de este presupuesto que se ha 
elevado al Tribunal de Cuentas. Me refiero a eso porque 
hablo ante un órgano netamente legislativo como lo es 
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esta Comisión bicameral, que representa a la Asamblea 
General. 


Quienes tenemos antecedentes en un cuerpo legisla- 
tivo comunal nunca hemos visto que, dentro del articula- 
do de un presupuesto se haga referencia a que de acuerdo 
a los informes obtenidos en la Comisión de Presupuesto 
ce la Junta Departamental de Paysandú, en sesiones de 
los días 28/10/85 y 30/10/85, la reasignación de recursos 
propuestos en el artículo 70 hace efectivas economías, etc., 
como se expresa en el artículo 73 del proyecto original 
elevado a la Junta Departamental. 


También se fija la jornada semanal máxima, en ré- 
gimen de horario continuo para el personal jornalero y 
contratado, en cuarenta horas de lunes a viernes, con 
ocho horas diarias y media hora de descanso. Entonces, 
tendríamos que preguntarnos qué hacemos con los seño- 
res que tienen que atender las plazas públicas de Pay- 
sandú cuando se trata de días que no son hábiles, como 
sábados, domingos, feriados y cuando deben realizar tra- 
bajos fuera de hora. 


Si hacemos referencia al aspecto técnico, debemos 
decir que en este proyecto elevado a la Asamb'ea Gene- 
ral, se están invadiendo no sólo las competencias, sino 
también la jurisdicción de la legislación nacional que 
compete exclusivamente a ambas Cámaras. 


Por el artículo 65 del proyecto se establece que €l 
funcionario municipal que se acoja al beneficio de la ju- 
bilación, será ascendido en dos categorías, exceptuando 
aquéllos casos cuyo suelác supere el equivalente a cuatro 
sueldos minimos municipales, así como ei de los cargos 
de particular confianza, creando prácticamente una legis- 
lación similar a la policial o militar de nuestro país. Es- 
ias son competencias exclusivas de cada Cámara y no de 
la Junta Departamental. 


Podriamos hablar prácticamente todo el dia refirien- 
donos a cada artículo, porque todas las observaciones rea- 
lizadas por el Tribunal de Cuentas las realizamos y deta- 
llamos en la propia Junta Departamental antes de que 
fuera elevado el proyecto al Tribunal de Cuentas. Cada 
uno de los artículos tiene una incongruencia y una in- 
constitucionalidad flagrantes que le impiden continuar su 
proceso. 


Todo esto, tácitamente está diciendo: ¡no! Entonces, 
¿por qué estas disposiciones fueron introducidas aquí? 
Existe una sola razón —para no hablar de que existió 
mala fe de parte de nadie— esto se hizo así porque existe 
un desconocimiento total de lo que es una Junta Depar- 
tamental y de la legislación nacional. Nosotros no somos 
diputados ni senadores que podamos legislar a gusto y 
gana, planteando determinadas sugerentias a otro orga- 
nismo. Dentro del terreno departamental podemos ha- 
cerlo cuando se trata de algo que está dentro de las com- 
petencias de la Junta pero, reitero, no podemos invadir 
terrenos ajenos y aquí estamos invadiendo la jurisdicción 
de las Cámaras de Diputados y Senadores, como ocurre 
con el caso de la disposición que crea una similitud con 
la ley militar o policial, 


Podemos seguir haciendo enumeraciones: hay aumen- 
to de gastos y disminución de recursos, que son reales 
inconstitucionalidades. Entonces nos preguntamos si todas 
las incompatibilidades intrínsecas a este proyecto pueden 
pasar a través de esta Comisión bicameral primero y de 
la Asamblea General, después, llegando a aprobarse una 
serie de inconstitucionalidades importantes. Nosotros cree- 
mos que no; que evidentemente no se pueden avalar le- 
galmente una serie de inconstitucionalidades que queda- 
rán marcando una norma para todas las demás Juntas 
Departamentales de nuestro país. En otros departamentos 
no van a rozar únicamente al partido de Gobierno, sino 
a otros partidos, lo que está dando la pauta de que tam- 
bién en otros departamentos se puedan realizar incons- 
titucionalidades como las que acabo de mencionar. 


SEÑOR COMAS. — Es propósito de la delegación de 
ediles de Paysandú aquí presente, reiterar nuestro agra- 
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decimiento a los integrantes de esta Comisión y no dis- 
traer más su atención porque sabemos lo valioso que €s 
su tiempo. Deseamos terminar nuestra intervención por- 
que creemos haber sido lo suficientemente claros. Pedi: 
mos perdón si en algún aspecto hemos sido subjetivos y 
hemos puesto un poco de calor, pero las palabras fueron 
dichas con buena voluntad, con buen sentido, y sin ctra 
intención. 


Nada más; muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Aguirre). — Si nadie desea 
formular ninguna pregunta a la delegación de ediles de 
Paysandú, agradecemos su presencia, la información que 
os han brindado y le decimos al señor Presidente y a 
sus compañeros que si hubo algún término que motivó 
alguna réplica o consideración política, fue únicamente 
íruto de la pasión que todos sentimos, cada uno desde su 
respectivo punto de vista defendiendo sus ideas y las de 
£u partido. 

Nuevamente agradecemos su visita y les manifesta- 
mos que si alguna vez se tiene que reiterar, con mucho 
gusto las puertas de la Comisión están abiertas para re- 
cibirlos. 


(Se retiran de Sala los integrantes de la Junta De- 
partamenta! de Paysandú) 


(Entra a Sala una delegación de la Asociación de Em- 
pleados y Obreros Municipales de Paysandú. ADEYOM) 


Continúa la sesión. 


. Agradecemos la visita de la delegación de la Asocia- 
ción de Empleados y Obreros Municipales de Paysandú 
y estamos a la espera de los plantecs que deseen for- 
mular. 


SEÑOR VARELA. — En primer término, deseamos 
agradecer a esta Comisión bicameral que estudia el tema 
del Presupuesto de Paysandú habernos recibido en el día 
de hoy. Creemos que podemos aportar si no un elemento 
de significativa importancia, sí un aspecto distinto, ya 
que conformamos una organización de carácter social que 
Gesde el primer momento impulsó la concertación a nivel 
político y socia? en el departamento de Paysandú Cree- 
mos que el gran tema qaue se discutía en aquel entonces 
y que se discutió durante el conflicto de dos meses y 
medio que mantuvo la organización gremial enfrentada 
al ejecutivo comunal, terminó con un saldo positivo para 
dicha organización el 10 de mayo del año pasado. Se 
produce una cadena de sucesos que deseamos que los !e- 
gisladores integrantes de esta Comisión conozcan. 


_Es decir que el Intendente Municipal de Paysandu 
dejó de lado, en primera instancia, una cantidad de Con- 
quistas logradas a través de la concertación. 


__ Hemos venido dialogando e intentando por todas las 
vías y medios posibles, ya sea a través de nuestra orga- 
nización gremial o de la Federación Nacional de Munici- 
pales, ya sea a través de entrevistas de diversos tipos del 
PIT-CNT local como nacional, buscar caminos para en: 
contrar salida a las mínimas reivindicaciones que pedia.- 
mos, y que continuamos reclamando con la simple pre- 
tensión de recuperar los niveles que teníamos en el año 
1972. Cuando nos referimos a ese nivel, expresamos que 
las mejoras insertadas ahora, en el presupuesto aprobado 
por esta concertación, no tienen ni más ni menos que la 
gran virtud de recoger todo o casi todo lo que los traba- 
jadores municipales tenían en el último período demo- 
crático. Estoy hablando del Presupuesto departamental de 
los años 1972 a 1977. Pero antes queremos explicar cómo 
se llegó a esta concertación. En primer lugar, tenemos 
que detir que la Junta Departamental de Paysandú en 
pleno recogió nuestros pestulados, aprobó nuestra plata- 
forma de 21 puntos que, en definitiva, era la de la Fe- 
deración Nacional de Municipales, donde estaban inclui- 
das todas las mejoras que a posteriori se votaron en la 
concertación. Lo mismo sucedió por segunda vez cuando 
al poco tiempo, en la búsqueda de sintetizar la platalor- 


17 de Febrero de 1986 


ma económica y social de los trabajadores, decidimos re- 
bajar la plataforma a 15 puntos, condensando algunos y 
la Junta Departamental también le dio aprobación en su 
totalidad, con los votos de los ediles del señcr Intendente 
Municipal. 


Pensamos que lo que sucedió después y, que recogió 
la concertación, es el espíritu con que votaron la totali- 
dad de los miembros de la propia Junta Departamental. 
Para demostrar si lo que estamos diciendo es cierto o no, 
están las actas de las sesiones de la Junta Departamen- 
tal, nuestras intervenciones en Comisión General y toda 
la documentación por si los señores legisladores desean 
consultarlas. 


Entonces, si decimos que en el periodo presupuestal 
de 1972 a 1977 habiamos conseguido estas mejoras y el 
actual titular del ejecutivo comunal era el Secretario de 
la Intendencia, nos preguntamos cómo pudo haber suce- 
dido esto. 


En el año 1972 se plasma el premio retiro, tal como 
está establecido hoy aquí, el seguro de salud, el problema 
de los viáticos, los descuentos de cuotas por parte de la 
'Fesorería, es decir todas y Cada una de las conquistas 
que ustedes van a ver en este presupuesto concertado. 
Todo ello ya estaba en el presupuesto del último pericdo 
democrático, 1972-1977. ¿Qué pasó en adelante? Que el 
cargo de Intendente fue ocupado por el antes Secretario 
de la Comuna, arquitecto Belvisi. Además, a posteriori 
de ello, sucedieron los hechos del 27 de junio de 1973 y 
a partir de allí se van cercenando, una por una, las con- 
quistas que se habían logrado en ese período. Creemos 
que 1974 es el último año que se paga el salario vacacio- 
nal, por lo que tuvo vigencia sólo durante docs años. Al 
finalizar el año 1973 la Intendencia contaba con 800 y 
lgo funcionarios municipales. 


Hoy posee alrededor de 1.200 trabajadores y queíúan 
sólo 101 de los anteriores. La edad promedio en aquel 
entonces era de 42 a 43 años, por lo que no se puede ar- 
giúir motivos jubilatorios pues no se alcanzaba un prome- 
dio tan alto para ello. La campaña fue descomedidamen- 
te represiva contra todas aquellas personas que de una 
mantra u otra estaban vinculadas a la organización gre- 
mial, desde su Consejo Directivo, su colegio de delegados 
o si se tratara simplemente de un activista gremial, de 
un asambleista, etcétera. 


Deseamos hacer una narración muy sucinta de esto, 
porque sabemos que ja Comisión ha tenido un intenso tra- 
bajo en el día de hoy fundamentalmente. Ha culminado 
una serie de actitudes que se venian planteando de des- 
conocimiento de las resoluciones de la Junta Departamen- 
tal y del diálogo. Repetimos que no se debe olvidar que 
la propia Junta Departamental, con el vote de todos sus 
miembros, había apoyado una plataforma de 21 puntos, 
y en uno de ellos se incluían Comisiones sectoriales a los 
efectos de estudiar el presupuesto, con participación de los 
trabarjadcres, de la Junta Departamental y del Ejecutivo 
Comuna. etcétera. Esto no se cumplió en ninguna de las 
oportunidades y entonces nos encontramos con un presu- 
puesto enviado a la Junta Departamental el último día, 
que no contiene absolutamente ninguna mejora para los 
trabajadores municipales. 


No deseamos abundar en los demás detalles que los 
señores miembros de la Comisión conocen, como por ejem- 
plo los aspectos jurídicos del problema, a los que no nos 
vamos a referir porque nos declaramos intapaces en la 
materia. 


Pero sí debemos decir que no se había tomado en 
cuenta ni una sola de las conquistas de los trabajadores 
municipales, siendo la de Paysandú una Intendencia de 
excepción en el país, es decir, la única que no recogía 
por lo menos las aspiraciones más sentidas de los traba- 
jadores municipales. 


Fue allí, entonces, donde empezó a madurar la idea 
de buscar, mediante la negociación —que planteaba per- 
manentemente el Intendente Municipal— la posibilidad de 
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un Mensaje Complementaric, pero éste llegó con N$ 23 
por año de antigiedad para los trabajadores municipa/es. 
No voy a hacer más comentarios sobre este punto, por- 
cue es bastante elocuente. 


Desde ese momento no ha habido más posibilidades 
de diálogo. Se ha insistido en él una y otra vez por parte 
de la organización gremial, hasta que el 16 de octubre 
del año pasado ésta convoca a asamblea, a la cual invita 
a todos los partidcs y sectores políticos sin excepción de 
ninguna especie —tanto es así 0ue concurren ediles repre- 
sentantes del señor Intendente— y en ella se decide bus- 
car los métodos de concertar una forma de presupuesto 
más viable que tenga en cuenta los aspectos constitucio- 
nales, jurídicos y legales y además las necesidades de la 
pcb:ación y de lcs trabajadores municipales. 


Es así que diversos sectores políticos y sociales nos 
(mpezamos a reunir. Los sectores políticos estaban repre- 
sentados por el Partido Nacional, por el Frente Amplio 
y pcr el sector de la Lista 515 del Partido Colorado; los 
sectores sociales, por nuestra organización gremial (ADE- 
YOM), por el PIT-CNT local, y por los jubilados y pen- 
sionistas. Creemos que esto da una idea del amplio espec- 
tro en que se venía trabajando. Se actuaba en forma. ple- 
aria, con abundancia de datos. Si bien se puede decir 
que algunas veces hemos pecado de inexperiencia, tal vez 
elo se debió a una falta de datos de que disponía la In- 
tendencia. De todas formas, se han conseguido resulta- 
dos, no sólo para los trabajadores, sino también para la 
población. Los trabajadores municipales consiguen recu- 
perar el 90% de las conquistas scciales que tenían en el 
período 1972/77. Pero la población recibe en ese presu- 
puesto, una dotación para alimentación, salud y vivienda 
rue nos parece que es una de las cosas más importantes 
y Que hay que tener más en cuenta, a los efectos de valo- 
rar —desde todo punto de vista— esta situación en el 
Presupuesto Municipal de Paysandú. 


Entendemos que de alguna fcrma los ediles concer- 
tantes han tomado patrióticamente y con énfasis muy 
particular —en lo que tiene que ver con lo departamen- 
tal— todos los temas que estaban planteados. Como los 
señores legisladores saben, las competencias de la Comu- 
na no son demasiadas; lo que se podía hacer, se mejoró. 
Creemos que los trabajadores municipales a través de 
esto que se ha insertado en el Presupuesto, tienen cier- 
tas garantías que hasta ayer no poseian. Por ejemplo, 
podemos decir que un trabajador municipal que es san- 
cionado, se le obliga a trabajar durante la suspensión, 
por lo que ese trabajador tiene una sanción doble, por- 
que Cuando no trabaja es obligado a hacerlo, y no se le 
paga. 


Estas son cosas que han sucedido hasta hace muy 
poco tiempo, y el último conflicto de dos meses y medio 
con la Intendencia Municipal de Paysandú fue el que 
empezó, digamos, a abrir las puertas a los aires aemo- 
cráticos frente a lo que existia —y €n parte existe— con 
relación al autoritarismo en la Comuna de Paysandú. 


"También está planteado con gran fuerza el problema 
de los traslados. De pronto a algún señor legislador le 
asombrará ver una cláusula en el Presupuesto que habla 
sobre los traslados. Lo que ocurre es que los traslados son 
hechos ccrrientes, que causan un permanente clima de 
desasosiego dentro de la Intendencia. A esto hay que po- 
nerle un freno porque no resiste el menor análisis, ni 
jurídico ni de parte de la Intendencia. Esta ya no hace 
los traslados por una resolución escrita, sino en forma 
verbal. Tenemos entendido que estos traslados dicen: 
“mediante resolución fundada”. Pero no existe dicha re- 
solución fundada, porque el único fundamento es tras- 
ladar el trabajador que de alguna manera demuestra leal- 
tad hacia la organización gremial y que resiste los em- 
bates de algo que nosotros pensábamos que en cierta for- 
ma estaba superado en este país. 


Y así son todas las cosas que deseábamos enumerar. 
Pero fundamentalmente venimos a manifestar lo que le 
parece a la organización gremial con respecto a este pre- 
supuesto; lo hacemos como fuerza social integrante de la 
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Concertación, y pensamos que si no es un trabajo bri- 
lante, por lo menos atiende a las necesidades €lenmen- 
tales de los trabajadores municipales de Paysandú. En 
segundo término, esto instaura un nuevo clima dentro de 
las relaciones pueblo, empleados y ejecutivo y legislativo 
comunales. 


Creemos que de ahora en adelante, de alguna torma, 
se van a establecer las competencias claras y cada cual 
va a tener plena conciencia de lo que tiene que hacer y 
cuáles serán los caminos a seguir. Si bien no estamos en 
el amplio terreno de los 3:000.000 de habitantes, puesto 
que nuestro departamento cuenta solamente con 160.000, 
entendemos que las pautas, las formas y los caminos, de 
una manera u otra serán para todos iguales. 


Nosotros somos concertantes y queremos seguir sién- 
dolo, y deseamos continuar uniendo a todos los sectores 
políticos y sociales, para lograr, no derrocar a la Inten- 
dencia Municipal de Paysandú —como pareciera haber 
sido dicho, por algún sector, tratando de conseguir un 
escándalo con esto— sino buscar que la gente viva un 
poco mejor. 


SEÑOR DAVEREDE. — Desearía una mejor ilustra- 
ción, por si no he entendido bien lo que aquí se ha ex- 
presado. El compañero delegado de ADEYOM se referia 
a la cantidad de funcionarios que figuraban en las pla- 
nillas de la Intendencia de Paysandú durante el perícdo 
do la dictadura. Creo que se había hablado de 800 y tan- 
tos funcionarios. Luego esa cifra se vio reducida a poco 
más de 100. ¿Esas personas fueron destituidas, obligadas 
a jubilarse o simplemente despedidas? ¿En qué condición 
cuedó todo ese personal excedentario, una vez instaurado 
el rérimen democrático? 


Además, desearía saber si esa cantidad de 1.000 y 
pico de funcionarios que tengo entendido tiene la Inten- 
dencia Municipal de Paysandú, son presupuestados, con- 
tratados o, simplemente, zafrales. Le agradecería al señor 
Varela si me puede ilustrar al respecto. 


SEÑOR VARELA. — Nosotros haciamos la siguiente 
precisión: en el año 1973 creemos que había 834 funcio- 
narios. Trabajamos en la Comisión de Ascensos, que era 
la que tenía que ver con la regularización de toda la ca- 
rrera del trabajador municipal, habiendo llegado a cons- 
tatar esa cifra. En este momento hay 1206 funcionarios. 
Puede ser que tengamos alguna variación, aunque el nú- 
mero puede resultar mayor. 


Entonces, ¿qué pasó con aquella cantidad de funcio- 
narios? Por supuesto que muchos emigraron, que es un 
problema general del país en el que están incluidos, tam- 
bién, los sanduceros; muchos se jubilaron, otros se reti- 
raron, y como hay mucha gente de oficio dentro de la 
Intendencia, pusiercn su taller por cuenta propia. 


De los 1.206 trabajadores que pertenecen a la Inten- 
dencia, presupuestados hay alrededor de 400. El resto no 
son zafrales, sino que en Paysandú —no sé si se da en 
todas partes— se les llama jornaleros, es decir, cobran 
los jornales que trabajan. No se trata de personas zafrales 
ni contratadas. Inclusive tenemos jornaleros con treinta 
y siete años de trabajo, por lo que no se le puede llamar 
un contrato de treinta y siete años. No sé si con esto 
contesto la pregunta del señor legislador. 


SEÑOR DAVEREDE. — Lo cierto es que me descon- 
cierta un poco esa figura —casi una entelequia— de que 
esos trabajadores no son contratados ni zafrales, sino que 
son jornaleros. Pero jornalero es todo aquel gue percibe 
una remuneración, cualquiera sea su condición laboral. 
No obstante, si existe un tipo de funcionario municipal 
en Paysandú al que se le llama jornalero, desearía saber 
si es presupuestado o no y en qué condiciones está. Esa 
es mi interrogante. 


SEÑOR GENTA. — Voy a tratar de contestar su pre- 
gunta. Lo que nosotros llamamos funcionarios jornaleros 
son unos trabajadores contratados sin término. 
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También existe el contratado típico al que se le re- 
nueva el contrato cada dos, tres o seis meses. Asimismo, 
hay en Paysandú un número bastante alto de funciona- 
rios que no figuran en los padrones como tales, cuyo pago 
se atiende con lo que en el presupuesto departamental 
se llama el rubro 3, o sea que están incluidos en algo 
que se denomina Gastos no personales. Estos iunciona- 
rios sólo tienen derecho a percibir el jornal por el tiem- 
po que trabajan, pero no se les hace descuento por con- 
cepto de montepío jubilatorio y no tienen derecho al se- 
guro de salud, licencias, ni ningún otro beneficio. No 
hay una resolución del Municipio que los vincule al mis: 
mo con Carácter de funcionarios, sino que perciben una 
suma de dinero equis, por concepto de servicios presta- 
dos. Son lo que podríamos llamar funcionarios zafra'es, 
pero están fuera de toda norma jurídica, porque no hay 
nada que los ligue a la Intendencia de Paysandú. 


S¿ÑOR DAVEREDE, — Cabe acotar, como comenta- 
rio, que esas personas estarían casi en la condición de 
trabajadores independientes, en la medida que no tienen 
derecho a los beneficios sociales. Por otra parte, y tam- 
bFién a vía de comentario, hay que señalar que se trata 
de una masa enorme de gente sobre Cuya situación el 
intendente dispone sin tener prácticamente que intormar 
ni dar cuenta a nadie. O sea, en los hechos, es algo in- 
controlado. Si no interviene la Junta Departamental de 
alguna manera, el Intendente tiene las manos libres pa: 
ra tomarlos y despedirlos. De modo que lo que surge de 
la exposición que acaban de hacer los delegados de la 
Asociación es una situación aparentemente un tanto irre- 
gular. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Si la Comisión me lo per- 
mite, usará de la palabra desde la Presidencia. 


Esta confusa situación en cuanto a la categorización 
jurídica de estas perscnas que trabajan en la Intenden- 
cia de Paysandú en las condiciones que se han expuesto, 
deriva de que se manejan dos tipos de clasificaciones que 
responden a criterios distintos. La separación del tuncio- 
nario contratado del funcicnario presupuestado, atiende 
a la naturaleza del vínculo jurídico en sí; vale decir, el 
funcicnario presupuestado es de carácter permanente, in- 
cluido por definición en la carrera administrativa y que 
goza de los derechos que a ella son inherentes, mientras 
el funcionario contratado no está comprendido en la Ca- 
rrera administrativa y no tiene estabi'idad como tal. Co- 
mo todos sabemos, esto último es una Corruptela que exis- 
le en la Intendencia de Paysandu, pero que también se 
dio a nivel nacional durante la dictadura, como tuvimos 
oportunidad de comprobar al tratar el Presupuesto Na- 
cional. 


En cambio, la otra categoría de funcionarios jornale- 
ros, o de jornaleros, lisa y llanamente, atiende a la for- 
ma de la remuneración y a la periodicidad de la misma 
O 'sea que en lugar de tener una asignación mensual fija, 
como tienen los funcionarios presupuestados y contrata- 
dos, se les paga de acuerdo con los días o jornadas tra- 
bajados, de modo que están en las peores condiciones en 
los dos aspectos: son contratados y además no se les paga 
una retribución mensual, sino que perciben jornales. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Creo que la situa- 
ción en que se encuentran esos trabajadores es aún peor 
de lo que expresa el señor Presidente. Cabe aclarar que 
no es una situación que haya surgido durante la dicta- 
dura, sino que se viene arrastrando de muchos años an- 
tes la existencia del jornalero permanente, cuya perma- 
nencia en realidad sólo depende de la buena voluntad 


del jerarca, porque no ingresa bajo ningún contrato, sino 


que ingresa “sine die” y se le paga normalmente cada 
quince días. 


Además, el desempeño de sus tareas puede prolongar- 
se durante años o tan sólo durante quince días, que es 
el término mínimo dada la forma en que se remunera 
su labor. En algunos Municipios —cito el caso de Colo- 
nia, que es el que conozco— se les empezó a llamar per- 
manentes después de figurar en los padrones laborales 
del Municipio durante uno, dos o tres años, es decir, des- 


17 de Febrero de 1986 


pués de alcanzar cierta antigúedad. Eso creó un estatuto 
no escrito de permanencia que los diferenciaba a aque- 
llos que eran contratados para actividades Zaírales, como 
por ejemplo, la poda, que realizaban un trabajo zafral y 
luego eran despedidos. En cambio, generalmente quienes 
integraban las cuadrillas de limpieza, adquirian con el 
tiempo —pero también en forma verbal— ese “status” de 
jornaleros permanentes, que es un engendro administra- 
tivo que no obedece a ninguna norma. Cuando un Inten- 
Gente por buena voluntad y por razones humanas, enten- 
día que no era justo despedirlo, lo dejaba, y asi pasaban 
de una Administración a otra. Es evidente que esto es 
algo que no debe existir más en los tiempos que estamos 
viviendo porque no supone ninguna garantia. 


SEÑOR BERTACCHI. — Tengo entendido que en el 
proyecto de presupuesto elaborado por los ediles concer- 
tantes, se tendió a solucicnar esta situación. Sería con- 
veniente que jo aclararan los integrantes de la gremial, 
porque tengo entendido que en este Presupuesto se ha 
establecido la forma de destitución de los jornaleros, asi 
como también el seguro de un mínimo de jornales. 


Otra situación grave que se daba era la de tuncio- 
harios que estaban en una determinada categoría, perci- 
bían su sueldo de acuerdo con ella. pero cumplian fun: 
ciones correspondientes a categorias superiores. 


SEÑOR GENTA. — Antes de contestar al señor le- 
eis:ador Beriacchi, quisiera hacer una aclaración sobre lo 
¿nterior. 


En la Intendencia de Paysandú habia tres catego- 
rias de func:onarios: lcs presupuestados, los jornalero: 
—cuyas Características describió muy kien el señor legis- 
lador Porras Larralde— y un tercer grupo, que no sé sí 
cabe llamar categoría, que es el de los que no perciben 
vna cantidad determinada por los servicios prestados y 
lio tienen derecho a ningún beneficio social. En cuanto 
a estos últimos, se da el caso de Gue la mayoria son tun: 
cionarios que están cumpliendo tareas desde hace dos 
tres o cuatro años por lo que ya serían prácticamen:e 
funcicnarios permanentes, pero nc figuran en ninguna 
planilla. 


En cuanto a lo que planteaba el señor legislador Ber- 
tacchi, ei el Presupuesto elaborado por la Junta Depar- 
tamental se prevá una serie de artículos que dan cierta 
tranguilidad al funcionario municipal, como ser que los 
jornaleros que tengan dos o más años de antigúedad, tie- 
nen derecho a ingresar al presupuesto departamental me- 
diante normas que allí se establecen, y que la destitución 
de los jornaleros (cue tengan rinco o más años de anti- 
gúuedad debe regirse por el artículo 35 de la Ley N9 9.515. 
donde se establecen las tres causales normales —inépti- 
tud. omisión o delito—- por las cuales se puede disponer 
el cese, previo sumario administrativo correspondiente. Eso 
da una Cierta tranquilidad a una cantidad enorme de 
funcionarios de la Intendencia que llevan ya muchos 
años como jornaleros o Z7afrales. 


También se establece un mínimo de 25 jornadas, lo 
que en cierta medida los pone a salvo de lo que expre- 
saba el señor legislador Porras Larralde, ya que a veces 
Ocurre que el trabajador, por causas que no les son im- 
putables, no alcanza a trabaiar todas esas jornadas y, 
como su retribución es en base a jornales trabajados, ter- 
mina cobrando mucho menos. A través de la disposición 
proyectada, se asegura a este tipo de funcionarios la per- 
cepción de 25 jornales. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No habiendo más anotados 
para hacer uso de la palabra, si ningún integrante de la 
Comisión desea solicitar nueva información o atlaraciones 
a los señores dirigentes de ADEYOM, agradecamos su 
presencia y les decimos que su información ha resultado 
muy ilustrativa y que, en caso de que no se deseara agre- 
gar nada más, daríamos por finalizada esta visita. 


SEÑOR VARELA. — Nosotros debemos agradecer a la 
Comisión el habernos recibido y nos ponemos a las órde- 
nes para cualquier tipo de información complementaria. 
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(Le retiran de Sala los señores Genta y Varela, diri- 
gentes de ADEYOM) 


SEÑOR PRESIDENTE — Por una omisión de la Mesa, 
al comienzo de la sesión olvidamos poner a consideracion 
el Acta número 2, de acuerdo con el procedimiento se- 
guido en la sesión anterior. Esta acta ya fue repartida 
y si no se formulan observaciones, la daríamos por apro- 
bada. 


(Se vota) 
— AFIRMATIVA. 


De acuerdo con lo que habíamos resuelto antes de 
que ingresaran a Sala los señores ediles, en principio :2 
próxima sesión sería el día jueves a la hora 15. Si ese 
Gía sesiona la Asamblea General o si hay problemas po- 
líticos que determinen previamente la reunión de las ban- 
cadas, la sesión con la presencia de miembros del Tr:bu- 
nal de Cuentas pasaría para el día lunes a las 15 horas. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Justamente, du- 
sanie el lapso que no estuve en Sala me hice presente 
en la Comisión de Presupuesto. Esta no pudo funcionar 
ucrinalmente en atencion a que, a raíz de un planteo de 
la bancada del Partido Nacional —que Tue compartido 
por los outrus sectores políticos y apoyado por unanimi- 
unú—- se entendió que nc se podia sesionar formalmente 
íenlend: en cuenta que por Íaltia de quorum la Asamblea 
General nc levantó el receso a ese respecto. Por lo tanto, 
la Asamb'ea General va a ser citada el día miércoles y 
es un entendido que tiene acuerdo entre todas las ban- 
cadas que el día jueves sesionará la Comisión de Presu- 
puesto, desde temprano, con la presencia de representantes 
del Poder Ejecutivo. Seguramente, la actividad de la Co- 
misión abarcará jueves y viernes, lo que significa que 
prácticamente está admitido que el presupuesto empeza- 
rá a considerarse en la Asamblea General del día lunes. 


Digo esto porque me parece que lo más procedente 
es, lisa y llanamente, facultar al señor Presidente de la 
Comisión para que, en atención al proceso de trabajo que 
determine el estudio del presupuesto, disponga continuar 
con la actividad de la Comisión. No sé cuántos integran- 
tes de esta Comisión formamos parte de la de Presupues- 
to, pero yo tengo la obligación de asistir a las dos Comi- 
siones porque no se trata solamente de leer la versión 
taouigráfica. Por ejemplo, a los efectos del tema Tribu- 
nal de Cuentas, me interesa estar presente en Sala en 
ese momento. 


SEÑOR SECRETARIO. — Son dos miembros. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Lamento que 
ahora no esté presente el señor senador Rica.doni que 
fue el autor de la mocion, pero se me ocurre que el jue: 
ves va a ser un día en que la sesión resultará imprac- 
ticable porque, por razones obvias, no solamente debe- 
mos estar en la Asamblea General para tratar el Presu- 
puesto, sino que hay reuniones de bancadas, actividad de 
Comisión, etcétera. No sé qué pasará en otras bancadas, 
pero la de: Frente Amplio prácticamente está en sesión 
permanente con respecto a este tema. Por eso, es muy 
difícil prever desde ya a qué día y a qué hora nos vamos 
a poder reunir. 


Por tanto, sugeriría que se faculte al señor Presiden- 
te de la Comisión para que concierte con los miembros 
del Tribunal de Cuentas la realización de la próxima se- 
sión en el más breve lapso posible. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor senador Rodríguez 
Camusso ha manifestado que el acuerdo sería para que 
sesionara la Comisión de Presupuesto, es decir, que no 
habría reunión de la Asamblea General hasta el día lunes. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Presumiblemen- 
te; puede haber el día viernes si la Comisión terminara 
el jueves, pero es algo que parece poco probable. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Efectivamente, como dice 
el señor senador Rodríguez Camusso aunque no Coincida 
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la hora de sesión de la Comisión con la de la Asamblea 
General, hay actividad politica previa de las bancadas 
dado que el problema es de gran trascendencia. Se me 
ocurre, entonces, que si es factible que la Asamblea (Ge- 
neral sesione el próximo lunes, también podremos tener 
dificuitades para que esta Comisión sesione a la hora 15. 
En tal supuesto me parece más prudente que si la reu- 
nión de la Comisión debe hacerse el día lunes, la reali- 
cemos en horario matutino. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Apoyado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sesicnaríamos, en principio, 
a la hora 9 y 30 y convocaríamos para esa hora al Tri- 
bunal de Cuentas Por tanto, voy a consultar con los de- 
más miembros de la Comisión y si ellos no maniliestan 
oposición, la sesión quedaría fijada para el día lunes a 
la hora Y y 30. Si no hay oposición a ese temperamento, 
se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 57) 


VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE 
LA COMISION DEL DIA 3 DE FEBRERO DE 1986 


(Sin corregir) 
Preside: señor senador Gonzalo Aguirre Ramírez. 
Secretario: señor Jorge M. Frigerio. 


Miembros: señores senadores Pedro W. Cersósimo, Amé- 
rico Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso y 
señores Representantes Nacionales Héctor Barón, Car- 
los Bertacchi, Julio Daverede y Elías Porras La- 
rralde, 


Asiste: señor secretario de la Cámara de Senadores Ma- 
rio Farachio. 


Invitados especiales: señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas contador Alfredo Rega Vázquez y asesores 
escribano Esteban Brongo, contadores Osvaldo Dohir 
y Arturo Gonella y doctora Esther Muñoz de Ham. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 30 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Debo agradecer en nombre 
de la Comisión, al señor Presidente del Tribunal de Cuen- 
tas y a los señores asesores del organismo su presencia 
en esta Sala, con motivo de la consideración de las dis- 
crepancias surgidas entre este Tribunal y la Junta De- 
partamental de Paysandú, a raíz de las observaciones 
formuladas por el organismo al presupuesto de esta úl- 
tima. 


El problema es complejo y, por consiguiente, la Co- 
misión agradece la información que van a proporcionar 
los señores representantes del Tribunal de Cuentas al 
respecto. 


En general, el régimen de trabajo que se ha seguido 
en ocasión de la visita a esta Comisión de integrantes de 
la Junta Departamental de Paysandú, consiste en escu- 
char en primer término las exposiciones realizadas con 
carácter informativo por quienes asisten a la reunión y. 
luego, formalizar un diálogo cun la finalidad de realizar 
las aclaraciones que consideren pertinentes los miembros 
de la Comisión. 


Si no hay observaciones que formular a este método 
de trabajo, tiene la palabra el señor Presidente del Tri- 
bunal de Cuentas. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Señor Presidente: el 
Tribunal de Cuentas, en este caso, ha actuado en cum- 
plimiento del plazo exiguo de 20 días que establece la 
Constitución de Ja República para la consideración de 
presupuestos que generalmente se acumulan, al punto de 
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que suele haber 16 ó 18 de ellos para ser considerados 
a la vez por el Tribunal. 


Al esfuerzo considerable que significó para el Tribu- 
nal de Cuentas la consideración de los presupuestos mu- 
nicipales en el escaso plazo de 20 días, se sumó el hecho 
de que en este año, se produjo el cambio de autoridades 
municipales y asesores de los distintos municipios. Se 
formularon infinidad de observaciones a estos presupues- 
tos municipales, pero el de Paysandú presentó una ca- 
racteríst:ica muy compleja, ya que se detectaron varios 
aspectos irregulares de indole constitucional y legal. Se 
envió de regreso a la Junta Departamental, que lo había 
acompañado del Presupuesto del señor Intendente que 
virtualmente estaba sustituido por el de la Junta, el cual 
abarcaba aquél y otros muchos aspectos en materia pre- 
supuestal y legal. 


Las características más complejas del Presupuesto le 
Paysandú se tradujeron también en la actitud de las 
distintas Juntas Departamentales de los Municipios. To- 
das ellas recibieron presupuestos con observaciones, que 
aceptaron, remitiendo luego al Tribunal los artículos por 
los que daban cuenta de dicha aceptación. En Paysandú. 
en cambio, el problema fue más serio, al punto de que 
nos encontramos aquí presentes debido a que la Junta, 
Departamental de ese departamento rechaza las observa- 
ciones del Tribunal de Cuentas. Estas fueron efectuadas 
—siguiendo la técnica del Tribunal— a las normas que 
son ajenas a aquellas contenidas en la Constitución en 
materia presupuestal. En definitiva, si los señores sena- 
dores lo consideran pertinente, habría que analizar en 
particular una cantidad de puntos que nosotros hemos 
tratado de resumir en los resultandos del dictamen, en 
forma global, evitando abordar artículo por artículo el 
presupuesto. 


Hemos tratado de simplificar el estudio del presu- 
puesto. Los considerandos agrupan los temas observados 
y en los resultandos se dan las soluciones que el Tribunal 
estima conveniente que corresponden para cada uno de 
los grupoz de asuntos planteados en el articulado. 


Debo declarar que tal vez el Tribunal de Cuentas 
hubiera tenido que profundizar más el estudio del pre- 
supuesto correspondiente a Paysandú. Pero consideraba 
que estaba virtualmente cubierta la parte más importan- 
te del articulado y de las disposiciones. Por lo tanto no 
valla la pena entrar en más consideraciones, que es el 
problema que tiene el Tribunal en el momento actual. 
Quiero recalcar que el Tribunal de Cuentas vive inten- 
samente el problema de los municipios del interior que 
han tenido un virtual abandono en la conexión con este 
organismo. Recientemente se ha recobrado esa conexión 
a través de las auditorías que todos los municipios soli- 
citaron al tomar posesión las nuevas autoridades. Esas 
auditorías también significaron muchas recomendaciones 
y observaciones por parte del Tribunal. A pesar de ello, 
en este presupuesto se plantean otro tipo de observacio- 
nes bastante graves. 


Por esa razón es que estamos comprometidos a efec- 
tuar —si los medios que se nos acuerdan son suficien- 
tes— la más estrecha colaboración y conexión con los 
órganos departamentales para que se realice una función 
que tenga algo de docencia y colaboración, para evitar 
que se repitan las circunstancias que se han hecho rea- 
lidad en esta oportunidad. 


No observamos con el propósito de lucirnos sino tra- 
tando de crear una regularización de las normas de ad- 
ministración de los distintos organismos para que en el 
futuro se trabaje con más fluidez y el Tribunal, así co: 
mo las propias instituciones tengan más seguridad en los 
pasos que den para realizar su gestión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si ningún miembro de la 
Comisión desea formular alguna pregunta al señor Pre- 
sidente del Tribunal de Cuentas sobre esta exposición de 
carácter general, pienso que sería pertinente entrar al 
análisis particularizado de las observaciones realizadas. 


Si la Comisión está de acuerdo se procederá de esa 
manégra. 
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De acuerdo al dictamen del Tribunal que consta en- 
tre los antecedentes que maneja la Comisión, luego de 
la exposición de los hechos o resultandos, este Tribunal 
pasó a exponer sus consideraciones, es decir, sus conclu- 
siones. Si no interpreto mal estas son las observaciones 
formuladas al respecto. 


El considerando que figura erróneamente como se- 
gundo y que es el primero, avala la regularidad del trá- 
mite seguido por el proyecto de referencia en cuanto al 
cumplimiento de los plazos establecidos por la Constitu- 
ción de la República. 


La primera observación, en realidad, viene a estar 
contenida en el considerando 2%, que refiere a incumpli- 
miento de lo dispuesto por el artículo 214, literal d) de 
la Constitución de la República, o sea, lo referente a la 
inexistencia de normas para la ejecución e interpreta- 
ción del presupuesto. El considerando 2? dice lo siguiente: 
“que el Proyecto de Presupuesto formulado por el Eje- 
cutivo departamental no cumple con lo dispuesto por e! 
artículo 214 inciso d) de la Constitución de la República”. 


SEÑOR BERTACCHI. — El elevado por el Ejecutivo 
departamental, no el modificado por la Junta. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Digo —como muy bien lo 
expresa el señor Presidente— que ex los considerandos 
están consagradas las opiniones, desde el punto de vista 
jurídico, que el Tribunal tiene en relación con el presu- 
puesto sometido a consideración de la Junta Departa- 
mental. Naturalmente no está definitivamente sanciona- 
do por ésta, pero en el acuerdo del Tribunal, o sea la re- 
solución, cuando se dice: “19%) Emitir su dictamen cons- 
titucional, observando el Proyecto del Presupuesto para 
el período 1985-1989 del Gobierno Departamental de 
Paysandú, por las razones expuestas en los Consideran- 
dos Nros. 3, 4, 7, 8, 9, 10, 12, 14 y 15; 2%) Téngase pre- 
sente lo expresado en los Considerandos Nos. 5, 6, 11, 
13 y 17”. Para nada indica el Considerando 2%. Porque. 
como muy bien lo expresa el señor legislador Bertacchi 
este era el presupuesto que había remitido el Ejecutivo 
Departamental a la Junta Departamental, modificado 
por ésta. En este momento no está ni siguiera a consi- 
deración de esta Asamblea General y tampoco fue ele- 
vado al Tribunal como tal, sino que fue modificado sin 
ser sancionado por la Junta Departamental de Paysan- 
dú, porque para eso se necesita preceptivamente el pre- 
vío examen del Tribunal de Cuentas. 


Por una razón de economía procesal —porque no en- 
cuentro otra— las Juntas Departamentales aprueban dos 
veces el presupuesto o lo sancionan dos veces. Es lo que 
el profesor Cassinelli llama “sanción provisoria”. No exis- 
te la sanción provisoria. Lo que dice la Constitución es 
que el Poder Ejecutivo municipal deberá remitir a la 
Junta Departamental el presupuesto para su considera: 
ción. No tiene por qué aprobarlo, lo que sucede es que 
lo aprueba provisoriamente por una razón de economía 
procesal porque algo tiene que decir para que no vaya 
al Tribunal de Cuentas sin ser estudiado. De lo contrario 
volvería del Tribunal pues su dictamen es preceptivo, 
antes de sancionarlo y entonces recién ahí lo empezarían 
a estudiar. Esto no tendría sentido de manera que la 
verdadera sanción del presupuesto, la única sanción ocu- 
rre después del dictamen del Tribunal y eso todavía no 
ha sucedido. 


En consecuencia, lo que ha hecho la Junta Departa- 
mental es estructurar un presupuesto y ese presupuesto. 
que no es en este caso el del Ejecutivo Departamental, 
fue el que remitió al Tribunal de Cuentas para que éste, 
dentro de los veinte días perentorios a que refiere el se- 
ñor Pre:idente, emitiera su dictamen para luego proceder 
a su sanción —hay una sola— definitiva, siempre que 
no haya observaciones y si se allana a ellas; es decir, o 
no sanción y elevación a la Asamblea General, si no se 
allana a las observaciones. Eso es lo que está ocurriendo 
en este momento. Por eso digo que ese presupuesto no 
puede siquiera ser tenido presente, porque no está, de- 
sapareció, se consumió. ¿Es así? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Yo había incurrido en 
error porque es evidente que el proyecto de presupuesto 
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remitido por el Ejecutivo Departamental no es el que 
observó el Tribunal de Cuentas ni el que está a consi- 
deración de esta Comisión. 


De todas maneras, aunque es cierto lo que decía el 
señor senador Cersósimo en cuanto a que en la parte 
dispositiva del dictamen del Tribunal la observación se 
refiere a los Considerandos 3, 4, 7, 8, 9, 10, 12, 14 y 15 
en el Considerando 5 hay una observación de carácter 
imperativo. Se dice, referido no al proyecto de presu- 
puesto remitido por el Intendente, sino al de la Junta, 
“que deberán remitirse normas para la ejecución e in- 
terpretación del presupuesto como lo prescribe la Cons- 
titución en el artícuio 214, inciso d)”. 


Si no interpreto mal, el Tribunal aquí le está dicien- 
do a la Junta que debe redactar y agregar normas para 
interpretar y ejecutar el presupuesto. No obstante, en la 
parte dispositiva, no hay una referencia al Consideran- 
do 5. ¿Cómo debe entenderse esto? 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — Lo que hemos de- 
tectado €s que existen normas de ejecución presupues- 
tal, pero no han sido incorporadas a los presupuestos. Lo 
mismo sucede con los Entes Autónomos, que se rigen por 
normas de planeamiento y presupuesto dictadas hace 
mucho t.empo, que tampoco se incorporan. Nosotros ne- 
cesitamos saber cuáles son esas normas. Por eso, más que 
una observación, formulamos un pedido para gue nos las 
enviaran. Por ejempio, la Junta de Florida nos remitió 
enseguida las normas que habian sido aprobadas en pre- 
supuestos anteriores. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Lo primero que se ob- 
serva es el apartado primero del acuerdo, pero lo que 
debe tenerse presente es el apartado segundo, en donde 
se señalan una serie de considerandos que no significan 
una violación sino simplemente una omisión: que debe ser 
cubierta por la Intendencia Municipal. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Prosiguiendo con el orden 
de las observaciones que consta en el numeral primero 
del dictamen del Tribunal de Cuentas, se pasaría a estu- 
diar el Considerando 3, que se refiere al incumplimiento 
por parte de la Junta Departamental, de las ordenanzas 
del Tribunal. Según lo que sostiene el Tribunal, no pudo 
proceder a verificar las estimaciones de los recursos. 


SEÑOR GONELLA, — De acuerdo con la ordenanza 
del Tribunal de Cuentas del 11 de enero de 1972, se fijó 
una clasificación de recursos que los dividía en recursos 
de origen departamental, nacional, ingresos provenientes 
de recaudaciones, etc. Bajo cada uno de estos rubros se 
realiza luego una apertura. 


Esta ordenanza se hizo con el fin de poder estudiar 
la efectiva presupuestación de esos recursos y comparar- 
la con lo recaudado en ejercicios anteriores y con las 
estimaciones que se hacían. 


Lo que hizo la Junta Departamental fue remitir algo 
global, no hizo una apertura de rubros con cada uno de 
los recursos del presupuesto. Por lo tanto, no se pudo 
comprobar si estaban bien calculados, es decir, si se 
ajustaban a previsiones razonables. Esto es lo que sig- 
nifica el considerando tercero. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Lo que pasa en este tipo 
de casos es que hay muchas Juntas Departamentales e 
inclusive Intendentes Municipales que calculan los recur- 
sos con un sentido optimista. Supongo yo, que es por eso 
que el Tribunal de Cuentas tiene normas correspondien- 
tes a la verificación de la realidad de aquellos cálculos. 
Si los egresos son N$ 100:000.000 y los ingresos también 
son N$ 100:000.000 el presupuesto está equilibrado. Pero 
hay que saber si esos N$ 100:000.000 responden a la 
realidad y no al cálculo alegre, optimista, del jerarca. 
Entonces, supongo, reitero, que el Tribunal tendrá nor- 
mas para verificar esas estimaciones. Eso es lo que mu- 
chas veces no se hace. Por ejemplo, patentes de rodado, 
tanto; contribución inmobiliaria, cuanto; etc. Eso da 
N$ 100:000.000. En el balance, tal como hacen los con- 
tadores, siempre da justo y después, a veces, las institu- 
ciones suelen entrar en concordato. ¿Cómo es posible que 
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den tan bien los balances y después ocurre que no hay 
recursos? Ello sucede porque son escriturales. Lo que se 
trata de evitar es que los recursos sean escriturales; de- 
ben ser reales. 


SEÑOR DOHIR. — De acuerdo con lo que dice el 
señor senador, en el estudio de los presupuestos que rea- 
liza el Tribunal, tiene especial preponderancia la posible 
o efectiva recaudación que se proyecta por parte de ca- 
da Municipio. Tan es así que cuando no vienen incorpo- 
rados en el presupuesto, pedimos como ampliación de da- 
tos cuáles son las recaudaciones del último trienio de cada 
recurso. Ese es el motivo de esa ordenanza. 


También solicitamos información sobre las variacio- 
nes que se han incorporado a los distintos decretos mu- 
nicipales, tanto en la alícuota, en la tasa, etc., para 
vonocer cuál es la verdadera recaudación. De acuerdo con 
lo que dice la Constitución acerca del equilibrio, el Tri- 
bunal hace hincapié en lo que acaba de señalar el señor 
senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no interpreto mal, el 
artículo 225 de la Constitución dice que las observacio- 
nes que puede formular el Tribunal de Cuentas pueden 
referirse únicamente a error en el cálculo de los recursos, 
omisión de obligaciones presupuestales o violación de las 
disposiciones constitucionales o leyes aplicables. Es o0hb- 
vio que las ordenanzas del Tribunal de Cuentas no son 
normas de ese rango normativo: no son disposiciones 
constitucionales ni tampoco legales. 


Interpreto que lo que observa el Tribunal, al no ade- 
cuarse la clasificación de los recursos a sus ordenanzas, 
es que no ha sido posible verificar si ellos han sido co- 
rrectamente estimados. Es decir que no se expresa que 
haya error en el cálculo de los recursos en menos, sino 
simpiemente que ellos no pueden verificarse y, por ende, 
no se puede cumplir con la obligación constitucional. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Así es. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Una vez dilucidado este 
problema, podemos pasar al Considerando 4 que se re- 
fiere al desfinanciamiento presupuestal. 


SEÑOR GONELLA. — En el presupuesto enviado 
por la Junta se realizó una previsión de ingresos y de 
egresos y se observa que en 1985 la previsión de ingre- 
sos supera a la de egresos por lo que, en definitiva, no 
se presentarian problemas. En cambio, para los años sub- 
siguientes, las previsiones de ingresos fueron inferiores a 
las de egresos. 


¿Por qué sucede esto? Aparentemente, porque la 
Junta Departamental trabajó sobre el planillado de la 
Intendencia Municipal y efectuó modificaciones sobre el 
mismo. Tal vez no se haya verificado, al realizar esto, 
cómo quedaba prevista la parte de ingresos. En conse- 
cuencia, las previsiones de ingresos disminuyeron y las 
de egresos fueron superiores, con lo que el presupuesto 
resultó deficitario. Simplemente se trata de un cálculo 
Numérico, que se verificó sobre el planillado enviado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Este es un punto de fun- 
damental importancia que. inclusive, fue cuestionado an- 
te la Comisión por los ediles que, en mayoría, aproba- 
ron el Presupuesto de la Junta Departamental. Dichos 
integrantes de ese Cuerpo sostuvieron aue la desíinan- 
ciación aparece porque las cifras referidas al Ejercicio 
1985 no reflejan la realidad. Según ellos, el Intendente 
Municipal ha proporcionado cifras que, tanto en ingresos 
como en egresos, no son las reales. Los egresos serían 
menores en cifras importantes y los ingresos habrian su- 
perado las cantidades declaradas, que excedan los nuevos 
pesos 100:000.000. 


SEÑOR GONELLA. — Nosotros trabajamos, necesa- 
riamente, sobre el presupuesto elevado por la Junta De- 
partamental. Esta parte es, simplemente, un cálculo nu- 
mérico que, en el caso en que se pudiera haber hecho la 
verificación correspondiente, se hubiera advertido lo ra- 
cional de este aspecto. Eso no se pudo hacer. En defi- 
nitiva, lo que se hizo fue tomar los ingresos previstos y 
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enviados por la Junta y los egresos que aparecen en el 
planillado. 


Reitero que sólo se trata de un punto de vista nu- 
métrico. 


Se podría haber considerado si las estimaciones eran 
adecuadas, en el caso de haber tenido información. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no entiendo mal, la ob- 
servación refiere, únicamente, a los números que cons- 
taban en el planillado. Para haber llegado a otra con- 
clusión hubiera sido necesario realizar una auditoría so- 
bre el manejo financiero, 


SEÑOR GONELLA. — Y verificar los recursos. 


A SEÑOR PRESIDENTE. — Pero no se pudieron veri- 
icar. 


De lo contrario, habría que esperar a la remisión de 
la Rendición de Cuentas de este Ejercicio. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Se ha dicho parte de lo 
que surge de los considerandos tercero y cuarto. La con- 
clusión del cuarto es una consecuencia del tercero, por- 
que se determina que el presupuesto está desfinanciado 
en función de los recursos no comprobados. 


Es decir, que el Gobierno Departamental de Paysan- 
dú envía el Presupuesto; el Tribunal de Cuentas lo reci- 
be, pero no tiene los elementos de juicio necesarios, de 
acuerdo con lo que se indica en el considerando tercero 
—y por eso fue observado— como para proceder a ve- 
rificar las estimaciones de los diferentes recursos. Es de- 
cir que no se pudo saber si esos recursos que figuran en 
este cuadro, en el propio informe del Tribunal de Cuen- 
tas, son o no correctos en sus ingresos y egresos. 


SEÑOR RICALDONI. — En realidad, el tema del 
desfinanciamiento después del primer ejercicio aprobado 
por la Junta fue reconocido, inclusive, por la mayoría 
de los ediles cuando concurrieron a la Comisión. Sobre 
este tema, no creo que debamos investigar mucho. Los 
propios ediles admitieron esa y otras inconstitucionali- 

ades. 


_ Me parece que indagar si existe o no desfinancia- 
miento, está de más, porque fue reconocido por los pro- 
pios ediles y surge, además, de los resúmenes que hemos 
visto. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Estoy absolutamente de 
acuerdo con lo que expresa el señor senador Ricaldoni. 
Esto es así, evidentemente, aunque no ha podido ser ve- 
rificado por el Tribunal de Cuentas. El desfinanciamien- 
to existe; no hay duda de ello. 


Por lo tanto, este presupuesto viola el artículo 225 
de la Constitución, en la medida en que el municipal 
es el único en todo el país que no admite déficit, porque 
dicha disposición así lo determina expresamente. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE, — La observación 
concreta que formula el Tribunal de Cuentas, basada en 
elementos de juicio de que dispuso, me parece que no 
iene la misma importancia o trascendencia que si estu- 
viera avalada por el examen de los recursos en las con- 
diciones en que, habitualmente, debe hacerlo dicho Ins- 
tituto. Es una observación que surge de las cifras que 
vinieron en el documento, pero no tendría tanta gravedad 
como en el caso de que la disminución de los ingresos 
estuviera comprobada por el estudio de los recursos. 


SEÑOR GONELLA. — Nosotros trabajamos sobre las 
cifras enviadas por la Junta y las dimos por válidas en 
la parte de Recursos. 


Suponiendo que las estimaciones enviadas por la Jun- 
ta Departamental fueran las adecuadas, el presupuesto 
está desfinanciado, aunque fueran exactas las estimacio- 
res realizadas en lo referente a recursos y gastos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Esa es la consecuencia de 
todo esto. 
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El presupuesto está desfinanciado y, por consiguien- 
te, el Tribunal de Cuentas procede acertadamente cuan- 
do, por razones constitucionales, observa el artículo con- 
tenido en el considerando cuarto. 


Reitero que el presupuesto esta desfinanciado y no 
cumple con el artículo 225 de la Constitución. 


Eso es incuestionable. 


Aunque se verifique, o no, el cálculo de recursos, el 
hecho real es que esto fue lo que se envió desde Pay- 
sandú. 


Con una maquinita muy precaria y con escasos co- 
nocimientos en esta materia he sacado cuentas y he visto 
que el único ejercicio que da un pequeño superávit —ya 
lo expresé en la primera sesión de esta Comisión— es el 
de 1985, con un 5.86 %. 


Los señores contadores sabrán disculpar estos cálcu- 
los tan primarios. 


Con respecto al del año 1986, existe un desfinancia- 
miento de 13.51%; en el de 1987, de 18.76 % y para 
1988-1989, de 20.11 %. 


Hay que tener en cuenta que, en general, estos re- 
cursos suelen —aunque tengan un aumento vegetativo— 
no cubrir los egresos. 


Incluso, deben ser mayores los desfinanciamientos, 
que los que figuran en el propio planillado presupuestal, 
porque hay retracción en el pago y distintas motivacio- 
nes que determinan que los déficit sean superiores a los 
que están previstos. 


Me atrevo a decir que este presupuesto —y perdú- 
neseme mi incursión en caminos que me están vedados 
por razones de méritos— en su cálculo de recursos, es 
demasiado optimista en relación con la realidad que debe 
soportar Paysandú, en materia de finanzas. 


Indudablemente, esto no puede tener dos opiniones 
distintas porque existe un presupuesto desfinanciado que 
viola un precepto claro y terminante de la Constitución 
de la República. 


SEÑOR DAVEREDE. — Creo que es irrelevante con- 
tinuar sobre este punto porque, además —y consta en la 
versión taquigráfica— cuando vino la mayoría de la Junta 
Departamental de Paysandú reconoció el desfinanciamien- 
to de los ejercicios posteriores a 1985. Por lo tanto, pienso 
que estamos, al igual que la mula, dando vueltas a la 
noria sin poder salir de este punto. 


Por lo tanto, me parece que es irrelevante continuar 
con algo que es tan claro. Creo, entonces, que podríamos 
entrar a analizar otro de los considerandos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ya que el señor legislador 
Daverede le sugiere a la Mesa cuál es la forma de se- 
guir trabajando, la Presidencia va a aceptar ese tempe- 
ramento porque lo considera acertado. Por consiguiente, 
vamos a dejar el considerando 4%, porque estamos todos 
contestes que desde el punto de vista formal la observa- 
ción es procedente. 


Pasemos a analizar, pues, la observación contenida 
en el considerando 7%, respecto al cual quiero manifestar 
que se remite a los resultados 15 y 16 y determina, en el 
concepto del Tribunal de Cuentas, la violación de lo dis- 
puesto por los artículos 214 y 216 de la Constitución «le 
la República. 


Para ir por orden, deseo señalar que en el resultando 
5% se Observan nada menos que 28 artículos, que se cali- 
fican como normas de ordenamiento administrativo-finan- 
ciero. La inobservancia del artículo 216 de la Constitución 
de la República se refiere, si no interpreto mal —y si 
así fuera, le solicito al señor Presidente del Tribunal le 
Cuentas que me corrija— a la inclusión de normas que 
pueden exceder del período correspondiente de Gobierno 
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y fundamentalmente que no tratan, exclusivamente, so- 
bre la interpretación o ejecución del Presupuesto. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — ¿Me permite una in- 
terrupción? 


Me gustaría que se refiriera a este punto la Direc- 
tora del Departamento Jurídico del Tribunal de Cuentas, 
porque se trata aquí de un problema de técnica jurídica 
presupuestal contenido en la Constitución, en artículos 
que tienen atingencia con el verdadero contenido que de- 
be tener el Presupuesto, que es una ley referida concre- 
tamente a la gestión económica del Municipio y no a 
problemas que presentan otra derivación y que deberían 
encararse en resoluciones o en decretos separados del 
Presupuesto, pues interfieren en él. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — Esta observación es- 
tá reafirmada por lo que establece el artículo 213 de la 
Constitución, en el sentido de que todo lo que se refiere 
a administración financiera tiene que estar establecido en 
la Ley de Contabilidad y Administración Financiera. Por 
lo tanto, no puede ser motivo de un Presupuesto Muni- 
cipal el modificar las normas que la Constitución estable- 
ce que deben ser dictadas por la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Me gustaría completar el 
pensamiento que estaba desarrollando. 


Al igual que todos los miembros de la Comisión, leí- 
mos en el Presupuesto todos los puntos que se observan 
de acuerdo con el resultando 15. El Tribunal lo califica 
como normas de ordenamiento administrativo-financiero. 
No obstante ello y con todo respeto por la opinión del 
Tribunal, mi impresión ante la lectura de estas normas es 
que no sólo son disposiciones de administración financie- 
ra, sino que también lo son de ejecución presupuestal 
porque se refieren a la forma en que se realiza dicha 
ejecución y a la manera como se manejan los recursos. 
Por ejemplo, el artículo 6% dice: “No podrá atenderse 
durante el ejercicio económico” —es decir, el ejercicio 
al que refiere el Presupuesto y, en este sentido, no viola 
el artículo 2168 del Tribunal— “erogaciones por imputa- 
ciones a recursos o partidas de gastos de otros ejercicios, 
salvo que expresamente hubieran sido incorporadas a este 
Presupuesto”. 


El artículo 79 dice: “Las partidas globales determina- 
das a ejecución de obras aunque se subdividan en gastos 
y jornales, no podrán aplicarse a sueldos de empleados 
presupuestados ni en remuneraciones por servicios per- 
manentes o accidentales. La misma prohibición es exten- 
siva a todas las demás partidas de gastos”. 


El artículo 10 —que no voy a leer en su totalidad 
porque es muy extenso— expresa en su primera oración: 
“La Tesorería Municipal no hará efectivo ningún pago 
sin la intervención previa de la Contaduría. La orden de 
pago deberá tener la cantidad, el nombre del interesado, 
el concepto con la expresión de la fuente de obligación, 
la autorización respectiva y el rubro a que se efectúe la 
imputación correspondiente”. 


En este punto puede existir un problema de distinta 
interpretación en cuanto a mi concepto personal, en lo 
que se refiere a qué se considera por normas de interpre- 
tación y, sobre todo, de ejecución presupuestal. No sé 
cuál es el concepto del Tribunal en cuanto a lo que se 
entiende por normas de ejecución presupuestal. En todo 
caso, me parece que por lo menos desde el punto de vista 
del mérito, no son normas que puedan ser observadas. 
Parecen ser normas de buena administración que tienden 
al más correcto y regular manejo de los fondos para 
realizar las erogaciones contenidas en el Presupuesto. 


En cuanto a la observación realizada por la doctora 
Muñoz sobre el artículo 213 de la Constitución, tengo mis 
dudas de que la Ley de Contabilidad y Administración 
Financiera se aplique también a los gobiernos departa- 
mentales. En todo caso, observo que la ley no existe, que 
el proyecto respectivo se puso en vigencia en forma irre- 
gular en el año 1968, por un decreto del Poder Ejecutivo 
que integraba, en ese momento, el señor legislador Cer- 
sósimo. Me refiero al famoso Decreto 104/968. Es decir 
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que esa disposición no es ley. Por lo tanto, el hecho de 
que un presupuesto departamental contenga normas re- 
ferentes a esta materia, en mi concepto no es irregular, 
por lo menos mientras la ley no exista con jerarquía de 
tal, es decir, sancionada por el Poder Legislativo. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM, — Sobre ese tema, se 
puede discutir la base inconstitucional que tiene, pero la 
verdad es que estos aspectos existen en el Decreto 
104/968, y esto se ha aplicado pacíficamente. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Acepto la alusión que ha 
hecho el señor Presidente porque no hay ninguna duda 
de que eso, efectivamente, es así. 


El Poder Ejecutivo, por decreto de febrero de 1968, 
puso en vigencia la Ley de Contabilidad y Contralor Fi- 
nanciero. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El decreto. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Por decreto puso en vigen- 
cia el proyecto de ley. 


El asunto es muy sencillo. Este Poder Ejecutivo, o 
los que sucedieron a aquél —por supuesto, me refiero a 
los que le sucedieron en el orden constitucional— podrían 
haber derogado ese decreto y no lo han hecho. De ma- 
nera que está vigente. 


Le doy la razón al señor Presidente en cuanto a que 
está vigente para la Administración Central pero que no 
puede tener vigencia para los Entes Autónomos y menos 
aún para los Gobiernos Departamentales, porque se trata 
de un decreto del Poder Ejecutivo. 


Sin embargo tengo entendido que el Tribunal, de 
acuerdo con las ordenanzas gue regulan su vida interna 
y sus relaciones financieras con los Municipios, establece 
determinadas normas a las que tienen que ajustarse los 
contadores y las Juntas Departamentales cuando estrue- 
turan los Presupuestos. Parece ser que eso es lo que no 
se ha cumplido. 


En lo que se refiere a las normas de ordenamiento 
administrativo a que hacía alusión el señor Presidente 
de la Comisión, pueden haber razones de mérito, induda- 
blemente, en las que podemos estar de acuerdo en cuan- 
to a si son válidas o no las disposiciones; pero hay algu- 
nas que pueden referirse a la ejecución del Presupuesto 
y otras que quizá no. Creo que el Tribunal entiende. 
términos generales, que todo aquello que excede al man- 
dato de Gobierno o que no se refiere estrictamente desde 
el punto de vista de la jurisdicidad a la ejecución e in- 
terpretación del Presupuesto, tiene que ser técnicamente 
observado, porque la decisión de carácter político corres- 
ponde a los órganos que tienen esa competencia y no al 
Tribunal que actúa dentro de otro marco normativo, dis- 
tinto a aquel en que se mueve, por ejemplo, el Cuerpo 
que integramos. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — El Tribunal siempre 
consideró que se trataba de una ley. No fue un decreto 
simple del Poder Ejecutivo sino que tuvo base en una 
autorización legal. La Ley N% 13.640 estableció que el 
Poder Ejecutivo, actuando con el Tribunal, podría poner 
en vigencia el proyecto de ley de contabilidad. Si bien 
existe una delegación inconstitucional, en principio, pen- 
samos que no es excesiva porque el Poder Ejecutivo no 
podía poner en vigencia cualquier decreto sino ese pro- 
yecto de ley que fue considerado por el Parlamento. Ade- 
más, es aceptado pacíficamente por toda la Administra- 
ción su carácter legal. Y digo más: existen muchas leyes 
nacionales que dicen “derógase” o “modifícase el artículo 
tal de la Ley de Contabilidad”; hasta el propio Parla- 
mento la trata como ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Con todo el respeto que 
me merece la doctora Muñoz, debo señalar que es evi- 
dente que no siguió el trámite regular del proceso de 
formación de las leyes y no fue sancionada por el Parla- 
mento. Lo que sí existió fue una delegación legislativa 
claramente inconstitucional. Pero, es cierto que el Poder 
Ejecutivo de la época no se arrogó por sí la facultad de 
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dictar por decreto la Ley de Contabilidad y Administra- 
ción Financiera, sino que obró en función de esa auto- 
rización legislativa. Sin embargo, debo aclarar que el de- 
creto tiene rango normativo, como no puede ser de otra 
manera. 


Este punto no es lo que estamos tratando de escla- 
recer pero sí quiero referirme a lo que señalé anterior- 
mente —y sobre eso solicito una opinión concreta al Tri- 
bunal— acerca de si estas normas, por su naturaleza, 
más allá de que colidan o modifiquen lo que dispone el 
famoso Decreto 104/968, no pueden considerarse como 
normas de ejecución presupuestal. ¿O el Tribunal ma- 
neja un concepto de norma de ejecución presupuestal de 
mayor estrictez del que quizá nosotros manejamos en 
rigorismo técnico? Esta es, concretamente, la pregunta 
que deseaba formular. 


SEÑOR DOHIR. — Teniendo en cuenta esa tesitura, 
habría que examinar uno por uno los artículos a que se 
hace mención en el Considerando 7% que Cita el Resul- 
tando 15. Estimo que el Tribunal, cuando habla de di- 
versas normas de ordenamiento administrativo financiero 
quiere significar que las mismas no estaban de acuerdo 
con el artículo 214 de la Constitución de la República, 
ya que no eran normas estrictamente presupuestales, de 
acuerdo a lo que debe contener el Presupuesto que, re- 
pito, está establecido en el mencionado artículo. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — Los artículos 6%, 10, 
11 y 12 están regulados por la Ley de Contabilidad o 
por el Decreto 104, 


SEÑOR CERSOSIMO. — Entiendo que la observa- 
ción que refiere al Considerando 7% no es tan grave, 
porque no dice concretamente que se rechace, como su- 
cede con otras resoluciones del Tribunal. Simplemente, 
al igual que el Acuerdo del Tribunal, observa: “que los 
artículos citados en los Resultandos 15 y 16 no constitu- 
yen materia presupuestal, según los artículos 214 y 216 
de la Constitución”. En consecuencia señala que no cons- 
tituyen materia presupuestal y nada más. 


Por lo tanto, es distinto al Considerando 12, que tam- 
bién está observado, en donde se dice expresamente, que 
los artículos tales y cuales, que amplían exoneraciones 
para el pago de tributos, contrarían lo dispuesto por el 
artículo 133 de la Constitución, según la remisión del ar- 
tículo 222. Pero, aquí simplemente dice que no constitu- 
yen materia presupuestal. Lo único que se observa es 
eso: que no constituyen materia presupuestal, pero no 
dice que contraríe ninguna norma. Esto puede ser acep- 
tado o no por parte de la Comisión y, posteriormente por 
la Asamblea General, por razones de méritos o no, pero 
esto no lo podemos discutir ahora. 


Me parece que no vale la pena, respecto de este nu- 
meral 79 que entremos a considerar uno a uno los ar- 
tículos que comprende la observación. 


SEÑOR DAVEREDE. — Es simplemente para dejar 
constancia de mi discrepancia con las manifestaciones del 
señor senador Cersósimo. 


Debo decir que estamos considerando un presupuesto 
y si estos artículos no constituyen materia presupuesta!, 
es evidente que no corresponde su inclusión en el pro- 
yecto presentado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Debo decir al señor legis- 
lador que si por eso fuera tendríamos que sacar de la 
Ley de Presupuesto alrededor de 400 artículos. Pero, co- 
mo el Tribunal de Cuentas no ha tenido oportunidad de 
pronunciarse sobre el Presupuesto General de Gastos y 
Recursos, vamos a dejarlo a un lado. 


Considero que de ser cumplida la observación por la 
Junta Departamental de Paysandú, ello debería determ:- 
nar la eliminación de esos artículos, porque si el Tribunal 
le dice que ellos no constituyen materia presupuestal, el 
cumplimiento de la observación conduciría a su exclusión. 


SEÑOR DAVEREDE. — ¿El señor Presidente coin- 
cide conmigo? 
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SEÑOR PRESIDENTE. — 
de el punto de vista formal. 


Sí, señor legislador, des- 


Quiero dejar de lado lo referido al Resultando 16, 
que se remite a otros artículos que constituyen materia 
del Estatuto del Funcionario, porque las dos observacio- 
nes están contenidas en el mismo Considerando 72. 


Deseo referirme a lo que es el meollo de este pro- 
blema. Todos los artículos referidos en el Considerando 
15, para el Tribunal de Cuentas son normas de ordena- 
miento administrativo financiero y no de ejecución pre- 
supuestal, más allá de que colidan o no con las del De- 
creto 104. 


Mi pregunta concreta es ¿cuál es, para el Tribunal, 
desde el punto de vista conceptual, la diferencia de esen- 
cia que existe entre una norma de ordenamiento admi- 
nistrativo financiero y una de ejecución presupuestal? 


Es en eso en lo que se fundamenta la observación. 
Si el Tribunal considerara que estas normas no son de 
ordenamiento administrativo-financiero sino de ejecución 
presupuestal no hubiera hecho la observación. 


SEÑOR DOHIR. — Lo que nosotros entendemos es- 
trictamente por normas de ejecución presupuestal son las 
que se refieren a trasposiciones de rubros, metas de los 
diversos programas, etcétera. Por lo tanto, los artículos 
mencionados aquí habría que analizarlos uno por uno, ya 
que serían normas de ordenamiento administrativo finan- 
ciero y no de ejecución presupuestal que, en mi conctep- 
to, serían mucho más restrictivas. En este caso son mu- 
cho más amplias y cualquiera de ellas exceden lo que son 
estrictamente normas de ejecución presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si la Comisión no está en 
desacuerdo, esclarecido este aspecto desde el punto de 
vista del criterio del Tribunal, considero que la referencia 
al Resultando 16, que contiene normas de materia esta- 
tutaria relativas a los derechos y obligaciones de los fun- 
cionarios, parecería clara en lo que tiene que ver con la 
naturaleza de las normas. Los ocho o nueve artículos ci- 
tados hacen referencia, evidentemente, a esta materia y, 
por lo tanto, se compartirá o no la observación, pero no 
pueden existir dudas. 


En consecuencia, pasamos a tratar lo relativo a la 
observación interpuesta sobre el Considerando 8%, que se 
remite al Resultando N? 17, y según la cual se ha vio- 
lado lo dispuesto por el artículo 225 de la Constitución, 
puesto que se incrementarían los egresos en los artículos 
40 literales b) y c), 54, 57, 58, 59, 60, 62, 63, 65 y 66. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — La norma constitucio- 
nal establece que se pueden reducir los egresos pero no 
aumentarlos y que se pueden incrementar los ingresos, 
pero no reducirlos. En este caso se aumentan los egresos, 
lo que configura un elemento violatorio de la Constitu- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Preguntaría al señor Pre- 
sidente del Tribunal de Cuentas si esta Observación se 
basa en un estudio comparativo entre el proyecto remi- 
tido por la Junta Departamental y el elevado por el 
señor Intendente Municipal. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — El proyecto de la In- 
tendencia vino juntamente con el aprobado por la Junta 
Departamental, como elemento ilustrativo necesario y fue 
la base de muchas disposiciones de lo aprobado por ésta. 
En la comparación surge que se han modificado las cuan- 
tías de esos egresos, lo que ha significado uno de los 
factores del desfinanciamiento y por consiguiente, con- 
traría la norma constitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si ningún señor legislador 
desea solicitar alguna aclaración sobre esta observación, 
podemos pasar en consecuencia a la que tiene relación 
con el Considerando N9 9. 


En dicho Considerando se sostiene que los artículos 
mencionados en el Resultando N* 18 no cuentan con la 
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iniciativa del señor Intendente Municipal y que por ello 
transgreden lo dispuesto por el artículo 86 de la Cons- 
titución. Concretamente, preguntaría a los representan- 
tes del Tribunal de Cuentas a cuáles de las disposiciones 
contenidas en dicha dicha norma constitucional se hace 
referencia con esta observación. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — A la iniciativa ex- 
clusiva del Ejecutivo para la creación de cargos y dota- 
ciones presupuestales. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Pero estas normas, ¿crean 
cargos? 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — Por ejemplo el ar- 
tículo 57 establece un beneficio de retiro y eso no estaba 
en la iniciativa del Intendente; tampoco figuraba el Con- 
venio de Seguro Integral de Salud. 


Concretamente, el Presupuesto remitido por la Inten- 
dencia Municipal contenía veinte artículos y ninguno de 
ellos versa sobre estos a que hemos hecho referencia; o 
sea, que todos esos artículos no SavIeron la iniciativa del 
Intendente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para que la observación 
fuera procedente, los artículos deberían referir a algunas 
de las materias aludidas por el artículo 86 de la Consti- 
tución. Lo que pregunto es qué naturaleza tienen esos 
artículos, es decir, si determinan un beneficio o recom- 
pensa pecuniaria para el funcionariado. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — No tienen iniciativa. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — ¿En qué carácter 
o calidad llega al Tribunal de Cuentas el proyecto de 
Presupuesto remitido por el Ejecutivo Comunal? 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Para confirmar la le- 
galidad o la constitucionalidad de las disposiciones que 
posee, porque ésa es la función del Tribunal de Cuentas. 
Este vigila la aplicación de las normas constitucionales y 
legales. La Constitución establece que es iniciativa del 
Intendente la creación de cargos y la determinación de 
los gastos, pero la Junta Departamental no puede sobre- 
pasar ese límite; de hacerlo, ello merece ser observado. 
Por ejemplo, si se crea un Seguro de Salud, tal vez sea 
procedente o no, crearlo, pero lo que sí es cierto es que 
debe tener iniciativa del Intendente Municipal, pues la 
Constitución no permite incluirlo en el Presupuesto. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Pero eso figura 
como un antecedente. 


SEÑOR DOHIR. — En el propio expediente que ele- 
vó originalmente la Junta Departamental figuraba el re- 
mitido por el Intendente Municipal. A esos efectos, en el 
Resultando N9 4 el Tribunal de Cuentas dice que si bien 
el proyecto de Presupuesto que se ha considerado es el 
único que ha tenido sanción por la Junta Departamental 
—es decir, lo que considera dicho Tribunal que tuvo san- 
ción— también se ha tenido presente el proyecto de Pre- 
supuesto formulado por el Ejecutivo Comunal y objetado 
por la Junta Departamental. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Entonces, debe 
considerarse que fue adjuntado como un antecedente 
ilustrativo, 


SEÑOR DOHIR. — Pero de no haber sido adjunta- 
do, el Tribunal de Cuentas tendría que haberlo requerido 
para ver qué normas han tenido iniciativa y cuáles no, 

es decir, cuáles son legales. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Fundamentalmente, se tra- 
ta de un Resultando y no de un Considerando. Y digo 
más: este proyecto de Presupuesto no es, como decía el 
señor Presidente del Tribunal de Cuentas, el único que 
ha tenido sanción; no ha tenido ninguna. Solamente ha 
sido considerado. Se aprueba provisoriamente por una 
razón de economía procesal, pero la única sanción es la 
que establece el artículo 225 de la Constitución, es decir, 
a posteriori del dictamen del Tribunal de Cuentas, si se 
allanan a las observaciones o si no mediaran éstas; y, 
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también, de no pronunciarse dentro de los cuarenta días 
la Asamblea General, se daría por aprobado. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Si el Ejecutivo Comu- 
nal recibiera el dictamen del Tribunal de Cuentas sobre 
este proyecto de Presupuesto y no le introdujera modi- 
ficaciones, tendría que remitirlo nuevamente a dicho 
Tribunal, puesto que éste tiene que pronunciarse sobre 
el Proyecto de Presupuesto que va a ser aprobado detl- 
nitivamente. De manera que ya habría una aprobación 
ficta. Diría más bien que es aprobado provisoriamente, 
pero nunca sancionado. Por ejemplo, en materia legisla- 
tiva, la sanción se produce cuando la última Cámara que 
considera un proyecto lo aprueba. Ahí recién se lo tiene 
por sancionado. 


Pero en este caso aún no existe sanción del Pro- 
yecto de Presupuesto. Simplemente digo que si el Tribu- 
nal de Cuentas señala que en el Proyecto de Presupuesto 
considerado es el único que ha tenido sanción por parte 
de la Junta Departamental, entonces estamos trabajando 
demás. 


A esto respondo que la Junta no sanciona nada. 


SEÑOR DOHIR. — Desde el punto de vista legal, el 
señor senador tiene razón. 


Pero al utilizar la expresión “sanción”, el Tribunal 
de Cuentas quiso significar que el otro proyecto no ha- 
bía tenido, en principio, aprobación. Esa es la razón por 
la cual se empleó dicha expresión, es decir, en forma pri- 
maria. 


No obstante, lo que sí resulta claro es que la sanción 
es a posteriori del dictamen del Tribunal. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si bien esta discusión no 
es ociosa, sí es claro que el Tribunal de Cuentas no em- 
pleó la palabra “sanción” en su sentido estricto desde el 
punto de vista jurídico; también lo que es la Constitu- 
ción de la República, en su artículo 225, cuando dice que 
previamente a la sanción del Presupuesto, la Junta reca- 
bará informes del Tribunal de Cuentas. 


Por lo tanto, el Presupuesto nunca podrá adquirir 
eficacia jurídica y cumplir como tal hasta tanto no vuel- 
va dicho Presupuesto con el dictamen del Tribunal de 
Cuentas. 


Por otro lado, dicha norma constitucional establece 
que si la Junta aceptara las observaciones del Tribunal 
de Cuentas, o no mediaran éstas, ella sancionará defini- 
tivamente el Presupuesto. 


Es decir que allí recién se dictaría un acto jurídico 
que configure la sanción. 


Estábamos tratando la observación contenida en el 
Considerando noveno que se refiere al incumplimiento de 
lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución. 


Si no existe un criterio distinto por parte de los 
miembros de la Comisión, considero que las observacio- 
nes que ha formulado el Tribunal de Cuentas, se com- 
partan o no, determinan claramente cuál es su alcance. 


Por consiguiente, podemos pasar a la observación re- 
ferente al Considerando 10, que dice que los artículos ex- 
'presados en los Resultandos 20 y 22 disminuyen recursos 
contra lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución. 


El Resultando 20 expresa que en los artículos 72 y 
73 se modifican alícuotas de diversos puntos. Esta ex- 
presión parece no ser clara, porque debería decir alícuo- 
tas de diversas tasas o de diversos tributos. 


En el Resultando 22 se dice que en el artículo 74 y 
79 “in fine” la Junta Departamental amplía exoneracio- 
nes al tributo de contribución inmobiliaria y tasas de 
alumbrado público. Debe interpretarse que esto se ha he- 
cho sin la iniciativa pertinente del Intendente, de acuer- 
do al artículo 133 de la Constitución. En eso consiste la 
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observación. La modificación de las alícuotas es en me- 
nos, ya que se rebajan en los artículos 72 y 73. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — En el artículo 72 se 
rebajan del 11% al 5% y en el 73 los inmuebles de 
determinadas zonas disminuyen del 10% al 2% y de 
otras zonas del 5% al 1 %. 


Se abarcan, por ejemplo, a todas las cooperativas y 
se exoneran a las instituciones sociales y deportivas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El punto referente a las 
exoneraciones contenidas en el artículo 74 determina una 
interpretación de los artículos 5 y 69 de la Constitución 
con respecto al impuesto de contribución inmobiliaria 
urbana y suburbana. En estos momentos no tengo a la 
vista el Presupuesto remitido por el señor Intendente de 
Paysandú. 


En la referencia al literal C, del artículo 74 que se 
remite al artículo 6% del Decreto 8.243, tengo una ano- 
tación, pero no sé si esto estaba en el Proyecto del se- 
ñor Intendente o si se encontraba vigente en el Presu- 
puesto anterior del departamento de Paysandú. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — El proyecto del señor 
Intendente contiene exoneraciones para las Cooperativas 
de Vivienda por Ayuda Mutua y por Ahorro Previo, Se 
agrega por la Junta Departamental, las artesanales. Ade- 
más, se exonela, desde el 19 de enero de 1985, en un 
50% de la contribución inmobiliaria a la sede central de 
toda cooperativa de producción y consumo y del pago del 
20% de la Contribución Inmobiliaria durante el mismo 
período, a la sede central propiedad de toda otra coope- 
rativa no comprendida anteriormente. 


Todo esto no estaba en el proyecto del señor Inten- 
dente. 


SEÑOR CERSOSIMO. — El único literal que se agre- 
ga es el b), perteneciente a las Cooperativas de Vivienda 
por bs Mutua y Ahorro Previo y se agregan las arte- 
sanales. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El punto referente a la exo- 
neración de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua 
carece, en parte, de iniciativa, aunque en cierto modo ya 
la tenia, porque en el proyecto original del señor Inten- 
dente, en el literal b) del artículo 6%, se determinaba la 
existencia de esa exoneración hasta dos años después de 
ía habilitación u ocupación. Lo que sucede es que aquí se 
han incluido las Cooperativas de Vivienda por Ahorro 
Previo y las Artesanales que no estaban y se le da una 
vigencia temporal a la exoneración hasta el 31 de di- 
ciembre de 1989. 


Es decir, que hay una diferencia de grado o se exten- 
dió más allá de lo que determinaba el proyecto Original 
del señor Intendente. Pero no sería irregular que que- 
dara la exoneración para las Cooperativas de Ayuda Mu- 
tua hasta dos años después de la habilitación u ocupa- 
ción, porque a ese respecto y con ese a'cance la inicia- 
tiva ya existía. 


Por consiguiente, tiene que quedar bien claro que la 
falta de iniciativa respecto de las Cooperativas de Vivien- 
da por Ayuda Mutua no es total, sino parcial, ya que se 
excedió la iniciativa del señor Intendente. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM, — En mi Concepto la am- 
pliación que pueda realizar la Junta es inconstitucional. 
aunque en principio se tenga iniciativa para la exone- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si se hubiera redactado 
ajustado al que había remitido el señor Intendente, con 
ese alcance, la iniciativa estaba. 


La Junta no está obligada en el estricto terreno juri- 
dico constitucional a eliminar totalmente la exoneración. 
Lo que se debería haber hecho es ajustarla a la inicia- 
tiva del señor Intendente. 
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En el artículo 79 el exceso consiste en una exonera- 
ción de la tasa de alumbrado público. Respecto de esto, 
¿no existía ninguna iniciativa del señor Intendente? 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — El señor Intendente es- 
tablecía en su proyecto las tasas por metro lineal de fren- 
te, que son las mismas que aprueba la Junta Departa- 
mental También se especifican las correspondientes a dis- 
tintas zonas, pero la Junta Departamental le agrega un 
párrafo diciendo que las Cooperativas de Vivienda serán 
exoneradas de la presente tasa desde el 1% de enero de 
1985, hasta el 31 de diciembre de 1989, mientras no sea 
incorporada al alumbrado público la red de iluminación 
interna del barrio. 


En varios tributcs el Intendente prcponía que desde 
el 19 de enero de 1986 se aumentaran un 50% las tasas. 
Eso fue eliminado por la Junta por considerarlo incons- 
titucional. 


A nuestro juicio, es inconstitucional decir “hasta e: 
50%”, porque mo se fila ja cifra; en cambio, cuando se 
establece Cue es el 50%, es constitucional porque consi- 
deramos que en un presupuesto quinqguenal es posible pre: 
ver el aumento de tributos que habrá en ese período d> 
cinco años. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Junta puede disminuir 
recursos, siempre que no ocasione déficit, si lo considera 
excesivo para las posibilidades de la población. 


Pasamos a analizar la observación referida al consi- 
derando 12 que en definitiva está intimamente vincu- 
lada a la que acabamos de estudiar, ya que también se 
refiere a ampliación de exoneraciones para el pago de tr:- 
butos que se sostiene contrarman lo dispuesto por el ar- 
ticulo 43 de la Constitución. En consecuencia, en lo que 
se refiere a las observaciones estamos otra vez conside- 
rando los artícuios 74 y 79, ya que la observación con- 
siste en que no hubo iniciativa del Ejecutivo departa- 
mental. 


Si estamos todos de acuerdo en que se trata de la 
misma materia, pasamos a considerar la observación refe- 
rida al considerando 14. Queremos comunicar al Tribunal 
de Cuentas, con todo el respeto, que este numeral nos 
ha pvoducido cierta confusión, porque no parece estar re- 
dactado en forma correcta. Dice: “14%) que el presupues- 
to oportunamente aprobado por el Legislativo Comuna: 
por Resolución de este Tribunal de 27 de noviembre de 
1985, es el que debe incorporarse al Presupuesto de la 
Intendencia”. 


Por un lado, esta parece una redacción de carácter 
declarativo: el Presupuesto de la Junta está aprobado y 
se le dice que hay que intorporarlo al otro, como debe 
ser. Es decir, no hay una discrepancia con el contenido 
del Presupuesto de la Junta en sí. 


Además, se dice que ha sido aprobado “por resolu- 
ción de este Tribunal”. La aprobación la ha hecho la pro- 
pia Junta; lo que habrá hecho el Tribunal es no formu- 
larle observaciones. La aprobación no es por resolución 
de la Junta 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Es una redacción 
anfibológica. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Lo que debería decir es que 
el Presupuesto oportunament= aprobado por el Legisiativ. 
Comunal, según resolución de fecha tal, es el que debe 
incorporarse al Presupuesto de la Intendencia. 


SEÑOR GONELLA. — Este considerando se debe a 
que cuando se remitió el Presupuesto de la Junta Depar- 
tamental de Paysandú se habían tomado cifras diferen- 
tes a aquellas, sobre las que en principio había emitido 
el dictamen el Tribunal, que luego comunicó a la Junta. 


Si los señores senadores observan el Presupuesto de la 
Junta Departamental, verán que después de Intendencia 
Municipal dice “Junta Departamental” y hay unas Cifras. 
Esas son las que no están de acuerdo con la resolución 
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del Tribunal que había considerado el proyecto de la pro- 
ría Junta No sabemos por qué incluyeron otros. 


El Tribunal observó el Presupuesto de la Junta en 
determinados egresos. Ello se comunicó a dicho organils- 
mo que lo aceptó; pero al incluirlo acá, no lo hizo como 
estaba antes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Pasamos a la última obser- 
vacion formulada, que se refiere al considerando 15. Dice: 
“15) que la atención del servicio de la deuda mantenida 
con el Banco de la República Oriental del Uruguay aun 
cuando no se hayan establecido las nuevas condiciones 
én que ella debe producirse, constituye una cbligación 
bresupuestal cuya omisión debe ser observada por este 
Cuerpo de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 225, 1n- 
ciso 2? de la Constitución de la República, y en la medida 
en que deban destinarse partidas para amortizar dicha 
deuda deberán arbitrarse soluciones a efectos de mante- 
ver el equilibrio presupuestal”. 


Según tengo entendido —porque no recuerdo que lo 
hayan manifestado ante la Comisión los miembros de a 
Junta Departamental que remitieron el proyecto aj Tri: 
bunal de Cuentas— este problema surge del hecho de 
que en el proyecto original remitido por el Intendente 
también faltaban estas normas. Es decir, también existia 
la omisión que ahora se señala y la Junta se consideró 
privada de elementos de juicio para poder subsanar esta 
omisión. 


No sé si esto está en conocimiento del Tribunal de 
Cuentas. 


SEÑOR DOHIR. — No tenemos conocimiento de ese 
hecho. Lo que el Tribunal quiere decir con esto es que 
hay una clara omisión de una obligación presupuestal 
emergente de una deuda contraída con anterioridad. Por 
ctra parte, sabemos que son deudas que se están mane- 
jando a nivel del Banco de la República. Por eso decimos 
cue lo que se vaya a aportar en materia de intereses a 
la amortización de la deuda, debe preverse a los efectos 
e mantener el presupuesto equilibrado. 


_ Si hubiéramos sido estrictos en esto, como la obliga- 
ción de los Municipios es tan grande, no hubiera alcan- 
zado la totalidad de los recursos para hacer frente a las 
aaaos contraídas en dólares con el Banco de la Repú- 
“lica. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Cabe entender que este es 
un problema que tiene cierto grado de generalidad en 
las Intendencias del interior del país. En los presupuestos 
de los otros gobiernos departamentales ¿cómo se encaró 
este problema? 


SEÑOR DOHIR. — Aconsejando que una vez que se 
tenga la refinanciación otorgada deberá incluirse esta 
previsión en los presupuestos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Evidentemente, la observa- 
ción se acabó, porque de lo contrario hubieran venido 
esos pvesupuestos a nuestra consideración. ¿Cómo se rea- 
lizó ese cumplimiento? 


_ SEÑOR LOHIR. — En la medida en que se definio 
cuál es el acuerdo que se va a llevar a cabo con el Banco 
Ge la República. 


En cuanto a la amortización en pesos de la obliga- 
ción, en principio habría decisión de acatar la orden; 
pero en Casi todos los casos no se sabe como implemen- 
tarla, aunque algunos municipios ya lo han hecho. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM, — En los presupuestos que 
hemos visto se establece, acatando la observación del Tri- 
bunal que una vez que esté implementada la deuda, se 
abatirán gastos para hacer frente a las obligaciones con 
el Banco de la República, a fin de mantener el equilibrio 
presupuestal. 


SEÑOR GONELLA. — En realidad, han sido conside- 
radas las observaciones en sí, quedando por ver el nume- 
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ral 22 del dictamen del Tribunal que determina que se 
tenga presente lo expresado en los considerandos Nos. 5, 
6, 11. 13 y 17, por su orden. 


El considerando 5% se refiere a la remisión de nor- 
ras para la “ejecución e interpretación del Presupuesto”. 
Esto ya lo hemos considerado lateralmente, cuando nos 
referimos al considerando 7% sobre la naturaleza de las 
normas presupuestales contenidas en el resultando 15. 


El Tribunal interpreta, entonces, que hay normas es- 
pecificas referentes a la ejecución e interpretación de 
un presupuesto y éstas faltan. 


SEÑOR DOHIR. — Posiblemente estén dadas en pre- 
supuestos anteriores. Lo que el Tribunal quiere es que se 
declare la vigencia de esas ncrmas y se diga donde están, 
porque de lo contrario se hace muy dificil efectuar el 
control, ya que nos estamos remitiendo a 7 u 8 presu- 
puestos anteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El considerando 7%: “que los 
ajustes en el Escalafón Municipal tendrán aplicación 
siempre que no afecten los cargos actuales ni disminu- 
van las remuneraciones del escalafón vigente”. Aquí, 
concretamente, no se observa ninguna norma. Parecería 
Que es una recomendación para la ejecución futura 


El considerando 11 establece “que respecto a los ser- 
vicios especializados o extraordinarios a que se refiere el 
artículo 41, no merecerá observación en la medida en 
que los mismos estén dentro de la competencia de la In- 
tendencia”. 


¿Se podría aclarar el sentido de esta observación? 


Considero que se trata de una advertencia a la In- 
tendencia que, para contratar el servicio que le requieran 
particulares, empresas de carácter comercial, debe mante- 
nerse dentro del área de su competencia, es decir no 
exhorbitar el marco que, de acuerdo a la Ley Orgánica 
de los Gobiernos Departamentales, tienen las Intenden- 
cias para actuar. Quiere decir que esto no debe interpre- 
tarse como una autorización genérica para que la Inten- 
dencia actúe en cualquier materia. 


Luego tenemos lo referente al considerando N? 13: 
“que respecto de los productos procedentes de otros de- 
partamentos que ya han sido sometidos a control broma- 
tológico y pagado por tanto la tasa correspondiente no 
es admisible su aplicación, ya que se produciría doble 
imposición de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 298 
de la Constitución”. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Esa norma se repite en 
muchos presupuestos municipales. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Ocurre esto por alguna 
norma concreta que hay en el Presupuesto y que por Jo 
tanto podría producir la doble imposición? 


Creo recordar que cuando los miembros de la Junta 
Departamental que aprobaron el Presupuesto observado, 
concurrieron a la Comisión, manifestaron que se había 
ampliado una tasa e incluso, sostenían que más que una 
tasa era un impuesto con una alícuota muy alta y que 
podía gravar a sujetos pasivos que habían pagado otra 
tasa, como el caso del gasóleo, por la prestación del mis- 
mo servicio en otros departamentos. ¿Ese es el problema? 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — En muchos presupues- 
tos departamentales detectamos que había doble imposi- 
ción. En otros casos como son normas ya preexistentes, 
al no ser incorporados no podíamos detectar si se pro- 
ducía o no la doble imposición. Por esa razón los 19 de- 
partamentos tienen esta misma frase. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿El artículo 84 contaba con 
la iniciativa del Intendente o modificó las tasas por sí y 
ante sí la Junta? Por ejemplo, ustedes aquí no le obser- 
van incumplimiento al artículo 133 de la Constitución y 
que creo tenía iniciativa del señor Intendente. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — En defensa de lo que consti: 
luye la autonomía de los municipios, principios que para 
los representantes del interior del país nos han sido muy 
caros a todos, quiero decir que no estoy de acuerdo, sin 
entrar a un analisis en profundidad de lo que ha obser- 
vado el Tribunal de Cuentas, en general y sin entrar a 
ún análisis en profundidad. En mi concepto el artículo 
2938 de la Consutución expresa y quiere decir otra Cosa. 
Este articulo expresa lo siguiente: “La ley, por dos ter- 
cios de votos del total de componentes de cada Cámara, 
podrá extender la esfera de aplicación de los gravámenes 
departamentales o ampliar las fuentes sobre las cuales 
podrán recaer, siempre que no se incurra en superposi- 
ción impositiva”. Cuando se le otorgó a los municipios la 
totalidad de la Contribución Inmobiliaria, como fuente 
de sus recursos, podía existir y efectivamente fue asi, 
alguna superposición impositiva, porque había impuestos 
nacionales y otros de carácter departamental establecidos 
a través de decretos de carácter material en las Juntas 
Departamentales y promulgados por la Intendencia. El 
artízulo 297 de la Constitución dice: “Serán fuentes de 
recursos de los Gobiernos Departamentales, decretados y 
administrados por éstos: 12 — Los impuestos sobre la pro- 
viedad inmueble, urbana y suburbana situada dentro de 
los límites de su jurisdicción, con excepción, en todos los 
casos, de lcs adiciona'es nacionales establecidos o que se 
establecieren”. Es precisamente ahí donde no hay doble 
imposición o se hace para evitarla. Cuando la Constitu-: 
ción, entre las fuentes de ingresos o de recursos, dice cla- 
ramente cuáles son ellas y luego la Ley N? 9.515 deter- 
mina lo mismo, creo que en su artículo 72, lo que sen 
Tuentes de recursos de los Municipios, se quiere evitar 
—por eso la ley necesita dos tercios de votos, o sea que 
es una ley que necesariamente debe consultar con las 
minorías— que existan impuestos nacionales y departa- 
mentales sobre la misma fuente de imposición. Pero si 
un Gobierno Departamental establece una tasa, por ejem- 
rlo, bromatológica, y otro Gobierno Departamental esta- 
blece la misma en su competencia territorial, no hay nin- 
guna norma que lo prohiba No creo que ahí exista doble 
imposición. En mi concepto esa doble imposición a que se 
refiere el artículo 298 de la Constitución es sobre el mis- 
mo Gobierno Departamental en cuanto a que no puede 
haber doble imposición de las mismas fuentes de recursos 
establecidos por disposición de carácter legal de índole 
nacional O por disposición de carácter departamental, de- 
creto u ordenanza. Pienso que este artículo está esta- 
blecido para este caso pero no es para la circunstancia 
de que distintos departamentos dentro de su competencia 
—y ahora voy a aclarar lo que presumiblemente me van 
a contestar— establezcan una tasa determinada. 


¿Qué puede ocurrir? Por lo que se llama el tracto 
sucesivo y por tener que trasladarse el usuario de un de- 
partamento a otro se encuentre con que el mismo im- 
puesto tenga que abonarlo en todos los departamentos. 
Ahí está el problema; que en ese caso existe efectiva: 
mente doble o triple imposición que abarca todos los de- 
partamentos. Nada impide que cada departamento esta- 
blezca su propio régimen tributario cuando la fuente de 
imposiciones está determinada por la ley. Evidentemente 
en el otro caso no hay ninguna duda que debe ser ex- 
cluida de la interpretación cuando no ya 2 sino 15 ó 19 
veces se está imponiendo poco menos que una confisca- 
ción de sus recursos. En ese sentido quiero hacer la acla- 
1ación y a eso apunta la observación del Tribunal de 
Cuentas, no puedo dejar pasar en silencio una disposición 
de esta naturaleza en defensa anticipada o potencial —no 
he atacado a nadie— para evitar que ocurra en el futuro 
sobre lo que son fuentes de recursos municipales normal: 
mente exiguas y siempre escasas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Considero que la exposición 
que, desde el punto de vista jurídico ha realizado el se- 
ñor senador Cersósimo para precisar el alcance de la re- 
ferencia a una doble imposición prohibida por el artículo 
298 de la Constitución, es exacta, pero creo que hay que 
complementarla con una aclaración acerca de la natura- 
leza del tributo de que se trata. Si bien no sabemos lo 
que dice el artículo 3% del Decreto N* 8.255, que se mo- 
difica por este artículo 84, al calificarse el tributo como 
tasa, resulta indispensable que éste se adecue a la natu- 
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raleza de lo que es una tasa y a las características que 
este tributo tiene dentro del Codigo Tributario. La uoc- 
tora Muñoz de Ham recordará nuestros comunes esfuer- 
zos para aprobar Derecho Financiero —en aquel momento 
“Finanzas”— en la Facultad. La tasa representa en Cieria 
medida una contraprestacion por un servicio de natura- 
leza jurídica, que presta el Estado. Por lo tanto, tiene que 
existir una correspondencia entre el servicio que se presta 
y el monto del tributo. Si éste no tiene relación alguna 
con la naturaleza del servicio que se presta, en los hechos 
es un impuesto. Se le califica de tasa pero es en realidad 
un impuesto. De allí pueden surgir violaciones de otras 
normas constitucionales. Habría que ver si de acuerdo con 
el artículo 297, la Intendencia puede crear un impuesto 
sobre una fuente impositiva que no le es propia, disfra- 
zándolo con el nombre de tasa. Además. si es una Con: 
traprestación por un servicio jurídico, no se puede pre- 
tender percibirlo cuando ya ha sido prestado por otro 
Gobierno Departamental. Ahí es donde caemos en el pro- 
blema de la doble imposición. 


Creo que a eso apunta, en verdad, la observación del 
Tribunal de Cuentas y que inclusive fue sostenida por los 
miembros de la Junta en mayoría, que comparecieron en 
esta Comisión. 


Ellcs observaron que el Intendente, en los hethos, 
estaba creando un impuesto, dado que el monto del tri- 
buto no guardaba correspondencia con el servicio pres: 
tado. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Ello sin aclarar lo que 
proponía el señor Intendente sobre ese particular. La tasa 
de higiene ambiental está incluida en el Presupuesto de 
la Junta, adscripta, procedente del proyecto del Inten- 
dente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No se trata de una Obser- 
vación si no de un “téngase presente”. El considerando 
dice que su aplicación no es admisible si la mercadería 
ha sido sometida a contralor bromatológico en otro de- 
partamento. En definitiva, se trata de una observacion 
del Tribunal de Cuentas que, de aceptarse, establece que 
el gobierno departamental de Paysandú no puede cobrar 
la tasa si el contralor bromatológico ya ha sido realizado 
en otro departamento. Por ejemplo, un camión transporta 
determinados productos por la Ruta 3 y al llegar al de- 
partamento de Río Negro tiene que pagar la tasa. Luego 
ingresa al departamento de Paysandú y nuevamente se 
le quiere cobrar esa tasa. El Tribunal entiende, entonces. 
que jurídicamente no procede volverla a cobrar. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Exactamente. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — ¿Cuál es la norma 
jurídica en que se basa el Tribunal para disponer eso? 
Puede tratarse de una medida de conveniencia política. 


No comparto la tesis de que al transportar por ejem- 
plo, Coca-Cola desde Colonia hasta Artigas. se deba pagar 
la misma tasa en cinco departamentos. Quisiera saber, 
entonces, cuál es la norma jurídica que establece la pro- 
hibición de que se efectúe el contralor bromatológico de 
esas Coca-Colas en los cinco o seis departamentos del li- 
toral y que cada municipio perciba una tasa por ese ser- 
vicio. 

Es decir, que se aclare si el Tribunal emite esa obser- 
vación en función de una conveniencia política tributaria, 
impositiva, o de razonabilidad si se quiere, o si se fun- 
damenta en alguna norma jurídica. En este último caso 
desearía saber cuál es. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — Entiendo que el articu: 
lo 298 de la Constitución establece un principio general en 
el sentido de que no debe existir doble imposición. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Me afilio, entonces. 
a la tesis del señor senador Cersósimo, de que la previsión 
constitucional se refiere a aquellas fuentes de tributación 
preceptivas, acordadas por la Constitución a los Munici- 
pios, y no a estos casos de política tributaria o de razo- 
nabilidad en la percepción de los tributos. 
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SEÑORA MUÑOZ DE HAM, — En primer lugar, to- 
mamos como base el principio general. Además, el sentido 
de la tasa bromatológica es establecer un servicio para 
salvaguardar la salud humana, por lo que parece contra- 
dictorio que se Cobre en varios departamentos, 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — En un marco pura- 
mente teórico sería aceptable o entendible que los técn1- 
cos O la autoridad municipal no le dieran credibilda.. 
blena a los análisis bromatológicos realizados en otros de- 
partamentos y dijera que esos análisis deben ser hechos 
por personal de su confianza. Mi argumento puede Ser 
rebuscado pero no parece que esta prohibición esté cla- 
ramente enmarcada en la norma constitucional que se 
refiere a la doble imposición. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. —- Se tomó en cuenta el 
principio establecido por la Constitución que prohibe la 
doble imposición, Fue por eso que se hizo la observación. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: pido dis- 
Culpas por volver sobre el tema, pero esto es muy impor- 
tante para los municipios. 


Yo defiendo, también, a los usuarios y a los habitan- 
les de cada uno de los departamentos del interior, ya 
castigados actualmente, en una forma excesiva, en lo que 
dice relación con el pago de los tributos de carácter mu- 
nicipal, aparte de los nacionales, que todos sabemos en 
qué monto están incidiendo. 


Tengo dudas, señor Presidente, acerca de si del ar- 
tículo 298 de la Constitución se puede desprender una 
ovbservación —en fin; no es una observación sino un “tén- 
fase presente”— que signifique otro tipo de cosas. 


El artículo 298, planteado en estos términos de la 
imposición, en cada uno de los departamentos, tomando 
en cuenta el ejemplo de la Coca-Cola que utilizó mi esti- 
mado amigo el señor legislador Porras Larralde, en que 
entra a Colonia, San José, Flores o Florida, cada uno de 
esos Municipios, por su autonomía, tiene derecho a esta- 
blecer una tasa. Eso, no puede negarse, no €s doble im- 
posición; lo que sí es un abuso o lesión de derecho y como 
tal puede dar lugar a una reparación de carácter patri- 
monial. Pero yo no sé hasta dónde se puede prohibir que 
cada departamento, dentro de su competencia territorial 
y juridica, pueda establecer una tasa de esa naturaleza. 


El Intendente de San José, por ejemplo, que tiene 
una voracidad fiscal o municipal impresionante —la gen- 
te prácticamente ya no puede vivir en el departamento 
por esas razones, puesto que los tributos allí son mucho 
maycres, en algunos casos, que los que se pagan en la 
propia capital de la República— podría decir “a mi qué 
me importa lo que se paga en Flores o en Colonia, o la 
norma o la tasa que se ha decretado en Colonia sobre el 
contralor bromatológico de los productos que Circulan por 
el departamento de San José”. 


Ese no es un problema de la competencia política o 
jurídica del Municipio sino de la sensibilidad del Inten- 
dente, si es que la tiene. Reitero que no se trata de un 
problema de su competencia especifica, realmente Insti- 
tucional, es a eso a lo que me refiero. Yo Creo que hay 
problema jurídico de fondo, sobre el que el Tribunal de 
Cuentas está allanando o abriendo el camino a lo que 
van a ser las reclamaciones. Está diciendo: aquí hay un 
problema de esta naturaleza, el Gobierno Departamental 
de Paysandú, en este caso concreto, se ha excedido de 
sus competencias y atribuciones; por lo tanto, hagan las 
reclamaciones ante el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo o donde corresponda. Eso lo dirán los especia- 
listas en la materia, como mi estimado amigo el señor 
senador Aguirre, que ahora no ejerce porque está aquí 
en el Parlamento. Entonces, dirán que el propio Tribunal 
de Cuentas opina eso cuando por medio del “téngase pre- 
sente” le dice al gobierno departamental que se excedió. 
Si esto, por ejemplo, se le dijera al Intendente Municipal 
de San José, lo apoyaría con las dos manos para ver si 
deja tranquila a Ja población de las gavelas que está im- 
poniendo en forma absolutamente desmedida. 
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SEÑOR REGA VAZQUEZ. — En otros presupuestos 
municipales, el Tribunal ha observado la tasa bromato- 
¡ógica, porque ha dejado de ser tal para convertirse en 
un impuesto, en razón a la cuantía de los gravámenes 
Gue se imponen. En este Presupuesto, como es modesta, 
10 se observó; sólo se hizo esa advertencia de la doble 
imposición, aunque se considera que, por el artículo 298 
de la Constitución, podría ser cuestionable. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Acepto el sentido de que el 
articulo 298 de la Constitución, en principic, es el seña- 
lado por los señores senadores Cersósimo y Porras La- 
rralde. No obstante esto, pienso que es opinable porque. 
aunque esa haya sido la intención del 'egislador, está 
redactado en términcs de generalidad tal, que permitiría 
defender el criterio del Tribunal, de acuerdo al principio 
de hermenéutica según el cual alí donde la norma no 
distingue, tampoco debe hacerlo el intérprete. Alí existe 
una prohibición genérica de incurrir en superposición im- 
positiva. 


Creo que el criterio de la observación del Tribunal 
que, en definitiva, no determina la eliminación del ar- 
ticulo, sino que advierte que no debe aplicarlo cuando la 
tasa ya se ha pagado en otro departamento, puede fun- 
damentarse en principios generales del Derecho Tribu- 
tario. 


Como ya lo sostuvimos —y si tuviéramos a la vista 
el Código Tributario podríamos leer el artículo 13 que da 
el concepto de tasa— la Lasa corresponde cuando hay un 
servicio jurídico efectivamente prestado y tiene que ha- 
ber una correspondencia entre el valor de la tasa y el 
servicio prestado. 


Es realmente absurdo e ilógico que un preducio que 
es transportado por vía terrestre desde Montevideo a Ar- 
vigas pague por ese servicio tanto en Canelones como en 
Fiorida, Durazno, Paysandú, Tacuarembó y Artigas, por- 
(ue eso delermina, en definitiva, un costo elevadisimo 
del producto. Lo razonable es que si ya se ha pagado en 
otro departamento por el mismo servicio, carece de fun- 
Camento la tasa. Es. simplemente, una manera de recau- 
dar por parte de los Gobiernos Departamentales que no 
guarda relación con los servicios que realmente se prestan. 


El artículo 12 del Código Tributario expresa que Ta- 
sa es el tributo cuyo presupuesto de hecho se caracteriza 
por una actividad jurídica específica del Estado hacia el 
contribuyente. Su producto no debe tener un destino aje- 
no al servicio público correspondiente y guardará una 
razonable equivalencia con las necesidades del mismo. 
Aquí puede haber una violación. no de un principio cons- 
titucional, sino del artículo 12 del Cédigo Tributario. que 
es una disposición legislativa. 


Debemos estudiar ahora el considerando 17. 


Yo interpreto que esto no es una observación que 
determine una modificación a las normas presupuestales, 
ni la necesidad de incluir nuevas disposiciones, sino que 
sólo viene a resultar una advertencia de carácter general 
para la ejecución presupuestal De modo tal que si en el 
curso de la misma existen situaciones que determinen 
déficit, se abatan los gastos para ajustarse a las recau- 
raciones reales o a la disminución de recursos provenien- 
tes de una asistencia menor o inexistente del Gobierno 
Nacional que se da al Gobierno Departamental. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Es premonitorio. 


SEÑOR DAVEREDE. — Más que una referencia al 
Gobierno Departamental esto parecería premonitorio, Co- 
mo lo acaba de señalar el señor senador Cersósimo, por- 
que este tema nos va a tocar a los legisladores que ten- 
dremos que abocarnos al estudio definitivo del Presu- 
puesto Nacional. En consecuencia, está en nuestras ma- 
nos el poder dotar a los gobiernos departamentales de 
los recursos necesarios para que se pueda cumplir con 
esta norma. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Precisamente, el último nu- 
meral, el 13 —por eso es que hay números que deben ser 
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eliminados, tal como decia D'Annunzio— fue el que se in- 
¿rodujo en el artículo 297 de esta Constitución, determi- 
nando la asistencia del Gobierno Nacional a los Munici- 
pios. Esa norma no existió en ninguna otra Constitución. 
Digo esto para que quede constancia del número que le 
correspondía en la ordenación del artículo. 


VEaÑOR FRESIDENTE. — Como hemos concluido la 
consideración purmenorizada de tocas las observaciones 
y advertencias formuladas por el Tribunal de Cuentas, 
antes de dar por rinalizada la sesión y de agradecer al 
señor Presidenie de dicho Tribunal y a sus asesores las 
j.ustrativas informaciones y aclaraciones que nos han 
proporcionado, deseo realizar una pregunta de carácter 
general. Si bien se me puede decir que tiene un trasfon- 
do político, creo que como la decisión que tomará la 
Asamblea General no es, simplemente, un contralor de 
vuridicidad, sino que puede basarse en razones de mérito, 
oportunidad y conveniencia, deseo formular una pregunta 
referida al Proyecto de Presupuesto enviado a la Jurita 
Departamental por e: señor Intendente Belvisi. 


En el curso de esta sesión se aclaró por parte de los 
señores asesores del Tribunal de Cuentas que el proyecto 
de Presupuesto remitido por el señor Intendente tuvo que 
venir entre los antecedentes a consideración de dicho 
organismo, por la razón elemental de que debía realizarse 
un estudio comparativo de los cuadros, de donde surge, 
precisamente, el fundamento de algunas observaciones re- 
feridas a la falta de iniciativa por parte de la Inten- 
Gencia. 


Tejendo de lado esas disposiciones que han sido ob- 
servadas por carecer de iniciativa del Ejecutivo departa- 
mental si la Junta se hubiera limitado a sancionar el 
presupuesto enviado por el señor Intendente, muchas de 
las observaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas, 
¿se hubieran mantenido? Por ejemplo, lo relativo al dé- 
ficit presupuestal: al incumplimiento de las ordenanzas 
áel Tribunal de Cuentas, que permite hacer una estima- 
ción de los recursos; lo referente al incumplimiento de 
los artículos 214 y 216 de la Constitución, o sea, a la ine- 
Xistencia de normas que refieren a la ejecución presu- 
puestal. ¿estas observaciones hubieran sido igualmente 
formuladas si la Junta Departamental se hubiera limi- 
liado a aprobar el proyecto del señor Intendente? 


Tenemos entendido que la gran mayoría de los pre- 
supuestos departamentales constan de cuarenta, cincuen- 
ta, sesenta u ochenta artículos; en cambio, el remitido 
por el señor Intendente de Paysandú era casi esquemá- 
tico, con nada más Que veinte artículos. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — No se ha considerado en 
forma particular el presupuesto del señor Intendente. 


En la simple labor de comparación con ei de la Jun- 
ta, vimos puntos observables en el proyecto del señor 
Intendente. Podemos asegurar que existirían observacio- 
res, aunque no tenemos un panorama de conjunto. 


Creemos, sin embargo. que hubiera sido observado en 
una serie de aspectos, aunque no creemos que abarcaran 
todos los que presentó el Presupuesto de la Junta Depar- 
tamental. Esa es la diferencia; pero que existen puntos 
observables en el proyecto de Presupuesto del señor In- 
tendente, es innegable. 


SEÑOR DOHIR. — El propio Resultando VI dice que 
el proyecto de Presupuesto elevado por el señor Intenden- 
te, que constaba de 20 artículos, no contenía normas para 
la ejecución o interpretación del mismo. 


SEÑOR BERTACCHI. — El Considerando II hace la 
misma observación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ese Considerando hace !a 
observación de que el proyecto formulado por el Ejecu- 
tivo Departamental no cumple con lo dispuesto en el In- 
ciso 2 del artículo 214 de la Ccnstitución. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — El Tribunal observaria 
también a la Junta Departamental. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — Deseo hacer una pregunta, 
no tanto al señor Presidente del Tribunal sino a los se- 
ñores asesores, que hace años que están trabajando en 
ese organismo. 


Se ha dicho que muchas de estas disposiciones que 
están insertas en este Presupuesto, figuraban en el año 
1972 y no fueron observadas. ¿Alguno de ustedes era fun- 
cionario del organismo en aquel momento? Se trata de 
una pregunta que no tiene otra relevancia que la histó- 
rica; pero nos llama la atencion que este tipo de dispo- 
siciones no haya sido observada con la puntillosidad y la 
justeza —que me complazco en señalar— de las normas 
constitucionales, legales y de ejecución presupuestal con 
que lo ha hecho este Tribunal. 


En otra sesión se ha afirmado que disposiciones simi- 
lares no fueron observadas y estábamos esperando esta 
instancia para consultarlos acerca de ese punto. Es decir, 
quisiera saber por qué se ha tenido un criterio distinto 
respecto a un tema similar por parte de la misma per- 
* sona jurídica, aunque los soportes de ese Órgano sean 
otras personas de las que en aquel momento emitieron 
el dictamen constitucional. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — El actual Tribunal pro- 
cede de acuerdo con su leal saber y entender y otorga 
plena libertad a sus asesores para formular sus dictá- 
menes, que son respetados casi totalmente. No podemos 
responder sobre decisiones de Tribunales antericres. Mu- 
chas veces se ha cambiado de criterio porque los tiempos 
evolucionan y las constituciones y las leyes se modifican. 


Consideramos que hemos hecho lo que “orrespondia 
en esta oportunidad, que es asesorar al Poder Legislativo 
como Jo estamos haciendo, sobre un punto que Creemos 
debe ser respetado, porque el país necesita ordenarse, 
cumplir con las normas que se dictan y el Tribunal es 
e] vigilante en esos aspectos. 


No sé si algún asesor tiene conocimiento sobre los 
hechos reseñados del año 1972, 


SEÑOR DOHIR. — Lamentablemente, no puedo con- 
testar la pregunta del señor senador porque en aquel mo- 
mento me encontraba en otra repartición del Tribunal, 
como auditor. Sí puedo afirmar que desde tiempo inme- 
morial, los informes de los técnicos del Tribunal han 
sido moneda corriente. Por su puesto que algunos infor- 
mes no fueron compartidos, pero en general son acep- 
tados. 


SEÑORA MUÑOZ DE HAM. — Lo que sucede es Que 
durante muchos años no se hizo un estudio jurídico muy 
a fondo de los Presupuestos, sino más bien contable, por 
lo que podría haber opiniones diferentes. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Solicitaría al señor Presi- 
dente del Tribunal que nos envíe algunos antecedentes 
referentes a la estructura presupuestal de esa época y 
a las observaciones que eventualmente hizo el Tribunal. 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — No sé si podremos con- 
seguir alguno, porque hubo una incineración de la docu- 
mentación existente hasta el año 1972. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Lo que hemos oído es de 
una enorme gravedad. Se ha dicho gue un Tribunal ante- 
rior incineró documentación. ¿Desde qué periodo se in- 
cineró? 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Desde el principio hasta 
1972. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Eso se hizo con responsa- 
bilidad del anterior Tribunal de Cuentas? 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — De anteriores, 


Buscando antecedentes para poner en vigencia la Me- 
moria Anual del Tribunal, nos encontramos con que no 
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existían y se nos dijo que había habido una incinera- 
ción. Hate años que la memoria no se emite y, sin em- 
bargo, la Constitución dispone que así se haga. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Es tal mi sorpresa ante las 
manifestaciones del señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas, que no atino a decir cuál sería el camino ade- 
cuado a seguir ante este hecho del que tomamos conoci- 
miento en forma accidental. Somos una Comisión dele- 
gada por la Asamblea General y no sé si lo que se acaba 
de expresar no ameritará alguna medida ulterior. 


SEÑOR DAVEREDE. — Coincidente con la sorpresa 
Que expresa el señor Presidente de la Comisión, pregunto 
si no hay conocimiento de que exista alguna filmación 
o fotocopia de documentación anterior a la incineración 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — No existe filmación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si ningún integrante de la 
Comisión desea formular alguna pregunta o pedido de 
claración al señor Presidente del Tribunal y a sus ase- 
sores, daríamos por terminada esta instancia. Realizare 
mos un Cuarte intermedio a los efectos de que la Com:- 
sión pueda fijar su régimen de trabajo, ya que está muy 
próximo el vencimiento del plazo constitucional y tendr:. 
Gue emitir su dictamen. 


E Agradezco al señor Presidente del Tribunal, a los se- 
ñores Ministros y a los asesores la colaboración prestad:. 
con el trabajo de la Comisión. 


Quiero hacer ahora una consideración que no se re- 
fiere directamente a este probiema suscitado con el Pre 
supuesto Departamental de Paysandú, sino con el trabaj. 
Gel Tribunal en sí. 


Creo que la información que ha brindado el Tribu 
nal y la forma en que se ha abocado a considerar el Pre 
supuesto Departamental de Paysandú, así como los ele 
mentos de juicio que han legado a nuestro conocimient.. 
por cuniplimiento de la norma constitucional que oblig.. 
a remitir el Presupuesto con las observaciones a conoci- 
miento y decisión de la Asamblea General, nos han per 
mitido tomar contacto direcio con el trabajo del Tribu 
hal y, más allá del juicio que por razones jurídicas y/u 
polítizas podamos tener en definitiva con el problema « 
fondo, esto nos permite tener conocimiento directo de 1” 
“'orma responsable y extremadamente seria con que tra 
bajan los miembros del Tribunal que tuvimos el hono” 
de designar en la Asamblea General. El artículo 209 d- 
la Constitución establece que los miembros de] Tribuna: 
de Cuentas son responsables ante la Asamblea Genera! 
por el exacto y fiel cumplimiento de sus funciones. 


Creo que en este momento todos estamos consciente * 
de que los miembros del Tribunal de Cuentas cumple 
exacta y fielmente las funciones que les ha cometido ?> 
Asamblea General y que le corresponde de acuerdo a la 
Constitución de la República, 


En nombre de la Comisión, agradezco su colaboración: 


SEÑOR REGA VAZQUEZ. — Para nosotros significa 
un honor concurrir al Parlamento, porque a él nos de- 
bemos. 


La función del Tribunal de Cuentas, que continúa lu 
de la vieja Comisión de Cuentas del Poder Legislativo 
es un medio para Que el Parlamento tenga ojos y oidc" 
en toda la Administración Pública. 


Creemos, repito, que es aj Parlamento a quien n: 
debemos y, por lo tanto, nos sentimos honrados al habc * 
concurrido aquí y agradecemos las palabras del señor Pre 
sidente de la Comisión. 

(Se interrumpe la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 11 y 47 minutos) 
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VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE 
LA COMISION DEL DIA 4 DE FEBRERO DE 1986 


(Sin corregir) 
Preside: señor senador Gonzalo Aguirre Ramírez. 
Secretario: señor Jorge M. Frigerio. 


Miembros: señores senadores Pedro W. Cersósimo, Amé- 
rico Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso y 
señores Representantes Nacionales Héctor Barón, Car- 
los Pl a Julio Daverede y Elías Porras La: 
rralde. 


SEÑOR PRESIDENTE (Aguirre). — Está abierto el 
acto. 


(Es la hora 14 y 50) 


—Ha sido repartida el Acta N* 4 correspondiente a la 
sesión del día de ayer de la Comisión. 


Si no hay observaciones, se dará por aprobada, 


SEÑOR CERSOSIMO. — Quiero destacar la celeridad 
y, sobre todo, la forma eficiente en que la Secretaría he 
nmecho llegar a nuestras manos la versión taquigráfica de 
a sesión de ayer de esta Comisión. Debo aclarar que esto 
es consecuencia de la participación de todos los funcio- 
narios intervinientes, del señor Secretario Frigerio, de los 
taquígrafos, del personal técnico y semitécnico y de ser- 
vicio, que han actuado en esta ocasión, como en todas, 
con celeridad y eficacia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Por supuesto, la Mesa y to- 
Gos los miembros de la Comisión compartimos las expre- 
siones del señor legislador Cersósimo. 


Antes de entrar a considerar concretamente las ob- 
servaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas al Pre- 
supuesto Departamental de Paysandú, la Presidencia en- 
tiende que es necesario adoptar alguna determinación 
sobre el hecho grave del que nos enteramos ayer cuan- 
do, a raíz de una solicitud formulada por el señor legis- 
lador Cersósimo, en el sentido de saber si el Tribunal de 
Cuentas había estado en contacto con los antecedentes 
del Presupuesto Departamentaj de Paysandú en el año 
1972, el contador Rega Vázquez manifestó que no habia 
sido posible tener en cuenta tales antecedentes porque, 
según había dicho el funcionariado del Tribunal, se ha- 
bía incinerado toda la documentación existente hasta el 
año 1972. Además, el contador Rega Vázquez agregó que 
nacía muchos años que el Tribunal de Cuentas no Cum- 
plía con su obligación constitucional de redactar una me- 
moria anua! y elevarla a la Asamblea General. 


Como los señores legisladores recordarán, manifesté, 
en lo personal, que el hecho me parecía de inusitada gra- 
vedad y que no atinaba a decir qué camino había que 
seguir ante el mismo, en virtud de esa anomalía. Luego, 
reflexionando sobre el caso, llegué a la conclusión de que, 
en verdad, no existe responsabilidad de los anteriores 
miembros del Tribunal de Cuentas ante esta Asamblea 
General, porque han sido desinvestidos de sus Cargos, es 
decir, cesaron en su mandato y la posibilidad de respon- 
sabilizarlos por la Asamblea General ante esta situación 
parece que ya no existe. De todas maneras, pienso que 
al haber tomado conocimiento la Comisión de un hecho 
irregular de tal magnitud, es nuestro deber levarlo a la 
Asamblea General, si bien no refiere directamente al te- 
ma que está a nuestra consideración. No prejuzgo que 
la documentación se haya destruido para Ocultar alguna 
cosa irregular o por mala fe, pero evidentemente no es 
un procedimiento serio ni apropiado incinerar toda la 
documentación de un órgano constitucional y de Ccome- 
tido tan importante como es el Tribunal de Cuentas. En 
última instancia, si hubiera sido por una razón de falta 
de espacio, para algo existe el Archivo General de la. Na- 
rión, donde, entre otras “papelerías” —como acostumbra 
derir el señor Pivel Devoto— están todos los expedientes 
judiciales existentes en el país desde el inicio de la Re- 
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pública. Más de 150 años de expedientes judiciales están 
guardados y custodiados, y resulta inexplicable que un2 
documentación de 40 Ó 45 años de antigúedad —porque 
el Tribunal de Cuentas existe desde 1934— haya sido des- 
truida, con la consecuencia lógica de que, cuando los Tri- 
bunales posteriores van a buscar elementos o anteceden- 
tes para tratar de estudiar determinado asunto, no los 
encuentran porque han sido quemados. 


En los últimos tiempos del régimen de facto se dicto 
un decreto por el cual se autorizaba al Ministerio de Re- 
laciones Exteriores a quemar la documentación de deter- 
minada antigiedad existente en la Cancillería, lo cual 
motivó la airada réplica del señor Pivel Devoto, quien 
citó disposiciones legales que prohibian proceder de tal 
manera. Entonces, si se quemó la documentación del Tri- 
bunal de Cuentas, se violaron disposiciones legales que 
hacen a la preservación del patrimonio histórico y cul- 
tural de la República. Más allá de que tengamos coinci- 
dencias o discrepancias con el Tribunal de Cuentas, sin 
llegar a una conclusión en cuanto a cuál es el camino 
a seguir, en mi opinión tenemos la obligación de dar 
cuenta a la Asamblea General de este hecho manifiesta: 
mente irregular y anómalo del que hemos tomado cono- 
cimiento. 


SEÑOR RICALDONI. — Estoy totalmente de acuerdo 
con el criterio expuesto por el señor Presidente. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Justamente, había tomado 
en cuenta este hecho con el propósito de recordárselo a 
la Comisión a fin de que ésta disponga alguna providen- 
cia en el sentido de lo expuesto por el señor Presidente. 


_En la sesión del día de ayer éste había expresado: “Es 


tal mi sorpresa ante las manifestaciones del señor Presi- 
dente de! Tribunal de Cuentas, que no atino a decir cuál 
sería el camino adecuado a seguir ante este hecho del 
que tomamos conocimiento en forma accidental. Somos 
una Comisión delegada por la Asamblea General y no sé 
si lo que se acaba de expresar no ameritará alguna me- 
dida ulterior”. Pienso que esa medida ulterior puede ser 
dar cuenta a la Asamblea Genera!, que fue el órgano que 
eligió a los actuales miembros del Tribunal de Cuentas. 
El Tribunal de Cuentas anterior venía funcionando creo 
que desde el año 1967 y había sido designado por la Asam- 
blea General de la época. Lo concreto es que tanto este 
Tribunal de Cuentas actual como el anterior dependen 
del mismo Organo, que es la Asamblea General. Y me 
parece que a este Organo —salvo mejor opinión de los 
restantes miembros de la Comisión— al que hay que 
dar cuenta de esa irregularidad potencial que se ha pues- 
to de manifiesto en esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, si no hay discre- 
pancias con el criterio expuesto en el informe que se ele- 
vará a la Asamblea General, se dejará constancia de esa 
irregularidad denunciada ante esta Comisión por el señor 
Presidente del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Estoy de acuerdo 
con el criterio que se ha propuesto. Pero se me ocurre 
que la característica del tema y el hecho de ser ajeno 
al cometido que se nos ha atribuido, harían más proce- 
dente que la Comisión —sin perjuicio del o de los infor- 
mes que eleve a la Asamblea General— adjunte una 
comunicación dando cuenta de esta situación, transcrl- 
biendo, a su vez, el párrafo, en el que el señor Presidente 
del Tribunal de Cuentas advierte este hecho. De esta ma- 
nera se informará a la Asamblea General para que ésta 
tome las medidas que estime necesarias si considera que 
debe actuar. Se trataría de una comunicación aparte que 
le dirige esta Comisión, a la Asamblea General, y que no 
integraría el informe relativo a este tema. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Comparto lo manifestado 
por el señor legislador Rodríguez Camusso e iba a pro- 
poner que el señor Presidente de esta Comisión, en mo- 
mentos en que se proceda a dar cuenta del o de los ín- 
formes correspondientes, quedara expresamente autorizado 
para exponer este hecho, verbalmente, ante la Asamblea 
General. ¿Ese es su criterio, señor legislador? 


17 de Febrero de 1986 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Creo que debe 
haber una comunicación formal firmada por todos los 
miembros de la Comisión, sin perjuicio de que su Presi- 
dente o cualquier otro miembro, formulen los comenta- 
rios que estimen adecuados. La Comisión debe elevar a 
la Asamblea General los antecedentes de sus actuaciones 
y los informes correspondientes y, además, una nota en 
la que debe dar cuenta de la situación producida. No 
debemos olvidar que no hubo una comunicación oficial 
del Tribunal de Cuentas, sino una manifestación que hizo 
incidentalmente una de sus autoridades, en esta Comisión, 
a propósito de otro tema que se estaba discutiendo. 


SEÑOR CERSOSIMO, — Entiendo que tratándose de 
una irregularidad —y deseo emplear expresamente este 
término y no otro— la Comisión debe dar cuenta de in- 
mediato a la Asamblea General ante cualquier eventua- 
lidad que pueda involucrarla. El mencionado órgano adop- 
tará el criterio que corresponda; pero pienso que no es 
necesario que esperemos el informe y que hay que dar 
fuenta de la situación ya, hoy mismo. 


SEÑOR RICALDONI. — Acompaño el temperamento 
general expuesto por lcs señores integrantes de la Co- 
misión; es decir, estoy de acuerdo con lo que manifesta- 
ron los señores legisladores Cersósimo y Rodríguez Ca- 
musso, así como con lo que antes había planteado el se- 
ñor Presidente. Pero la comunicación que nosotros haga- 
mos sería por nuestra propia iniciativa y, en realidad, a 
quien corresponde dar cuenta de esas irregu:aridades es 
al propio Tribunal de Cuentas. Esto, que quede claro. No 
es nuestra tarea sino la de dicho Tribunal el señalar este 
tipo de irregularidades, empleando el término que utilizó 
el señor legislador Cersósimo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Presidencia interpreta 
que hay acuerdo en cuanto a dar cuenta a la Asamblea 
General de este hecho, en comunicación separada del in- 
forme que deberemos elevar en relación con el tema que 
motivó el nombramiento de la Comisión. También le pa- 
rece pertinente lo expresado por el señor legislador Cer- 
sósimo en el sentido de que no tenemos por qué esperar 
el vencimiento del plazo de que disponemos y que de in- 
mediato —-hoy. o a más tardar, mañana— deberemos dar 
cuenta de esa comunicación —que hará referencia al 
hecho del que tomamos conocimiento— a la Asamblea 
General. 


Si no hay observaciones procederemos de acuerdo 
a este criterio. 


A continuación, culminada en el dia de ayer la etapa 
de recibir información —en virtud de la comparecencia 
del señor Presidente del Tribuna] de Cuentas y sus Ase- 
sores— la Presidencia entiende que la manera práctica 
de encarar el trabajo de esta Comisión, atento al breve 
plazo del que se dispone, es entrar en el análisis sepa- 
rado de cada observación formulada por el Tribunal de 
Cuentas. Como es de conocimiento de los señores inte- 
grantes de esta Comisión, de acuerdo con el artículo 19 
de la parte resolutiva del dictamen del Tribuna] de Cuen- 
tas, éste ha observado el proyecto de Presupuesto del 
Gobierno Departamental de Paysandú para el periodo 
1985-1989, de acuerdo a lo expuesto en los Considerandos 
39, 49, 79, 8%, 99, 10, 12, 14 y 15. 


Si se está de acuerdo con este régimen de trabajo, 
pasaríamos de inmediato a considerar las observaciones 
formuladas en el Considerando 3% del dictamen del Tri- 
bunal de Cuentas. Si no se formulan objeciones a este 
criterio, entraremos a considerar dicha observación. 


SEÑOR RICALDONI. — Varios de los legisladores 
que integramos esta Comisión formamos parte de la Sub- 
comisión de la Comisión de Presupuesto integrada con 
la de Hacienda que está convocada para las 16 y 30 ho- 
ras. Por tal motivo, desearía saber hasta qué hora va a 
sesionar esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No hemos fijado hora de 
finalización, pero pensamos que a más tardar a las 16 y 
30 levantaremos la sesión y que probablemente también 
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sesionemos en el día de mañana, porque se está por ven- 
cer el plazo que nos ha dado la Asamblea General. 


Pasamos, entonces a tratar la observación referida 
en el Considerando 3%, que consiste en el hecho de que 
en la confección del cuadro de recursos por parte de la 
Junta Departamental no se ha tenido en cuenta la clasi- 
ficación y ordenación de acuerdo a las ordenanzas del 
Tribunal de Cuentas mencionadas en el Resultando 79, pcr 
lo que no se pudo proceder a verificar las estimaciones 
Cae los diferentes recursos. Son las de fecha 11 de enero 
de 1972 y modificativas, y 16 de febrero de 1984. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -— Deseo realizar 
una consulta previa, desde el punto de vista del métodu 
de trabajo. 


Hay en las resoluciones del Tribunal, observaciones 
al presupuesto fundadas —nueve Considerandos— y lue- 
go un “Téngase presente” que refiere a cinco Conside- 
randos más. Puede ocurrir que haya señores legisladores 
que estén dispuestos a aceptar algunas observaciones y A 
no compartir otras. Asimismo puede suceder que haya po- 
siciones de carácter genérico y, en tal caso no resulta 11m- 
prescindible la consideración una por una de las obser- 
vaciones, salvo que algún legislador solicite que una deter- 
minada se trate por separado. 


En consecuencia, habida cuenta que del eseaso tiempo 
de que disponemos, pienso que tal vez no sea necesario 
examinar una por una las referidas observaciones salvo. 
reitero, que alguien lo solicite en todos o en alguno de 
los casos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Aguirre). — El señor legisla- 
dor Rodríguez Camusso ha propuesto un régimen de tra- 
hajo distinto, que está a consideración de la Comisión. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — El mantenimien- 
lo de mi proposición depende de que no haya objeciones 
porque, aun cuando ellas sean parciales, pienso que co- 
rresponde aceptarlas. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pienso que puede ser acep- 
table el criterio que propone el señor legislador Rodií- 
guez Camusso. En algunos aspectos hay decisiones que, 
evidentemente, es muy posib!e que no sean objeto de dos 
spiniones, sino de una y unánime; en otros, a lo mejor 
van a ser controvertidas. 


Por ejemplo, el Resultando 7% establece que en el 
Presupuesto hay recursos que no han sido clasificados ni 
ordenados con arreglo a las Ordenanzas del Tribunal, de 
echa 11 de entro de 1972 y mcdificativas y 16 de febrer3 
de 1984. Considero que habría que ver las Ordenanzas 
mencionadas. Por su parte, en el Considerando 3% se ha- 
cen observaciones con respecto a la confección del cua- 
dro de recursos por parte de la Junta Departamental 
—era lo que hablábamos ayer con el Tribunal y aún an- 
tes, en la primera sesión, con la mayoría de la Junta 
Departamenta]— que desechó las observaciones porque nu 
se tuvo en cuenta la clasificación y ordenación de acuer- 
do a las Ordenanzas del Tribunal, mencionadas en el Re- 
sultando 7%, por lo que no se pudo proceder a verificar las 
estimaciones de los diferentes recursos. 


Pienso que si entramos a un análisis pormenorizado 
de esto, podríamos estar quince días estudiando este as: 
pecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La exposición del señor le- 
gislador en realidad está entrando a la consideración con- 
creta y pormenorizada de la observación contenida en el 
Considerando 3% que, a mi entender, es bastante más sen- 
cilla de lo que él la presenta. 


En este momento habría que determinar si acepta- 
mos o no el criterio propuesto por el señor legislador Ro- 
dríguez Camusso, que está inspirado en el propósito plau-: 
sible y práctico de aligerar el trabajo de la Comisión, 
pero que veo también bastante difícil, ya que en lo per- 
sonal tengo distintas posiciones, porque considero que hay 
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ubservaciones que son claramente fundadas, mientras que 
ciras son infundadas o, por lo menos, su fundamento no 
«parece tan claro. 


Me parece que va a ser dificultoso aceptar o recha- 
car todas las observaciones en bloque. 


Considero que esa es una posición un poco teórica. 


SEÑOR RICALDONI. — Creo que entre las Observa- 
ciones del señor Presidente y la propuesta del señor legis- 
¡idor Rodriguez Camusso no hay tanta diferencia de cri- 
terio, 


Se me ocurre que en alguna medida puede ser prác- 
tico medir las diferencias que puede haber entre los 
iniembros de la Comisión, un poco como sondeo general, 
para ver cuáles son aquéllas en las que no vale la pena 
insistir, porque hay plena coincidencia o radical discre- 
pancia. 


En tal sentido tengo presente algo que planteaba e! 
señor legislador Aguirre en el día de ayer, cuando nos 
visitó el Tribunal de Cuentas —que creo que me quedó 
claro— que podría ser una base interesante para buscar 
algún tipo de consenso, dentro de la Comisión. 


Si mal no recuerdo, él precisó varias veces —Jamenta- 
blemente, me tuve que retirar antes de que terminara la 
veunión—- el alcance de lo que el Tribunal de Cuentas 
entendía con respecto a las normas de ordenamiento ad- 
ministrativo o financiero. 


Me quedé pensando un poco y en lo que pude adivl- 
nar acerca de su razonamiento —-líbreme Dios de ser in- 
térprete de nadie, pero si sirve para algo que haga e! 
intento, lo haré, dentro del marco de mi competentia— 
“reo que si lo que buscamos es un acuerdo o consenso 
por lo menos en la mayoría de los puntos —que siempre 
sería importante— es probable que podamos llegar a la 
conclusión de que las normas del Resultando 15, que tie- 
ren que ver con las de ordenamiento administrativo o 
financiero, a pesar de las reservas que le merecen al Tri- 
bunal, no son realmente tan chocantes para el manejo 
de la cosa presupuestal. 


Nuestro trabajo es, entonces, determinar dónde están 
verdaderamente las inconstitucionalidades. 


Digo esto en términos generales, como primera apro- 
ximación al tema. No sé si estoy fuera de la cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En el concepto de la Presi- 
dencia no, señor legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Estimo que por ahí podemos 
entrar a caminar, diciendo: estas normas son de ordena- 
miento financiero. 


Nos parece que no está mal que figuren en el presu- 
puesto de la Junta Departamental. Saco la Cuenta de que 
son veintiocho artículos, respecto a los cuales no tendría- 
mos que enfrascarnos en el análisis de cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- En verdad este es un punto 
en el cual podemos tener un rápido acuerdo. Como señala 
el señor legislador, ayer insistí ante el Tribunal para que 
nos precisara el concepto de lo que ellos entendían por 
norma de ordenamiento financiero y nos aclarara cuál 
era la diferencia conceptual con norma de ejecución pre- 
supuestal. Lo cierto es que tuvieron serias dificultades. Al 
final, uno de los asesores, el contador Dohir, dijo algo 
muy vago, como que se trataba de normas que implican 
trasposiciones de rubros. 


Por lo demás, alguien nos hizo llegar —no sé cuál de 
las personas que comparecieron— un presupuesto del año 
3972, en el que constan veintiséis normas con exactamen- 
te el mismo texto, que no fueron observadas por el Tri- 
bunal de Cuentas de la época. Son todas disposiciones 
de buena administración que quieren establecer un ma- 
nejo serio de los recursos y de los fondos. 
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SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la pa'abra el senor 
senador, 


SEÑOR RICALDONI. — Celebro que pueda existir por 
aquí una buena base de aproximación, pero reitero que 
hay otras normas que son objetadas de acuerdo al lla- 
mado Estatuto del Funcionario. Me parece que —sin nin- 
guna duda— se ha ido muy lejos por la propia Junta De- 
partamental. 


Y en tren de buscar soluciones, en una segunda leída 
que he realizado de este asunto, o sea de este presupusto 
aprobado por la mayoría de la Junta Departamental de 
Paysandú, se me ocurrió que de acuerdo con un artículo 
45 que figura en las disposiciones, el mismo podría estar 
acogido dejando afuera el resto del articulado que tiene 
que ver con el llamado Estatuto del Funcionario. 


Eso tiene relación con una primera aproximación con- 
siderable a lo que pueda significar un consenso de parte 
de quienes en términos generales, creemos procedentes las 
obsrvacicnes del Tribunal de Cuentas. 


_. Con la misma franqueza deseo manifestar que tam- 
bién discrepo —y en este caso se trata más bien de salvar 
algo de todo lo que significan las normas aprobadas por 
la Junta Departamental— con la norma que hace refe- 
rencia al Considerando que tiene relación con la tasa bro- 
matológica, cosa, repito, con la que no estoy de acuerdo. 


En el Considerando 13, se dice por parte del Tribunal 
Ce Cuentas: “Téngase presente”. Pero se produciría una 
doble imposición, de acuerdo con el artículo 298 de la 
Constitución. Por lo tanto nosotros le estamos llamando 
la atención al Tribunal sobre una presunta inconstitu- 
cionalidad que no existe. Eso es lo gue quería señalar. 


El artículo 298 de la Constitución dice lo siguiente: 
“La ley, por dos tercios de votos del total de componentes 
de cada Cámara, podrá extender la esfera de aplicación 
de los gravámenes departamenta!es o ampliar las fuentes 
sobre las cuales podrán recaer, siempre que no se incurra 
en superposición impositiva”. 


Entiendo esta disposición, pero en el sentido de que 
el legislador nacional —no el departamental— no puede 
dictar una ley cuando ella apareje la llamada doble im- 
posición. Este es un tema distinto al que tiene que ver 
con las jurisdicciones de la Junta Departamental. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En la sesión del día de ayer, 
habiéndose retirado de Sala el señor legislador, los seño- 
res legisladores Porras y Cersósimo sostuvieron el mismo 
criterio que aquí se ha expuesto. Creo que estamos en- 
trando en una especie de picoteo sobre distintas observa- 
ciones, por lo que vamos a tener que ordenarlas. 


Entiendo que el señor legislador Ricaldoni está ha- 
ciendo un esfuerzo muy plausible por ver si sobre algunos 
puntos —que aparentemente son menos polémicos — se 
puede llegar a un acuerdo previo, a efectos de ir desbro- 
zando estas observaciones. En tal sentido, y si no estamos 
en desacuerdo con la vía gue nos indica el señor legisla- 
dor Ricaldoni, pienso que deberíamos ir por partes. Lo 
primero —y que yo apoyo— tiene relación con el Resul- 
tando 15, por el que el Tribunal de Cuentas califica de 
ordenamiento financiero. Nosotros lo aceptaríamos como 
que estos pudieran ser considerados de ejecución presu- 
puestal y por lo tanto no compartiriíamos la observación. 
¿Ese criterio es general de la Comisión, o hay alguien 
que discrepe con él? 


(Apoyados) 


—Esas normas, debemos señalar, ya estaban conteni- 
das en el presupuesto de 1972. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — Como lo indica el señor le- 
gislador Ricaldoni, estas 28 observaciones contenidas en 
el Resultando 15, son normas de ordenamiento adminis- 
trativo que pueden ser objeto de una decisión distinta o 
unánime de la Comisión, si es que existen discrepancias 
en las de orden constitucional o legal. 


Había sostenido en la sesión a la que concurrieron 
los señores legisladores, que votaron por mayoría el recha- 
zo de las observaciones del Tribunal de Cuentas en los 
aspectos en que éste se había pronunciado —en las obser- 
vaciones de carácter legal, constitucional o de violación 
de normas presupuestales o legales aplicables— que la 
Comisión debería moverse en un ámbito especialmente de- 
terminado por las normas. Por lo tanto, desde ese ángu'o 
debería decidir en su calidad de juez supremo de alzada 
las discrepancias entre un Poder y otro. 


Entiendo que ese debería ser el ángulo donde se 
movería la Comisión, aunque tenía mis dudas con rela- 
ción a estas resoluciones. En los casos de violación de 
normas constitucionales o legales, pienso que la Comisión 
cebe actuar con un criterio estricto de legalidad; en sín- 
tesis, por lo tanto, de legitimidad. No obstante, había 
leído algún material al respecto donde se decía que se de- 
bía aplicar métodos de mérito, es decir, de Oportunidad o 
conveniencia. 


Para no estar en desatuerdo con mi opinión, consulté 
al propio doctor Giorgi —de quien soy, como es notorio, 
amigo personal— quien comparte mi posición, en términos 
generales, en el sentido de que existen algunas normas 
como ésta que indica el Tribunal de Cuentas. Se trata de 
aquellas normas por las que se crean determinados tribu- 
ios o las que establecen exoneraciones tributarias sin la 
respectiva iniciativa. Así también es el caso del aumento 
Ce los egresos o la reducción de ingresos Que provocan. 
además de la violación de las normas, el desfinanciamien- 
to presupuestal de la Intendencia Municipal de Paysandú 
violando el artículo 225 de la Constitución, que es el úni- 
co que establece que los presupuestos que no toleran dé- 
ficit, son los municipales. 


En este caso, del articulo 225, cuando se trata de 
aunar Criterios para ejercitar esta Competencia —y yo 
anoté estos criterios para referirme a ellos en la Asam- 
blea General, además de hacerlo aquí— hay que tener 
en cuenta dos hipótesis posibles, que con el permiso del 
señor Presidente las voy a exponer brevemente. 


Digo “krevemente” y el señor Presidente me llamara 
la atención si no cumplo con ese enunciado básico de mi 
pensamiento o de mi intención. por lo menos. Dije en esa 
sesión Que cuando las discrepancias refieren a la existen- 
cia de violación de disposiciones constitucionales o lega- 
les, en ese caso corresponde estrictamente un pronuncia- 
miento de legalidad o juridicidad, sin perjuicio de que 
para dicho pronunciamiento haya que recurrir eventual- 
mente a ciertas consideraciones político-instituciona'es a 
los fines de la interpretación jurídica de los textos. Cri- 
terio análogo a éste está recogido por el profesor Giorgi 
en el método de derecho administrativo, que consta en su 
libro “Escritos Jurídicos”, edición 1976, que tengo en mi 
poder por obsequio de su autor, que mucho me complazco 
en agradecer públicamente. Me regaló el primer ejemplar 
que sa'ió de la imprenta. 


A mi entender, esa situación se daría en el caso de 
que el Tribunal de Cuentas formulara observaciones por 
violación de las disposiciones constitucionales, cuando, 
por ejemplo, dichas observaciones se refieran al caso de 
este proyecto de presupuesto cuya aprcbación significara 
déficit. Incuestionablemente, en este ejemplo, la Asamblea 
General deberá emitir un pronunciamiento de juridicidad 
acerca de si se violó la Constitución y las leyes en razón 
de las Cuales el Presupuesto resultó deficitario, Para éste 
y otros casos que están en el análisis, a través de lo que 
indica el Resultando 15, habrá de utilizar criterios poli- 
ticos de naturaleza económico-financiera. 


Estos criterios deberán estar vinculados al funciona: 
miento de Gobiernos Departamentales y de la vida social 
y económica de estas unidades políticas de la nación. 
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En este caso, me refiero al departamento de Pay- 
sandú. 


Y nada más claro que lo que se desprende de los ar- 
tículos invocados en el Resultando 15 para determinar 
que esos elementos no tienen la gravedad ni la contun- 
aencia de aquellos otros, desde el punto de vista de la 
violación constitucional, como para poder ser objeto de 
un análisis no sólo por razones de estricta legitimidad, 
sino úe lnérito, es decir, oportunidad o conveniencia, que 
es lo que estamos considerando en estas circunstancias. 
En los demás casos sucede lo mismo. Cuando las discre- 
pancias no se suscitan exclusivamente sobre aspectos for- 
males o normativos, que pueden ir más allá de la mera 
consideración de la legalidad o constitucionalidad de las 
impugnaciones u observaciones que se hacen, implican o 
suponen un análisis que desborda el tema vinculado sim- 
plemente a la violación del orden jurídico, como ocurre, 
por ejemplo, en lo que se refiere al error en el cálculo 
de los recursos, que en este Resultando 72 también está 
eventualmente establecido y que, obviamente, puede ir 
desde un mero pronunciamiento aritmético sobre dicho 
cálculo, hasta cpiniones sobre la aplicación de criterios 
vinculados a materias económicas y financieras ajenas a 
las normas legales o presupuestales. 


Por estos fundamentos y algunos otros que expondré 
oportunamente con más detalle, entiendo que las expre- 
siones del señor legislador Ricaldoni son de recibo y por 
lo tanto, sin desdecirnos sino ampliando lo que manifes- 
tamos en la primera sesión que celebramos con los inte- 
grantes de la mayoría que votó en contra las observa- 
ciones del "Tribunal en la Junta Departamental de Pay- 
sandú, estaremos dispuestos a considerar, por razones de 
mérito, las observaciones a que refieren los artículos 6% 
y siguientes, contenidas en el Resultando 15 del dictamen 
del Tribunal de Cuentas, del 11 de diciembre de 1985, asi 
como también alguna otra de ese tipo, relacionada con el 
Estatuto del Funcionario de que hablaba el señor legis- 
lador Rica'ldoni, por entender que pueden estar compren- 
didas dentro del mismo Criterio que hemos mencionado 
precedentemente. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de dar la palabra al 
señor legislador Rodríguez Camusso, la Presidencia quiere 
dejar constancia de que interpreta que hay acuerdo en la 
Comisión para no aceptar la observación contenida en el 
Censiderando 7%, en cuanto refiere a los artículos citados 
en el Resultando 15 del dictamen del Tribuna] de Cuen- 
tas y que, en consecuencia, va a aconsejar a la Asamblea. 
General el mantenimiento de los 28 artículos observados 
que constan en el Resultando 15. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — No tengo muy 
claro si en realidad vamos a considerar los temas en 
atención a su ordenamiento en los Considerandos o en 
los Resultandos. Pero, planteado el tema en los términos 
en que lo ha sido, quiero decir que entiendo que el Con- 
siderando 7%, en cuanto alude a los Resultandos 15 y 16, 
ro incluye ninguno de los elementos que están previstos 
en el segundo párrafo del artículo 225 de la Constitución, 
como para que el Tribunal de Cuentas pueda establecer 
observaciones. Desde mi punto de vista, aquí no hay error 
en el cálculo de los recursos, ni omisión de obligaciones 
presupuestales, ni violación de disposiciones constitucio- 
nales ni de leyes aplicables. En el caso de los artículos 
a que alude el Resultando 15, se incluye un conjunto de 
normas que pueden ser objeto de acuerdo total o no, pero 
que, en definitiva, desde mi punto de vista, no justifican 
una observación y mucho menos el respaldo a esa obser- 
vación por parte de la Asamblea General. 


Y en lo que tiene que ver con el Resultando 16 me 
parece más claro todavía, porque hay un conjunto de 
normas que representan en sustancia garantías funda- 
mentales para los funcionarios, que han sido acordados 
por la mayoría de la Junta Departamental de Paysandú 
y que, en modo alguno —pienso— deberíamos rectificar. 


Por lo tanto, en lo que se refiere al Resultando 15 y 
en particular, al Resultando 16, considerando que allí no 
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existen violaciones ni irregularidades de las que prevé el 
artículo 225 de la Constitución, sino criterios que se pue- 
den compartir o no, respecto de los cuales la Junta De- 
partamental habilitada se expidió democráticamente, es- 
toy dispuesto a apoyar lo actuado en esta materia por la 
Junta Departamental de Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Presidencia entiende que 
las expresiones del señor legislador Rodríguez Camusso, 
aun con matices de diferencias en los fundamentos, rati- 
fica que existe acuerdo en no admitir la observación refe- 
rida al Resultando 15. 


En cuanto a la que refiere al Resultando 16, hay una 
discrepancia entre lo expresado por el señor legislador Ro- 
dríguez Camusso, que la rechaza “in totum”, y lo mani- 
festado por el señor legislador Ricaldoni, que considera 
que manteniendo el artículo 45, que hace una remisión a 
la vigencia del Estatuto del Funcionario —decreto - ley 
del 13 de febrero de 1943— quedan salvadas las demás 
preocupaciones —si es que corresponde llamarlas así— de 
la Junta Departamental, por cuanto la declaración de la 
aplicabilidad del Estatuto del Funcionario, en la opinion 
del señor legislador Ricaldoni significaría, si no entendi 
mal, suficientes garantías para los derechos funcionales. 
¿Esta es su interpretación? 


SEÑOR RICALDONI. — Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Como el punto parece ser 
en cierta medida polémico, quiero expresar mi opinión 
en lo que refiere al Resultando 16. 


Es absurdo que el Tribunal de Cuentas observe el 
artículo 45, porque éste se limita a reiterar una disposi- 
ción constitucional, la del parágrafo segundo del articulo 
62 de la Constitución, que establece que mientras no se 
dicte el Estatuto Departamental, para los funcionarios de- 
partamentales rige el Estatuto general, de origen o jerar- 
quía legal. De modo que la reiteración de un precepto 
constitucional que de todos modos tiene que ser aplicable, 
ni siquiera parece sensato que sea objetado por el Tribu- 
nal de Cuentas. Eso, en un primer orden de cosas. En se- 
gundo lugar, considero que los artículos 47 y 49, también 
observados no son estrictamente de naturaleza estatuta- 
ria. Un Estatuto del Funcionario debe definir escalafo- 
nes, esablecer los derechos y las obligaciones de los fun- 
cionarios, sus responsabilidades, los procedimientos admi- 
pistrativos para hacer efectivas tales responsabilidades y 
las garantías que, en tales casos, tienen los funcionarios. 


Pero estas normas no refieren a ninguna de esas ma- 
terias, sino a derechos de los funcionarios en situaciones 
especiales y a la materia salarial. 


El artículo 47, es para el caso de les funcionarios en- 
fermos; el artículo 49, para funcionarios presupuestados, 
jornaleros y/o contratados, que cumplan tareas superio- 
res al cargo para el que estén designados, referentes a 
remuneraciones, compensaciones, diferencias de sueldo. 


Esas normas, en mi concepto, no son de naturaleza 
estatutaria y, por consiguiente, creo que están mal obser- 
vadas por el Tribunal de Cuentas. 


En cuanto a las otras normas —que son los artículos 
44, 46, 48, 51, 52 y 53— creo sí que refieren al Estatuto 
del Funcionario, y que desde un punto de vista jurídico 
o formal estricto, puede tener razon el Tribunal de Cuen- 
tas. Pero hago esta reflexión, de naturaleza politica: no- 
sotros en este momento, lamentablemente —y digo la- 
mentablemente porque lo hacemos en un clima de en- 
frentamiento con el Poder Ejecutivo— tenemos todavía 
a consideración el Presupuesto General de Gastos y Re- 
cursos en el cual hay decenas —por no decir centenares— 
de normas relativas a derechos de los funcionarios y nor- 
mas de naturaleza estatutaria —unas pocas de carácter 
general y muchísimas de carácter particular— para de- 
terminados funcionarios de determinados Ministerios O 
reparticiones. El Tribunal de Cuentas, como no se le ha 
remitido para su estudio el Presupuesto General de Gas- 
tos, no ha podido formular ninguna observación; pero 
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parece bastante contradictorio que, tratándose aquí de 
normas cuya buena inspiración no puede discutirse por- 
que tienden a garantir derechos de los funcionarios, por 
el hecho de que las observe —en aplicación estricta de 
un precepto constitucional— las saquemos del presupuesto 
departamental de Paysandú mientras que en el Presupues- 
to Nacional hay decenas de esas normas, Reitero que en- 
tonces habría aquí una contradicción en la actuación del 
Parlamento que por un lado, incluye en €l Presupuesto 
General de Gastos y Recursos con total tranquilidad can- 
tidad de normas que no respetan lo establecido por el 
artículo 216 de la Constitución, y por otro, en el Presu- 
puesto Departamental de Paysandú haga suya una Obser- 
vación, procedente desde el punto de vista formal, del 
ase de Cuentas, pero que, en definitiva, alude a lo 
mismo. 


Es decir, que sentaríamos un criterio en el Presu- 
puesto Nacional, totalmente abierto y despreocupado del 
cumplimiento estricto del precepto constitucional y, a la 
Junta Departamental de Paysandú le diríamos: lo que 
hacemos nosotros en el Presupuesto Nacional, no lo pue: 
den hacer ustedes en el presupuesto departamental”. 


No me parece que eso sea muy coherente como pro- 
cedimiento parlamentario y por esa razón me inclino, 
aunque el punto es dudoso —por una razón de mérito y 
no de legalidad— a aceptar estas normas, algunas de las 
A —no todas— ya estaban en el Presupuesto del año 


En consecuencia, mi opinión es esta: el articulo 45 
úebe quedar ,sin duda alguna. Los artículos 47 y 49, por- 
que no refieren estrictamente al Estatuto del Funciona- 
rio, también deben quedar. Y las demás normas referi- 
das en este Resultando 16 —aunque desde el punto de 
vista jurídico creo que tiene razón el Tribunal de Cuen- 
tas, por motivos de mérito, de oportunidad política y de 
coherencia en la actuación legislativa— entiendo que 
también deben quedar. 


SEÑOR RICALDONI. — En realidad, la pregunta que 
voy a formular está dirigida a los demás miembros de 
la Comisión porque, como dije, hice una segunda lectura 
más bien superficial de todo esto, pues tengo demasiadas 
tareas que cumplir a nivel parlamentario. 


Quiero saber si esas normas de los artículos 47 y 49 
no suponen más gastos dispuestos por la Junta, por enci- 
ma de lo establecido en el presupuesto preparado por el 
Intendente. Porque entonces ya no habria un problema 
estatutario, sino quizá que tuviera que ver con el aumen- 
to de gastos. 


Esa es la duda due dejo planteada. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La duda del señor legisla- 
dor puede ser procedente, y la podemos tener todos, pero 
el Tribunal de Cuentas no ha formulado esa Observación. 
Ha observado esos articulos únicamente por considerar 
que son de naturaleza estatutaria, y yo sostengo que no 
io son. 


El Tribunal de Cuentas ha hecho otras observacio- 
nes, porque Considera que sin iniciativa, la Junta ha 
aumentado los gastos, pero no incluyó estos artículos en 
esas observaciones. Creo que nosotros, respecto a estos 
dos artículos, no podemos ser más realistas que el Tri- 
bunal de Cuentas y formular una observación que este 
no ha hecho, 


SEÑOR CERSOSIMO. — No sé si el señor Presidente, 
cuando dice que, en su concepto, los ha observado por- 
que son de naturaleza estatutaria, se está refiriendo ade- 
más a que los observó porque violan lo dispuesto en el 
inciso segundo de lartículo 216 de la Constitución, que es 
lo que dice el Tribunal de Cuentas en su acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Es evidente que es así, El 
Tribunal dice en su acuerdo que estas normas no cons- 
tituyen materia presupuestal. 
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¿Qué es lo que dice el inciso segundo del artículo 216? 
Dice lo siguiente: “No se incluirá ni en los presupuestos 
ni en las leyes de Rendición de Cuentas, disposicicnes 
cuya vigencia exceda la del mandato de gobierno ni aque- 
llas que no se refieran exclusivamente a su interpreta: 
ción o ejecución”. 


Naturalmente, las normas estatutarias son de vigen- 
cia permanente y exceden al período de gobierno. Por 
consiguiente, ahí está el fundamento de que el Tribunal 
de Cuentas diga en el Resultando 16 que habría normas 
relativas al Estatuto del Funcionario. Una cosa está liga- 
da a la otra y ahí radica la coherencia de la observación. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Puedo aceptarlo parcialmen- 
te, porque las normas podrían estar también referidas a 
un lapso que coincidiera o fuera menor al del gobierno 
de que se trata. Desde ese punto de vista podría aceptar 
lo que dice el señor Presidente. Pero Creo que quizá haya 
un problema más grave en el hecho de que estas nor- 
mas, que no figuraban en el proyecto de presupuesto de 
la Intendencia y Cuyo ejercicio funcional debe ser adml- 
nistrado por el órgano ejecutivo del Gobierno Departa- 
mental de Paysandú, no le dan derecho —dado que los 
presupuestos que se devuelven al gobierno departamental! 
por la vía de la aplicación del artículo 225 no pueden ser 
cbservados— a ejercitar precisamente la facultad de ob- 
servación que tiene el Intendente Municipal. Esta dispo- 
sición tiene que ser aceptada obligatoriamente, en fun- 
ción de que este presupuesto, si es sancionado expresa O 
tácitamente por la Asamblea General, no puede ser obser- 
vada de ninguna manera y debe cumplirse tal como sale 
de aquí y como fue aprobada por la Junta Departamental. 


Sea cual fuere el resultado de la decisión de la Asam- 
blea General —expresa o ficta— el Presupuesto no puede 
ser observado. 


En consecuencia, estas normas, que pueden afectar 
de manera muy particular el funcionamiento y la jerar- 
quía del órgano Intendencia Municipal —como, por ejem- 
plo, aquellas que establecen entidades intermedias entre 
la Intendencia y los funcionarios para el cumplimiento 
de determinadas disposiciones relativas al traslado o as: 
censo de ésios— podrían merecer una observación, even- 
tualmente, del órgano ejecutivo en función, precisamen- 
te, de que se incorpora un sistema extra constitucional 
que enerva de alguna manera la ¡jerarquía funcional del 
Intendente Municipal, en este caso, de Paysandú. 


Por ejemplo, el artículo 44, que fue Observado por el 
Tribunal de Cuentas por razones de servicio y mediante 
resolución claramente fundada, dice que el Ejecutivo De- 
partamental, podrá resolver el traslado de sus funciona- 
rios dentro del departamento. Es decir, por razones de 
servicio claramente fundadas. Esto es violatorio de todo 
el sistema constitucional y legal aplicable en materia 
municipal y nacional. En caso de no haber consentimien- 
to por parte del funcionario, se están introduciendo, por 
la vía de una ley, disposiciones de fondo. Y agrega que 
el asunto pasará a la Comisión de Ascensos, Promoción 
y Evaluación de Funciones, la que aconsejará sobre el 
particular —al decir “aconsejará” está marcando el ca: 
rácter preceptivo— siempre que dicha subrogación no ex- 
ceda los cinco días alternados en el mes. 


Es decir que aquí, por ejemplo, hay una entidad que 
se denomina Comisión de Ascensos, Promoción y Evalua- 
ción de Funciones que se incorpora como elemento inter- 
medio entre la jerarquía del señor Intendente y sus fun: 
cionarios. Ningún funcionario puede ser trasladado o as: 
cendido sin su conocimiento, y el señor Intendente de 
manera permanente debe estar haciendo una consulta 
preceptiva. Naturalmente que si se trata de un asesora: 
miento, su desconocimiento no dará lugar a ninguna ulte- 
rioridad en ese orden, pero es notorio que existirán difi- 
cultades en otro sentido. 


Por otra parte, el artículo 51, observado por el Tri- 
bunal de Cuentas, tal como lo expresaba el señor Presi- 
dente dice: “Reconócese que la actividad sindical es un 
derecho y su ejercicio favorece la acción general del de- 
partamento”. 
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Creo que la Junta Departamental se excede un poco 
en su filosofía o en lo que son sus estrictas competencias, 
porque una cosa es que la Constitución y la ley determi- 
nen que las Juntas Departamentales, los Intendentes —en 
suma, el Gobierno Departamental— deben defender los 
derechos individuales de los habitantes del departamen- 
to, y otra cosa es que éstos se acojan a disposiciones de 
esta naturaleza. : 


En este caso, tomando antecedentes nacionales e in- 
ternacionales en la materia, se habilita a que dos dele- 
gados del Consejo Directivo y uno del Colegio de Dele- 
gados por localidad de la Asociación de Empleados y Obre- 
ros Municipales, legalmente constituida, “gozarán de la 
más amplia libertad de acción dentro de la esfera muni- 
Cipal para el mejor cumplimiento de sus funciones espe- 
cíficas”. Y dice el inciso segundo: “A tales efectos, la 
representación gremial elevará al Ejecutivo comunal no- 
ta con diez días de antelación al desempeño de las fun- 
ciones que autoriza el párrafo antericr, comunicando los 
nombres de las personas designados como titulares y su- 
plentes respectivos. Estas designaciones serán válidas has- 
ta nuevo aviso de la representación gremial”. 


Esto quiere decir que esas personas tendrán derecho 
á una licencia de 45 días, sin que el Intendente pueda 
ejercitar en lo más mínimo sus atribuciones funcionales, 
sin que pueda hacer efectiva su responsabilidad y sus 
facultades. 


Por otro lado, el artículo 52 fija la licencia gremial 
—naturalmente observado también por el Tribunal de 
Cuentas— diciéndose que la licencia gremial para los diri- 
gentes y los delegados de la Asociación de Empleados y 
Obreros Municipales, legalmente Constituida, que tengan 
que concurrir a reuniones, seminarios, conferencias, con- 
£resos, etcétera, dentro o fuera del departamento o del 
país, alcanzará hasta 50 días- hombre anuales, nueva ter- 
minología, “días- hombre”, que no alcanzo a entender to- 
talmente. 


Dice después que los excedentes serán de cargo de la 
Asociación Gremial, debiendo la misma, en todos los ca- 
sos, comunicar por nota debidamente fundada las razo- 
nes que asisten a ella para ejercer este derecho con 48 
horas de antelación. Es decir, entonces, que aquí ni si- 
quiera se fija la cantidad de miembros que tienen dere- 
cho a gozar de esta licencia gremial. 


Debo señalar que no estoy en desacuerdo con las con- 
quistas gremiales y que, cuando me ha sido posible, he 
interpuesto mis modestas atribuciones —cuando he podi- 
do ejercerlas— a los efectos de respetar esos derechos, 
como consta en cualquiera de las intervenciones que he 
tenido en este aspecto tanto en el Parlamento como en 
el Poder Ejecutivo. Lo que no creo es que estas dispo- 
siciones se puedan llevar a una latitud tan enorme que 
hagan que, en función de esta norma, un día desaparez- 
can casi todos los funcionarios del Gobierno Departamen- 
tal o de la Intendencia Municipal de Paysandú, yendo en 
procesión a determinado lado, enterándose al día siguien- 
te el señor Intendente por la prensa, si es que ella sigue 
Tuncionando. Me parece que esto es enorme, atento, ade- 
más, a que el señor Intendente —repito— en este caso 
no tiene la facultad de observación que le es enervada 
expresamente por el artículo 281 de la Carta que dice que 
no pueden ser observados Jos presupuestos que vuelvan al 
Gobierno Departamental por la vía del artículo 225 de la 
Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sabía disposición. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Apoyo lo que manifiesta el 
señor Presidente en la medida en que nosotros, como 
jueces —porque en este caso actuamos como tales en un 
procedimiento de alzada, en un típico contencioso presu- 
puestal— reconozcamos que hay desbordes que no pode- 
mos tolerar en silencio. Con el respeto que le tengo y la 
autoridad que nos merece a todos la opinión del señor 
Presidente. en este aspecto me permito discrepar con él. 
El señor Presidente dice que en otro orden, en vía legis- 
lativa —y quiero poner énfasis en esto que estoy expre- 
sando— tácita o expresamente hemos consagrado solucio- 
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nes distintas a las que impugnariamos en el caso de que 
nos opusiéramos a estas observaciones, o hemos Consa- 
grado soluciones iguales, simitares o análogas a las que 
«stablece en su proyecto de presupuesto la Junta Depar- 
tamental de Paysandú. Digo que esa es la actuación del 
órgano político Parlamento Nacional o Poder Legislativo 
cuando actúa en vía cuasi legislativa; pero nosotros ac- 
tuamos en una vía jurisdiccional, como jueces de alzada. 
Los recursos y los medios de que dispone el Parlamento 
en la vía legislativa son unos y su conceptualidad política 
también es una; pero es otra cuando la Asamblea Gene- 
ral, como órgano del Poder Legislativo, en el caso del ar- 
tículo 225 actúa en función de tribunal de alzada con 
decisión cuasi jurisdiccional. 


Entonces, en mi concepto. el señor Presidente —y que 
me disculpe por lo que estoy diciendo— no puede equi- 
parar una solución a la otra porque aquélla tiene una 
resultancia que merecerá o no el veto— en una materia 
que le es tan grata al señor legislador Bouza, por cuanto 
ha intervenido elocuentemente en este aspecto. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — ¿Me permite, señor 
legislador? 


Simplemente deseaba sugerir que se pospusiera la con- 
sideración de estos artículos contenidos en el Resultando 
16 hasta la próxima reunión de la Comisión y continuar 
adelante dado que este punto evidentemente, nos va a 
Vevar a un debate demasiado extenso. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Estoy de acuerdo con lo que 
manifiesta el señor legislador Porras Larralde. Por mi 
parte, he terminado con lo que quería decir. 


SEÑOR BERTACCHI. — Con respecto al artículo que 
ha mencionado el señor legislador Cersósimo, quiero ha- 
cer dos aclaraciones en cuanto a lo que él ha manifes- 
tado. ! 


La primera es que, realmente, se establece un tope 
al hablar de 50 días-hombre, del que no se puede exceder, 
excepto que las erogaciones sean de cargo de la gremial. 


En segundo término, con relación a lo que planteaba 
el señor legislador Cersósimo en cuanto a que podía lle- 
garse hasta una manifestación de funcionarios en activi: 
dades gremiales sin que se enterara el señor Intendente, 
el mismo artículo establece que con 48 horas de antela- 
ción, en todos los cascs, tanto sea en los de dias-hombre 
o los que excedan los días-hombre, debe comunicarse este 
tierecho por nota debidamente fundada. 


Esto quiere decir que siempre el señor Intendente, 
con antelación a la función gremial de los dirigentes, va 
a estar enterado, o sea que no va a ignorar el caso. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Los señores legisladores que 
son abogados saben que aquí sucede algo similar a cuan: 
do un Juez dice “como pide con noticia”; simplemente 
se le da noticia al señor Intendente de que se van a to- 
mar las licencias. Pero igual la toman aunque el Inten- 
dente no se entere; si se entera bien. Le comunican y 
se toman la licencia. Reitero, “como pide con noticia”; 
eso se llama derecho al pataleo. No hay manera de opo- 
nerse a eso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Deseo hacer una 
acotación. No se toma la licencia para cualquier cosa, sino 
para una finalidad especificamente establecida y con res- 
pecto a cuya importancia, naturalmente, caben diversas 
interpretaciones. Para nosotros la importancia de esa at- 
tividad justifica un tratamiento como el que aquí se pro- 
pone. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con todo el respeto digo que 
uo tengo dudas sobre la sustancia de lo expuesto por el 
señor senador Rodríguez Camusso; desde su punto de vis- 
ta puede ser así. Yo no he dicho que esta norma puede 
o no tener andamiento según el criterio del opinante. La 
que sí digo es que me parece excesivo que se adopte una 
detisión de esta naturaleza —sin término y sín fijar la 
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cantidad de funcionarios— sin decisión del Intendente 
Municipal. que es quien dirige esos servicios y es el res- 
ponsable de ellos. Por tanto, por mejor que pueda ser la 
linalidad —si el señor senador lo dice, él sabrá por qué 
lo hace; yo tendría que leerla mucho para darme cuenta 
si es buena o no, pero ese no es el caso— pero vamos 
á suponer que sería lo más bondadoso del mundo o lo 
más profundo que pudiera existir la razón que determina 
la licencia gremial a conteder. Sin embargo, con eso se 
violan claras normas que nosotros debemos salvaguardar. 


En definitiva, el jerarca responsable del servicio ni 
siquiera puede oponerse a la concesión de la licencia que 
la Junta Departamental ha organizado, a través de este 
decreto, sin que el Intendente tenga la más mínima in- 
tervención, siendo el jefe de la parte ejecutiva del Go- 
tierno Departamental de Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Quiero hacer dos puntuali- 
zaciones antes de poner a votación la moción de orden 
presentada por el señor legislador Porras Larralde. 


En primer término quiero manifestar que la observa- 
ción del Tribunal de Cuentas que se ha estado discutien- 
do refiere únicamente a que en su concepto se ha violado 
el artículo 216 de la Constitución, por tratarse de normas 
de naturaleza estatutaria. Dicho Tribunal no hace nin- 
guna consideración de mérito, a estas disposiciones, ni 
dice que viole otros principios constitucionales y legales. 
Por tanto, la Presidencia estima que cuando consideremos 
en el día de mañana esta observación —si es que asi se 
resuelve-— debemos ceñirnos a determinar si son o no de 
naturaleza estatutaria y no a discutir el mérito o demé- 
rito de las disposiciones en sí mismas. 


En segundo lugar, la segunda observación que desea 
hacer la Presidencia —y digo esto con el respeto que me 
merecen todos los integrantes de la Comisión y en el afán 
“de llegar en plazo a un resultado fructífero, que es lo 
que todos anhelamos— se refiere a que hace una hora y 
quince minutos que iniciamos la sesión y recién hemos 
acordado el temperamento a seguir en media observa- 
ción, es decir, del Considerando 7, en lo referente al Re- 
sultando 15. Si seguimos a este ritmo, evidentemente no 
vamos a terminar en plazo el trabajo de la Comisión. 


Si todos los señores legisladores están de acuerdo, se 
va a voiar la moción de orden presentada por el señor 
legislador Perras Larralde en el sentido de postergar para. 
mañana la consideración de esta observación. 


(Se vota:) 
—Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El señor legislador Ricaldoni había hecho una refe- 
rencia al “Téngase presente” contenido en el Consideran- 
ao 13. Como lo expresado por él coincide, en los funda- 
mentos, con lo manifestado ayer en la Comisión por los 
señores legisladores Porras Larralde y Cersósimo, respecto 
a la interpretación que debe darse al artículo 298 de la 
Constitución, cuando prohibe la doble imposición respecto 
de los tributos departamentales y como la Presidencia, 
en buena medida, también comparte el fundamento de 
esta posición, si los demás integrantes de la Comisión no 
están en desacuerdo, daríamos por aprobado el tempera- 
mento sugerido por el señor legislador Ricaldoni con re- 
lación al Considerando 13. En su informe, la Comisión 
determinaría que la interpretación dada por el Tribunal 
de Cuentas al artículo 298 de la Constitución no es de 
tecibo, y explicitará cuál es la correcta. Veo que nadie 
formula observaciones; por tanto, este es el criterio acep- 
tado por la Comisión respecto a la observación N% 13. 


A efectos de ordenar el trabajo y de tratar un punto 
en el cual creo puede haber rápido acuerdo, la Presiden- 
cia sugiere entrar a considerar la observación referida 
al Considerando 3. Este Considerando se refiere al Re- 
sultando 79, en el cual consta que en el proyecto de pre- 
supuesto elevado por el señor Intendente, los recursos 
habían sido clasificados y ordenados con arreglo a las 
ordenanzas del Tribunal. Quiere decir que en este punto 
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habría una diferencia: el presupuesto del Intendente ha- 
bría sido presentado de manera formalmente correcta, 
mientras que el de la Junta Departamental no cumplina 
estos requisitos. Como el presupuesto que debe sancionarse 
es el de la Junta, el Tribunal observa que al no haberse 
cumplido con las ordenanzas no puede proceder a Vveri- 
ficar las estimaciones de los direrentes recursos, lo Cual 
lo inhabilita, eventualmente, a observar el presupuesto 
por estimación errónea de los recursos. 


Creo que es en eso que consiste la observación del 
Tribunal de Cuentas. 


Desde este punto de vista, estuve hnalizando el Pro- 
yecto de Presupuesto del Intendente, que vino como ante- 
cedente, y el de la Junta Departamental. Evidentemente, 
la observación no se refiere al articulado relativo a los 
recursos, porque allí la Junta, si bien en algunos aspectos 
ha variado las tasas —lo cual es motivo de otra obser- 
vación diferente— se ciñe a la ordenación y descripción 
de los recurscs que figuran en el proyecto del Intendente. 
En mi concepto. la observación refiere a unos cuadros 
que acompañan el proyecto de presupuesto del Intenden- 
te. Este, luego del articulado, tiene unos Cuadros anexos; 
en el primero de ellos hay una descripción de los esca- 
lafcnes y retribuciones funcionales, fojas 20, 21, 22, 23 y 
24. Luego, a fojas 25, figura un título: “Recursos”. A con- 
tinuación, a fojas 26, está el cuadro re'ativo a los im- 
puestos —-a) sobre inmuehles; b) sobre muebles; ec) sobre 
actividades comerciales e industriales y d) otros—; a fo- 
jas 27 aparece el cuadro referente a tasas; a fojas 28 
está el cuadro referente a precios y a fojas 29 hay un 
resumen general del Capítulo de Recursos. 


Hay un capítulo IV: “Contribución por mejoras”, el 
capítulo V: “Multas”, el capítulo VI: “Fondos de Origen 
nacional” y un capitulo VII: “Fondos del Banco Hipote- 
cario”. Luego hay un comparativo entre lo Vigente y lo 
proyectado, que figura a fojas 30 y, finalmente, a fojas 
31 hay un resumen general. Posteriormente, se pasa a los 
gastos e inversiones. 


Creo que son estos cuadros —porque son los únicos 
anexados al proyecto de presupuesto del Intendente— los 
que motivaron la observación del Tribunal, puesto que no 
han sido adjuntados en el proyecto de la Junta Depar- 
tamental. Esto no significa que la Junta tenga que canl- 
biar su estimación de los recurscs. De acuerdo con este 
esquema —cabe suponer que es el Que debe respetar las 
ordenanzas del Tribunal— se debió haber adjuntado estos 
cuadros, no con las mismas cifras proyectadas por el In- 
tendente —porque en este punto hubo discrepancias— pe- 
ro sí valiéndose de este esquema. Eso es, en mi concepto, 
lo que reclama el Tribunal de Cuentas, o sea, que se pre- 
senten los cuadros. En este sentido, ereo que la Junta no 
puede tener ningún inconveniente en hacerlo; se trata 
simplemente de un trabaio material. Por consiguiente, 
estimo que esta observación es procedente. Refiere a la 
inobservancia de un deber formal que tenía la Junta en 
el sentido de adjuntar al proyecto de Presupuesto estos 
cuadros. de acuerdo con el esquema resultante de las or- 
denanzas citadas. 


No sé si hay Criterios discrepantes en tal sentido. Si 
no fuera así, creo que podríamos acordar que la observa.- 
ción es procedente y señalar a la Junta que, tal como se 
hizo en el proyecto del Intendente, debe acompañar el 
suyo con estos cuadros —en el que figurarán las cifras 
por ella proyectadas— dentro del mismo ordenamiento. 


He dado esta explicación un poco larga porque no me 
ubicaba bien, pero revisando todo el material me encon: 
tré con esto. En el articulado la descripción de lcs recur- 
sos es la misma. Estos cuadros están en el proyecto pre- 
sentado por el Intendente y no en el de la Junta. 


En consecuencia, existe acuerdo entre los miembros 
de esta Comisión para aceptar la observación contenida 
en el considerando 3%. 


A continuación pasamos a considerar la observación 
que figura en el Considerando 4%. Esa observación es bá- 
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sica, en mi concepto y es la referente a la desfinanciación 
de los presupuestos para los Ejercicios 1986-1989, que de- 
iermina el incumplimiento —según el Tribunal de Cuen 
tas— del artículo 225 de la Constitución. 


En consideración esta observación. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Señor Presidente. 
no voy a discutir que técnicamente tiene razón el Tribu- 
nal de Cuentas pero, a mi juicio, lo que acontete con el 
Presupuesto de Paysandú —en materia de superávit o de- 
ficit— es la misma historia de todos los presupuestos mu- 
nicipales. 


Es verdad que la Constitución de la República di> 
Pune, expresamente, que los presupuestos de los organis- 
mos municipales no deben ser deficitarios. Pero creo que 
es compartible la tesis de que tampoco esto es una Cues- 
tión de preceptos. La explicación, digamos, histórica de! 
texto, fue la desconfianza que se le tuvo a los gobernan- 
tes del interior en la elaboración de los respectivos pre- 
supuestos, porque esto no rige para el Presupuesto Nacio- 
nal, cuya cuantía económica es decenas de veces supe- 
lior ai monto de los presupuestos municipales. No tiene 
otra explicación racional y creo que en alguna oportuni- 
dad se llegó a confesar públicamenie que la razón deter- 
minante de este texto era el temor de que los legislado- 
res del interior —-os integrantes de las Juntas Departa- 
mentales— cometieran excesos y comprometieran el pa: 
trimonio público en esta materia. De manera que no es 
algo que afecte un principio constitucional. Distinto sería. 
--digo esto a título de ejemplo— si en el presupuesto mu- 
nicipal se utilizara como fuentes de recursos materias qu" 
el constituyente reservó a la Jegislación nacional. Esa sí 
sería, a mi juicio, una grave violación de la Constitución. 
Es cierto que se podrá decir que las violaciones a la Cons- 
titución no pueden tener matices, no pueden ser ni leves 
ni graves: se viola o no la Constitución. Pero ésta es una 
enunciación puramente eccnómica que hace el constitu- 
yente, que dice que no debe ser deficitario, no debe arrco- 
jar déficit. Creo que sí sería una violación constituciona! 
y que la Comisión y la Asamblea General estarían obli- 
gvadas a aceptar la observación, en el caso de que, por 
ejemplo, el presupuesto municipal gravara el patrimonio 
fle los contribuyentes o las actividades financieras, ma- 
terias reservadas a las disposiciones nacionales. 


Acemás, hay otro hecho que es real: jamás los pre: 
supuestos municipales pudieron cumpl!ir estrictamente com 
esa disposición constitucional. ¿Por qué? Porque algunas 
fuentes de recursos municipales son privativas de los de- 
partamentos, pero hay otras partidas que se incluyen €n 
el presupuesto nacional, con destino al auxilio económico 
v firanciero de las Intendencias que, naturalmente, sier 
pre es aprobado con posterioridad al presupuesto muni- 
cipal. 


Quiere decir que los Gobiernos Municipales están su- 
jetog a un determinado volumen económico que el Go- 
hierno Central les dará o no, o se los dará en cierta me- 
dida o en ninguna. EntonCes, eso de que los Presupues- 
tos Municipales no pueden ser deficitarios es, simplemen- 
te. una enunciación de buenos deseos del constituyente. 
pero en la realidad no funciona. El Presupuesto de Pay- 
sandú tendría que haber sido aprobado hace dos meses 
y el Presupuesto Nacional, con la inclusión de partida" 
nara los municipios, todavía está en veremos. 


SEÑOR RICALDONI. — Doy una extraordinaria im- 
portancia a esta observación que hace el Tribunal de 
Cuentas. Creo que si hay una de las normas en donde el 
ronstituyente ha sido más claro en su definición, es en 
ésta del artículo 225, en la que dice que no se pueder: 
aprobar presupuestos que signifiquen déficit. Se podrá cri- 
ticar la solución constitucional, naturalmente, pero eso 
es harina de otro costal. 


La Constitución no quiere que se aprueben presupues- 
tos —y estoy citando las expresiones del constituyente— 
gue signifiquen déficit. No es lo mismo que decir que €l 
presupuesto resulte deficitario luego de la ejecución co- 
rrespondiente, que es otra cosa. Todos sabemos que un 
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presupuesto, por distintas razones —no sólo por mal ma- 
nejo de la Intendencia, sino también por motivos coyun- 
turales, ajenos a la administración municipal— puede, en 
definitiva, terminar aparejando un déficit. Pero ese es 
outro tema, como lo es si en vez de ser un presupuesto 
nivelado terminara siendo superavitario. Acá de lo que 
se trata es de no proyectar un presupuesto Conforme a 
cuyos términos ya Se sepa de antemano que el Inten- 
dente o la Junta Departamental, o los dos en combina- 
ción, están promoviendo un déficit en el Presupuesto 
Municipal. 


Entonces, nosotros no podemos considerar que esto es 
a'go de poca monta. 


Yo digo que es muy importante; si uno se pone a 
analizar lo que podría significar la actitud concertada 
—es un ejemplo de fantasia, pero ilustrativo— de once 
administraciones departamentales distintas, decidiendo 
hacer en el exterior, enormes compras de maquinarias 
viales. 


De ese modo estarían incrementando la deuda exter- 
na del país, sin posibilidad alguna de un manejo adecua- 
do de lo que es la responsabilidad patrimonial del Estado. 


Repito que se puede discrepar con la solución. A mi 
me parece buena en la medida en que todo ésto se con- 
:ugue con otros principios que no hacen sólo a la materia 
constitucional, sino a la buena administración. 


En este caso es clarísimo que la Constitución ha di- 
sho no a la elaboración de un proyecto del que resulte 
vn déficit. 


Creo que nosotros, jueces de la discrepancia, no tene- 
mos otra alternativa que considerar de recibo esta obser- 
vación del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — El señor legislador 
Ricaldoni hace un argumento que no considero exacto. 
El procedimiento para las adquisiciones de maquinaria o 
negocios que hagan las Intendencias con el exterior re- 
quieren otro procedimiento, como ser el aval del Banco 
de la República, en fin, no es algo estrictamente de ma- 
teria presupuestal. En el presupuesto se podrán prever de- 
terminados recursos o montos para la adquisición de ma- 
quinaria, pero no son las compras las que pueden generar 
déficit presupuestales. Eso creo que es de detalle. 


He tenido la oportunidad de ver presupuestos de años 
anteriores, a los que se les ha hecho la misma observa- 
ción, y el Tribunal de Cuentas termina dando la receta 
«Obre el enjugamiento del déficit. Esto es lo que dice en 
el Considerando 17, que a los efectos de mantener el equi- 
líbrio presupuestal, los gastos que se comprometan en el 
correr del ejercicio, deberán mantener una razonable re- 
lación con las reales recaudaciones que se Operen en el 
mismo. Vale decir que esto siempre lo puso el Tribunal 
cuando observaba presupuestos deficitarios. 


SEÑOR BERTACCHI. — Corroborando lo que mani- 
estaba el señor legislador Porras Larralde, el Presupuesto 
Municipal para el período 1972-1977 —tengo en mi poder 
el informe del Tribunal de Cuentas— estaba desequili- 
brado. 


Hay dos desequilibrios presupuestales en los ejercicios 
1972 y 1973, y lo que dice el Tribunal de Cuentas es que 
deberá ser objeto de abatimiento de gastos por igual su- 
ma para cada año, respectivamente. En los Resultandos 
dice que se debe observar la técnica adoptada por el Eje- 
cutivo comunal al haber establecido el monto de recur- 
sos. No observa el déficit, sino que observa la técnica 
usada por el Ejecutivo comunal a efectos de establecer 
ingresos y egresos. 


SEÑOR RICALDONI. — No Creo que el fundamento 
que trae a la discusión el señor diputado Bertacchi esté 
en favor de la tesis de ignorar el texto del artículo 225 
de la Constitución. No me interesa qué pasó en el ejer- 
cicio 1972-1977. No me importa lo que haya hecho el Tri- 
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bunal de Cuentas con anterioridad. Lo que me parece 
importante es que en este momento el Tribunal de Cuen- 
tas realiza una observación que tiene Clara relación con 
el texto del artículo 225, donde se ve, evidentemente, que 
se está violando la prohibición constitucional. Para mí el 
antecedente tiene un valor absolutamente nulo. 


Por otra parte, en definitiva, el problema no es juz- 
gar la conducta de un determinado Intendente que bajo 
el régimen de facto obtuvo la aprobación de un presu- 
puesto por determinado Tribunal de Cuentas que también 
pertenecía a ese régimen de facto. Además, creo que tene- 
mos que pensar que lo que aqui está en tela de juicio 
no es la conducta del Intendente, sino los diferentes plan- 
teos entre el Tribunal de Cuentas y la Junta Departa- 
mental de Paysandú. Por otra parte, veo que el señor 
diputado Bertacchi plantea el problema en los mismos 
términos en que lo ha hecho la mayoría. de la Junta De- 
partamental de Paysandú, lo que creo que es equivocado. 


El problema aquí, no es si el Intendente de Paysandú 
es bueno o malo y tampoco si antes fue Secretario del 
Intendente de la dittadura. Lo que tenemos que juzgar 
es si el Tribunal de Cuentas tiene o no razón en las obser- 
vaciones que formula al presupuesto aprobado por la Jun- 
ta Departamental. 


SEÑOR BERTACCHI. -—-En ningún momento hablé 
del Intendente de la dictadura; no es mi forma de ser ni 
mi estilo. Conozco profundamente quién es el arquitecto 
Belvisi y pienso que en ningún momento han escuchado 
aquí palabras mías respecto a su persona... 


SEÑOR PRESIDENTE. — Es exacto. 


SEÑOR BERTACCHI. — ...y en este momento tam- 
poco lo había hecho. A lo único que me referí fue a un 
informe del Tribunal de Cuentas sobre el estudio del pro- 
yecto de presupuesto 1972/77 que, discrepando con el se- 
ñor senador Ricaldoni, a mí me sirve como antecedente. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Quiero destacar que 
no estoy quebrando una lanza en favor del señor dipu- 
tado Bertacchi, que evidentemente no lo necesita, pero 
debo decir que en ningún momento deduje de sus pala- 
bras una imputación de tipo político como la que el se- 
ñor senador Ritaldoni trae a la discusión. 


SEÑOR RICALDONI. — Me pareció que eso estaba 
subyacente. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Tampoco estaba en 
mis palabras. 


Cuando me referí a estos antecedentes pensaba en 
otros presupuestos del departamento de Colonia, que es 
al que pertenezco y en los que nada tuvo que ver, feliz 
ni infelizmente, el arquitecto Belvisi. Se trata un poco de 
la historia de los presupuestos municipales y en el fondo, 
no tiene la trascendencia de una violación de la Consti- 
tución como para decir que proclamamos la inhabilidad 
de este presupuesto, que aconsejamos su rechazo por la 
Asamblea General dejando a Paysandú sin presupuesto. 
Creo que la solución que da el propio Tribunal de Cuentas 
no impide que la Comisión, formalmente, recoja la obser- 
vación constitucienal de que el presupuesto —según las 
propias estimaciones de la Junta Departamental de Pay- 
sandú—no contempla la exigencia del artículo 225 de la 
Constitución de la República y en consecuencia, haga su- 
ya la observación de que en el transcurso del ejercicio, 
se mantenga una relación aceptable entre los ingresos y 
los egresos. 


Creo que con eso no desairamos al Tribunal de Cuen- 
tas; acatamos el mandato constitucional y damos por 
aprobado un presupuesto tal cual fue formulado. Creo 
que excedería nuestra tarea comenzar a podar recursos; 
en eso no podemos entrar. Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Presidencia observa a 
los integrantes de esta Comisión que son las 16 horas y 
23 y vamos a tener que levantar la sesión para tener 
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que dejar libre la Sala a los efectos de que puedan reu- 
nirse la Subcomisión de la Comisión nombrada por la 
Asamblea General para tratar las observaciones al Pre- 
“ypuesto General. 


Antes de levantar la sesión quiero hacer dos preci- 
siones. 


Reiteradamente se ha expresado por integrantes de 
la Comisión, que actuamos como jueces, Cumpliendo una 
función “cuasi ex jurisdiccional”. Yo ya dije en una reu- 
nión anterior en esta Comisión, que participo del criterio 
del señor senador Rodríguez Camusso en cuanto a que 
la Asamblea General en este caso no Obra exclusivamente 
como juez, es decir, no decide sólo por razones de lega- 
lidad, sino que también puede hacerlo por razones de 
mérito, conveniencia y oportunidad. En otras causas, por 
la razón elemental de que la Asamblea General es un 
órgano de integración política; no está compuesta por 
jueces; sus miembros no están sujetos a régimen de in- 
compatibilidad de designación propia de los jueces y no 
están habilitados, por su propia forma de composición, a 
decidir exelusivamente por razones de legalidad. Además, 
respecto a la expresión “cuasi ex jurisdiccional” le digo 
amistosamente al señor senador Cersósimo, en primer lu- 
gar, que nunca la entendí. Y en segundo término que 
preferiría que no la repitiera más por Que en el único 
lugar que la he visto fue una cita que realiza el doctor 
Gros Spiell, en su obra “La Corte Electoral”, de una sen- 
tencia de una antigua Corte Electoral redactada por al- 
guien a quien no desearía nombrar, el doctor Aparicio 
Méndez Manfredini. No sé lo que quiso decir el doctor 
Aparicio Méndez Manfredini cuando inventó eso del “cua- 
si ex jurisdiccional”, que para mí no quiere decir nada. 


Dicho lo anterior, si no hay desacuerdo en los inte- 
grantes de la Comisión, sugiero a que volvamos a sesionar 
mañana a las 14 y 30 horas. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Si al señor Presidente le 
molesta que utilice la expresión “cuasi ex jurisdiccional”, 
la retiro. Respecto a lo demás, el señor Presidente no ha 
escuchado lo que manifesté en relación con la opinión 
del propio profesor Giorgi. Además, adelanto que en la 
próxima sesión voy a citar la opinión del profesor Valdés 
Costa respecto a su controvertido informe publicado en el 
diario “Ei País” del miércoles 15 de enero de 1986, con el 
que declaro públicamente que estoy de acuerdo en esta 
parte relativa a los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE, — $i no hay otras considera- 
ciones, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 28 minutos) 

VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE LA 
COMISION DEL DIA 5 DE FEBRERO DE 1986 
(Sin corregir) 

PRESIDE: señor senador Gonzalo Aguirre Ramírez. 

SECRETARIO: señor Jorge M. Frigerio, 

MIEMBROS: señores senadores Pedro W. Cersósimo, Amé- 
rico Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso y se- 
ñores representantes nacionales Carlos Bertacchi, Fe- 
derico Bouza y Elías Porras Larralde. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 15 y 8 minutos) 

—Por Secretaría se ha distribuido el Acta N% 5 co- 
rrespondiente a la sesión de la Comisión celebrada en el 
día de ayer. 

Si no hay observaciones, se dará por aprobada. 


—Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Al terminar la sesión de ayer, la Comisión estaba 
considerando la observación referida al Considerando nú- 
mero 4, es decir, al desfinanciamiento del Presupuesto 
presentado por la Junta Departamental en incumplimien- 
to de lo dispuesto por el artículo 225 de la Constitución 
de la República. 


En Consideración dicha observación. 
SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Me permite? 


_ Quiero decir que en el momento en que terminó la 
sesión de ayer —aún no he leído la versión taquigráfi- 
ca— yo había expresado que estaba de acuerdo con e! 
informe del doctor Valdés Costa, tan controvertido en 
estos últimcs días. Pero estaba de acuerdo con respecto 
a una parte. Precisamente, quería referirme a las mani- 
festaciones del señor legislador Porras Larralde, que de- 
cla que los Presupuestos de los Municipios siempre ha- 
bían tenido déficit. 


Este tan comentado, llevado y traído dictamen del 
doctor Valdés Costa —en esta parte recojo todos sus tér- 
minos— ubicado en el diario “El País”, del día 15 de ene- 
ro de 1986, dice en forma terminante: “La propia Cons- 
titución, y no por inadvertencia, dio soluciones distintas 
al respecto...” —se refiere a los presupuestos de los or- 
ganismos de los articulo 220 y 221 y de los Gobiernos 


Departamentales— “... disponiendo que los Presupuestos 
Departamentales no pueden ser deficitarios, artícu o 
224. -.” —aquí hay un error, porque se trata, en realidad, 
del artículo 225— “...y omitiendo toda referencia al pun- 


to en los presupuestos de los restantes artículos de la 
misma Sección XIV, artículos 214 a 221, con lo que dejó 
abierta la posibilidad de presupuestos deficitarios. La úni- 
ca posibilidad de observación jurídica válida radicaría. 
pues, en que el proyecto sancionado hubiese violado las 
rormas constitucionales que regulan estos presupuestos”. 
En esta segunda parte se refiere a los demás presupue- 
tos; pero, en lo que dice relación con el de los Gobiernos 
Departamentales, es terminante en el sentido de que no 
pueden ser deficitarios, y en eso no hay dos opiniones. 


Si vamos a las actas de la Asamblea Constituyente 
que elaboró el texto de la Constitución de 1934, adverti- 
mos que se dice claramente que tenían que ser “equili- 
brados” término que se eliminó después de la Constitu- 
ción de 1942, hasta el presente. Repito que, en forma 
Sp y terminante se expresa que no pueden ser defi- 
citarlos. 


_ SEÑOR RICALDONI. — Siempre es útil el aporte doc- 
trinario; sin embargo, en este Caso, que es un texto tan 
claro no se agrega nada al tema. 


Lo que expresa el doctor Valdés Costa lo puede decir 
cualquier persona que lea con atención la Constitución. 
Para mí, el tema de la Comisión en estos momentos ra- 
dica en si estamos de acuerdo con la observación y no 
en tratar de interpretar la Constitución, puesto que todos 
estamos de acuerdo en que dice eso. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Todos no, señor senador. 


Si mal no recuerdo, lo que el señor legislador Porras 
Larralde había expresado en la sesión anterior era que 
podía ser tolerable que este presupuesto se admitiera, aún 
con el déficit por el que ha sido observado por el Tribu- 
nal de Cuentas. Esto no es lo que dice el artículo 225. 


Por lo tanto, éste presupuesto, Como el de cualquier 
otro de los Municipios restantes, tiene que ser equilibra: 
do —aunque ese término se quitó— pero no puede ser 
deficitario. 


Si se tolera déficit en casos anteriores, no es proble- 
ma nuestro; pero este tipo de observación no puede me- 
recer, de ninguna manera, otra consideración que no sea 
la de establecer la legalidad estricta de la objeción del 
Tribunal de Cuentas. Las demás pueden ser, en algunos 
casos —ya lo había expresado en la sesión anterior— 
vubjeto de análisis desde el punto de vista del mérito, de 
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“a oportunidad o de la conveniencia. Sin embargo, este 
tipo de normas, que dicen relación con el déficit de los 
presupuestos de los Gobiernos Departamentales, en mi 
opinión y con el debido respeto por la del señor legisla- 
“or Porras Larralde, no admite desequilibrio de ninguna 
* aturaleza. 


Por consiguiente, en este aspecto deben ser recogidas 
las observaciones del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Si es posible, deseo 
precisar un poco más las expresiones que vertí en la últi- 
:na sesión respecto a este punto. 


Dije que era verdad que el texto constitucional dis- 
ne que los Presupuestos de los Municipios no pueden 
.er deficitarios; pero también expresé que la razón his- 
única, el motivo determinante y la razón filosófica de 
»sia incorporación a la Constitución de la República, no 
.ue otra que la desconfianza que tuvo el Gobierno Cen- 
wal a los Presupuestos de los Municipios, fundamental- 
mente, los del interior. 


Maniresté, además, que era un texto que la propia 
práctica y experiencia presupuestales había demostrado 
que esa disposicion constitucional no pasaba de ser —y 
-.0 pasó nunca de ser— una mera declaración y una ex- 
presión de voluntad sin contenido práctico posible. Añadí 
:. eso que los ingresos departamentales estaban constitui- 
08 por un conjunte de materias imponibles, de fuentes 
iributarias preceptivamente señaladas por el constituyen- 
e, muchas con asiento en el propio departamento y que, 
ea el inciso final de esa disposición constitucional, se 
«gregaban como fuentes de ingrescs municipales, las asig- 
naciones que el Gobierno Central le fija en el Presupues- 
0 Nacional de Gastos y Recursos. Por los propios plazos 
presupuestales, que en el caso de los Gobiernos Municipa- 
les es más exiguo, más breve, siempre los Presupuestos 
Municipales se aprobaban con anterioridad al nacional, 
cuedando sin determinación previa a la aprobación mu- 
nicipal el monto a que ascendía la contribución del Go- 
bierno Nacional. O sea que nunca se podía decir a cien- 
cia cierta si el presupuesto era o no deficitario. Este epi- 
sodio se da en este momento. 


En el Presupuesto de Paysandú hay ingresos de las 
propias fuentes naturales de ese departamento, como ser 
su contribución inmobiliaria urbana, su patente de roda- 
dos, el 3% de semovientes y otras tasas e ingresos muni- 
cipales, tributos que preceptivamente la Constitución se- 
ñala como fuentes de recursos. ¿A cuánto asciende la 
«signación que el Gobierno Central le va a otorgar al 
Cepartamento de Paysandú? Si no lo sabemos, ni el Tri- 
bunal de Cuentas ni ncsotros podemos decir que ese pre- 
supuesto es deficitario. Es deficitario con los ingresos es- 
trictamente departamentales, pero la partida que se reciba 
vor concepto de ingresos nacionales puede transformar en 
equilibrado o en superavitario el Presupupesto del Muni- 
cipio de Paysandú. 


El remedio, digamos, pragmático que encontró el Tri- 
bunal —no en esta observación— lo viene repitiendo des- 
de hace muchos años, por lo menos en los presupuestos 
que conozco. Para cumplir con el mandato formal del 
constituyente, lo observa y recomienda, en la ejecución 
presupuestal, adecuar el gasto de los egresos a lo que va 
percibiendo de los ingresos, de manera de mantener equi- 
librado el Presupuesto Municipal. Por medio de esa fór- 
mula, el Tribunal de Cuentas se lava las manos; cumple 
con el reguisito formal: observa, porque de acuerdo a los 
números que maneja, el presupuesto es deficitario, In- 
clusive, en este caso cuenta con e: agravante de que no 
pudo controlar adecuadamente, dado que la estimación 
de los ingresos es algo muy subjetivo. Se trata de cálcu- 
los de rendimiento y la morosidad, por ejemplo, puede 
ser inexistente, o puede ser de un 5%. 10% o de un 25%, 
como lo es normalmente, o llegar a cifras que, como algu- 
nos Intendentes lo señalaban, en la actualidad están ra- 
dicadas casi en el 40%. Este es, también, otro elemento 
que juega en la suerte de equilibrio que deben tener to- 
dos los presupuestos. 
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Agrego que siempre se ha considerado que e: no cum- 
plimiento de este mandato constitucional —porque de ello 
se trata— no reviste la gravedad que tendria que el Go- 
bierno Municipal de Paysandú trasgrediera la Constitu- 
ción, por ejemplo, utilizando como fuente tributaria otras 
que están reservadas preceptivamente al Gobierno Cen- 
tral. Esto si sería una violación de fondo a la Constitu- 
ción. Pero esto de Que no debe ser deficitario —y con 
esto concluyo— es nada más que una enunciación de 
principios de buena voluntad, que no puede alterar la vi- 
gencia o la existencia hábil de este presupuesto. 


SEÑOR RICALDONI. — No es mi deseo complicar el 
cebate sobre el punto. Muy brevemente quiero manifestar 
que ayer señalaba que para mí es evidente que el primer 
inciso del artículo 225 de la Constitución no está hablan- 
do de un presupuesto que tenga o no déficit, sino que 
está hablando de algo sustancialmente distinto. Hace re- 
ferencia a aquellos presupuestos que signifiquen déficit, 
lo que quiere decir —como lo sañalaba en el día de ayer— 
que si un presupuesto en el que se suman por un lado 
los ingresos y por otro los egresos resulta que estos últi- 
yJ203 son mayores que los anteriores, en el papel ese pre- 
supuesto significa déficit. Pero lo que quiere la Constitu- 
ción es que ese presupuesto no se estructure establecien- 
do deliberadamente la existencia de un déficit. Otra cosa 
es que, en definitiva, exista o no el déficit. porque ello 
puede depender de razones ajenas a ?as previsiones de 


ans elaboran el presupuesto municipal. Esto por un 
lado. 


Por otra parte, el legislador Porras Larralde hoy 
menciona —y creo, sin duda, que es oportuno— el Con- 
siderando 17 del dictamen del Tribunal de Cuentas, sobre 


el que si mal no recuerdo también en el día de ayer hizo 
alguna referencia. 


. Adelanto mi opinión en cuanto a que este numeral 17 

tiene conceptos que escapan, sin ninguna duda, a lo que 
son las verdaderas Competencias del Tribunal de Cuen- 
las. Si uno repasa el Inciso segundo del artículo 225 de 
la Constitución verá que en él se dice que el Tribunal 
se pronunciará únicamente sobre observaciones, sobre 
error en el cálculo de los recursos, cmisión de las obliga- 
ciones presupuestales o violación de las disposiciones cons- 
titucionales. Aquí, en realidad, pareceria que estuviera 
dando poco n:enos que un consejo de buena administra- 
ción y sugerencias de cómo Corregir otros errores que 
contiene el presupuesto. Me parece que esa no es la tarea 
del Tribural de Cuentas; creo que es otra. En su mo- 
mento hablaremos de ello. Admito que es una materia 
Opinable. Mirese como se mire el tema, aquí lo que im- 
porta no es lo que dice el Considerando 17 del Tribunal 
de Cuentas que, repito. no es lo que la Constitución 12 
impone al Tribunal como tarea específica, sino que el 
proyecto aprobado por la Junta, leyéndolo, analizándclo, 
significa déficit. Y nosotros, a partir de allí, no pode- 
mos. por más buena voluntad que tengamos, pretender 
obviar esa cbservación constitucional del Tribunal. Creo 
que señalada por el Tribunal la existencia de déficit en 
el presupuesto de la Junta de Paysandú, tenemos un esco- 
No insalvable para levantar la observación del Tribunal 
Ce Cuentas. Por tal motivo, le decía al señor legislador 
Cersósimo que las citas parciales del doctor Valdés Costa 
o agregan nada ya que este no es un tema en el que 
tengamos oue analizar cuál fue realmente la intención 
del constituyente. Se ha dicho hasta el hartazgo que la 
gran preocupación del constituyente fue que las admi- 
nistraciones departamentales no le generaran a sus ciu- 
dadanos situaciones que después tienen que ser enjugadas 
con una recaudación mucho mayor que la apropiada. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Presidencia quiere se- 
ñalar su opinión en los términos más concisos posibles 


sobre este tema, porque todavia nos queda mucho trabajo 
por delante. 


Es evidente que una cosa es la autorización presu- 
puestal para gastar y para crear y recaudar tributos y 
otra es la ejecución presupuestal. Un presupuesto que en 
su letra puede ser deficitario, en la práctica, puede no 
serlo porque una cosa es lo proyectado y otra la ejecu- 
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ción presupuestel. Además, la recaudación pucde superar 
a lo estimado. Pero es evidente que desde el punto de 
vista formal el Presupuesto proyectado por la Junta De: 
partamental de Paysandú autoriza erogaciones superiores 
a los recursos estimados. Dezde ese punto de vista y atento 
al texto concluyente del artículo 225 de la Constitución. 
parece evidente que la observación debe aceptarse. 


Crey que no tendríamos más nada que hacer. La Jun- 
ia determinará cómo ajusta el Presupuesto en cumpli- 
miento de la observación, si creará nuevos recursos, sl 
abatirá previsiones de gastos, etcétera. Ese es un proble- 
ma de la Junta. Si después las recaudaciones fueran su: 
periores o existiera un superávit no declarado, como dijo 
en Comisión el señor edil Dighiero, en la Rendición de 
Cuentas se autorizarán nuevos gastos. Pero es muy di: 
Entrar en una disquisición que determine no aceptar la 
cbservación del Tribunal de Cuentas porque el texto Cons- 
titucional es sumamente claro y las cifras que ha pre: 
sentado la Junta están desniveladas, por lo que no tene- 
mos posibilidad de eludir este problema. 


Creo que lo que no debe hacer la Comisión es ingi- 
carle a la Junta qué tiene que hacer. Debe limitarse a 
señalar que la observación es procedente y aceptarla. 


(Apoyados) 
La Junta, luego, sabrá lo que tiene que hacer. 


Creo, en definitiva, que este es un problema tormal 
En los hechos es cierto lo que dice la Junta: que hay 
superávit, que los recursos no han sido bien estimados, 
que no se le dio la información cerrespondiente, y es 
muy posible que en la práctica no ocurra nada, que la 
ejecución presupuestal sea como se hizo, etcétera. Pero el 
Tribunal no tuvo otra alternativa que vetar, y nosotros 
no tenemos más que decir que eso es lo correcto. 


Entonces. si no hay otra consideración, con respecto 
al Considerando 4% se acepta la observación sin más co: 
mentarios. Pasamos, nuevamente, a analizar la observa- 
ción contenida en el Considerando 72 que había sido pa”- 
cialmente rechazada en lo referente al Resultando 12. 
Había quedado pendiente de consideración, de acuerdo a 
una moción de orden formulada por el señor legislador 
Porras, la observación relativa al Resultando 16, es decir, 
los artículos del Proyecto de Presupuesto de la Junta De- 
partamental que, de acuerdo con el entender del Tribunal 
de Cuentas, contienen normas relativas al Estatuto del 
Funcionario que serían violatorias del artículo 216 de la 
Constitución. 


En el día de ayer habíamos estado contestes todos 
los miembros de la Comisión de que la obsz.rvación no es 
pertinente en cuanto refiere al artículo 45, que se limita 
a reiterar el principio constitucional según el cual mien- 
tras no está aproktado el Estatuto del Funcionario Depar- 
tamental rigen, para éste, las normas del Estatuto del Fun- 
cionario general de jerarquía legal. Esa reiteración Ccree- 
mos que no puede ser objetada. 


Con posterioridad se había señalado que los artículos 
47 y 49 no se referían a una materia estrictamente esta- 
tutaria sino que establecían beneficios o normas de in- 
úole salarial para determinadas situaciones que no eran 
de carácter estatutario. Sobre ello no se había adoptado 
resolución, El señor senador Cersósimo y algunos Otros 
señores legisladores habían expresado sus discrepancias de 
hecho con el contenido de otras normas que serían las 
que ahora tenemos que considerar. Está pues a considera- 
ción la observación relativa a los artícuios citados en el 
Resultando 16 con exclusión del artículo 45, que hay 
acuerdo en aceptar. 


SEÑOR RICALDONI. —- Creo recordar que el señor 
legislador Porras Larralde, en el día de ayer, formuló 
una propuesta que nos pareció muy sabia, dada la apa- 
rente dificuitad en resolver rápidamente este tema del 
Resultando 16, en el sentido de que quedara para el final. 
No sé si se refería nl final del día de ayer o de todas las 
observaciones. 
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SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Para el final de to- 
cas las Observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si es así y si los demás se- 
ñores integrantes de la Comisión no tienen inconvenien- 
le, queda para último término. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — No tenemos in- 
conveniente en que se adopte el orden que se prefiera, 
sobre todo si esa postergación ha sido solicitada por un 
señor legislador, ya que puede tener necesidad de realizar 
un estudio más pormenorizado del tema, de efectuar con- 
eE o de lo que sea. Como es tradicional, accedemos 
a ello. 


Sin embargo, adelantamos que para nosotros ésta es 
una de las cosas más absolutamente claras. Aquí vamos 
a apoyar “in totum” lo adoptado por la Junta Departa- 
mental y a rechazar flagrantemente las observaciones del 
Tribunal de Cuentas. En lo que tiene que ver con los de- 
rechos de los funcionarios y con la reglamentación in- 
terna para Jas funciones del Municipio, nos parece que es 
una de las competencias más estrictamente adjudicadas 
a la autoridad municipal, que está compuesta no sólo por 
el Intendente sino también. naturalmente, por la Junta 
Departamental. 


De manera que este Capítulo lo vamos a apoyar tal 
como lo votó la Junta Departamental. 


Otra cosa será en lo que tiene que ver con el examen 
de otras disposiciones, donde puedan admitirse ciertas 
normas constitucionales claras en cuanto a que determi- 
nados elementos que necesitan iniciativa no la tienen. 


Pero en el caso de loz Resultandos 15 y 16, no vaci- 
lamos en no acompañar las observaciones formuladas por 
el Triburial de Cuentas. 


Sin perjuicio de ello, aceptamos el temperamento de 
estudiar este punto cuando la Comisión lo considere per- 
tinente. 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿El Resultando 15 fue apro- 
bado ayer? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Ya lo aprobamos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Entonces, de acuerdo con la 
solicitud úe prórroga formulada por el señor legislador 
Porras Larralde, quedaría pendiente el análisis de los ar- 
tículos citados en el Resultando 16, a los que también se 
refiere el señor senador Rodríguez Camusso. O sea que 
la Comisión, en el día de ayer, resolvió aceptar lo esta- 
blecido en el Resultando 15 y hoy está pendiente de acep- 
tación, o no, el contenido del Resultando 16. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Exacto. Lo que 
hemos estab ecido, señor Presidente, es que tenemos una 
posición muy clara y muy definida con respecto a este 
conjuuto de disposiciones, sin perjuicio de lo cual, visto 
que un señor legislador miembro de la Comisión solicita 
el aplazamiento, accedemos a postergar el análisis de este 
resultado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En definitiva estamos todos 
de acuerdo en cuanto a tratar en último término la ob- 
servación contenida en el Considerando 7% y referida al 
Resultando 16. 


Pasamos a considerar la observación contenida en el 
Considerando 8%, según la cual, en los artículos incluidos 
en el Resultando 17, el Ejecutivo Comunal incrementa 
los egresos contra lo dispuesto en el artículo 225 de la 
Constitución de la República. El Resultando 17 refiere a 
los artículos 4%, incisos b) y c), 54, 56, 57, 59, 60, 62, 63, 
65 y 66. 


Está a consideración la observación contenida en el 
Consideranro 80. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — En lo que dice relación con 
el Considerando 8% y su remisión al Resultando 17, debe 
«Cepiarse la observación del Tribunal porque, indudable- 
mente, como allí se expresa, hay una violación constitu- 
cional clarísima en cuanto establece aumento de egresos 
que están expresamente prohibidos por claras disposicio- 
nes constitucionales, si no recuerdo mal, por el artículo 
222 en su remisión al artículo 86 de la Constitución. All: 
se establece que no se pueden aumentar egresos si no se 
cuenta con la iniciativa del Ejecutivo Comunal. Como €s 
natural, a la Junta le está vedado, de manera categó- 
rica, incrementar esos egresos. 


En mi concepto, no puede haber otra interpretación 
que no sea la de aceptar, en este caso, la observación del 
Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE — Prosigue a estudio de la 
Comisión el Considerando 8”. 


El señor Legislador Cersósimo ha expuesto su Opi- 
nién en el sentido de que la observación es pertinente 
por cuanto se incrementan egresos en contra de lo dis- 
puesto por el artículo 225 de la Constitución. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: estimamos que este es, a diferencia del que referimos 
anteriormente, un aspecto en el cual la posible vulnera- 
ción de algunas disposiciones, constitucionales, es posib:e. 
De todas maneras, consideramos que los artículos refe- 
ridos en el Resultando 17 están lejos de asemejarse. 
Creemos que hay dentro de ellos una escala que permite 
diferenciarlos y por lo tanto, como estamos realizando 
un estudio más pormenorizado a nivel sectorial de estas 
disposiciones, voy a solicitar como lo hiciera con ante- 
rioridad el señor diputado Porras Larralde que este asun- 
to quede para ser considerado al final. Formulo esta 
moción en nombre de la bancada del Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ha sido presentada por el 
señor Rodriguez Camusso una moción en el sentido de 
que este artículo se considere al final. 


(Se vota:) 
UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar la observación referida al Con- 
siderando 9%. 


Según este Considerando los articulos mencionados 
en el Resultando 18, incorporan normas que no cuentan 
con la iniciativa del señor Intendente Municipal y con 
lo expresamente dispuesto en el artículo 86 de la Cons- 
titución, con remisión del artículo 222 de la misma. Se 
trata de los articulos 55, 57, 59, 60, 61, 63, 65 y 66 que 
según este Resultando incorporan normas que no figu- 
ran en el proyecto elevado por la Intendencia. 


SEÑOR CERSOSIMO., — Señor Presidente: voy a ser 
muy breve porque los argumentos que expuse para el 
contenido del Considerando a que haciamos reterencia 
anteriormente, pueden repetirse para el 9%. Es decir, para 
las normas que indica el Tribunal de Cuentas en el 
Considerando 18, que han sido violadas en función de 
que se incorporan normas que no figuran en el proyecto 
elevado por la Intendencia, De acuerdo con las normas 
que establece el Considerando 9%, según el Tribunal de 
Cuentas, violan expresamente lo dispuesto en el artícu- 
lo 86 de la Constitución por la remisión del artículo 222 
de la misma. 


Damos, entonces, en este aspecto por reproducidos 
los argumentos que expresamos en momentos en que es- 
tudiamos el Considerando 8% y al mismo tiempo enten- 
demos que debe ser acogida, en todos sus términos, la 
moción formulada por el Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — El estudio que es- 
tamos realizando conjuntamente con el señor legislador 
Bertacchi, que aún no lo hemos terminado, aunque. está 
próxima su finalización, incluye el punto referido ante- 
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riormente y éste, por lo cual formulo idéntica solicitud. 
En la próxima sesión que realice la Comisión segura: 
mente ya estaremos en condiciones de dar nuestra opi- 
nión, que probablemente no sea conjunta para cada una 
de las dispcsiciones. Ya que entendemos que hay algunas 
que pueden ser sostenidas y otras, probablemente, no. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de poner a votación 
la moción de orden jormulada por el señor legisiador 
Rodríguez Camusso quiero expresar que en opinion de 
la Presidencia, la observación formulada en este sentido 
por el Tribunal de Cuentas, que refiere a la falta de 
iniciativa del Ejecutivo Comunal requerida por el ar- 
ticulo 86 de la Constitución en virtud de la remisión a 
su artículo 222, no es procedente respecto del artículo 55. 
En realidad, esta es una norma programática, porque 
determina que en el próximo Mensaje de modificación 
Presupuestal, adjunto a la próxima Rendición de Cuen- 
tas, el Intendente deberá remitir un proyecto debida- 
mente financiado sobre un convenio de seguro integral 
de salud para el núcleo familiar del funcionariado mu- 
nicipal. Quiere decir que esta norma no va a entrar en 
vigencia ni va a determinar erogación de ningún tipo 
que requiera iniciativa del señor Intendente. Será éste 
que en el cumplimiento de esa norma programática debe- 
rá presentar un proyecto de esta naturaleza. Si no lo 
hace, nada ocurrirá, porque se trata de una norma que 
no tiene sanción; por cuya causa respecto de este ar- 
ticulo, adelanto que en mi opinión la observación no es 
pertinente. 


Por supuesto, de todas maneras voy a apoyar la 
moción de orden formulada por el señor legislador Ro- 
dríguez Camusso, que pongo a consideración de la Co- 
misión. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
UNANIMIDAD. 


Habiéndose postergado la observación del Conside- 
tando 9%, pasamos a tratar la observación contenida en 
el Considerando 10, que dice que los artículos expresa- 
dos en los Resultandos 20 y 22 disminuyen recursos con- 
tra lo dispuesto en el artículo 225 de la Constitución. 


En los Considerandos 20 y 22 se hace alusión a los 
artículos 72 y 73 y a los artículos 74 y 79 “in fine”. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: en este 
Considerando 10, juegan consideraciones análogas a las 
que hemos presentado, con respecto a los anteriores Con- 
siderandos. 


Se disminuyen recursos de la siguiente manera: por 
el Considerando 20, los artículos 72 y 73 modifican alí- 
cuotas de diversos tributos, por lo cual, según el Consi- 
derando 10 existe una disminución de recursos y en el 
22, se disminuyen recursos en función de que en los ar- 
tículos 74 y 79 “in fine”, la Junta Departamental amplía 
exoneraciones al tributo de Contribución Inmobiliaria y 
Tasa de Alumbrado Público. 


Entonces, debemos tener en cuenta el Considerando 12, 
que también está observado por el Tribunal de Cuentas. 


Este dice que los artículos 74 y 79 que cita el Re- 
sultando 22, que amplía las exoneraciones para el pago 
de tributos, contraría lo dispuesto por el artículo 133 de 
la Constitución, por remisión del artículo 222 de la mis- 
ma. Es decir, que aquí también existe una inconstitucio- 
nalidad clara, en mi concepto al menos, y, en tal sentido, 
debe ser acogida integramente la observación del Tribu: 
nal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La duda que le merece esta 
situación a la Presidencia es la siguiente. 
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Según la observación del Tribunal de Cuentas, el Le- 
gislativo Comunal ha disminuido recursos rebajando las 
tasas de los tributos en relación a los montos que esta- 
ban proyectados en la iniciativa del Intendente. 


Si aceptamos la observación, al decirse que se reba- 
jan recursos, ¿qué es lo que debe hacer la Junta Depar- 
tamental? ¿Modificar el artículo y establecer la tasa co- 
mo estaba vigente, o de acuerdo a lo que está proyectado 
por el Intendente Municipal, cuya iniciativa no llegó a 
ser aprobada, ni siquiera considerada, y por lo tanto no 
llegó al Tribunal de Cuentas, ni está a consideración del 
Parlamento? ¿Cuál es el camino a seguir? 


El Tribunal de Cuentas no dice que se suprima el 
tributo, sino que se han disminuido recursos al bajarse 
la tasa. Pero ese descenso de la tasa ¿a qué está referi- 
do? ¿A la tasa actual o a la que proyectaba el Inten- 
dente? Porque creo recordar que cuando estuvieron aquí 
los ediles de la mayoría, circunstancial o no, de la Junta 
Departamental, que aprobó el proyecto de presupuesto, 
sostuvieron que se habían rebajado las tasas porque los 
proyectados por el Intendente eran prácticamente confis- 
catorias. Pero ese proyecto nunca llegó a tener vigencia, 
ni siquiera como proyecto de presupuesto que se remite 
al Tribunal de Cuentas y que va a ser sancionado defini- 
tivamente si no hay observaciones del organismo o, en 
caso de que las haya, si ellas no son levantadas por la 
Asamblea General. 


Creo que este es un punto delicado, que tenemos que 
meditar. porque no se trata simplemente de decir que se 
acepta la observación del Tribunal de Cuentas, si es que 
se considera pertinente desde el punto de vista constitu- 
cional, de dar un criterio a la Junta para ver qué es lo 
que queda vigente, cosa que tampoco ha hecho el Tribu- 
nal de Cuentas. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Quisiera agre- 
gar a las consideraciones del señor Presidente —que com- 
parto— otra reflexión. 


Esto está referido al tema de si el presupuesto está 
financiado o no. Pero las disposiciones propuestas inicial- 
mente por el ejecutivo comunal estaban referidas a algu- 
nas realizaciones que fueron calificadas —con justeza o 
no— por los ediles de la mayoría, en términos que alu- 
dían a su condición de excesivas para las necesidades de- 
partamentales y que quedarán sin efecto. O sea que esta 
financiación no está referida al plan inicial del Ejecutivo 
Comunal, que en este momento no tiene existencia viable 
desde que no fue votado por la Junta Departamental y 
no está en este momento sometido a nuestra considera- 
ción, ni puede ser aplicado por nadie posteriormente. 


Por lo tanto, desde nuestro punto de vista, esto tiene 
una proyección real harto relativa y discutible. En prin- 
cipio, salvo demostración en contrario, con números muy 
precisos y cifras muy ajustadas que nos convenzan, no- 
sotros no estirísimos dispuestos a aceptar esta cbservación 
del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR BOUZA. — No entiendo bien la argumenta- 
ción del señor Presidente al hacer referencia a la inicia- 
tiva del señor Intendente. El hecho de que la Junta De- 
partamental no haya considerado su iniciativa, no impli- 
ca que no haya existido como tal. Y el límite que tiene 
la Junta Departamental para votar exoneraciones es aque) 
que admite la iniciativa del Ejecutivo Comunal. 


En consecuencia, me parece que la observación se di- 
rige a que el proyecto de la Junta debe ajustarse —de 
acuerdo con lo que establece la Constitución— a la ini- 
ciativa presentada por el Ejecutivo Comunal. A mi jui- 
cio, en este tema no entra a jugar la consideración o no 
de esta iniciativa enviada por el Intendente por parte de 
la Junta, porque existe una propuesta a la que se tendrá 
que ajustar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No he hecho afirmación 
terminante alguna al respecto. Simplemente, expresé mis 
dudas porque me parece que el problema es un poco 
confuso. 
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Fundamentalmente, yo me refería al tema de la dis- 
minución de los recursos y no estaba hablando de las 
exoneraciones que, evidentemente, requieren iniciativa del 
Ejecutivo Comunal. Al margen de los artículos que crean 
exoneraciones, hay otros que modifican tasas y ahí es 
donde el Tribunal observa porque dice que se rebajan los 
recursos. 


Mi pregunta es: ¿con relación a qué se rebajan los 
recursos? Porque lo propuesto por el Intendente nunca 
estuvo vigente, no pasó de ser un proyecto. ¿Se interpreta 
la observación como que tiene que quedar vigente lo pro- 
puesto por el Intendente, o lo que regía anteriormente? 
Esa es mi duda. No me refería a las exoneraciones por- 
que, en ese tema debe existir iniciativa del Ejecutivo Co- 
munal. 


SEÑOR RICALDONI. — Mi impresión, señor Presi- 
dente, es que cuando la Constitución dice que las Juntas 
Departamentales sólo podrán modificar los proyectos pa- 
ra aumentar los recursos, tenemos que unir esta última 
frase a la parte anterior de la oración, que se refiere a 
los proyectos de presupuesto, 


Me parece claro que se trata de que se pueden au- 
mentar los recursos, pero no disminuirlos, en relación con 
aquellos incluidos en el proyecto de presupuesto. 


Me parece que la relación está planteada entre el 
proyecto remitido por el Intendente y la decisión final 
de la Junta Departamental. Y eso es lo que, en definiti- 
va, da coherencia a lo que viene después del primer in- 
ciso, donde, a modo de resumen, se dice que no se puede 
prestar aprobación a ningún proyecto que signifique dé- 
ficit. 

En caso de que la Asamblea General recoja la obser- 
vación del Tribunal de Cuentas creo que las tasas queda- 
rían en los términos propuestos en el presupuesto por el 
señor Intendente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Es probable que su inter- 
pretación sea acertada señor legislador pero aquí recojo 
una consideración de carácter político realizada por el se- 
ñor legislador Rodríguez Camusso, que me ha hecho re- 
flexionar; y también otra de carácter jurídico. 


Como usted mismo expresa, señor legislador toda la 
filosofía de este artículo está dirigida a evitar que se 
aprueben proyectos de presupuesto que signifiquen dé- 
ficit. Por eso, por un lado se dice que no se pueden reba- 
jar los recursos'*y, por otro, que no se puede aumentar 
los gastos. Pero si éstos se han disminuido, ello determina 
que no existe déficit. El señor Intendente proyectaba una 
serie de inversiones que no se aprobaron y necesitaba 
recursos en consonancia con esas inversiones. 


Cuando después en los hechos, se nos manifiesta —y 
si leemos el proyecto del señor Intendente, lo veremos—- 
que los impuestos pueden ser calificados de confiscatorios, 
aceptar la observación del Tribunal de Cuentas cuando 
los proyectos del Intendente no han sido aprobados, va a 
colocar en una situación muy didícil a la población de 
Paysandú, ya que la aprobación de esta observación po- 
dría determinar que hubiera que pagar tasas e impuestos 
de un monto muy exagerado en relación a los tributos 
a normalmente se pagan en los departamentos del in- 
erior. 


Creo que esta consideración, que no es estrictamente 
jurídica —aunque en algo se relaciona con la filosofía 
del artículo— nos tiene que hacer meditar. En lo que me 
es personal, el argumento que ha hecho el señor legisla- 
dor Rodríguez Camusso, en primera instancia, no me pa- 
rece desprovisto de fundamentos. 


SEÑOR RICALDONI. — En modo alguno estoy en 
contra de lo expresado por el señor Presidente y por el 
señor legislador Rodríguez Camusso, porque pienso que 
si la Junta Departamental disminuyera a la vez los gas- 
tos y los recursos, manteniendo un proyecto no deficita- 
rio, ello no chocaría con ningún precepto constitucional. 


_ Entiendo que cuando acá se dice que no se pueden 
disminuir los recursos, se habla en términos globales del 
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resultado final de la recaudación, lo cual a mi juicio no 
quiere decir que no se pueda disminuir determinado im- 
puesto, en la medida que esa disminución sea compensa- 
da con otro aumento. 


Ese es mi punto de vista. 


Creo que el presupuesto tiene, en términos generales, 
dos conceptos fundamentales: recursos o ingresos y egre- 
sos. Entonces, si dentro del rubro ingresos, los subrubros 
se modifican por la Junta Departamental, disminuyendo 
algunos y aumentando otros, sin que en definitiva ello 
implique en total la reducción de los recursos proyecta- 
dos por el Intendente, me parece que allí no habría in- 
constitucionalidad. Y lo mismo vale —con la diferencia 
del caso— para lo que tiene que ver con el tratamiento 
de los gastos. 


En definitiva en principio no estoy en contra de esas 
reflexiones generales que hacía el señor legislador Aguirre. 


Creo que esto, como aclaración, es suficiente para de- 
mostrar la política puesta en práctica. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Frente a lo último que ha 
expresado el señor legislador Bertacchi —lo que corrobo- 
ro según las disposiciones dictadas por el señor Intenden- 
te Municipal— creo que desde un punto de vista de ele- 
mental razonabilidad, tendremos que tratar de evitarlo, 
porque fijar un impuesto a los terrenos baldíos del 10 % 
de su valor real, parece una exacción que no se justifica. 
Además, si como decía el señor legislador Ricaldoni, en el 
conjunto del Presupuesto se logra el equilibrio, es decir, 
se elimina el déficit que motiva la observación que ante- 
riormente hemos considerado del Tribunal de Cuentas, no 
creo que podamos avalar ésta, porque, por otro lado, tie- 
ne ese sentido de ir a buscar una disposición aislada por 
la que se ha disminuido un recurso cuando quizá se com- 
pensó aumentando otros. 


No creo que ese sea el espíritu de la disposición cons- 
titucional. 


En definitiva, de acuerdo con esta reflexión, parecería 
que estamos contestes en no aceptar esa observación. 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Si bien el señor Presidente y el señor legislador Ri- 
caldoni pueden estar en lo cierto, pienso que este asunto 
no lo debemos resolver nosotros, porque es una función 
expresa del Tribunal de Cuentas. Esto fue lo que se ma- 
nitestó en forma categórica en oportunidad de discutirse 
la Ley N? 9.515, según resulta de la página 127 del libro 
de Benjamín Pereira Bustamante “El Régimen Munici- 
pal Vigente”, Tomo 1. Dice así: “Claro está que por tra- 
tarse de una decisión ficta puede ocurrir que el silencio 
del Parlamento permita el mantenimiento de un error del 
Municipio, de una transgresión legal, pero es indispensa- 
ble poner término breve al proceso de formación del Pre- 
supuesto, desde que dejar ese plazo en la indefinición po- 
dría significar privar a los gobiernos departamentales de 
su ley financiera”. Más adelante, señala: “Claro está que 
a fin de que dichos gobiernos no lleguen a encontrarse sin 
Presupuesto es indispensable fijar fechas suficientemente 
anticipadas para que el proceso constitucional de pre- 
paración concluya antes de comenzar el nuevo ejercicio. 
Pero vuestra Comisión no propone regla alguna al res- 
pecto” —se refería a los pronunciamientos fictos, que es 
cuando no hay ninguna norma de adecuación que esta- 
blezca diferencias entre un Presupuesto remitido y uo 
sancionado y observado por el Tribunal de Cuentas— por 
considerar que de la materia de que se trata corresponde 
la inicativa al Tribunal de Cuentas, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 206 de la Constitución —actual 
artículo 213— Ley N* 1.919, artículo 19, numeral 22”. 


Este artículo 213 resuelve el problema en función de 
la aplicación de la Ley de Contabilidad y Administración 
Financiera que, de acuerdo con las disposiciones de la 
Ley N? 13.640, fue puesta en vigencia por el Decreto 
N9 104/68, motivo por el cual se aplica. Es por eso que 
corresponde al Tribunal de Cuentas decidir sobre este 
problema. 
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Reitero que no es a esta Comisión a quien corres- 
ponde decidir sino al Tribunal de Cuentas en función 
del artículo 213 de la Constitución. Además, por Ley 
N9 13.640 se facultó al Poder Ejecutivo a poner en vi- 
gencia la Ley de Contabilidad y Administración Finan- 
ciera. Ese fue el motivo por el cual aquel Poder Ejecutivo 
dictó el Decreto N* 104/68. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Ya que el señor legislador Cersósimo trae este inte- 
resante antecedente al tapete, voy a formular una pre- 
gunta a los señores miembros de la Comisión. 


¿Habría algo que colida con lo que dice la Constitu- 
ción acerca de la competencia del Tribunal de Cuentas 
en la materia y con lo que nosotros señaláramos, por 
ejemplo, en el sentido de que se acepta la observación de 
dicho Tribunal respecto a este tema que estamos consi- 
derando, de carácter estrictamente tributario, en la me- 
dida que el abatimiento concreto de un determinado tri- 
buto afecte de tal forma que produzca la disminución 
total de los recursos? Si la interpretación que adelanté 
hace unos momentos —y que cuenta con el apoyo del 
señor Presidente— es correcta, el hecho de que se pro- 
duzca efectivamente la disminución de esa tasa no es su- 
ficiente para tachar la disminución de un recurso tribu- 
tario. Lo que habría que ver es si, en el total de los 
recursos, las resoluciones de la Junta Departamental sig- 
nifican realmente su disminución, tal como dice el artículo 
225. Si fuera así, repito, quizás nuestra observación de- 
bería ser la de que se comparte lo expresado por el Tri- 
bunal de Cuentas, en la medida en que esa disminución 
implique un decrecimiento de los recursos, conforme a lo 
que establece el artículo 225. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Frente a la disquisición que 
realiza el señor legislador Ricaldoni quiero aclarar algo 
que desde hoy está, digamos, sobre el tapete. 


No creo que este asunto pueda jugar como el pro- 
blema de los vetos, que tenemos a consideración, en el 
sentido de que se voten juntos o separados, según la doc- 
trina que se aplique. A mi entender, en el problema de 
los recursos es necesario lograr el justo equilibrio en re- 
lación con los egresos. No se trata de una técnica finan- 
ciera, de carácter constitucional o legal. Un tributo puede 
ser aumentado sin iniciativa, en términos siderales y el 
otro, no tanto. Los que son tributarios de determinado 
impuesto van a reclamar y los que son beneficiarios de 
aquél que se aumenta menos, van a hacerle un homenaje 
al Gobierno Departamental. Aquí el problema se refiere 
a Cada impuesto y a cómo se vota cada tributo, con 
iniciativa o sin ella. Si no tiene iniciativa, el tributo au- 
mentado es inconstitucional. El problema no es el de las 
compensaciones de conjunto, porque de esa manera, je- 
rarcas comunales con morosidad fiscalista, como el que 
tenemos en nuestro querido departamento de San José, 
se podría llevar la patente de rodados —como lo ha he- 
cho— a cifras siderales. Prácticamente no hay quien la 
pueda pagar. 


SEÑOR RICALDONI. — Deseo dejar totalmente cla- 
ros mi pensamiento e interpretación del primer inciso del 
artículo 225. Admito que quizás yo pudiera estar equivo- 
cado, pero creo que mi sugerencia es la que ayuda más 
a buscar soluciones de armonía, flexibilidad y formas más 
elásticas que en definitiva son las que solucionan estos 
problemas políticos. Pero admito, repito, que pueda estar 
en un error. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Tuve esta misma opinión 
cuando era edil de la Junta Departamental de San José, 
cargo que no debí haber dejado. 


No se trata de compensar en el máximo o en el mí- 
nimo, sino de que cada impuesto debe tener su corres- 
pondiente iniciativa y que el equilibrio presupuestal se 
logra por la suma de cada uno de ellos, votado indepen- 
dientemente, con la correspondiente iniciativa. De lo con- 
trario sería muy fácil equilibrar, perjudicando a deter- 
minados sectores de la sociedad. 
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Puedo entender las razones que en su calidad de en- 
tendido jurista —y me complazco en resaltarlo una vez 
más— ha expuesto el señor legislador Ricaldoni; pero por 
ahora me mantengo en esta posición, en cuanto a que 
cada tributo debe tener su monto y adecuación por se- 
parado, y de ese conjunto, con su correspondiente inicia- 
tiva, se formará el quántum de los tributos que irá a sol- 
ventar los gastos presupuestales correspondientes. 


SEÑOR BERTACCHI. — Si no entendí mal las pa- 
labras del señor legislador Ricaldoni, creo que la interro- 
gante que se planteaba en forma muy sabia, ya la ha- 
bían adelantado los ediles concertantes de Paysandú en 
el artículo 70 de este Presupuesto, cuando establece que, 
de acuerdo a los informes obtenidos en la Comisión de 
Presupuesto de la Junta Departamental de Paysandú, en 
sesiones de los días 28 y 30 de octubre de 1985, la reasig- 
nación de recursos propuesta en el artículo 67 hace efec- 
tivas economías por un monto de N$ 8:125.600, que se- 
rán destinadas a financiar, entre otras cosas, el déficit 
producido por las exoneraciones tributarias previstas en 
los artículos 72 “in fine”, 72 inciso b) y 73, incisos a) y 
b). De acuerdo a esos artículos, se hace referencia tam- 
bién a la baja de los porcentajes establecidos para el pa- 
go, en materia de contribución inmobiliaria. 


SEÑOR RICALDONI. — Hago estas interrupciones 
a los efectos de no dejar pasar la oportunidad para tra- 
tar de aportar algo a la búsqueda de una solución. 


He dado una opinión que admito que es discutible. 
No €s la misma que la del señor legislador Cersósimo y 
quizás, abonando en su favor, está el hecho de que es 
una interpretación de mayor amplitud, tal vez de menos 
estrictez; embreta menos la búsqueda de soluciones. 


Lo que sí quiero decir al señor legislador Bertacchi 
es que no me atrevo a ir tan lejos, como lo que me pa- 
rece deducir a través de sus palabras, de lo que fue el 
pensamiento de los miembros de la Junta Departamental 
de Paysandú. Creo que tanto el aumento como la dismi- 
nución de recursos a que se refiere el primer inciso del 
artículo 225, probablemente debió estar pensado por el 
Constituyente —si lo hubiera pensado; creo que no lo 
pensó demasiado— en términos de rubros totales y no 
de subrubros, dentro de cada columna o de cada capítulo 
del Presupuesto. Pero en cambio no estoy tan seguro —y 
quiero ser totalmente honesto—— si se pueden disminuir 
los recursos por el hecho de que a la vez se proceda así 
con los gastos. Me parece que se puede estar relativa- 
mente seguro de que se pueden disminuir algunos recur- 
sos, en la medida de que eso se compense con el aumento 
de otros. No estoy muy seguro, en cambio, de que pue- 
dan disminuir los recursos, porque a la vez se disminu- 
yen los gastos. 


Como el señor legislador fue un poco más lejos, le- 
yendo los antecedentes de la Junta Departamental, que- 
ría hacer esta aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En el afán de ser cons- 
tructivos y tratar de arribar a conclusiones, me parece 
que en este punto, en lo que dice relación con esta ob- 
re no hay un criterio unánime dentro de la Co- 
misión. 


En mi criterio, la posición del señor legislador 'Ro- 
dríguez Camusso es compartible, no sólo porque el pro- 
blema jurídicamente no es claro, sino por las considera- 
ciones de orden político que él expresó y a las que agre- 
gué el hecho de que de quedar vigentes las alícuotas fi- 
jadas para estos tributos por el señor Intendente, esta- 
ríamos en niveles de carácter prácticamente confiscatorio. 


Además, añado la siguiente reflexión. Si el artícu- 
lo 225 de la Constitución se refiere al proyecto de pre- 
supuesto, es decir, como señalaba el señor legislador Bou- 
za, a las normas que remitió para su aprobación el In- 
tendente —cualquiera fuere éste— con independencia 
de que éstas nunca hayan entrado en vigencia, Caería- 
mos en el absurdo de que, propuesto un impuesto confis- 
catorio, la única actitud de la Junta sería aprobarlo. 
aceptarlo; lo podría aumentar, haciéndolo más confisca- 
torio, pero no abatirlo o suprimirlo, porque con ello es- 
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taría disminuyendo los recursos. Me parece que esta no 
es una interpretación racional. ¿Me explico? 


Por ejemplo, viene un impuesto a los baldíos con 
una tasa del 50 % del valor real y no se puede suprimir 
porque se estarían disminuyendo los recursos. No Creo 
que esta haya sido la intención del constituyente. En el 
contexto de la norma, lo que quiso fue Que no se dismi- 
nuyeran recursos de modo que significaran un déficit. 
Entonces, llego a la siguiente conclusión: si la Junta 
Departamental de Paysandú da cumplimiento a lo conte: 
nido en el Considerando cuarto, que observa el Presu- 
puesto por significar déficit —-—observación que esta Co- 
misión Va a aconsejar sea aceptada— creo que pierde 
entidad esta otra que tenemos ahora a consideración y 
que. en mi concepte, debemos rechazar. 


SEÑOR RICALDONI. — Por eso hoy proponía qu? 
la resolución de esta Comisión fuera aconsejar a la Asam- 
blea General que compartiera la observación del Tribu- 
nal de Cuentas en la medida en que la decisión de la 
Junta, en este aspecto concreto, vulnerara lo dispuesto 
en el inciso primero del artículo 225. Ello, sín que noso- 
tros tomemos partido sobre sí lo está vulnerando o no. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — En el concepto 
del señor legislador, ¿quién y cuándo lo determinara? 


SEÑOR RICALDONI. — El señor legislador hace una 
pregunta muy dificil de contestar porque, a mi modo de 
ver, está vinculada también con la competencia de la 
Asamblea General en esta materia e inclusive con sus 
medios. 


La Capacidad técnica y las competencias constitucio- 
nales del Tribunal de Cuentas no son las mismas que 
las de la Asamblea General. Es decir, no veo cómo se 
le puede pedir a la Asamblea General que entre al ané- 
lisis del presupuesto de cualquier departamento. 


SEÑOR CERSOSIMO. — No puede. 


SEÑOR RICALDONI. — Que la Comisión entre a de- 
terminar en qué medida afecta la disminución de un 
impuesto dentro del rubro de recursos al presupuesto 
municipal, o sea, hasta qué punto ello significa un dé- 
ficit, me parece que es colocarla en posición de un super 
Tribunal de Cuentas, lo que a mi juicio no tiene nada 
que ver con la tarea del Parlamento. En esta materla, 
la Comisión está dirimiendo diferencias. Por eso, pienso 
que la fórmwa que yo propongo es la viable, a pesar de 
que, tiene la dificultad que señalaba el señor legislador 
Rodriguez Camusso, pero eso no es Culpa de este Cuerpo; 
pedrá ser culpa de la incomunicación que eventualmente 
pueda existir entre los distintos órganos del Gobierno 
Departamental de Paysandú. Lo que nosotros tenemos que 
decir es que en la medida en que el Tribunal de Cuentas 
tenga razón, compartiremos su Criterio, pero los ajustes 
no nos corresponde hacerlos a nosotros. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Comprendo la 
buena voluntad —no sólo la buena fe, que hablando del 
señor legislador, ya se sabe que la tiene; la expresión, 
aplicada a su caso fue pleonástica— con que el señor 
legislador hace la proposición; pero la verdad es que €l 
artículo 225 nos comete resolver discrepancias y no a!- 
canzo a advertir que esta sea una resolución de discre- 
pancias sino, en todo caso, una remisión a una instancia 
posterior para la que tengo dudas estemos realmente 
facultados. Mejor dicho, tengo dudas de que este órgano, 
que es la última expresión, deje a su vez para Una ins- 
tancia posterior una dilucidación definitiva del tema. 


En consecuencia, del contexto de la generalidad del 
proyecto de presupuesto, tal como fue aprobado y ratlí!- 
cado por la Junta Departamental, y de las considera- 
ciones que además han formulado reiteradamente los se- 
ñores ediles en el transcurso del debate producido, de- 
duzco que, en términos generales, existe el propósito —que 
por otra parte está expresamente recogido en el artícu: 
lo 70— de bustar una fórmula de financiación. Se han 
suprimido obras que se estimaron inadecuadas o innece- 
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salas y se han eliminado y modificado recursos, apli- 
«ándoseles un sentido social que ahora no nos corres- 
ponde juzgar, pero que es distinto, en todo caso, al sos- 
tenido en el presupuesto original del Ejecutivo Comunal. 
Por consiguiente, en la opción de resolver, nosotros nos 
sentimos inclinados, en conjunto, a apoyar lo actuado 
en esta materia por la Junta Departamental y a no 
secoger observaciones del Tribunal de Cuentas, que no- 
sotros admitimos, sin violencia alguna, que dentro del 
concepto estrictamente técnico con que éste debe mane- 
sarse, de acuerdo con su Carta Orgánica, son legítimas; 
pero que, desde el punto de vista más general y amplio 
con que, según su deber, examina el tema la Asamblea 
General, no necesariamente deben ser recogidas. Por algo 
el constituyente cometió —lo hemos señalado al comien- 
zo y lo reiteramos en alguna otra oportunidad— a la 
Asamblea General, que es el órgano supremo en el orden 
institucional del país, la decisión definitiva. Como com- 
ponente de la Asamblea General, tengo la obligación de 
ver las cosas desde un panorama más genérico, que abar- 
que otros aspectos, no contradictorios, pero no necesa- 
riamente limitados a la órbita técnica en que debe mo- 
verse el Tribunal de Cuentas, según lo que establece el 
segundo inciso del artículo 225. 


Por este conjunto de razones, comprendiendo la bue- 
na voluntad implícita en la proposición, nos inclinamos 
a mantener el criterio de que en este caso no Corresponde 
que la Asamblea General acompañe las observaciones 
del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Señor Presidente: 
cebo confesar que a pesar de que fue aceptada por unani- 
midad la observación del Tribunal de Cuentas en este 
punto, ella me merece serias reservas porque entiendo 
cue el Tribunal no tuvo en sus manos todos los elementos 
Ge juicio necesarios para afirmar que el presupuesto de 
Paysandú es deficitario, principalmente, porque no se tuvo 
en cuenta uno de los ingresos mayores, o sea, la contri- 
bución nacional. Lo que el Tribunal de Cuentas juzga 
son los ingresos propiamente departamentales y los com- 
para con los egresos aprobados por la Junta de Paysandú, 
pero lo hace sin tener en cuenta la contribución nacio- 
nal, que es un ingreso muy importante. El Gobierno 
Nacional podrá aumentar o disminuir este recurso, no lo 
s*abemos. Pero hago hincapié en que falta un elemento 
decisivo para saber si un presupuesto es deficitario o no. 
Acompaño el criterio que manejaba el señor legislador 
Ricaldoni, con muy buen sentido, en cuanto a que los 
ingresos y los egresos deben manejarse en conjunto para 
saber si un presupuesto es deficitario o no. 


No estoy plenamente convencido de que el mandato 
constitucional determine que la Asamblea General re- 
suelva las diferencias entre las observaciones no acepta.- 
das por la Junta Departamental y las que ha recibido 
del Tribunal de Cuentas. ¿En qué medida faculta a la 
Asamblea General a rehacer un presupuesto? ¿En qué 
medida se abre una nueva instancia con las resolucio- 
nes que adopte la Asamblea General? ¿Se abre otra ins- 
tancia presupuestal no prevista por la Constitución? ¿Qué 
hará la Junta en el caso de que se le diga que el pre- 
supuesto es deficitario? ¿Creará nuevos impuestos para 
nivelarlo o disminulrá los egresos? ¿Esperará uno, dos O 
tres meses para saber cuál es la contribución nacional 
a su presupuesto, para ver si eso nivela los egresos? ¿Se 
le va a regalar iniciativa al Intendente para que, frente 
? la resolución de la Asamblea General, complemente o 
rontribuya en la medida que le corresponde como BEjecu- 
tivo Comunal a la creación de determinados impuestos? 


Pienso que, por alguna razón, el constituyente tam- 
bién previó que en el caso de que la Asamblea General 
no se pronuncie, se desestimaran, fuera cual fuere su 
tenor o gravedad. las observaciones del Tribunal de Cuen- 
tas y cobrará eficacia y validez jurídica el presupuesto 
observado. 


SEÑOR CERSOSIMO. — No sé si la solución para 
la Asamblea General podría ser la de la Ley N* 9.515, 
porque para quienes intervinieron en su estructuración 
lo era para una situación similar a esta. 
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kn mi concepto, la Asamblea General no puede en- 
trar a modificar ni a realizar cálculos de recursos o a 
estructurar un nuevo presupuesto, sino que debe expresar 
si está o no de acuerdo con las observaciones del Tribu- 
nal de Cuentas. Si lo estuviera, seria este organismo, de 
acuerdo con el artículo 203 y con su ley de Contabilidad 
y Administración Financiera, que prevé casos como este, 
el que tendrá que adecuar los recursos y los egresos con 
el objeto de equilibrar el presupuesto. Nosotros solamente 
debemos manifestar si aceptamos o rechazamos las 0b- 
servaciones. El Tribunal de Cuentas ha dicho, con acierto, 
que una vez aceptadas las observaciones se le haga saber, 
para adoptar las providencias que corresponda. 


Se le dará conocimiento por parte de la Asamblea 
General, por la Junta Departamental o por la Intenden- 
cia Municipal de Paysandú. Nuestra función es manifes- 
tar si aceptamos o rechazamos las observaciones; si esas 
diferencias son o no de recibo. Para el caso de que en 
esta especie lo sean, quien tendría que actuar sería, pre- 
cisamente, un organismo distinto a los dos que están 
en juego. 


Podría ocurrir que el Intendente de un Departamento 
determinado elevara el proyecto de un impuesto a los 
baldíos, por el 50 % del valor real del inmueble. Si dicho 
tributo fuera rechazado por la Junta Departamental y 
luego el Tribunal de Cuentas, por Otras razones, no lo 
aceptó, cuando llega a la Asamblea General y ésta acepta 
las observaciones del Tribunal, cobraría vigencia el pro- 
yecto remitido originalmente por la Intendencia. 


Creo que el caso es distinto. En el pronunciamiento 
ficto se tiene por sancionado el presupuesto. ¿Qué pre- 
supuesto? El doctor Cassinelli dice —aunque agrega que 
puede ser discutible— que se tiene por sancionado el 
presupuesto aprobado por la Junta. De eso no hay duda. 
Eso, en el pronunciamiento ficto. Si así no fuera, el pro- 
nunciamiento de la Asamblea General dirá que acepta O 
rechaza, pero no puede entrar a modificar la norma, 
porque. esa no es la función de la Asamblea General. 


Por lo tanto, hay un organismo que regula la vida 
financiera de los Municipios y que, por disposición Cons: 
titucional, a través de la ley que normatiza el ejercicio 
de esa función del Tribunal de Cuentas, le corresponde 
establecer la adecuación de los montos de ingresos y 
egresos, 2 los efectos de equilibrar el presupuesto, por 
haber sido aceptada la observación por la Asamblea 
General. 


Reitero que no podemos entrar a juzgar. A través 
de lo que dijo el señor legislador Porras Larralde, creo 
haber comprendido lo manifestado por el señor legis- 
lador Ricaldoni. Es posible que pueda haber un sentido 
de equilibrio en la suma de los ingresos y egresos, Sin 
embargo, sigo insistiendo en que los tributos deben ser 
votados con la correspondiente iniciativa y por separado. 
No es posible que porque exista un equilibrio en el pre- 
supuesto nosotros obviemos el trámite de esa iniciativa, 
violando la Constitución en este aspecto. 


En Consecuencia, creo que es absolutamente claro 
que estos elementos de juicio y antecedentes pueden ser- 
vir para éste y otros casos en que debamos pronunclarnos, 
porque en los otros Considerandos que hemos tenido a 
la vista —respecto a los cuales hemos decidido en un 
sentido o en otro— hemos adoptado ese criterio. 


No podemos entrar a manifestar que los recursos 
deben ser tales o cuales; reitero que solamente se aceptan 
c se rechazan las Observaciones del Tribunal de Cuentas 
y será este órgano, en atención a sus funciones especí- 
ficas, el que resolverá el equilibrio presupuestal resultante. 


Insisto, señor Presidente, en que únicamente este debe 
ser el criterio, 


SEÑOR RICALDONI. — Quería agregar, a lo mani- 
festado por el señor legislador Cersósimo —que me- pa: 
rece importante— que el epilogo de todas estas diver- 
gencias entre la Junta Departamental y el Tribuna] de 


17 de Febrero de 1986 


Cuentas se resuelven por lo que establece en su parte 
final el artículo 227 de la Constitución. Dicho artículo 
expresa que los presupuestos departamentales declarados 
vigentes, se comunicarán al Poder Ejecutivo para su in- 
clusión, a título informativo, en los presupuestos respec- 
tivos y al Tribunal de Cuentas con instrucción a éste de 
los antecedentes relativos a sus observaciones cuando las 
hubiere. 


El Tribunal de Cuentas, teniendo en cuenta las 0b- 
servaciones, levantadas o no por la Asamblea General, 
cuando controle la ejecución presupuestal, me parece a 
mí que tiene competencia como para decir si está bien 
o mal hecho y si se autoriza o no. Este es el remate 
final que quería agregar a lo que señalaba el señor 
legislador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — No había citado la dispo- 
sición constitucional, porque me parecía obvia. Sin em- 
bargo, ha hecho bien en leerla el señor legislador. 


Es por eso que el Tribunal, en la parte final del 
informe dice: “III) Deberán comunicarse a este Cuer- 
po...” —era a eso que me refería expresamente hace 
un momento— “...las mecdificaciones que se realicen en 
base a las observaciones formuladas”. 


En definitiva, será el Tribunal quien decida; me pa- 
rece que nosotros no podemos entrar en el litigio entre 
la Junta Departamental y el Tribunal de Cuentas. Si 
la Asamblea General entiende que hay que comunicarlo 
al Tribunal, lo haremos y que se entiendan entre ellos; 
la Asamblea General no tiene nada que hacer. Nosotros 
no estamos para decidir un problema de números; si 
está o no equilibrado el presupuesto, no es problema 
nuestro. 


El problema son las discrepancias. Son de recibo las 
observaciones que hace el Tribunal en los puntos con- 
cretos en que debe hacerlo: error en el cálculo de los 
recursos, omisión de obligaciones presupuestales o viola- 
ción de las disposiciones constitucionales o leyes aplica- 
bles. Como eso no fue aceptado y no se sancionó defini- 
tivamente el presupuesto, la Asamblea General debe re- 
solver esas discrepancias. ¿Qué discrepancias? Las Obser- 
vaciones formuladas por el Tribunal respecto al cálculo 
de recursos, omisión de obligaciones presupuestales o vio- 
lación de las disposiciones constitucionales o legales, y 
punto. Pienso que no hay más nada que hacer al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Presidencia, señores 
miembros de la Comisión, se permite señalar su preocu- 
pación por el hecho de que llevamos ya un largo rato 
tratando esta observación. Nos resta aún tratar tres ob- 
servaciones más, la referida a los Considerandos 12, 14 
y 15 también analizar —aunque sea someramente— los 
“téngase presente” contenidos en el numeral 2% de la 
parte resolutiva del dictamen del Tribunal. 


En concreto: lo que señala esta observación Creo 
que es claro y que no estaba en discusión, hasta ahora, 
en el trabajo de la Comisión. El único cometido que 
tiene la Asamblea General, por mandato constitucional, 
es resolver las discrepancias y ellas consisten en la ob- 
servación del Tribunal a determinadas normas del pro- 
yecto presupuestal y en la decisión del Legislativo Co- 
munal de mantener las disposiciones Observadas. Enton- 
ces, todo el trabajo de la Asamblea General se limita a 
señalar que resuelve la discrepancia declarando qué es 
pertinente o impertinente —o procedente o improcedente, 
si se quiere emplear otro término— la observación. Nada 
más que eso. Lo que ocurre después es de resorte de la 
Junta Departamental y del Tribunal de Cuentas. En con- 
secuencia, la Asamblea terminó su trabajo. 


Por consiguiente, como en esto creo que estamos to- 
dos de acuerdo —y es ocioso seguirlo reiterando— digo 
que respecto de esta observación en concreto parece claro, 
por lo expresado por los distintos miembros de la Comi- 
sión. que el señor legislador Cersósimo aboga por la atep- 
tación de la observación y que los señores legisladores 
Rodríguez Camusso, Bertacchi, Porras Larralde y quien 
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habla y ejerce la Presidencia, sostenemos el rechazo de 
la observación por fundamentos que no vamos a Treitera.. 
Lo que no tengo claro en este momento es cuál seria. 
en definitiva, la posición de los señores legisladores Ri- 
caldoni y Bouza. Aunque no exista unanimidad, Creo que 
tendríamos que salir de esta observación. Es posible que 
realicemos un dictamen que en algunos puntos se firme 
con salvedades o discorde, respecto de la solución de deter- 
minada observación. Pienso que es la única manera d> 
progresar en el trabajo. 


SEÑOR RICALDONI. — Mi opinión es distinta a la 
que acaba de resumir el señor Presidente, no sé si esta 
pr certa de la del señor legislador Cersósimo o de la 
otra. 


Repito que creo —y ese es el sentido de mi posición-— 
que lo que debería resultar de esta discusión es propone: 
a la Asamblea General —lo digo por tercera vez— aprc- 
bar la o las observaciones del Tribunal de Cuentas en 
la medida en que colidan con lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 225 de la Constitución de la Repú- 
blica. El resto forma parte de las divergencias naturales 
entre otros órganos que ellos tienen que resolver ccn 
arreglo a otras disposiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La posición del señor Jegis- 
lador Ricaldoni está clara y creo que es compartida po? 
el señor legislador Bcuza. 


En consecuencia, la resolución sobre esta observacio.: 
sería: que por mayoría la Comisión desaprueba o rechaza 
la observación; firmarán discorde el señor legislador Cer- 
sósimo, que la aprueba y los señores legisladores Bouza y 
Ricaldoni, que lo harán precisando el sentido limitado 
o distinto con el cual aprueban la observación. De esta 
manera saldremos del problema. 


En consecuencia, pasamos a considerar la observacion 
referida al Considerando 12, y también al 10, en cuanto 
éste alude al Resultando 22. , 


SEÑOR RICALDONI. — Parece evidente que sí la 
Junta Departamental amplió exoneraciones sin la inicia- 
tiva del Intendente —«Qque es lo que corresponde consti- 
tucionalmente— esta observación hay que aceptarla. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Creo que aquí hay un matiz 
en lo que refiere al artículo 74 por cuanto éste habia 
de las exoneraciones de contribución inmobiliaria urbana 
y suburbana y había una norma, en el proyecto del señor 
Intendente, con respecto a esta materia que creo que 
no podemos olvidar. Se trata del artículo 7% del pro- 
yecto de presupuesto del señor Intendente, que dice: “Exo- 
neraciones de Contribución Inmobiliaria Urbana y Sub- 
urbana: Modifícase a partir del 1% de enero de 1986 el 
artículo 6% del Decreto N* 8.243 que quedará redactado de 
la siguiente manera: Artículo 6%: Exoneraciones: Estarán 
exonerados del pago del impuesto los siguientes bienes: 
a) Los mencionados en el artículo 5 y los pertenecientes 
a las instituciones mencionadas en el artículo 69 de la 
Constitución de la República”. Es lo mismo que dice el 
literal a) del proyecto de la Junta; por lo tanto, respecto 
de este literal la observación no es procedente, porque 
ya existía iniciativa. 


Luego, el literal b) del proyecto del Intendente dice: 
“b) Los pertenecientes a las Cooperativas de Viviendas 
por Ayuda Mutua hasta dos años después de la habili- 
tación u ocupación”. Y el proyecto de la Junta establece: 
“b) Los pertenecientes a las Cooperativas de Viviendas. 
a saber: 1) Por Ayuda Mutua: hasta el 31 de diciembre 
de 1989”. O sea que aquí la diferencia es en cuanto al 
alcance temporal de la exoneración, ya que el Intendente 
envió su iniciativa para exonerar a las Cooperativas de 
Vivienda por Ayuda Mutua hasta dos años después de 
la habilitación u ocupación. De manera tal que, en este 
aspecto existe iniciativa. 


Lo que pasa es que la Junta amplió el alcance de 
la exoneración... 
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SEÑOR RICALDONI. — En dos sentidos: en el que 
dice el señor Presidente, que es cierto, que se refiere a 
ios plazos, pero también en otro sentido, porque la Junta 
incluye entre las cooperativas de vivienda exoneradas a 
otras que no son de ayuda mutua, a saber: las que son 
de ahorro previo y las artesanales. De manera que es 
en un doble sentido que la Junta ultrapasó su com- 
petencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El punto es el siguiente. 
El señor Intendente, en su proyecto, había enviado un 
artículo 7% por el Cual establecía una serie de exonera- 
ciones a la contribución inmobiliaria urbana y suburbana. 


La mayoría de las observaciones contenidas en el 
artículo 74 —que en mi concepto el Tribunal de Cuentas 
«bserva “in totum” equivocadamente— estaba en el pro- 
yecto del Intendente. 


Es decir, estaba el literal a); estaba una pequeña 
parte del literal b), o sea, lo referente a las Cooperati- 
vas de Vivienda por Ayuda Mutua, con la limitación 
temporal que ya habíamos visto; también estaba el lite- 
ral Cc) referente a funcionarios del Gobierno Departa- 
mental de Paysandú o a su cónyuge, y estaba el literal d), 
relativo a los jubilados y pensionistas que cumplan con 
determinadas condiciones que a continuación se enun- 
cian. Quiere decir que con respecto a todas estas exone- 
raciones, existía iniciativa del Intendente, y hay que pre- 
íisar, entonces, que la observación del Tribunal de Cuen- 
las tiene un alcance limitado que no resulta de su texto 
cuando genéricamente refiere al artículo 74. De otra ma- 
nera, echaríamos abajo todas las exoneraciones, aun aque- 
Vas que provenían del Intendente. 


SEÑOR RICALDONI. — Lo que tendría que haber 
dicho el Tribunal de Cuentas es que se Observa el ar- 
tículo tal, en lo que amplía lo establecido por el In- 
tendente. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Y lo dice: en los artículos 74 
y 79 “in fine”, la Junta Departamental amplía las exone- 
raciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La observación dice: “que 
los artículos 74 y 79 que amplían exoneraciones para el 
pago de tributos, contrarían lo dispuesto por el artícu- 
lo 133 de la Constitución”. Entonces parece que la ob- 
servación refiere al artículo en su totalidad, ya que dice 
que éste contraría lo dispuesto. Sí, lo contraría en un 
literal; pero tenemos que precisar que la observación es 
pertinente nada más que en ese aspecto del artículo y 
declarar que en todo el resto tiene que quedar vigente. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — En primer lugar, 
debo señalar que lo que estamos considerando, de acuerdo 
con las competencias que nos asigna el artículo 225 de 
la Constitución de la República, son las discrepancias 
surgidas entre el Tribunal de Cuentas y la Junta Depar- 
tamental a cuyo respecto la Asamblea General debe re- 
solver. Es decir, tenemos una opción clara entre lo que 
cbservó el Tribunal de Cuentas, si lo aceptamos, o lo 
rue votó la Junta Departamental, si no aceptamos lo 
anterior. En segundo término, la resolución del Tribunal 
de Cuentas, refiere a razones expuestas en los Conside- 
randos números tales y cuales, y el Considerando que en 
este momento estamos analizando dice: “que los artícu- 
los 74) y 79) que amplían exoneraciones para el pago de 
tributos” —elemento explicativo— “contrarían lo dispues- 
to por el artículo 133 de la Constitución por remisión 
del artículo 222 de la misma”. 


Es decir que el Tribunal de Cuentas observa en fun- 
ción de un Resultando, y éste afirma que globalmente, los 
artículos que menciona, contrarían lo dispuesto por la 
Constitución. 


Compartiendo lo informado por el señor Presidente, 
estimamos que en rigor los elementos fundamentales de 
estas disposiciones no son pasibles de la observación del 
Tribunal de Cuenta. aunque ésta pueda tener un alcance 
a un aspecto parcial y menor de los mismos. 


ASAMBLEA GENERAL 


17 de Febrero de 1986 


Por este motivo, en este caso no vamos a aprobar 
lo observado por el Tribunal de Cuentas sino a ratificar 
lo actuado por la Junta Departamental. 


SEÑOR RICALDONI. — Creo que está clara la po- 
sición de todos los integrantes de la Comisión. 


Concretamente, propongo acompañar lo señalado por 
el señor Presidente en el sentido de aprobar la observa- 
ción del Tribunal de Cuentas pura y exclusivamente en 
lo que tiene que ver con la diferencia entre lo que pro- 
puso el Intendente y lo que en más aprobó la Junta 
Departamental. 


Creo que esa fue la posición del señor Presidente. 


Los tres legisladores del Partido Colorado acompaña- 
mos esa posición. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Sin embargo, por otra parte 
también tenemos que dejar constancia de que toda vez 
que se amplíe el sujeto activo de la exoneración —en este 
caso, por ejemplo, determinadas cooperativas u otro tipo 
de figuras de esa naturaleza u organismos privados que 
no estaban comprendidos en la exoneración— no sólo 
debemos tener presente el cuántum sino también el he- 
cho de que sea sujeto activo de la exoneración. En ese 
aspecto estamos de acuerdo. 


e Quiero dejar constancia de eso porque no es cues- 
tión de que se amplíen las exoneraciones en otros órde- 
nes que no estaban previstos en la iniciativa del Jefe 
comunal. 


SEÑOR RICALDONI. — Quiero hacer una aciaración. 
Hoy decia que de la lectura que se estaba llevando a 
cabo en forma comparativa del presupuesto elaborado 
por el Intendente y el aprcbado por la Junta Departa- 
mental, resultaba que había dos tipos de ampliaciones 
en materia de exoneraciones: una que tiene que ver con 
la extensión de plazos y otra que se refiere al tipo de 
beneficiario de las exoneraciones, que eran mayores que 
las previstas por la iniciativa constitucional del In- 
tendente. 


En ese sentido, creo que lo que la Comisión debe 
proponer es que se acepte la observación del Tribunal 
de Cuentas en esta materia, en tanto y cuanto exceda 
lo que propuso el Intendente, y eso involucra tanto a 
plazos como a organismos y beneficiarios. 


SEÑOR PRESIDENTE. — O sea que se acepta la 
observación del Tribunal excepto en aquello que exceda 
a lo propuesto en el proyecto de Presupuesto presentado 
por el Ejecutivo Comunal. Este temperamento es adop- 
tado por mayoría en la Comisión: se pronuncian a favor 
los señores legisladores Ricaldoni, Bouza, Porras Larralde, 
Cersósimo y el que habla y en contra los señores legis- 
ladores Rodríguez Camusso y Bertacchi. 


Pasamos a tratar la observación referida en el Con- 
siderando 14: “que el Presupuesto oportunamente apro- 
tado para el Legislativo Comunal por resolución de este 
Tribunal de 27 de noviembre de 1985 es el que debe 
incorporarse al Presupuesto de la Intendencia”, 


En ocasión de la visita de los integrantes del Tri- 
bunal de Cuentas y ante una precisión que formuló la 
Presidencia, quedó en claro que no existía tal resolución 
del Tribunal aprobatoria del Presupuesto de la Junta De- 
partamental sino que se trataba de que el Presupuesto 
primeramente comunicado por la Junta había sido objeto 
de determinadas observaciones aprobadas o aceptadas por 
ese organismo, y que posteriormente, cuando se remitió 
el Presupuesto para hacer la inclusión en el texto defi- 
nitivo, en el entender del Tribunal se cometió el error 
de haber remitido el texto anteriormente observado. De 
manera que la observación del Tribunal de Cuentas con- 
siste en que debe remitirse para Su agregación al Presu- 
puesto, el texto cuyas observaciones fueron aceptadas y 
aprobadas por la Junta Departamental. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — Eso fue lo que señaló el se- 
ñor Presidente del Tribunal de Cuentas ante una Obser- 
vación del señor Presidente: dijo que la Junta aprobó el 
Presupuesto que había sido informado por el Tribunal 
con fecha 27 de noviembre de 1985. ¿Este es el que debe 
ser incorporado al Presupuesto de la Intendencia? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sí, señor senador. Queda 
aprobada la observación que figura en el Considerando 
N9 14, 


A continuación pasamos a considerar la observación 
contenida en el numeral N? 15, referente a la atención 
del servicio de la deuda mantenida con el Banco de la 
República Oriental del Uruguay, según la cual la omisión 
en que se ha incurrido se observa de acuerdo a lo dis- 
puesto por el inciso segundo del artículo 225 de Ja Cons- 
titución y se afirma que en la medida en que deban des- 
tinarse partidas para amortizar dicha deuda, deberán 
arbitrarse soluciones a efectos de mantener el equilibrio 
presupuestal. 


Si bien no lo ha señalado el Tribunal —creo que 
esto tiene su importancia— por el artículo 302 de la Cons- 
titución todo superávit deberá ser íntegramente aplicado a 
amortizaciones extraordinarias de las obligaciones depar- 
tamentales. Recuerdo este articulo, porque los integrantes 
de la mayoría de la Junta Departamental, que estuvieron 
en Comisión, señalaron —consta en la versión taquigrá- 
fica— que en realidad se ha registrado este año un Su- 
perávit, por ser menores los egresos que los previstos y 
mayores los ingresos que los declarados. 


No sé si será pertinente, al aceptar esta observación, 
señalar que de existir superávit en este ejercicio debera 
aplicarse a la amortización de esa deuda, de acuerdo al 
artículo 302 de la Constitución de la República. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: no me pa- 
rece, en modo alguno, improcedente que la Asamblea Ge- 
nera] hiciera alguna reflexión de tono general sobre esta 
materia vinculada con el artículo 302 de la Constitución. 
Pero sí creo que no correspondería que en la parte donde 
estuvieren articuladas las resoluciones de la Asamblea, se 
hiciera referencia a este tema, por cuanto allí no esta- 
ríamos interviniendo en el arbitraje de diferencias, sino 
introduciéndonos, prácticamente, en el manejo de la ad- 
ministración departamental. Todo esto me preocupa sola- 
mente por el antecedente que crearía. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Desde el punto de vista for- 
mal y estricto, entiendo que tiene razón el señor legis- 
iador Ricaldoni. Mi preccupación deviene de que en su 
observación, el Tribunal sienta la tesis de que en la me- 
dida en que deban destinarse partidas para amortizar 
dicha deuda, deberán arbitrarse soluciones a efectos de 
mantener el equilibrio presupuestal. Es decir, que parece 
presuponer que no existe otra solución que sacar de los 
recursos ordinarios para amortizar la deuda y en ese Caso 
se rebajarían los egresos, cuando existe la otra posibilidad 
constitucional que es la existencia de superávit que debe 
destinarse necesariamente a amortizar la deuda, Ese es 
el sentido de mi observación. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: no me pa- 
rece que en alguna parte previa al articulado de las re- 
soluciones se dijera algo al pasar. Pero me interesa llamar 
la atención acerca de que la observación del Tribunal de 
Cuentas hace referencia a que se omite en el cálculo de 
los egresos lo que aquí se denomina servicio de la deuda 
mantenida con el Banco de la República. El tema no €s 
el de cómo se paga, sino que no se menciona el hecho 
de que se le debe dinero al Banco República. Esa es la 
observación del Tribunal de Cuentas y es lo que nosotros 
acogemos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: comparto 
lo expuesto por el señor legislador Ricaldoni, porque el 
Tribunal de Cuentas, desde que tengo memoria, siempre 
ha exigido, como es natural, que toda vez que exista un 
egreso fijado por un crédito determinado contra la In- 
tendencia, se arbitren los recursos con los cuales ese cré- 
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dito será eventualmente cubierto. En esto consiste el equi- 
librio presupuestal y es a lo que se refiere el Tribunal de 
Cuentas cuando hace la observación. Es decir, que no se 
establecen las partidas que deben destinarse para amor- 
tizar dicha deuda y por lo tanto, no se sabe cuáles son 
las soluciones y obliga a que éstas se arbitren, a efectos 
de mantener dicho equilibrio presupuestal, a fin de que 
no se genere déficit, tal como lo establece la Constitu- 
ción de la República. 


En lo demás —el señor Presidente me disculpará por 
no estar de acuerdo con su opinión— el artículo 302, en 
mi concepto, prevé otra hipótesis diferente que no es 
aquella a la que el Tribunal de Cuentas se ha referido 
en este Caso. 


En consecuencia, excedería las facultades que tiene la 
Asamblea General para pronunciarse a este respecto. 


Agrego, además, a título informativo, que en los años 
que llevo vinculado con problemas municipales —que no 
son pocos, aunque tampoco son muchos— debo decir que 
nunca tuve oportunidad de comprobar que un Presupues- 
lo municipal tuviera superávit como para poder cumplir 
lo que establece el artículo 302 de la Constitución. Las 
quejas vienen por la falta de recursos y no por el exceso 
de ellos, a los efectos de atender obligaciones presupues- 
tales Por lo tanto, deducimos o inferimos de las palabras 
del señor legislador Ricaldoni que aprobaríamos, por lo 
menos en Comisión, esta observación del Tribunal de 
Cuentas. En consecuencia, me sumo a ese temperamento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No tenía ninguna duda de 
que la observación se iba a aprobar. Solamente estába- 
mos cambiando ideas acerca de la posibilidad de incluir 
una referencia al artículo 302 de la Constitución de la 
República. Desde el punto de vista formal el señor legis- 
lador Ricaldoni tiene razón y por consiguiente no voy a 
¿nsistir con ese criterio. Digo al señor legislador Cersó- 
simo ya que a pesar de su vida y experiencia, corta O 
larga, en materia municipal dice que nunca ha visto un 
superávit, que me atrevo a asegurar de que durante el 
ejercicio 1985 de la Intendencia de Paysandú, se ha regls- 
trado uno. 


SEÑOR BERTACCHI. — Señor Presidente: tengo in- 
formación de que en los próximos ejercicios también va 
a existir superávit en la Intendencia de Paysandú, porque 
Jas cifras que se manejaron en la Comisión no fueron 
las que correspondían exactamente con la realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consecuencia se acepta 
¿a observación referida al Considerando N9 15. 


Se pasa a considerar lo relativo al numeral 2% de la 
parte dispositiva del dictamen del Tribunal de Cuentas, 
que reza: “Téngase presente lo expresado en los Consi- 
derandos 5, 6, 11, 13 y 17”. 


Recuerdo a la Comisión que con referencia al Con- 
siderando N* 13, la Comisión resolvió en el día de ayer, 
por iniciativa del señor legislador Ricaldoni, que el “Tén- 
gase presente” no era pertinente porque correspondía a 
una interpretación equivocada del artículo 298 de la Cons- 
titución. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Entonces, ¿está rechazado? 
¿Qué hacemos? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Le reitero que en el día de 
ayer resolvimos —así consta en la versión taquigráfica— 
Que la afirmación contenida en el Considerando N* 13 y 
que el Tribunal de Cuentas manda tener presente en vir- 
tud de lo dispuesto en el artículo 2% de su dictamen no 
es de recibo para la Comisión y, por lo tanto, según ésta 
sí la Asamblea General comparte ese criterio, no deberá 
tenerlo presente tampoco el Gobierno Departamental de 
Paysandú. Pasamos a tratar lo referente al Considerando 
NO 5 que expresa que deberían remitirse normas para la 
ejecución e interpretación del Presupuesto como lo pres- 
cribe la Constitución en el literal D) del artículo 214. 
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SEÑOR PORRAS LARRALDE, — Habiéndose cuidado 
tanto el aspecto formal, éstas en realidad no son obser- 
vaciones al Presupuesto sino exigencias de otro tipo para 
resolver sobre las cuales me parece que la Asamblea Ge- 
neral no tiene competencia. 


Todo se reduce a dirimir las diferencias entre las 
ubservaciones formalmente deducidas por el Tribunal, o 
sea los cuestionamientos al Presupuesto aprobado por la 
Junta Departamental y las que ésta rechazó o no acepto. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: creo que 
el señor legislador Porras Larralde puede tener razón, 
porque si observamos lo que dispone el Tribunal de Cuen- 
tas vemos que díce que primero se debe emitir un dicta- 
men constituciona!, observando el proyecto de Presupues- 
to para tal período por las razones expuestas en deter- 
minados Considerandos y, posteriormente, que se tenga 
presente. 


Quiere decir que las observaciones son exclusivamente 
las determinadas en el numeral 19 Por lo tanto, como lo 
que viene a conocimiento de la Asamblea General son 
las observaciones no aceptadas —y no los “téngase pre- 
sente”, que, entonces no tiene relevancia— es sobre aqué- 
llas —y compartimos lo manifestado en ese aspecto por 
el señor legislador Porras Larralde— que debe pronun- 
ciarse la Asamblea General. 


SEÑOR RICALDONI. — Puede ser que sea pertinente 
lo que plantea el señor legislador Porras Larralde, por- 
que es cierto que cuando el Tribunal acordó emitir su 
dictamen observando el proyecto de Presupuesto por una 
parte y diciendo que se tenga presente lo expresado en 
otros Considerandos, no se estaba dirigiendo a la Asam- 
blea General sino a la propia Junta Departamental. 


Me parece que es razonable lo que plantea el señor 
legislador Porras Larralde, pero en aras de la coherencia 
interna de esta Comisión, pienso que tendríamos que de- 
jar sin efecto lo que habiamos dispuesto respecto del Con- 
siderando 13. que también manda tener presente algo res- 
pecto de la tasa bromatológica. 


Es decir que tendríamos que modificar lo que dispu- 
simos anteriormente en relación del Considerando 13 del 
dictamen del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Creo que aquí tenemos un 
problema formal, pero que tiene su importancia, porque 
si nos declaramos incompetentes para pronuntiarnos so- 
bre algo que no son observaciones en el dictamen del Tri- 
bunal, de todas maneras permitimos que éste, pcr la vía 
de llamar a ciertas observaciones —que sustancialmente 
lo son— de otra manera, imponga a la Junta Departa- 
mental de Paysandú determinadas conductas o modifi- 
caciones de su presupuesto, que de acuerdo al texto cons- 
titucional no puede obligarla a aceptar. 


El problema es el siguiente: el artículo 225 de la 
Constitución dice que “previamente a la sanción del pre- 
supuesto, la Junta recabará informes del Tribunal de 
Cuentas, que se pronunciará dentro de los 120 días, pu- 
diendo únicamente formular observaciones...” sobre de- 
terminada materia. La limitación es temática y también 
en cuanto a cuáles son los poderes jurídicos del Tribunal 
de Cuentas. Este, a pretexto del cumplimiento de la dis- 
posición constitucional por el Gobierno Departamental de 
Paysandú, que le remite el proyecto de Presupuesto, hace 
una cosa que el artículo 225 de la Constitución no le auto- 
riza. Por un lado, formula observaciones; y por otro, sin 
llamarlas tales, dice al Gobierno Departamental que de- 
be adoptar determinada conducta en el marco de la san- 
ción y de la ejecución del Presupuesto. 


Nosotros debemos advertir que, por ejemplo, el Con- 
siderando 13 no es un “téngase presente” sino una Orden 
del Tribunal de Cuentas al Gobierno Departamental para 
que no aplique determinado tributo que no ha observado. 
Porque dice: “Respecto de los productos procedentes de 
otros departamentos que ya han sido sometidos a control 
bromatológico y pagado, por tanto, las tasas Correspon- 
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dientes, no es admisible su aplicación”. Así que si tiene 
presente este Considerando, no va a poder aplicar el tri- 
buto. Tiene el mismo efecto que la observación, ya que 
se produciría doble imposición de acuerdo al artículo 298 
«e la Constitución. 


Creo que nosotros no podemos pronunciarnos sobre lo 
que el Tribunal de Cuentas no ha calificado como oObser- 
vaciones. Pero como éste, de acuerdo al artículo 209 de 
la Constitución, es responsable ante la Asamblea, General, 
¿or el figl cumplimiento de sus funciones, creo que tene- 
mos que cecir que su dictamen ha exorbitado sus facul- 
tades constitucionales, porque además de hacer observa- 
ciones —que era lo único que podía realizar en este caso— 
ha efectuado otra serie de consideraciones que ordena 
tener presentes al Gobierno de Paysandú; y declarar que 
esas no son observacicnes y, por consiguiente, dicho Go- 
bierno Departamental no está obligado a tenerlas pre- 
sentes. En el plano formal! estricto, eso es lo que tenemos 
que hacer. 


SEÑOR RICALDONI. — No estoy de acuerdo en traer 
a discusión en este momento al artículo 209 de la Cons- 
titución, porque esta disposición habla de la responsabi- 
lidad de los Ministros del Tribunal de Cuentas trente a 


la Asamblea General. Es una cosa muy grave incorporar 


en un informe de esta Comisión con una resolución de 
la Asamblea General, una crítica al Tribunal de Cuentas, 
que no creo esté en nuestro ánimo hacer. Hasta podría 
dar lugar, en algún caso de sensibilidad especial —yo la 
tendría, si estuviera ejerciendo un cargo en el Tribunal 
de Cuentas— a alguna renuncia. 


A mí me parece que en estas cosas el problema es 
de grado y matices. Coincido con el señor senador Agui- 
rre. Primero me convenció el razonamiento del señor 
legislador Porras Larralde al punto que pensé en aplicarlo 
también, al Considerando 13, que habíamos dispuesto no 
acompañar. Luego escuché al señor legislador Aguirre, 
quien me convenció, haciéndome rectificar en pocos mi- 
nutos de mi posición anterior, porque lo que aquí el Tri- 
bunal de Cuentas incluye como un “téngase presente”, 
en verdad no es tal, ya que materialmente hablando es 
una observación. Entonces me he convencido que no es 
lo misme el caso que plantea el señor legislador Porras 
Larralde que el del Considerando 13. Hasta ahí estamos 
todos de acuerdo. 


Ahora bien, hacer una referencia a un desborde de 
competencias del Tribunal de Cuentas, me parece que 
nos está introduciendo en un terreno en el que ninguno 
de nosotros ha querido entrar. Es poco menos que ini- 
ciar un antejuicio de responsabilidad a los Ministros del 
Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No, señor senador; no ha 
sido ese el sentido de mis palabras. 


Invogué el artículo 209 para recordar que el Tribu- 
nal de Cuentas, en verdad, es responsable ante la Asam- 
blea General no para hacer efectiva esa responsabilidad. 
sino porque como esa disposición tiene un giro que dice 
“por el fiel y exacto cumplimiento de sus funciones” creo 
que la Asamblea General puede decir que en un caso no 
ha actuado en el exacto cumplimiento de sus funciones, 
porque ha ejercido una atribución más aliá de aquéllas 
a las que lo habilita la norma constitucional. Por consi- 
guiente, en ese ámbito ello no sería obligatorio para el 
Gobierno Departamental de Paysandú, el cual debe aca- 
tar sí, las observaciones que acepte la Asamblea General. 


Si no se quiere entrar en ese terreno, que puede ro- 
zar la sensibilidad de los miembros del Tribunal de Cuen- 
tas, entonces tenemos que abocarnos a considerar los 
“téngase presente”, porque de lo contrario lo que va a 
ocurrir es que cuando no son procedentes o son excesi- 
vos, la Junta Departamental de Paysandú, igual los ten- 
drá que acatar. 


SEÑOR RICALDONI. — Quisiera plantear una Cues- 
tión de orden. 
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Yo presido la Comisión Investigadora de la venta de 
carne a Israel, que en este momento me está reclamando. 


No sé cuál es el plan de esta Comisión. Si los señores 
legisladores piensan terminar hoy, pediría autorización 
para retirarme por algunos minutos y volvería cuando 
ia otra Comisión se levante. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Comisión no tiene nin- 
gún plan, pero en la sesión del día de hoy se resolvió 
por moción del señor legislador Rodríguez Camusso, pos- 
tergar la consideración de las observaciones referidas a 
los Considerandos 8% y 9%. Por consiguiente no podemos 
terminar en el día de hoy. 


En el día de mañana deberemos comenzar nuestra 
labor a las 14 horas, porque a la hora 16 se reúne la Sub- 
comisión que trata los vetos al Presupuesto Nacional, con 
el compromiso de terminar antes de que esta última co- 
mience a sesionar. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 15 minutos) 


VERSION TAQUIGRAFICA DE LA SESION DE 
LA COMISION DEL DIA 6 DE FEBRERO DE 1986 


(Sin corregir) 
PRESIDE: señor senador Gonzalo Aguirre Ramirez. 
SECRETARIO: señor Jorge M. Frigerio. 


MIEMBROS: señores senadores Pedro W. Cersósimo, Ame- 
rico Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso y se- 
ñores representantes nacionales Héctor Barón, Carlos 
Bertacchi y Federico Bouza. 


ASISTE: señor Secretario de la Cámara de Senadores 
Mario Farachio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Aguirre). — Habiendo núme- 
ro, está abierto el acto. 


(Es la hora 14 y 25 minutos) 


Por Secretaría se ha repartido el Acta N? 6, corres- 
pondiente a la sesión celebrada por esta Comisión en el 
día de ayer. 


Si no hay observaciones, se va a votar. 
(Se vota: ) 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Dado que a la hora 16 hay que levantar esta sesión 
y está por vencer el plazo constitucional, vamos a tratar 
de ordenar el trabajo. 


De acuerdo al Acta, se había postergado la conside- 
ración de los Considerandos 8 y 9 del Resultando 17, por 
moción del señor legislador Rodríguez Camusso. 


El Considerando 8% es el que se refiere a los artículos 
incluidos en el Resultando 17; el 7% había sido poster- 
gado en el día de ayer. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pregunto si a posteriori po- 
dría hacerse un repaso. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Antes de levantar la sesión. 
vamos a efectuar un repaso. También estaba pendiente 
de consideración el Considerando 7% en lo referente al 
Resultando 16, que dice relación con los artículos que, 
según el Tribunal de Cuentas, contienen normas relativas 
al Estatuto del Funcionario. 


Si la Comisión está de acuerdo y a fin de conservar 
el orden de los Considerandos postergados, pasamos a con- 
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siderar la observación del Tribunal de Cuentas contenida 
en el Considerando 7% en lo que tiene que ver con el 
Resultando 16. 


Como se recordará, en la Comisión ya había habido 
acuerdo en cuanto a no aceptar la observación en lo 
1eferente al artículo 45. Ya había habido acuerdo en la 
Comisión en cuanto a que el artículo 45 no va a ser 
observado. 


SEÑOR CERSOSIMO. — En la sesión celebrada por 
esta Comisión el día martes, hablé largamente en rela- 
ción con todos estos artículos y lo que ellos significan. 


Estoy de acuerdo en lo que respecta al articulo 45, 
en que la aplicación de las disposiciones del Estatuto del 
Funcicnario, regidas por el Decreto-Ley de 13 de febrero 
de 1943, estarán vigentes mientras no se dicte el Esta- 
tuto del Funcionario Municipal. El artículo 62 de la Cons- 
titución de la República dispone que los gobiernos depar- 
tamentales sancionarán el Estatuto para sus funcionarios 
ajustándose a las normas establecidas en los artículos 
precedentes —los que disponen alguna característica de 
lo que debe ser el Estatuto para la Administración Cen- 
tral— y mientras no lo hagan, regirán para ellos las dis- 
posiciones que la ley establezca para los funzionarios pú- 
blicos. De manera que es absolutamente procedente la 
Gisposición que establece que se aplicará el Decreto-Ley 
de 13 de febrero de 1943; si no lo hubiera dicho, de todos 
modos se aplicaba por imperio del artículo 62. 


En lo que tiene que ver con las demás observaciones 
relativas a los artículos 44, 46 y otros, no voy a repetir 
lo que ya manifesté. Pero quiero decir que en el artículo 
51 se reconoce que la actividad sindical es un derecho y 
su ejercicio favorece... etcétera. Además, manifiesta que 
gozarán —en esto pido atención al señor Presidente, dada 
su calidad de constitucionalista— de la más amplia liber- 
tad de acción dentro de la esfera municipal, para el me- 
jor cumplimiento de sus funciones específicas. 


No sé si se trata especificamente de esa disposición 
mencionada, o si por el contrario tendria que mirar algu- 
na otra, pero entiendo que estas disposiciones están en 
colisión —sobre todo si la actividad gremial o “proseli- 
tista”, como dice la Constitución, se desarrolla en horas 
de oficina— con lo dispuesto en el artículo 58 de la Cons- 
titución de la República, que establece: “Los funcionarios 
están al servicio de la Nación y no de una fracción polí- 
tica. En los lugares y las horas de trabajo queda prohi- 
bida toda actividad ajena a la función, reputándose ilí- 
cita la dirigida a fines de proselitismo de cualquier es- 
pecie. No podrán constituirse agrupaciones con fines pro- 
selitistas utilizándose las denominaciones de reparticiones 
públicas o invocándose el vínculo que la función deter- 
mine entre sus integrantes”. 


Por tanto, en el artículo 51 del proyecto de Presu- 
puesto se vulneraría aparentemente —y más que aparen- 
temente, realmente— la disposición del artículo 58 de la 
Constitución. 


En el artículo 46 se establece la creación de una Co- 
misión que sería un órgano intermedio creado por ley 
material. Pongo énfasis en lo de “material” porque en la 
versión taquigráfica de una sesión anterior —sin duda, 
por no haber sido corregida— se dice “la creación por 
ley” y debería decir: “por ley material”. Si fuera por 
ley, sería viable hasta cierto punto la creación de esa 
Comisión a través de esta norma, pero de ningún modo 
puede serlo si es establecida por el artículo 46 de un de- 
creto de carácter municipal, de una ordenanza, de una 
disposición de índole presupuestal, porque no puede haber 
un órgano intermedio entre el Intendente y los funcio- 
narios. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si el señor legislador me lo 
permite, lo voy a rectificar. 


No es por una ordenanza del Gobierno Departamen- 
tal, sino por un decreto legislativo del Gobierno Depar- 
tamental, que tiene fuerza de ley en su jurisdicción, de 
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acuerdo con lo que establece el artículo 260 de la Cons- 
titución. De modo tal que, en mi opinión, es por ley ma- 
terial y formal, aunque no sea por ley emanada del Poder 
Legislativo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Que me perdone el señor 
Presidente, que es un constitucionalista, pero nadie podra 
hacer que me rectifique de un concepto que tengo, salvo 
que se me lo demuestre en forma más acabada. 


Para mí, ley formal hay una sola y es la que esta- 
blete la Sección correspondiente de la Constitución de 
la República; no hay otra. En lo de ley material estoy 
de acuerdo, porque dentro del terreno competencial de 
los Gobiernos Departamentales, cuando las Juntas Depar- 
tamentales actúan como órganos legislativos, las normas 
que dictan tienen la calidad de ley material, como dice 
el señor Presidente, pero no de ley formal y por eso se 
llaman ordenanzas o decretos de carácter municipal, en 
forma indistinta. Sean una u otra cosa, tienen la misma 
fuerza cuando están regidas por las normas que disponen 
la manera de actuar de los órganos que integran el Go- 
bierno Departamental. En este caso, es un decreto apro- 
hado por el órgano que ejerce la función legislativa en 
el departamento de Paysandú —es decir, su Junta Depar- 
tamental— que ha sido promulgado en su opcrtunidad por 
el señor Intendente o que, como ocurre en este caso, lle- 
ga por la vía de la remisión a la Asamblea General. Pero, 
de todas maneras, éste no es un órgano de creación le- 
gal, ni mucho menos de acogimiento constitucional. Crea 
que no puede existir —y lo fundamenté extensamente en 
la sesión pasada— una entidad. En realidad, no cabe ha- 
blar de órgano, porque este término tiene otra acepción 
que no viene al caso, como la que se crea a través del 
artículo 46, que es una Comisión de Ascensos, Promocio- 
nes y Evaluación de Funciones, que tendrá el cometido 
de relevar. calificar y proponer los ascensos, con la única 
excepción de los cargos de particular confianza. A mi 
juicio, se enerva de manera esencial la facultad del Inten- 
dente de disponer, a través del ejercicio de sus propias 
atribuciones y competencias, la forma en que deben ac- 
tuar los funcionarios sometidos a su jerarquía. Por tanto, 
en el concepto del sector que integro y represento en esta 
Comisión, esto no es de recibo. 


Lo mismo podría decir con respecto al artículo 47, 
aunque siento un poco de timidez en cuanto a exponer 
nuevamente lo que ya expresé en la sesión del martes 
pasado. Iguales argumentos cabría hacer sobre el artículo 
48, ya que se trata de un caso similar, y del mismo modo 
en todo lo demás, con la excepción —por ahora, la únl- 
ca— del artículo 45, acerca del cual creo que el señor 
Jegislador Ricaldoni tiene la misma opinión en cuanto a 
que corresponde la aplicación del Decreto-Ley de 1943, es 
decir. de la legislación vigente. 


Por lo demás, entiendo que la bancada del Partido 
Colorado no va a aceptar estas modificaciones si no se 
nos demuestra de alguna manera más concluyente que 
el Tribunal de Cuentas no tiene razón. Hasta este mo- 
mento, en función de lo que hemos expuesto en la sesión 
del martes y de lo que expresamos hoy, entendemos que 
deben ser acogidas las observaciones del Tribunal de 
Cuentas por los fundamentos ya mencionados. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Abusando de los poderes 
que me concede la Presidencia voy a formular algunas 
manifestaciones scbre este problema. 


Como ya expresé en la sesión del 4 de febrero, en 
cuya versión taquigráfica constan la gran: mayoría de 
las observaciones que ha reiterado ahora el señor legis- 
jador Cersósimo, entiendo que las observationes del Tri- 
bunal de Cuentas —que nosotres tenemos que aceptar 0 
rechazar— se refieren a un aspecto muy concreto, esto 
es —como se dice en el Considerando respectivo, que creo 
que es el 792— a que estas disposiciones exceden lo per- 
mitido por el artículo 216 de la Constitución en cuanto 
constituyen materia del Estatuto del Funcionario Depar- 
tamental. 


Es por ese único motivo que ha aparecido esta obser- 
vación del Tribunal de Cuentas, Por tanto, las demás 
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consideraciones de mérito scbre la conveniencia o incon- 
veniencia de estos artículos y aún las de carácter jurí- 
aico, no refieren al fundamento de la observación que ha 
formulado el Tribunal de Cuentas y, en consecuencia, no 
van a ser objeto de pronunciamiento por parte de este 
Cuerpo. 


Lo que tenemos que dilucidar es si consideramos que 
estas normas —como lo sostiene el Tribunal de Cuentas— 
por referir a materia estatutaria, deben excluirse o si 
entendemos que no refieren a la materia estatutaria o 
que, aun refiriéndose a ella, deben mantenerse, como lo 
sostuvo el señor legislador Rodríguez Camusso. Al respec- 
to, yo ya expresé —y lo reitero en este momento— que 
en mi opinión las normas de los articulos 47 y 49 no son 
de naturaleza estatutaria, sino salarial, ya que establecen 
beneficios económicos y remuneraciones extra para de- 
terminadas situaciones, que ahcra no me voy a extender 
en explicitar, pues basta leer ambas disposiciones. 


Quiero formular otra consideración de carácter po!l- 
tico y es que los artículos 46 y 48 en buena medida ya 
existian —si no textualmente, con un contenido similar— 
en el Presupuesto Departamental del año 1972, oportuni- 
dad en la cual el actual Intendente Departamental de 
Paysandú era el Secretario de la Intendencia. El artículo 
46 llevaba el número 31 en aquel Presupuesto —cierto 
que modificado— y el artículo 48 llevaba el número 64, 
por cierto que también modificado. 


El artículo 31 de aquel Presupuesto expresaba que: 
“Los ascensos, promociones y evaluaciones de funciones se 
efectuarán por rigurosa antigiiedad calificada, salvo por 
resolución fundada del Ejecutivo comunal y, en tal caso 
deberá procederse a la realización de concursos. La cali- 
ficación del personal se efectuará por una Comisión cali- 
ficadora, integrada por tres representantes: uno, que la 
presidirá, delegado de la Intendencia Municipa!; dos de- 
legados por el personal; uno, representante de los funcio- 
narios con mayor jerarquía de Sub-jefe y otro, de aque- 
llos de menor grado presupuestal, los que se elegirán me- 
diante plebiscito secreto por parte del personal”. 


Quiere decir que el órgano intermedio a que alude el 
señor legislador Cersósimo y que rechaza, ya existia con 
un nombre que no es exactamente el mismo e intervenia 
en todo este problema de los ascensos, si bien no en la 
forma preceptiva y excesiva —en mi concepto— que se 
establece ahora, por cuanto se determina que no habrá 
ascensos si no es a propuesta de este Órgano, lo cual creo 
Que es inconstitucional, porque la designación y ascenso 
de los funcionarios es facultad exclusiva del Intendente. 
Pero de todas maneras, reitero que esto no es lo que ha 
sido observado por el Tribunal de Cuentas, sino que en 
su opinión ésta es una norma de naturaleza estatutaria. 


Por los fundamentos expuestos y por lo que ya he 
expresado anteriormente, en el sentido de que el Presu- 
puesto Nacional está desbordante de disposiciones de na- 
turaleza estatutaria, que no refieren a la interpretación 
y ejecución del Presupuesto, de otras que exceden en su 
vigencia el período correspondiente de Gobierno, creo que 
como estas disposiciones se han incluido con el propósito 
plausible y compartible de garantizar derechos de fun- 
cionarios y, por una razón de congruencia con lo que ha 
actuado el Parlamento en el Presupuesto Nacional, aun 
admitiendo que, respecto de algunas disposiciones, la ob- 
servación del Tribunal de Cuentas sea formalmente pro- 
cedente en el sentido de que sí hay cinco o seis de estas 
disposiciones que son de naturaleza estatutaria, voy a 
apoyar el criterio que sustentó en su oportunidad el se- 
ñor legislador Rodríguez Camusso en el sentido de recha- 
zar la cbservación del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR RICALDONI. — En términos generales, com- 
parto el planteamiento que acaba de exponer el señor 
legislador Cersósimo. Me parece claro que algunas de "as 
disposiciones que estamos analizando, contenidas en el 
Considerando VII del dictamen del Tribunal de Cuentas, 
desbordan indiscutiblemente todo lo que razonablemente 
se puede pensar que puede ser una interpretación bene- 
volente de Jos aspectos constitucionales. 
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El otro día adelantaba —y también lo acaba de re- 
cordar el señor legislador Cersósimo— nuestro acuerdo 
acerca del mantenimiento del artículo 45 del Presupuesto 
de la Junta Departamental, porque, en definitiva, remi- 
tiéndose al Decreto-Ley de febrero de 1943, está rodeando 
de garantías el llamado Estatuto del Funcionario Munli- 
cipal de Paysandú y, esto no obsta a que en el futuro la 
Junta se aboque a la elaboración de normas que, even- 
rra puedan sustituir a las de ese Cuerpo legal de! 
año 43, 


Con respecto al artículo 46, estoy convencido que es, 
sin duda, absolutamente inconstitucional y no lo voy a 
votar. 


Me hacen fuerza, en parte, los argumentos del señor 
legislador Aguirre respecto de los articulos 47 y 49. Con 
respecto al artículo 47, estoy dispuesto, sin embargo, a 
votar su primer inciso, pero no así el segundo, donde se 
está introduciendo una junta médica que se pretende 
crear que, entre paréntesis, se le llama Tribunal de Al- 
zada, donde luego dice que se podrá apelar ante elíia so- 
bre cualquier diferendo que se plantee con relación al 
tema de la enfermedad de los trabajadores municipales. 
Me parece que esta segunda parte del artículo, por una 
cantidad de razones, es absolutamente desorbitada, está 
fuera de lugar y no encaja con ningún precepto consti- 
tucional. 


Con respecto al articulo 49, en tren de acercar un 
poto las distancias, digo que también lo podría votar por 
los argumentos expuestos por el señor legisladcr Aguirre, 
pero me parece que todos los demás artículos que tienen 
que ver con este tema y que se extienden desde el 44 en 
adelante hasta el 53, no pueden ser recogidos en esta Co- 
misión para aconsejar a la Asamblea General el manteni- 
miento de las normas que ellos contienen. 


El señor legislador Aguirre plantea una cosa que pa- 
rece cierta: en el Presupuesto Nacional existirían normas 
que también estarían en situación similar a la que esta- 
mos analizando aquí. En ese sentido comprendo que es 
peligroso que el propio Parlamento pueda estar incurrien- 
do, casi en cuestión de días, en contradicciones en esta 
materia, porque parece difícil, dadas las realidades pol- 
ticas del momento, que a alguien se le ocurra en el Par- 
lamento eliminar esas normas, muchas de las cuales —-su- 
pongo— por lo demás, deben venir propuestas por el pro- 
pio Poder Ejecutivo o por los entes correspondientes. Sin 
embargo, la dificultad sobre esa contradicción, que no es 
aparente sino que puede ser real —no lo conozco tan en 
detalle porque no estoy en la Comisión de Presupuesto 
y no he estudiado las normas del Presupuesto Nacional— 
con ser seguramente cierta en una serie de casos, me 
parece que no nos puede inhibir de asumir el papel que 
nos comete la Constitución de acuerdo al artículo 225, 
cuando tenemos que resolver las discrepancias entre el 
Tribunal de Cuentas y una Junta Departamental. 


Existe esa contradicción, sí, y de ello derivará pro- 
bablemente una incoherencia en la actividad parlamen- 
taria, por lo menos para los que estamos afiliados a esta 
posición, pero prefiero en alguna medida la existencia de 
esa contradicción que dejar de lado lo que en este mo- 
mento es el análisis del fundamento constitucional de las 
observaciones del Tribunal de Cuentas. 


En resumen y para terminar, señalo que voy a votar 
el artículo 45, el primer inciso del artículo 47; no voy a 
votar los artículos 46 y 48 pero estoy dispuesto a votar el 
artículo 49. Por las razones señaladas por el señor legis- 
lador Cersósimo, no voy a votar los artículos siguientes 
que están mencionados en el Considerando 7% del Memo- 
rándum del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR BERTACCHI, — Voy a ser muy breve porque 
si no, sería reiterativo de los conceptos vertidos en la 
sesión anterior sobre este Considerando 79. 


Entendemos que de acuerdo al conocimiento nuestro 
de la problemática municipal —en este caso, de Paysan- 
dú— es imprescindible que estas normas que no han teni- 
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do un lugar adecuado, como podía ser un Estatuto del 
Funcionario Municipal de Paysandú, que además algunas 
de ellas son del Presupuesto anterior, tengan cabida en 
E Es la defensa natural del funcionario municipal en 
su tarea. 


Por otro lado, desde el mes de marzo del año pasado, 
se ha escado insistiendo con la Intendencia, por parte de 
la Junta Departamental, a efectos de iniciar el estudio 
del Estatuto del Funcionario, pero no ha habido ningún 
tipo de respuesta del Intendente. 


Sé que es un tema que no viene al caso, pero a noso- 
tros, los sanduceros, nos preocupa enormemente el no 
haber tenido nunca contestación sobre este punto, y por 
ello insistimos en que la observación del Considerando 79 
debe ser rechazada. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si el señor legislador Baron 
comparte el criterio que expuso la Presidencia — esta 
diciendo que sí— podemos dar por terminada la consi- 
deración de esta observación referente al Considerando 
7% y al Resultando 16, por una resolución de la Comision 
en mayoría, rechazando la observación. 


Naturalmente que, en los términos en que lo han ex- 
presado, los señores legisladores Cersósimo y Ricaldon: 
dejarán constancia de sus discrepancias —total en el 
caso del señor legislador Cersósimo y parcial en lo que 
refiere al señor legislador Ricaldoni— sobre el rechazo 
de la observación; y en el entendido de que todos esta- 
mos contestes en mantener el artículo 45. En este último 
aspecto, habría unanimidad de la Comisión, 


SEÑOR BARON. — A los efectos de dejar sentada 
mi posición en la versión taquigráfica, diría que soy soli- 
dario en todo lo que expresó la Presidencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, es rechazada por 
unanimidad la observación en lo referente al artículo 45 
y con discrepancias de los señores legisladores Cersósimo 
y Ricaldoni en cuanto a los demás artículos observados. 


SEÑOR RICALDONI. — El Resultando 15 se había re- 
suelto aprobarlo... 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se levantan las observacio- 
nes porque es todo lo relativo a las normas llamadas de 
reglamento financiero. 


Tenemos que considerar a continuación las observa- 
ciones relativas al Considerando 8%, que es el que refiere 
a los artículos incluidos en el Resultando 17 que, a estar 
al dictamen del Tribunal de Cuentas, incrementan los 
egresos contra lo dispuesto por el artículo 225 de la Cons- 
titución de la República. Los artículos mencionados son: 
el 4% en sus incisos b) y Cc), 54, 56, 57, 59, 60, 62, 63, 
65 y 66. 


Está a consideración de la Comisión esta observación. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Ya había hecho mención a 
estos artículos en la sesión del día martes cuando se soli- 
citó el aplazamiento por parte del señor legislador Ro- 
dríguez Camusso debido a que tenía que hacer una Ccon- 
sulta con el señor legislador Bertacchi. 


El señor legislador Rodríguez Camusso no se encuen- 
tra en Sala y no sé si el señor legislador Bertacchi está 
en condiciones de pronunciarse con relación al Resultan- 
do 17. 


En lo que a mí respecta mantengo lo que ya había 
expresado en la sesión del martes último, en cuanto a 
que habría que aceptar las observaciones del Tribunal de 
Cuentas pues ellas refieren a la incorporación de normas 
que no figuran en el proyecto elevado por la Intenden- 
cia y, por lo tanto, no tienen la iniciativa constitucional 
que prescribe el artículo 222, ya que se trata de la crea- 
ción de exoneraciones sin iniciativa del órgano ejecutivo 


SEÑOR PRESIDENTE. — A los efectos de que no 
haya confusiones, deseo aclarar que aquí no hay proble: 
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ma de exoneraciones sino que se trata de aumentos de 
eSresos, porque son beneficios que se otorgan a los fun- 
¿.6narios y que significan aumentos de egresos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Hay aumento de egresos sin 
iniciativa y, por lo tanto, se vulnera lo dispuesto por el 
inciso 1% del artículo 225 de la Constitución, que esta- 
blece que las Juntas Departamentales no podrán obser- 
var ni modificar el presupuesto sino al solo efecto de dis- 
minuir los gastos o aumentar los recursos. Dice el men- 
cionado inciso 1%: “Las Juntas Departamentales sólo po- 
arán modificar los proyectos de Presupuestos para aumen- 
tar los recursos o disminuir los gastos, no pudiendo pres- 
tar aprobación a ningún proyecto que signifique déficit, 
ri crear empleos por su iniciativa”. Sí en este proyecto 
hay creación de cargos o aumentos de los egresos —indu- 
dablemente que los hay— y carecen de la correspondiente 
iniciativa del Intendente Municipal de Paysandú. es in- 
dudable que se está vulnerando la disposición constitu- 
cional citada y aquella que determina que Mo pueden 
crearse empleos sin iniciaiva del mismo jerarca. 


Por lo expuesto, entiendo que son perfectamente aco- 
gibles y corresponde que sean recibidas las observaciones 
del Tribunal de Cuentas en este aspecto. En tal sentido 
—por lo menos en lo que me es personal y también desde 
el punto de vista político en cuanto al sector que repre- 
sento— aceptaremos estas Observaciones, tal como lo ma- 
nifesté en la sesión del martes pasado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa va a fijar su posi- 
ción sobre esta observación. 


Considero que la observación es inatacable en cuanto 
2 los artículos 57 y 59. Estos dos artículos no determinan 
aumentos de egresos, es decir, beneficics salariales o de 
índole similar, sino que modifican cómputos y beneficios 
jubilatorios. Allí sí hay una transgresión, que no puede 
discutirse, del artículo 86 de la Constitución de la Repú- 
blica, pues falta la iniciativa del Ejecutivo comunal. No 
hay cómo zafarle a esta observación y por lo tanto, la 
tendremos que aceptar. 


Las otras sí determinan aumentos de egresos en fun- 
ción de beneficios salariales, primas por antigiedad, suel- 
dos complementarios, por desempeñar tareas de riesgos y 
según distintas categorías. 


Con relación a estos aumentos de egresos, es trasla- 
dable por analogía el argumento que se formuló ayer refe- 
rente a las disposiciones que disminuían recursos. Es de- 
cir, que como el espíritu general del artículo 225 es que 
no haya déficit, tanto la disminución de recursos como 
los aumentos de egresos deben apreciarse en un contexto 
general; es decir que si los aumenos de egresos determi.- 
nan déficit. deben desaparecer o disminuirse. Para elle 
es necesario hacer un análisis general de los egresos del 
Presupuesto. Como hemos aceptado la observación gené- 
rica respecto a la existencia del déficit, estimamos que 
la Junta Departamental de Paysandú tendrá que abatir 
tir los egresos; si son éstos u otros, lo determinará la 
propia Junta. Es decir, ésta tendrá que traer los egresos 
a un nivel que sea similar o que no exceda los recursos 
previstos. 


Por lo tanto, considero que esta observación, al igual 
que la otra referente a la disminución de los recursos, 
es salvable, naturalmente que Con el criterio que ha ex- 
presado en reiteradas oportunidades el señor legislador 
Ricaldoni, de una interpretación lata o benévola del tex- 
to constitucional, Adhiriéndome, pues, a esta interpreta- 
ción lata o benévola del texto constitucional, voy a acep- 
tar las observaciones referentes a los artículos 57 y 59 
y a rechazarlas en lo relativo a las demás disposiciones 
citadas en el Resultado 17. 


SEÑOR BERTACCHI. — Deseo expresar que coincido 
plenamente con las expresiones del señor Presidente y es- 
tamos en la postura de aceptar las observaciones respec 
a los artículos 57 y 59. . 
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SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: natural- 
mente que voy a compartir la posición, que parece gene- 
ral en la Comisión, de no votar los artículos 57 y 59, No 
recuerdo el resultado que tuvo ayer la votación cuando 
estábamos discutiendo el problema de disminución de re- 
cursos. El señor Presidente ha citado correctamente mi 
punto de vista sobre la forma en que debería interpre- 
tarse el precepto constitucional, en lo que tiene que ver 
con la prohibición de disminuir recursos o aumentar 
gastos. 


_. Asimismo, coincido con él en cuanto a que acá debe- 
ríamos tener un Criterio similar. Como dije, no recuerdo 
qué se resolvió ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tengo aquí el acta, y con 
referencia al Considerando 10, que es el que alude a la 
disminución de recursos, se resolvió rechazar las observa- 
ciones a los artículos 72 y 73. En lo relacionado con el 
Considerando 12, aceptar las observaciones del Tribunal 
de Cuentas a los artículos 74 y 79, en la medida que el 
proyecto aprobado por la Junta Departamental excede la 
iniciativa del proyecto de Presupuesto enviado por el Eje- 
cutivo Comunal. 


Es decir que las observaciones a los artículos 72 y 73 
se debían ai hecho de que en ellos se modifican cuotas 
de diversos tributos y se bajan los recursos. Sin embargo, 
estas observaciones se rechazaron por mayoría. Ese fue el 
criterio que finalmente prevaleció en la Comisión. 


SEÑOR RICALDONI. — Agradezco la aclaración a es- 
te respecto. Sin embargo, cuando tratamos y votamos la 
observación contenida en el Considerando 12 del dicta- 
men del Tribunal —que, si mal no recuerdo, salió por 
unanimidad O por mayoría— se puso una fórmula en la 
cual quedó en claro que se compartía la observación del 
Tribunal en lo que pudiera estar excediendo... 


SEÑOR PRESIDENTE. — Allí el problema era la falta 
de iniciativa, lo mismo que en los artículos que se re- 
fieren a materia jubilatoria. Hemos estado contestes en 
que cuando se requiere iniciativa y no la hay, la obser- 
vación es procedente. Lo otro se refiere al problema de 
cómo se interpreta, con mayor o menor latitud, la refe- 
rencia al artículo 225, en el sentido de no disminuir re- 
cursos ni aumentar gastos. 


SEÑOR RICALDONI. — En el caso del Considerando 
89, que es el que estamos tratando, deberíamos tener pre- 
sente una actitud similar a la adoptada en el día de ayer 
—por lo menos a la que propuse yo— dejando establecido 
que se comparte la opinión del Tribunal de Cuentas en 
la medida en que globalmente se incrementaran los egre- 
sos establecidos en el Presupuesto de la Junta Departa- 
mental, en relación con el Presupuesto preparado por la 
Intendencia de Paysandú. Es decir, no entrar a determi- 
nar —lo señalé ayer y lo repito hoy— si en realidad glo- 
balmente se aumentaron o no los egresos del Presupuesto, 
porque esa no es tarea de la Comisión ni de la Asamblea 
General. Decir, simplemente, que compartimos la observa- 
ción del Tribunal en la medida en que resulte que estas 
normas votadas por la Junta Departamental significan 
que en el total hay un aumento de los egresos. Más ade- 
lante vendrá —también lo conversamos ayer— la instan- 
cia en la cual al Tribunal de Cuentas, tal como lo esta- 
blece la Constitución, le corresponderá controlar la eje- 
cución presupuestal y ahí veremos si hubo o no excesos. 
No creo que podamos ir más lejos. 


Si ese pudiera ser el temperamento compartido por 
la Comisión, creo que tendríamos una fórmula sencilla 
de acuerdo, que evitaría que algunos de sus miembros 
estuvieran votando divididos, respecto a otros. En este 
momento advierto que somos seis en un total de siete, y 
entonces habría un empate casi inevitable en el resultado 
de una votación, lo que haría demorar la instancia d 
llevar el informe a la Asamblea General. EN 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Cersósimo. Da 
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SEÑOR CERSOSIMO. — Podría estar de acuerdo con 
mi estimado amigo el señor legislador Ricaldoni, en cuan- 
to al equilibrio de los egresos con los ingresos, siempre 
que en el orden, caso a caso, en las especies concretas 
de que se trata, no se haya vulnerado la norma que dice 
relación con la creación de cargos o el decretar exone- 
raciones sin la iniciativa municipal correspondiente. Por- 
que de la contrario, se dan situaciones parecidas a la 
que está ocurriendo en el departamento de Paysandú. En 
efecto, en este momento está planteado ante la Cámara 
de Representantes —por los ediles colorados y algunos 
de la Unión Cívica de la Junta Departamental de San 
José— un recurso de inconstitucionalidad porque se han 
creado cargos por iniciativa de la Junta Departamental y 
además se han vulnerado otras disposiciones constitucio- 
nales por el Intendente de San José. Pero este no es el 
caso. El Intendente aquí no está en juego. Lo que ocurre 
es que aparte de eso ha decretado determinado tipo de 
exonerationes y luego las ha equilibrado, utilizando el 
mismo procedimiento que, con muy buena fe, sostenía el 
señor legislador Ricaldoni. 


Reitero que el criterio me parece correcto y estaría 
dispuesto a acompañarlo, pero siempre que el equilibrio 
necesario no llegue a vulnerar las normas constitucionales 
correspondientes. 


SEÑOR RICALDONI. — Estoy de acuerdo con el se- 
ñor legislador Cersósimo. Lo que pasa es que en algunas 
circunstancias dentro de la elaboración del Presupuesto, 
además de la valla que supone no aumentar globalmente 
los egresos ni disminuir en la misma forma los recursos, 
hay otra, que es la iniciativa del Intendente. Por supues- 
to que cuando la Constitución pide, además, la iniciativa 
del Intendente, ahí hay dos requisitos que deben anali- 
zarse. Ello no sucede en todos los casos. 


Repito que estoy de acuerdo con el señor legislador 
Cersósimo, pero me parecía que el Criterio estaba implí- 
cito en lo que había señalado antes. 


Desde luego, cuando se requiere iniciativa del Inten- 
dente no hay ni siquiera que entrar a averiguar si se 
aumentaron los gastos o se disminuyeron los recursos. Fal- 
ta esa iniciativa y punto. 


SEÑOR CERSOSIMO. — El artículo 225 de la Cons- 
titución dice que las Juntas Departamentales sólo —ad- 
verbio de modo— podrán modificar los proyectos de Pre- 
supuestos para aumentar los retursos o disminuir los gas- 
tos. Aquí los miembros de la Junta hicieron al revés, por- 
que disminuyeron los recursos y aumentaron los gastos. 
Por eso hubo cbservaciones por parte del Tribunal. Por 
lo tanto, vulneraron no sólo el sentido claro del inciso 
primero del artículo 225 de la Constitución, sino además 
su letra. 


De manera que comparto la posición del señor sena.- 
dor Ricaldoni siempre y cuando —como lo dije en la se- 
sión del martes y en otras— no se vulneren esas dispo- 
siciones constitucionales. 


SEÑOR PRESIDENTE — Evidentemente estamos en 
un “impasse”. Tenemos un acuerdo. Los artículos 57 y 59 
no se pueden aceptar y la observación es procedente; 
carecen de iniciativa del Intendente y refieren a materia 
jubilatoria. Por lo tanto, en esos dos artículos se acepta 
la observación de inconstitucionalidad. 


En los otros dos artículos tenemos una posición par- 
cialmente discrepante. Con la integración actual de la 
Comisión se produce un empate que nos inhibe de adop- 
tar posición. Si este empate no se pudiera salvar, ten- 
dríamos que informar que no hay resolución de la Co- 
misión, y que la mitad de sus integrantes opina en un 
sentido y la Otra mitad en otro. 


Lamentablemente, a pesar de los esfuerzos del señor 
legislador Cersósimo, en calidad de vocero de la Unión 
Cívica, tanto en Comisión como en Sala los votos se emi- 
ten “in situ” y en cuerpo presente. Por lo tanto, no po- 
demos computar este voto del señor legislador Daverede 
emitido por interpósita persona. 
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(Entra a Sala el señor legislador Rodríguez Camusso) 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — El punto que la 
Comisión está considerando es el siguiente: de acuerdo 
con la observación contenida en el Considerando 8%, es- 
tán observados los artículos contenidos en el Resultando 
17. En dicho Resultando se observan dos tipos de nor- 
mas: unas que aumentan egresos y Otras que Carecen de 
la iniciativa constitucional del Intendente requerida de 
acuerdo Con el artículo 86 de la Constitución para mo- 
dificar causales, beneficios o cómputos jubilatorios. Las 
normas establecidas en los artículos 57 y 59 refieren a 
esta materia. Los seis miembros de la Comisión Que nos 
encontramos presentes entendimos que la observación res- 
recto de esos dos artículos es procedente. Pero en lo que 
se refiere a las otras normas, en virtud de que aumentan 
egresos tenemos una posición discrepante. La Presidencia 
y los señores legisladores Barón y Bertacchi interpreta- 
mos que estas normas, al igual que las consideradas ayer 
que disminuyen recursos, pueden no ser pasibles de la 
observación en tanto que, aceptada la observación al Con- 
siderando 4%, que determinaba que no podía existir dé- 
ficit, la Junta Departamental verá cómo disminuye los 
egresos para adecuarlos a los ingresos, y rebajará dichos 
egresos eliminando estos artículos u otras partidas. 


Se trata de la misma interpretación lata que adop- 
tamos en el día de ayer respecto de los artículos que dis- 
minuían ingresos. 


Por otra parte, los señores legisladores Ricaldoni, Cer- 
sósimo y Bouza, entienden que los artículos sólo pueden 
aceptarse en tanto y en cuanto la estimación general de 
los egresos no signifique un déficit. Eso, si no interpreté 
mal al señor legislador Ricaldoni. 


En eso estriba la discrepancia que usted, señor legis- 
lador, puede ayudarnos a salvar, por lo menos para que 
la Comisión adopte una decisión. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — En primer lugar 
pido excusas pues, contra lo que me es habitual, llegué 
tarde a la sesión en virtud de haber tenido que actuar 
como miembro informante en una sesión de delegados 
del Frente Amplio. 


Voy a ratificar el criterio amplio que, por Otra parte, 
ya habiamos adelantado en torno a este y a otros pun- 
tos en la sesión de ayer, en un sentido coincidente con 
el voto emitido por el señor Presidente y los señores legis- 
ladores Barón y Bertacchi. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consecuencia, se puede 
considerar que existe resolución rechazando por 4 votos 
contra 3 la observación en lo que se refiere a los artícu- 
los 4%, inciso b), 54, 56, 60, 62, 63, 65 y 66. Por otra par- 
te, se acepta la observación en lo relativo a los artículos 
57 y 59. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Deseo aclarar que supongo 
que el señor Presidente habrá dicho en tono de broma 
que yo era vocero de la Unión Cívica. Si apenas puedo 
ser vocero de mi propio sector político, mucho menos lo 
puedo ser de la Unión Cívica. Simplemente, puedo sí ser 
intérprete del pensamiento del señor legislador Daverede, 
que me lo expresó en forma extra oficial. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Pasamos ahora a conside- 
rar la última observación que está pendiente, que es la 
relativa al Considerando 90. Este Considerando refiere 
los artículos mencionados en el Resultando 18 que, para 
el Tribunal de Cuentas, carecen de la iniciativa constitu- 
cional del Intendente Municipal requerida por el artículo 
86 de la Constitución. 


En el Resultando 18 figuran los artículos 57 y 59, 
respecto de los cuales ya fue aceptada la observación de' 
Tribunal de Cuentas. Corresponde, pues, considerar lo re- 
lativo a los artículos 55, 60, 61, 63, 65 y 66. 


Me permito recordar que en el día de ayer se había 
objetado lo que tiene que ver con la observación refe- 
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rente al artículo 55, por considerar que se trata de una 
norma exclusivamente programática, que no obliga al In- 
tendente Municipal por cuanto se trata de una obligación 
sin sanción y porque además, la norma referida dice que 
se elevará un proyecto debidamente financiado. De ma- 
nera, pues, que aquí no hay ninguna erogación votada ni 
que vaya a entrar en vigencia. 


En mi opinión, la observación al artículo 55 no es 
procedente. 


Otra cosa es lo relativo a los demás artículos. 


SEÑOR CERSOSIMO. — El señor Presidente ha da- 
do cuenta de que votaría este artículo de acuerdo con su 
opinión. 


Repito los términos. Dice que el artículo no obliga 
al Intendente y que simplemente es programático. 


Ahí está el problema. Pienso que sí lo obliga, porque 
dice que el propio mensaje de modificación presupuestal 
adjuntará un proyecto debidamente financiado, y un con- 
venio de seguro integral de salud para el núcleo familiar 
del funcionario municipal. 


Me gustaría escuchar ahora la opinión del señor le- 
gislador Ricaldoni, pues creo que mi opinión será similar 
a la que él seguramente habrá de expresar. 


Pero en el entendido que manifestaba el señor Pre- 
sidente estaba dispuesto a votar este artículo, salvo que 
el señor legislador Ricaldoni expresara un punto de vista 
que podía ser similar al que, antes de lo expuesto por el 
señor Presidente y dentro de esas coordenadas, yo hubie- 
ra estado dispuesto a votar. 


Repito que desearía escuchar la opinión del señor le- 
gislador Ricaldoni antes de pronunciarme al respecto. 


SEÑOR RICALDONI. — Discrepo con el punto de 
vista del señor Presidente acerca de que el artículo 55 
del presupuesto es una norma meramente programática, 
porque aquí se impone al Intendente adjuntar al próximo 
mensaje de modificación presupuestal un proyecto que, 
además, como dice la disposición, debe ser debidamente 
financiado y un convenio de seguro integral de salud, et- 
cétera, etcétera. 


Aquí se está dando al Intendente un mandato en el 
sentido de que adopte una conducta determinada, la que 
se deberá producir en una propuesta a la propia Junta 
Departamental. 


Me pregunto cómo reaccionaría la Junta si luego el 
Intendente no cumpliera con esta obligación que le im- 
pone la ley departamental. Y así mismo, en tren de ser 
moderadamente suspicaz, me pregunto si algún día esto 
no terminará llevando a que los señores integrantes de ia 
mayoría actual de la Junta Departamental se les ocurra, 
por ejemplo, que esto encaja en la previsión del artículo 
93, donde se establecen las causales de juicio político. 


Me parece una norma tremendamente peligrosa, que 
deja sin solución un problema político del departamento, 
pues queda latente la vía para que se impute al Inten- 
dente una violación de las normas que rigen la actividad 
del departamento y por lo tanto creo que, lejos de lo 
que piensa el señor Presidente, se trata de una norma 
mucho más que programática. Yo sé que la Constitución 
establece como causal de juicio político la violación de 
la Constitución u otros delitos graves; perfecto. 


Pero en este tren de interpretar con elasticidad la 
Constitución, a alguien se le puede ocurrir que todo esto 
indirectamente es violación, porque no se acata una ley 
departamental, etcétera, etcétera. 


En consecuencia, no lo voy a votar, porque creo que 
no es programática. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Me alegro que el señor le- 
gislador Ricaldoni haya expresado eso, porque es justa- 
mente lo que tenía apuntado e iba a decir. De mantra 
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que ante las manifestaciones del señor Presidente, con el 
propósito de no dar a esta disposición un carácter más 
allá del que pueda tener, me hubiera avenido a votarla. 
También lo hacía teniendo en cuenta la opinión del señor 
Presidente, en el sentido de que era una norma de carác- 
ter programático que no obligaba al Intendente y que no 
daba lugar a ninguna ulterioridad. Pero eso es para no- 
sotros, porque tenemos que decir sí o no; no podemos dar 
los fundamentos o razones de porqué aceptamos o recha- 
zamos una norma. Si mañana el Intendente es pasible 
de un juicio político —y comparto este aspecto, porque 
era lo que iba a manifestar— por incumplimiento de una 
disposición que está establecida aquí, lo único que podría 
enervar esa facultad es que es inconstitucional el hecho 
de que la norma tenga carácter preceptivo, y porque, 
además, para crear un seguro de salud debidamente fi- 
nanciado, precisaría la iniciativa del Intendente, que no 
la tiene. Pero, naturalmente, ese es un problema de in- 
terpretación respecto a una Junta que puede no ser 
-——<como ha quedado demostrado— muy afecta a que ha- 
ya vasos comunicantes entre nuestra bancada y las de 
los restantes partidos, lo cual puede llevar a que mañana 
se promueva un juicio político al Intendente, en función 
de que no ha cumplido una norma, tal cual están plan- 
teadas las cosas en las actuales circunstancias. 


Por lo tanto, en ese aspecto comparto totalmente lo 
manifestado por el señor legislador Ricaldoni en el senti- 
do de que, para votar el rechazo de esta disposición, ten- 
dríamos que hacerlo en el entendido de que no se va a 
dar lugar a ninguna ulterioridad de cualquier naturaleza. 
En caso contrario y para mayor seguridad, tendríamos 
que votar de acuerdo con lo que yo entendía desde hace 
algún tiempo —cuando comencé a estudiar este proble- 
ma— y con lo manifestado por el señor legislador Rical- 
doni, a quien estoy dispuesto a acompañar en ese aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Volviendo a abusar de los 
poderes que me confiere la Presidencia, voy a tratar de 
aclarar este asunto. 


Estarán contestes todos los miembros de la Comisión 
en que esta norma no tipifica ninguna figura penal ni 
ningún delito. Aquí no puede haber juicio político, para 
el eventual caso de que la norma quedara y no fuera 
acatada por el Intendente, por ningún delito, ni grave ni 
leve, ni de ninguna naturaleza, ni tampoco por violación 
de la Constitución, porque violación de la Constitución, 
es, Obviamente, como lo dice la misma expresión, viola- 
ción de una norma constitucional y no de una norma 
legal o, como sostiene el señor legislador Cersósimo, vio: 
lación de un decreto u ordenanza departamental. De mo- 
do que la hipótesis es absolutamente descabellada. Jamás 
podría iniciarse un juicio político al Intendente de Pay- 
sandú, ni a ningún Intendente, por no acatar una obliga- 
ción que le impone su Presupuesto Departamental, a me- 
nos que en éste, en forma inconstitucional, se pretendiera 
tipificar un delito, lo cual sería absurdo. 


De manera que jamás puede iniciarse un juicio polí- 
tico a un Intendente porque haya un artículo dentro del 
presupuesto que le imponga una obligación, que el Inten- 
dente incumpla. 


He dicho que la norma es programática —y si se 
quiere, retiro la expresión— porque las obligaciones sin 
sanción, en el funcionamiento práctico del orden jurídico, 
son obligaciones teóricas. Cuando no hay manera de lla- 
mar a responsabilidad a quien incumple la obligación, és- 
ta es teórica. Se cumple, si el teóricamente obligado lo 
quiere, pero si no lo quiere, no la cumple, que es lo que 
hará el Intendente. Pero además, creo que el fundamento 
de la observación del Tribunal de Cuentas no corresponde 
a lo que en realidad determina el artículo. El Tribunal 
observa esta disposición, como las otras contenidas en este 
Resultando, porque carece de la iniciativa requerida por 
el artículo 86 de la Constitución. ¿Para qué exige inicia- 
tiva del Ejecutivo Nacional, por remisión del artículo 222, 
en cuanto al Ejecutivo Departamental? Para crear em- 
pleos, dotaciones o retiros, sus aumentos, asignación o 
aumentos de pensiones O recompensas pecuniarias, esta- 
blecimiento o modificaciones de causales, cómputos o be- 
neficios jubilatorios. ¿Qué dice el artículo 55? Que hay 
obligación de mandar un proyecto debidamente financia- 
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do de un convenio de seguro integral de salud. Hasta que 
el Intendente no lo haga, no habrá ningún aumento de 
nada. 


Además, se dice que deberá ser financiado, y si lo 
tiene que mandar el Intendente, en su momento habrá 
iniciativa de éste. Mientras tanto, no habrá presupuesto 
ní nada que se ponga en vigencia. Por otro lado, ¿cuál 
de estos conceptos encaja claramente en lo dispuesto en 
el artículo 55? No se trata de creación de empleos, de 
retiros, de asignación o aumentos de pensiones, etcétera: 
a lo sumo podrá ser una creación de dotaciones o una 
recompensa pecuniaria. No es estrictamente el concepto 
que significa crear un seguro de salud. Pero, aunque así 
lo fuera, evidentemente no se ha puesto en vigencia el 
seguro de salud por iniciativa de la Junta Departamen- 
tal. Esta se remite a un proyecto que, en el futuro, le 
deberá elevar el señor Intendente. Y además, deberá en- 
viarlo debidamente financiado. 


En verdad creo que el Tribunal de Cuentas no ha 
calibrado bien el problema y se ha excedido en su celo 
por hacer respetar el artículo 86 de la Constitución —-lo 
que me parece muy saludable— porque en este artículo, 
en mi concepto, no se viola para nada esa disposición 
constitucional, 


SEÑOR RICALDONI. — No quiero arrimar argu- 
mentos a una posible tentativa futura de juicio político 
al Intendente de Paysandú, por parte de la Junta De- 
partamental. Creo que cuanto mejores sean las relaciones 
entre el Ejecutivo y el Legislativo departamentales, me- 
jor será para el departamento y para el país. Yo leo el 
numeral 22 del artículo 275 y veo que dice, respecto del 
Intendente, que además de las que la ley determine, sus 
atribuciones son: “cumplir y hacer cumplir la Constit:- 
ción y las Leyes”. 


'A alguien se le va a poder ocurrir, sin duda, que no 
cumple la Ley Departamental si no envía este proyecto 
de que da cuenta el artículo 55. A mí —más allá del 
hecho de que pueda estar de acuerdo con el señor Pre- 
sidente en que en alguna medida esta norma no está 
prevista en el artículo 86 de la Constitución— me pa- 
rece que es una norma absolutamente inconveniente y no 
veo, tampoco, que su mantenimiento beneficie en forma 
alguna, la idea que la Junta Departamental debe tener 
sobre lo que es el presupuesto del departamento. Si es 
tan programático como se dice, tampoco a la Junta le 
crea perjuicio su eliminación. Pero como creo que dista 
mucho de ser meramente programático —«quizás se po- 
dría decir que en alguna medida escapa al artículo 86— 
raid acompañar la observación del Tribunal de Cuen- 
as. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Está a consideración de la 
Comisión la observación referente al Resultando N* 18, 
que ya ha sido aceptado respecto a los artículos 57 y 59. 


Por ahora se han expresado a favor del manteni- 
miento de la observación en todos sus términos los se- 
ñores legisladores Ricaldoni y Cersósimo. Yo he expre- 
sado opinión contraria en lo relativo al artículo 55. 


Para adelantar resolución y atento a la brevedad del 
tiempo que nos queda, solicitaría a los señores legislado- 
res que expongan en forma sucinta su opinión. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — En lo que tie- 
ne que ver con el artículo 55, apoyamos el criterio del 
señor Presidente. 


SEÑOR BARON. — Estoy de acuerdo con lo expre- 
sado por el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, la resolución es 
la siguiente: se aceptó la observación en general y, por 
mayoría, se la rechaza en lo relativo al artículo 55. 


En cuanto a lo demás, es evidente que falta la ini- 
ciativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Entendí que 
sólo se estaba considerando el artículo 55. 
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SEÑOR BERTACCHI. — No me había expresado 
con respecto a los demás. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Queda por considerar lo 
relativo a los artículos 60, 61. 63, 65 y 66. 


Se ha rechazado el artículo 55 y aceptado los artícu- 
los 57 y 59. 


SEÑOR BERTACCHI. — Creo que cuando tratamos 
el Considerando 8% estuvimos analizando los artículos $80, 
65 y 66. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Figuran en el Resultando 
17. 


SEÑOR BERTACCHI. — Se trata de artículos en los 
que se repite el tratamiento es decir, son los artículos 60, 
63, 65 y 66. 


El artículo que no se ha tratado hasta ahora de este 
Considerando es el 61, correspondiente a los viáticos. 


Debo decir que considero que es una norma de orden 
que si el señor Intendente ordena a un funcionario mu- 
nicipal, a realizar tareas fuera de su lugar habitual de tra- 
bajo, debe existir un viático, ya sea para el traslado co- 
mo para la manutención. 


De no existir esta norma —que no figuraba dentro 
del proyecto del señor Intendente— el funcionario se ve- 
ría en la necesidad de pagar de su peculio, todas las ero- 
gaciones que se originan con motivo de los traslados que 
le ordene el señor Intendente dentro del departamento. 


De ninguna manera podríamos aceptar que un fun- 
cionario municipal, en ejercicio de una tarea indicada por 
el señor Intendente, vea disminuidos sus ingresos, su suel- 
do, por tener que gastar de su peculio para cumplir con 
la función. 


En definitiva, no puedo aceptar la observación del 
Tribunal de Cuentas en este caso, inclusive por una ra- 
zón de humanidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor legislador Bertac- 
chi se ha expresado contra la aceptación de la observa- 
ción referida al artículo 61. No sé qué opinión tienen los 
demás miembros de la Comisión. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Mi sector —y pienso que 
todo el Partido Colorado— por las razones expuestas, en- 
tiende que deben ser aceptadas las observaciones conte- 
nidas en el Resultando 18 que estamos considerando, por- 
que carecen de la correspondiente iniciativa, no figuran- 
do las normas en el proyecto de Presupuesto remitido por 
la Intendencia de Paysandú. 


Personalmente, soy contrario a decir “elevados”, por- 
que entre los órganos de la misma jerarquía los mensajes 
se remiten. En consecuencia, debería decir remitido por 
la Intendencia o remitido por la Junta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor legislador Cersó- 
simo es contrario a utilizar la expresión “elevar”, pero 
es el término que ha utilizado el Tribunal de Cuentas, 
por Jo que no se puede modificar. 


SEÑOR CERSOSIMO. — De acuerdo, señor Presi- 
dente. 


El Considerando 9% —que €s el que se remite a este 
Resultando 18 que estamos analizando— dice que se in- 
corporan normas que no cuentan con la iniciativa del In- 
tendente Municipal, contra lo dispuesto expresamente en 
el artículo 86 de la Constitución, por remisión de su ar- 
tículo 222. Esto significa que las mismas razones que ex- 
pusimos para los artículos anteriores, militan en este ca- 
so, motivo por el que vamos a sostener que se acepten 
las observaciones del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Confieso que tengo un po- 
co de confusión con respecto a este Resultando. Hay ma- 
yoría para rechazar la observación referida al artículo 
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55; hay unanimidad para aprobar las observaciones re- 
feridas a los artículos 57 y 59. 


SEÑOR BERTACCHI. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Si ya tuvimos en cuenta los artículos 57 y 59 con 
respecto al caso tratado en el Considerando 8% y si, a la 
vez, aprobamos los artículos 60, 63, 65 y 66, quedaría por 
considerar el artículo 61. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ya están aprobadas las 
observaciones referidas a los artículos 57 y 59, rechaza- 
das las referidas a los artículos 60, 63, 65 y 66 y ahora, 
por mayoría, se rechaza la referida al artículo 55; que- 
daría el artículo 61, sobre el que yo estoy de acuerdo 
con los conceptos de conveniencia y oportunidad que ha 
expresado el señor legislador Bertacehi si bien acepto 
que, desde el punto de vista formal, la observación es 
procedente, 


SEÑOR RICALDONI. — Simplemente para decir que 
la reiteración de observaciones en este Considerando de 
artículos —que ya figuraban en otros— se debe a otra 
causal, que no se analizó cuando se votó con anterioridad. 


Aquí se dice otra cosa: que no cuentan con la ini- 
ciativa del señor Intendente Municipal, cosa que cuando 
se analizaron algunos de esos mismos artículos en el nu- 
mera] anterior, tenía vinculación con el tema del aumen- 
to de los ingresos. Justamente, hace un rato señalaba que 
en algunos casos existen dos vallas constitucionales y en 
estos artículos están las dos. El hecho de que en esta 
Comisión se haya votado en un determinado sentido no 
impone la obligación de votar ahora en la misma forma, 
cuando aquí se está haciendo hincapié en lo relativo a la 
falta de iniciativa. 


SEÑOR CERSOSIMO. — De acuerdo. 


En ocasiones, la falta de iniciativa implica dos he- 
chos; si se crea un empleo sin la falta de iniciativa, si- 
multáneamente se aumenta el egreso. Allí habría dos vio- 
laciones: por aumentar los egresos y por crear empleos 
sin iniciativa. Este es uno de esos casos. 


SEÑOR BARON. — Antes de que hicieran uso de 
la palabra los señores legisladores Ricaldoni y Cersósimo, 
tenía pensado referirme al artículo 61. 


Entiendo que si bien se carece de iniciativa del Eje- 
cutivo Departamental, desde hace tiempo conocemos —y 
no digo que esto haya pasado ni vaya a suceder en el 
futuro en Paysandú— medidas que pueden tomar los se- 
ñores Intendentes —y así lo han hecho en algunas opor- 
tunidades— contra los funcionarios, trasladándolos a rea- 
lizar trabajos en otros lugares del departamento, a modo 
de sanción por carecer de viáticos que permitan al fun- 
cionario actuar con la libertad de acción necesaria y te- 
ner la posibilidad de pagarse una comida y una Cama 
donde dormir en el lugar a donde fue designado. 


Por tal motivo, si bien carecemos de las formalida.- 
des del caso, entendemos conveniente el rechazo de las 
observaciones del Tribunal de Cuentas con respecto a este 
artículo 61. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Estoy de acuerdo en cuan- 
to a esa única observación para rechazar las observacio- 
nes al artículo 61. Acepto que los artículos 60, 63, 65 y 
66 carecen de iniciativa. Si bien se crean beneficios que 
son justos, en mi concepto evidentemente parece muy di- 
ficil en este caso levantar las observaciones del Tribunal 
de Cuentas. 


SEÑOR BERTACCHI. — Desde la primera sesión que 
se.realizó he escuchado al señor Presidente manifestando 
que estamos considerando este tema desde dos puntos de 
vista, dejando aclarado, inclusive, que no tenía relación 
con el aspecto político, 


. Debo manifestar que los mismos conceptos que di 
con respecto al artículo 61 los estoy suministrando con 
relación al resto del articulado. Por ejemplo, en el caso 
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del artículo 66, debemos decir que allí se presenta una 
tarea insalubre, de riesgo reconocido, inclusive, por nor- 
mas internacionales. Algo similar ocurre con el artículo 
65, que se refiere a horario nocturno, que no significa un 
aumento de sueldo para los trabajadores, sino que, en 
cierta medida, se les iguala a lo que puede ser el sueldo 
de los funcionarios administrativos, que trabajan una jor- 
nada de seis horas —en horario matutino durante el ve- 
rano— mientras que el otro funcionario debe realizar su 
labor durante toda la noche, en un horario que normal- 
mente es de descanso. Es por ello que se realiza un equi- 
librio de ingresos entre ambas categorías de funcionarios, 
lo que no significa un mejor sueldo para ninguna de las 
categorías. 


Con relación al artículo 66, que se refiere a las ta- 
reas insalubres y de riesgos, tenemos el mismo concepto. 
No se trata de un sobresueldo que se le da a un funcio- 
cionario, sino que es una equiparación entre funciones 
que son realizadas por empleados municipales, pero de 
distinta forma. Entonces, si tenemos que dentro del arti- 
culado del señor Intendente, que soluciona el quinquenio 
municipal con veinte disposiciones que no contienen las 
normas imprescindibles para que los funcionarios traba- 
jen, ¿qué actitudes se habrán de tomar? Por ejemplo, si 
actuamos igual que lo hicimos con el artícuio 61 que 
se relaciona con los viáticos y si en general se entiende 
que se debe compartir esa idea, ¿no es lo mismo respecto 
del resto del articulado? 


Reitero que estamos considerando temas de carácter 
político y humano acerca de los funcionarios. 


SEÑOR RICALDONI. — En esta misma Sala, den- 
tro de diez minutos se va a reunir una Subcomisión de 
la Asamblea General, Está claro que por mayoría se re- 
chaza la observación del articulo 55. Aparentemente —si 
interpreto bien la situación— se confirmarían las obser- 
vaciones a los artículos 57 y 59. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Eso sería por unanimidad. 


SEÑOR RICALDONI. — Formulo, como moción de 
orden, que votemos ahora sucesivamente las observacio- 
nes a los artículos 60, 61, 63, 65 y 66, a efectos de or- 
denar la cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si el señor legislador me 
lo permite, como entiendo que he sido aludido por'el 
señor legislador Bertacchi, deseo respetuosamente acla- 
rarle cuál es mi pensamiento. 


Con relación al artículo 61, tengo conocimiento de 
que el mecanismo de los traslados ha sido utilizado por 
el señor Intendente de Paysandú —antes de ingresar co- 
mo Intendente electo por el pueblo, y después de eso, 
es decir, durante y después del proceso— como un me- 
canismo de persecución política. Es por eso que hay otra 
norma que fue calificada como estatutaria por el Tribu- 
nal de Cuentas, que nosotros confirmamos, dando una se- 
rie de garantías a efectos de evitar los traslados arbitra- 
rios. Esta disposición viene a complementar ese concepto, 
puesto que cuando hay. traslados debe existir un viático. 


Lo cierto es que esto carece de iniciativa, pero de 
acuerdo a esta razón especial, o sea el abuso que se me 
informa ha hecho el señor Intendente de ese mecanismo, 
aclaro que por razones de oportunidad o por una cuestión 
política ——si se quiere— votaré contra esta observación. 


En cuanto al resto de las disposiciones, pienso que 
representan un beneficio indiscutible para los funciona- 
rios aunque —“fuera de toda duda— carecen de la ini- 
ciativa y es muy difícil justificar el levantamiento de 
las observaciones. Por ejemplo, el artículo 63 crea un 
salario vacacional con un monto del 80 % del salario mí- 
nimo, Es un beneficio justo para esos funcionarios; qui- 
zás otros funcionarios de otros departamentos no lo ten- 
gan. Será un problema político lograr que en la próxima 
Rendición de Cuentas sea sancionado en general, pero 
veo como muy difícil justificar, desde mi punto de vista 
—respetando a aquellos que no comparten mi idea— el 
levantamiento de estas observaciones. Por consiguiente y 
de acuerdo a la moción de orden formulada por el señor 
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legislador Ricaldoni, está a consideración la observación 
referida al artículo 60. 


Se va a votar; por la afirmativa quienes aceptan la 
observación al artículo 60. 


(Se vota:) 
Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


Se va a votar si se acepta la observación al artícu- 
lo 61. 


(Se vota:) 
Cuatro en siete: NEGATIVA. 
Queda levantada la observación. 


Se va a votar si se acepta la observación al artícu- 
lo 63. 


(Se vota:) 
Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


Se va a votar si se acepta la observación al artícu- 
lo 65. 


(Se vota:) 
Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


Se va a votar si se acepta la observación al artícu- 
lo 66. 


(Se vota:) 
Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


Por lo tanto, han sido rechazadas las observaciones 
pas a los artículos 55 y 61, siendo aceptadas las 
demás. 


Antes de que se levante la sesión, debemos conside- 
rar lo relativo al Numeral 11 de la parte dispositiva. Me 
refiero a los Considerandos 50, 60, 11 y 17. 


Lo relativo al Considerando 13 ya había sido re- 
chazado. 


El Considerando 5% dice: “que deberán remitirse nor- 
mas para la ejecución e interpretación del _presupuesto, 
como lo prescribe la Constitución en el artículo 214 in- 
ciso D”. 


Se interpreta que esto es de lógica y la Junta De- 
partamental deberá abocarse a redactar esas normas o 
transcribir las de reglamentaciones de presupuestos ante- 
riores. 


De no existir un criterio discrepante, aprobaríamos 
esta disposición. 


El Considerando 6% dice: “que los ajustes en el Esca- 
lafón Municipal tendrán aplicación siempre que no afec- 
ten los cargos actuales ni disminuyan las remuneraciones 
del escalafón vigente”. 


Esto parece lógico y estamos de acuerdo con la dis- 
posición. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Habría que co- 
nocer más profundamente el alcance de esto, dada la si- 
tuación padecida en esa Intendencia durante la dictadu- 
ra; el desconocimiento absoluto de los derechos más ele- 
mentales de los funcionarios que se registró, según es no- 
torio. 


Doy mi voto afirmativo al Considerando 59. 
En cuanto al “Téngase presente” del Considerando 


62, estoy de acuerdo en lo relativo a las remuneraciones, 
pero en cuanto a lo de cargos actuales, puede haber al- 
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guno que no se practique. Por tanto, no voy a votar esta 
observación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, se aprueba por 
mayoría el “Téngase presente” del Considerando 6%, con 
la salvedad expresada en Sala por el señor legislador Ro- 
dríguez Camusso. 


Pasamos el Considerando 11, que establece “que res- 
pecto a los servicios especializados o extraordinarios a 
que se refiere el artículo 41 no merecerá observación en 
la medida que los mismos estén dentro de la competen- 
cia de la Intendencia”. 


Es obvio que no puede haber servicios que no estén 
dentro de la competencia legal y constitucional] de la In- 
tendencia. 


Por lo tanto, si no se formulan observaciones, se da 
por aprobado por unanimidad el “Téngase presente” del 
Considerando 11. 


En lo que atañe al Considerando 17, en él tenemos 
la directiva genérica del mantenimiento del equilibrio 
presupuestal para que los gastos que se comprometan en 
el correr del ejercicio mantengan una razonable relación 
con las reales recaudaciones operadas. 


Por consiguiente, si no se formulan observaciones, 
queda aprobado por unanimidad el “Téngase presente” 
del Considerando 17. 


El “Téngase presente” del Considerando 13 ya había 
sido considerado y rechazado. : 


La Presidencia desea convenir con los restantes miem- 
bros de la Comisión la manera de concluir estos traba- 
jos. Afortunadamente, hemos logrado terminar las sesio- 
nes de trabajo dentro del plazo acordado. Sólo nos resta 
redactar el informe, en el que —según creo— deben 
constar todas las resoluciones adoptadas con relación a 
las observaciones y a los “Téngase presente” del Tribunal 
de Cuentas. Por supuesto, debemos hacerlo en forma muy 
escueta, porque no tenemos tiempo para extendernos, 
pero sí con la información mínima necesaria para que 
la Asamblea General, cuando vaya a tratar el tema, ten- 
ga un conocimiento más o menos aproximado de lo ac- 
tuado por la Comisión. 


Además, debemos designar a los Miembros Informan- 
tes, que pueden ser uno o más ya que, en cierto sentido, 
aquí ha habido una mayoría y una minoría. En Sala se 
expondrán los fundamentos de las resoluciones tomadas 
y las salvedades a determinados Considerandos u obser- 
vaciones, formuladas por quienes han sido minoría. 


SEÑOR SECRETARIO DEL SENADO (Farachio). — 
Quiero dejar una constancia. De acuerdo con las instruc- 
ciones impartidas por el señor Presidente de la Asamblea 
General, el señor senador Batlle, se ha dispuesto su con- 
vocatoria para el día 17 a la hora 18. Esta convocatoria 
será distribuida el día jueves de la próxima semana, y 
volverá a serlo el día lunes siguiente, a la casa de todos 
los señores legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Comisión toma nota 
de esa información. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Deseo poner en 
conocimiento de la Comisión que, juntamente con el se- 
ñor legislador Bertacchi y en atención al resultado de 
las sucesivas votaciones realizadas, vamos a firmar el in- 
forme con salvedades, las que expondremos genéricamen- 
te en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Creo que en esa situación 
estamos prácticamente todos los integrantes de la Comi- 
sión, porque algunos en mayor cantidad de oportunida- 
des, y otros en menos, hemos quedado en minoría, de 
manera que todos hemos de firmar con salvedades. 


SEÑOR RICALDONI. — Creo que interpretando el 
sentir de todos los integrantes de la Comisión, encomen- 
daría al señor Presidente de la misma, quien ha trabaja- 
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do con tanta dedicación, eficiencia y ecuanimidad y ade- 
más teniendo en cuenta su gran capacidad y demás atri- 
butos que reúne su persona... 


(Apoyados) 


. que redactara el informe. Nosotros lo acompaña- 
remos, con las salvedades que manifestaremos en Sala. 


Ñ Sólo me resta señalar que creo que sería conveniente 
que hubiera un Miembro Informante por cada partido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Comparto su opinión, 
puesto que entiendo que este asunto es muy delicado y 
requeriría un Miembro Informante por cada partido. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Normalmente, 
el Miembro Informante en el Parlamento es el que ex- 
presa favorablemente el sentir del proyecto. Pero noso- 
tros decimos que firmaremos con salvedades que hemos 
de detallar en Sala, porque nos parece que se demoraría 
mucho y sería una complicación pretender que en el in- 
forme se determine al detalle la posición de cada uno de 
los sectores. De manera que al tratarse en Sala las ob- 
servaciones, diremos por qué estamos de acuerdo con tal 
posición o por qué discrepamos con tal otra. ñ 


SEÑOR PRESIDENTE. — Agradezco los conceptos 
vertidos por el señor legislador Ricaldoni y compartidos 
por los demás miembros de la Comisión y acepto la pro- 
puesta de redactar el informe; como el asunto es deli- 
cado, quisiera poner a consideración de la Comisión una 
orientación general para la redacción de este informe. 
En él, respecto de cada observación y de cada “Téngase 
presente”, se expresaría lo resuelto por la Comisión, sea 
por unanimidad o por mayoría y, en la forma más su- 
cinta posible, se determinarían los fundamentos de cada 
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decisión, es decir, a modo de ejemplo, estableceríamos 
que se rechaza por considerarse una interpretación equi- 
vocada del artículo tal o cual de la Constitución, o que 
se acepta por considerar que falta la iniciativa requerida 
por el artículo tal o cual de la Constitución. Todo esto 
se haría en los términos más escuetos que sea posible. 


Si todos los señores legisladores están de acuerdo, es- 
ta sería la forma en que se redactaría el informe. 


Sólo nos resta designar a los Miembros Informantes. 


SEÑOR BARON. — Entiendo que, por el Partido Na- 
cional, no cabe otra persona que el señor Presidente. 


SEÑOR BOUZA. — Propongo al señor legislador Ri- 
caldoni como Miembro Informante del Partido Colorado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Obviamente, creo que el 
señor legislador Rodríguez Camusso debe ser el Miembro 
Informante del Frente Amplio. “yn absentia”, designa- 
mos al señor legislador Daverede en representación de 
la Unión Cívica. 


A mi entender, conjuntamente con el informe se de- 
be distribuir el dictamen del Tribunal de Cuentas, así co- 
mo todos los otros antecedentes, a efectos de ponerlos en 
conocimiento de todos los señores legisladores. 


(Apoyados) 

'Si ningún señor legislador desea hacer uso de la pa- 
labra, se levanta la sesión y se da por concluido el tra- 
bajo de esta Comisión. 


(Es la hora 16 y 2 minutos)”. 
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